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ESTADO DE MICHOACAN

Comunicación del Congreso estatal con la que remite acuerdo por el que exhorta
a la Cámara de Diputados a que intervenga ante el Ejecutivo Federal en el proble-
ma de Agroindustrias del Balsas, SA de CV. Se turna a la Comisión Especial de la
Agroindustria Azucarera de México. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE MORELOS

Comunicación del Congreso estatal con la que remite acuerdo por el que solicita
la intervención de la Cámara de Diputados ante la Secretaría de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, a fin de que se amplíe el conve-
nio de coordinación de fecha 13 de septiembre de 2002, relativo al otorgamiento
de apoyos económicos a los ex trabajadores del ingenio Emiliano Zapata. Se tur-
na a la Comisión Especial de la Agroindustria Azucarera de México. . . . . . . . . . . 
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ESTADO DE NAYARIT

Comunicación del Congreso estatal con la que remite acuerdo por el que solicita
apoyo federal y estatal para enfrentar las contingencias ocasionadas por el hura-
cán “Kenna”. Se turna a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública. . . . . . 

ESTADO DE SONORA

Comunicación del Congreso estatal con la que remite acuerdo por el que resuelve
apoyar las demandas de los ex braceros para recuperar el 10% que les fue des-
contado de sus salarios por concepto de ahorro durante el tiempo que trabajaron
en Estados Unidos de América, con motivo del convenio suscrito entre el Gobier-
no de ese país y el de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a las comisiones
Especial para darle Seguimiento a los Fondos Aportados por los Trabajadores Me-
xicanos Braceros y a la de Relaciones Exteriores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE SONORA

Comunicación del Congreso estatal con la que informa de actividades propias de
su legislatura. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PARLAMENTO LATINOAMERICANO

Comunicación de la senadora Cecilia Romero Castillo, en su calidad de vicepre-
sidenta del Parlamento Latinoamericano por México, con el que remite el informe
de actividades de la delegación mexicana participante en la XIX Asamblea Ordi-
naria de ese Parlamento, celebrada en Sao Paulo, Brasil. Se turna a la Conferencia
para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos, a la Junta de
Coordinación Política y a la Comisión de Relaciones Exteriores. . . . . . . . . . . . . . 

UNIVERSIDAD AUTONOMA DE CHAPINGO

Oficio de la Cámara de Senadores, con acuerdo por el que solicita se apruebe la
asignación de recursos suficientes a la Universidad Autónoma de Chapingo, para
descentralizar programas educativos de investigación y de servicios en el ámbito
rural, en particular para la creación y fortalecimiento de la unidad académica en el
estado de Oaxaca. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . .

REGISTRO DE ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS

Oficio de la Cámara de Senadores, con acuerdo por el que se propone al Poder Eje-
cutivo Federal y a la Cámara de Diputados incluir un fondo anual adicional para el
desarrollo de los estados de Chiapas, Guerrero y Oaxaca, en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2003. Se turna a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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HURACAN KENNA

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política a efecto de exhortar al Ejecutivo Fe-
deral, para que se declare zona de desastre a los municipios de Talpa de Allende,
Mascota y San Sebastián del Oeste, del estado de Jalisco, que fueron severamen-
te afectados en sus cultivos agrícolas por efectos del huracán "Kenna". Aprobado.

HURACAN KENNA

Comunicación de la Junta de Coordinación Política con punto de acuerdo en rela-
ción con los daños ocasionados por el huracán "Kenna" en el sector pesquero de
los estados de Nayarit y Jalisco. Aprobado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISIONES LEGISLATIVAS

Dos comunicaciones de la Junta de Coordinación Política con las que informa de
cambios en la integración de las comisiones de Comunicaciones, de Fomento
Cooperativo y Economía Social, de Ciencia y Tecnología, de Pesca y de Seguri-
dad Social. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES DE PUNTOS DE ACUERDO

Acuerdo de la Mesa Directiva relativo al trámite de las proposiciones con punto
de acuerdo presentadas en la Cámara de Diputados. Aprobado. . . . . . . . . . . . . . . 

COMISION DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

La Presidenta informa de la firma de un convenio de colaboración de la Comisión
de Ciencia y Tecnología, con la Academia Mexicana de Ciencias, y acuerda pu-
blicar su contenido y el texto de la intervención del presidente de esa academia en
la Gaceta Parlamentaria. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACION FISCAL

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma y adiciona la Ley de Coordinación Fiscal presentada por el se-
nador César Camacho Quiroz, del Partido Revolucionario Institucional. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MARIPOSA MONARCA

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite copia del oficio del Go-
bernador del estado de México, en relación con el establecimiento de medidas de
protección para salvaguardar la integridad de la Mariposa Monarca, en respuesta
a punto de acuerdo aprobado en la sesión del 29 de abril pasado. Remítase a la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para su conocimiento. . . . . . . . 
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ESTADO DE CAMPECHE

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite copia del oficio del Di-
rector General del Fondo de Desastres Naturales, sobre la solicitud para declarar
al estado de Campeche como zona de desastre, en respuesta a punto de acuerdo
aprobado en la sesión del 26 de septiembre pasado. Remítase copia al promoven-
te, a los diputados federales del estado de Campeche y a la Comisión Especial en-
cargada de vigilar que los recursos del Fondo de Desastres Naturales y las parti-
das extraordinarias que se aprueben, se apliquen para el restablecimiento de las
condiciones de convivencia de la población y la ayuda a los damnificados por el
huracán "Isidore". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGISTRO PUBLICO DE COMERCIO

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que se remite iniciativa del Poder
Ejecutivo Federal, con proyecto de decreto que modifica al diverso por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones del Código Civil para el Distrito Fe-
deral en Materia Común y para toda la República en Materia Federal, del Código
Federal de Procedimientos Civiles, del Código de Comercio y de la Ley Federal
de Protección al Consumidor, publicado en el Diario Oficial de la Federación de
fecha 29 de mayo de 2000. Se turna a las comisiones de Justicia y Derechos Hu-
manos y de Comercio y Fomento Industrial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y 
ELIMINAR LA DISCRIMINACION

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que se remite iniciativa del Poder
Ejecutivo Federal, con proyecto de dicha ley. Se turna a la Comisión de Justicia y
Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GASTO PUBLICO 

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que se remite iniciativa del Poder
Ejecutivo Federal, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público y de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas. Se turna a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública. . . . . . . . . . 

REINO DE ESPAÑA

Doce oficios de la Cámara de Senadores con minutas con proyecto de decreto por
los que se conceden permiso a igual número de ciudadanos, para aceptar y usar las
condecoraciones que les confiere el Gobierno del Reino de España. Se turnan a la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REINO DE SUECIA

Once oficios de la Cámara de Senadores con minutas con proyecto de decreto por
los que se conceden permiso a igual número de ciudadanos, para aceptar y usar las
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condecoraciones que les confiere el Gobierno del Reino de Suecia. Se turnan a la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

CODIGO PENAL FEDERAL

El diputado Omar Fayad Meneses presenta iniciativa con proyecto de decreto, que
adiciona un Capítulo IX al Título Décimo Tercero del Libro Segundo del Código
Penal Federal, para sancionar conductas indebidas en contra de los sistemas de
respuesta a llamadas telefónicas de emergencia. Se turna a las comisiones de Go-
bernación y Seguridad Pública, Especial de Seguridad Pública y de Justicia y De-
rechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA CULTURA Y LAS ARTES

La diputada Celita Trinidad Alamilla Padrón presenta iniciativa con proyecto de
decreto, que expide la Ley del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. Se
turna a la Comisión de Cultura. . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EDUCACION SUPERIOR

El diputado Rogaciano Morales Reyes presenta iniciativa con proyecto de decre-
to, que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y los artículos 6o. y 33 de la Ley General de Educación. Se turna a las
comisiones de Puntos Constitucionales y de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EVENTOS DEPORTIVOS

El diputado Arturo Escobar y Vega presenta iniciativa con proyecto de decreto,
que reforma y adiciona diversas disposiciones de los códigos Penal Federal y
Federal de Procedimientos Civiles. Se turna a la Comisión de Justicia y Dere-
chos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PODER LEGISLATIVO

El diputado Moisés Alcalde Virgen presenta a nombre de diputados integrantes del
Comité del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, iniciativa con proyecto
de decreto, que reforma los artículos 49 y 135 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, respecto a centros de estudios. Se tur-
na a la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . 

LETRAS DE ORO

El diputado Salvador Cosío Gaona presenta iniciativa con proyecto de decreto,
para que se inscriba en letras de oro en los muros de honor de la Cámara de Di-
putados, el nombre de don Mariano de la Bárcena y Ramos. Se turna a la Comi-
sión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES

La diputada Josefina Hinojosa Herrera presenta iniciativa con proyecto de decre-
to, que reforma y adiciona diversas disposiciones de dicha ley. Se turna a la Co-
misión de Equidad y Género. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DERECHOS DE AUTOR

Dictamen de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos con proyecto de de-
creto, por el que se reforman las fracciones I y IV y se adiciona la fracción VI al
artículo 2o., y se reforma el primer párrafo del artículo 3o., de la Ley Federal Con-
tra la Delincuencia Organizada. Es de primera lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REINO DE ESPAÑA

Dos dictámenes de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública con proyec-
to de decreto, que conceden permiso a los ciudadanos Alberto Manuel Ortega Ven-
zor y Eduardo Sojo Garza Aldape, para aceptar y usar las condecoraciones que les
confiere el Gobierno del Reino de España. Son de primera lectura. . . . . . . . . . . . 

REINO DE ESPAÑA

Dos dictámenes de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública con proyec-
tos de decreto, por los que se concede permiso a los ciudadanos: Jesús Enrique
Jackson Ramírez y Santiago Creel Miranda, para aceptar y usar las condecoracio-
nes que les confiere el Gobierno del Reino de España. Son de segunda lectura. . .

BRASIL

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública con proyecto de
decreto, por el que se concede permiso al ciudadano José Luis Romero Hicks, para
aceptar y usar la condecoración que le confiere el Gobierno de la República Fe-
derativa de Brasil. Es de segunda lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ALEMANIA

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública con proyecto de
decreto, por el que se concede permiso al ciudadano José Antonio Pujals Fuentes,
para aceptar y usar la condecoración que le confiere el Gobierno de la República
Federal de Alemania. Es de segunda lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REPUBLICA CHECA

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública con proyecto de
decreto, por el que se concede permiso al ciudadano José Antonio González Iba-
rra, para desempeñar el cargo de Cónsul Honorario de la República Checa en la
ciudad de Tijuana, con circunscripción consular en los estados de Baja California,
Baja California Sur, Chihuahua y Sonora. Es de segunda lectura. . . . . . . . . . . . . . 
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REPUBLICA DE SUDAFRICA

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto de
decreto por el que se concede permisos a las ciudadanas María de Lourdes Agui-
lar Guzmán y Mónica Alejandre Cervantes, para prestar servicios en la Embajada
de Sudáfrica en México. Es de segunda lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADOS UNIDOS DE AMERICA

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto de
decreto por el que se concede permiso a 14 ciudadanos mexicanos, para prestar
servicios en diversas representaciones diplomáticas de ese país en México. Es de
segunda lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Son aprobados en conjunto los anteriores siete dictámenes. Pasan a la Cámara de
Senadores y al Poder Ejecutivo, según corresponda, para los efectos constitucio-
nales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LEY FEDERAL DE JUEGOS CON APUESTAS, SORTEOS Y CASINOS

El diputado Salvador Cosío Gaona solicita excitativa a la Comisión de Goberna-
ción y Seguridad Pública, en relación con la iniciativa con proyecto de Ley Fede-
ral de Juegos con Apuestas, Sorteos y Casinos, presentada el 26 de febrero de
1999. La Presidencia hace la excitativa respectiva y, en virtud de que es la segun-
da, fija a más tardar el día 10 de diciembre de 2002 para que se presente el dicta-
men correspondiente ante la Asamblea. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE JUICIO POLITICO Y DECLARACION DE PROCEDENCIA

La diputada Martha Ruth del Toro Gaytán solicita excitativa a las comisiones de
Gobernación y Seguridad Pública y de Puntos Constitucionales, en relación con la
iniciativa con proyecto de Ley Federal de Juicio Político y Declaración de Proce-
dencia, presentada el 10 de abril de 2001. La Presidencia formula la excitativa a
las comisiones de Gobernación y Seguridad Pública, de Justicia y Derechos Hu-
manos, y a la de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNIDADES FORESTALES

Se recibe excitativa suscrita por la diputada Antonia Irma Piñeyro Arias, del Par-
tido Revolucionario Institucional, a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
en relación con la proposición con punto de acuerdo sobre el régimen fiscal de eji-
dos y comunidades forestales, presentada el 30 de abril de 2001. La Presidencia
hace la excitativa que corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MATERIA INDIGENA

Se recibe excitativa suscrita por la diputada Antonia Irma Piñeyro Arias, del Par-
tido Revolucionario Institucional, a la Junta de Coordinación Política, en relación
con la proposición con punto de acuerdo para crear una comisión especial encar-
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gada de realizar consultas relacionadas con las reformas constitucionales en mate-
ria de derechos y cultura indígena, presentada el 11 de octubre de 2001. La Presi-
dencia formula la excitativa que corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CENTRO NACIONAL DE GEOCIENCIAS Y 
ADMINISTRACION DE ENERGETICOS

El diputado José Manuel del Río Virgen solicita excitativa a las comisiones de
Energía y de Educación Pública y Servicios Educativos, en relación con la propo-
sición con punto de acuerdo para solicitar a la Secretaría de Educación Pública,
apoye la creación del Centro Nacional de Geociencias y Administración de Ener-
géticos, presentada el 15 de diciembre de 2001. La Presidencia formula la excita-
tiva correspondiente y en virtud de que es la tercera, fija a más tardar el día 10 de
diciembre de 2002 para que se presente el dictamen respectivo. . . . . . . . . . . . . . . 

DISCAPACITADOS VISUALES

La diputada Gabriela Cuevas Barron presenta proposición con punto de acuerdo,
para exhortar al Instituto Federal Electoral a que estudie la posibilidad de imple-
mentar el uso de una boleta electoral especial para discapacitados visuales para las
elecciones de 2003. Se turna a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública.

PRODUCCION AGRICOLA Y GANADERA

El diputado Santiago Guerrero Gutiérrez presenta proposición con punto de
acuerdo, para exhortar al Ejecutivo Federal inicie las negociaciones para proteger
las ramas de producción agrícola y ganadera, en el marco del Tratado de Libre Co-
mercio de América del Norte. Se turna a las comisiones de Agricultura y Ganade-
ría y de Comercio y Fomento Industrial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE JUICIO POLITICO Y DECLARACION DE PROCEDENCIA

La Presidencia rectifica la excitativa realizada a la solicitud de la diputada Del To-
ro Gaytán y la realiza a las comisiones de Gobernación y Seguridad Pública y a la
de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TARIFAS ELECTRICAS

El diputado Alfredo Hernández Raigosa presenta proposición con punto de acuer-
do, en relación con el decreto del Ejecutivo Federal que elimina los subsidios a las
tarifas eléctricas. Se turna a la Comisión de Comercio y Fomento Industrial. . . . . 

BANCO DE CREDITO RURAL

El diputado José Manuel del Río Virgen presenta proposición con punto de acuer-
do, para solicitar a la Auditoría Superior de la Federación, realice auditorías al
Banco de Crédito Rural, Sociedad Nacional de Crédito. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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IRAK

La diputada Heidi Gertud Storsberg Montes presenta proposición con punto de
acuerdo, en relación con la posición de México, en su calidad de miembro no per-
manente del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, an-
te el conflicto de Estados Unidos de América-Irak. Se turna a la Comisión de Re-
laciones Exteriores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE PUEBLA

La diputada Concepción González Molina presenta proposición con punto de
acuerdo, para exhortar al Ejecutivo Federal declare área natural protegida la zona
Cerro del Colihuic Hueytamalco, ubicado en Teziutlán, Hueytamalco, Puebla. Se
turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales. . . . . . . . . . . . . . . 

GASTOS DEL SECTOR PUBLICO

El diputado José Antonio Magallanes Rodríguez presenta proposición con punto
de acuerdo, para que las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Presu-
puesto y Cuenta Pública establezcan como requisito para aprobar la Ley de Ingre-
sos de la Federación y el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal de 2003, la validación de la calendarización mensual de los ingresos y
gastos del sector público. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

DELITOS ELECTORALES

El diputado Francisco Ezequiel Jurado Contreras presenta proposición con punto
de acuerdo, a efecto de exhortar al Instituto Federal Electoral, así como a la Fis-
calía Especial para la Atención de Delitos Electorales de la Procuraduría General
de la República, a iniciar una campaña permanente de difusión de los delitos elec-
torales y su sanción correspondiente. Se turna a la Comisión de Gobernación y Se-
guridad Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CARRETERAS FEDERALES

El diputado Jaime Vázquez Castillo presenta proposición con punto de acuerdo,
para que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2003, se contemplen recursos para un subprograma de construcción de carri-
les de rebase en carreteras de los estados de México, Tlaxcala, Hidalgo, Puebla,
Guerrero, Michoacán y Morelos. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . 

UNAM

El diputado Alfredo Hernández Raigosa presenta proposición con punto de acuer-
do, en relación con el presupuesto de la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico para el 2003. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . 
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CONSEJO NACIONAL DE AUTORIDADES EDUCATIVAS

El diputado Héctor Méndez Alarcón presenta a nombre de integrantes de la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos, proposición con punto de
acuerdo, para solicitar al Poder Ejecutivo Federal expida el decreto que asegure el
cabal cumplimiento de los propósitos y compromisos del Consejo Nacional de
Autoridades Educativas, conforme a las normas y objetivos consensuados por las
autoridades educativas. Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ALTOS HORNOS DE MEXICO

El diputado Armín José Valdés Torres presenta proposición con punto de acuerdo,
para solicitar al Instituto del Fondo Nacional de Vivienda para los Trabajadores,
cancele la disposición administrativa que vulnera el derecho de los trabajadores de
la empresa Altos Hornos de México SA, a una vivienda digna. Se turna a las co-
misiones de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Social. . . . . . . . . . . . . . . . 

DESIERTO DE LOS LEONES

El diputado Jorge Alberto Lara Rivera presenta proposición con punto de acuer-
do, en relación con el saneamiento y reforestación del parque nacional Desierto de
los Leones. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales. . . 

FUNDACION VAMOS MEXICO

El diputado Elías Martínez Rufino presenta proposición con punto de acuerdo, pa-
ra solicitar a la Auditoría Superior de la Federación, investigue el posible desvío
de recursos federales por parte de la fundación "Vamos México". Se turna a la Co-
misión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación. . . . . . . . . . . . . . . 

TURISMO

El diputado Luis Alberto Villarreal García presenta proposición con punto de
acuerdo, a nombre de diputados integrantes de la Comisión de Turismo, para so-
licitar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, inicie un programa de regu-
larización de hoteles y establecimientos turísticos. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA. ESTADO DE CHIAPAS

El diputado César Augusto Santiago Ramírez presenta en una sola exposición las
siguientes dos proposiciones con punto de acuerdo:

Para solicitar al Ejecutivo Federal información sobre el estado que guardan algu-
nas oficinas de la Presidencia de la República. Se turna a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En relación con la construcción de carreteras en el estado de Chiapas. Se turna a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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PUEBLOS INDIGENAS

La diputada Genoveva Domínguez Rodríguez presenta proposición con punto de
acuerdo, sobre la aplicación del artículo decimosexto transitorio del Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2002, y las partidas espe-
cíficas para pueblos indios establecidas en el artículo 2o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Presupuesto y
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COMISIONES LEGISLATIVAS

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, con la que informa de cam -
bios en la integración de la Comisión de Hacienda y Crédito Público. De ente-
rado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . 

ORDEN DEL DIA 

De la próxima sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE TRABAJOS. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION. . . . . . . . . . . . . . 

233

237

239

242

244

244

244

245

247



Año III, Primer Periodo, 28 de noviembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados12



Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

ASISTENCIA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Ruego a la Secretaría haga del conocimiento de esta Presi-
dencia el resultado del cómputo de asistencia de diputados.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 326 diputados. Por lo tanto, hay quórum.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel
(a las 10:28 horas):

Se abre la sesión.

Proceda la Secretaría a dar lectura al orden del día.

ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Se va a dar lectura al orden del día.

«Primer Periodo de Sesiones Ordinarias.— Tercer Año.—
LVIII Legislatura.

Orden del día

Jueves 28 de noviembre de 2002.

Acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

De los congresos de los estados de: Michoacán, Morelos,
Nayarit y Sonora.

De la senadora Cecilia Romero Castillo.

De la Cámara de Senadores.

De la Junta de Coordinación Política.

De la Mesa Directiva.

Oficio de la Cámara de Senadores

Con el que remite la iniciativa que reforma y adiciona la
Ley de Coordinación Fiscal, presentada por el senador Cé-
sar Camacho Quiroz, del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Oficios de la Secretaría de Gobernación

Con el que remite oficio del gobernador constitucional del
estado de México, relativo a establecer las medidas de pro-
tección coordinadas para salvaguardar la integridad de la
Mariposa Monarca, en relación al punto de acuerdo apro-
bado por la Cámara de Diputados.

Con el que remite oficio del Director General del Fondo de
Desastres Naturales, sobre la solicitud de declarar al esta-
do de Campeche como zona de desastre, en relación al
punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados.

Iniciativas del Ejecutivo

De decreto que modifica al diverso por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones del Código Civil para el
Distrito Federal en materia común y para toda la Repúbli-
ca en materia federal, del Código Federal de Procedimien-
tos Civiles, del Código de Comercio y de la Ley Federal de
Protección al Consumidor. (Turno a comisión.)

De Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discrimina-
ción. (Turno a comisión.)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público y de la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas. (Turno a comisión.)

Minutas

Doce con proyecto de decreto por los que se concede per-
miso a los ciudadanos Alicia Guadalupe Buenrostro Mas-
sieu, Andrés Manuel López Obrador, Enrique González
Torres, Jaime Enrique Inocencio García Amaral, Héctor
Manuel Rodríguez Arellano, Clemente Serna Alvear, Mar-
co Antonio Peyrot González, Gustavo Ernesto Casillas Ro-
cha, Enrique Aranda Salamanca. Ana Cecilia Oliva Bal-
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cárcel, Rodolfo Elizondo Torres y Ernesto José del Sagra-
do Corazón de Jesús Velasco León, para aceptar y usar
condecoraciones que les confiere el Gobierno del Reino de
España. (Turno a comisión.)

Once con proyectos de decreto por los que se concede per-
miso a los ciudadanos: Luis Ernesto Derbez Bautista, Ro-
dolfo Elizondo Torres, Enrique Aranda Salamanca, Nathan
Wolf Lustbader, Juan Carlos Hernández Wocker, Francisco
Alonso Durazo Montaño, Jorge Lomonaco Tonda, Amanda
Mireya Terán Munguía, Jaime Enrique Inocencio García
Amaral, Julián Ventura Valero y Arturo Sarukhan Casamit-
jana, para aceptar y usar condecoraciones que les confiere el
Gobierno del Reino de Suecia. (Turno a comisión.)

Iniciativas de diputados

Que adiciona un Capítulo IX al Título Decimotercero del
Libro Segundo del Código Penal Federal, para sancionar
conductas indebidas en contra de los sistemas de respuesta
a llamadas telefónicas de emergencia, a cargo del diputado
Omar Fayad Meneses, del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

De Ley del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, a
cargo de la diputada Celita Trinidad Alamilla Padrón, del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
comisión.)

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6o. y 33 de
la Ley General de Educación, a cargo del diputado Roga-
ciano Morales Reyes, del grupo parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Que reforma los artículos 289 y 299, adiciona los artículos
164-ter y 399-ter, así como una fracción V al artículo 316
del Código Penal Federal; reforma la fracción VII del ar-
tículo 93 y el artículo 188 del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles; y cambia la denominación del Capítulo
VII del Título Cuarto del Libro Primero del Código Fede-
ral de Procedimientos Civiles, a cargo del grupo parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a co-
misión.)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, suscrita por diputados integrantes del Comité del
Centro de Estudios de Finanzas Públicas. (Turno a comi-
sión.)

Para que se inscriba en letras de oro en el muro de honor
de la Cámara de Diputados el nombre del ilustre jaliscien-
se “don Mariano de la Bárcena y Ramos”, a cargo del di-
putado Salvador Cosío Gaona, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Instituto
Nacional de las Mujeres, a cargo de la diputada Josefina
Hinojosa Herrera, del grupo parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Dictámenes de primera lectura

De la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, con pro-
yecto de decreto por el que se reforman las fracciones I y
IV y se adiciona la fracción VI al artículo 2o; y se reforma
el primer párrafo del artículo 3o. de la Ley Federal Contra
la Delincuencia Organizada.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con
proyecto de decreto que concede permiso al ciudadano Al-
berto Manuel Ortega Venzor, para aceptar y usar la conde-
coración de la Orden de Isabel la Católica en grado de En-
comienda de Número, que le confiere el Gobierno del
Reino de España.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con
proyecto de decreto que concede permiso al ciudadano
Eduardo Sojo Garza Aldape, para aceptar y usar la conde-
coración de la Orden de Isabel la Católica en grado de Gran
Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de España.

Dictámenes a discusión

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con
proyecto de decreto que concede permiso al senador Enri-
que Jackson Ramírez, para aceptar y usar la condecoración
de la Orden de Isabel la Católica en grado de Gran Cruz,
que le confiere el Gobierno del Reino de España.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con
proyecto de decreto que concede permiso al ciudadano
Santiago Creel Miranda, para aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden de Isabel la Católica en grado de Gran
Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de España.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con
proyecto de decreto que concede permiso al ciudadano
José Luis Romero Hicks, para aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden Nacional de Cruzeiro do Soul en grado de



Gran Oficial, que le confiere el Gobierno de la República
Federativa de Brasil.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con
proyecto de decreto que concede permiso al ciudadano
José Antonio Pujals Fuentes, para aceptar y usar la conde-
coración de la Cruz de Caballero de la Octava Orden del
Mérito de la República Federal de Alemania, que le con-
fiere el Gobierno de dicho país.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con
proyecto de decreto que concede permiso al ciudadano
José Antonio González Ibarra, para desempeñar el cargo de
Cónsul Honorario de la República Checa, en la ciudad de
Tijuana, con circunscripción consular en los estados de Ba-
ja California, Baja California Sur, Chihuahua y Sonora.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con
proyecto de decreto que concede permiso a las ciudadanas:
María de Lourdes Aguilar Guzmán y Mónica Alejandre
Cervantes, para prestar servicios en la Embajada de la Re-
pública de Sudáfrica en México.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con
proyecto de decreto que concede permiso a los ciudadanos
Adolfo Alberto Gutiérrez Félix, Raquel Herminia Rodrí-
guez Brayda-Chapa, Graciela Torres González, José Heri-
berto Lugo Guajardo, Francis Michaelle Soto Macías, Ge-
rardo Villareal Rivas, Emma Lorena Solano Noriega,
Benjamín Antonio Ayala Morales, Julio César Sánchez
Rojas, Diana Citlalli Granados Díaz, Guillermo Meléndez
Castro, Suzanne Elizabeth Bond Ortiz de la Peña; Martha
Graciela Pineda Trejo y Julio César García Aguilar, para
prestar servicios en diversas representaciones diplomáticas
de Estados Unidos de América en México.

Excitativas

A las comisiones de Cultura y de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, a cargo de la diputada Mónica Serrano
Peña, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal.

A la Junta de Coordinación Política, a cargo del diputado
Jaime Martínez Veloz, del grupo parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática.

A la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, a car-
go del diputado Salvador Cosío Gaona, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

A la Comisión del Distrito Federal, a cargo del grupo par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México.

A la Comisión de Hacienda y Crédito Público, a cargo de
la diputada Irma Piñeyro Arias, del grupo parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

A la Comisión de Puntos Constitucionales, a cargo de la di-
putada Martha Ruth del Toro Gaytán, del grupo parlamen-
tario del Partido Acción Nacional.

A la Comisión de Hacienda y Crédito Público, a cargo del
diputado Rafael Hernández Estrada, del grupo parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática.

A la Junta de Coordinación Política, a cargo de la diputada
Irma Piñeyro Arias, del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

A la Comisión del Distrito Federal, a cargo del diputado
Esteban Daniel Martínez Enríquez, del grupo parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática.

A las comisiones de Educación Pública y Servicios Educa-
tivos y de Energía, a cargo del diputado José Manuel del
Río Virgen, de Convergencia por la Democracia Partido
Político Nacional.

Proposiciones

Con punto de acuerdo en relación a la propaganda electo-
ral, a cargo del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a las tarifas eléctricas, a
cargo del diputado Alfredo Hernández Raigosa, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para exhortar al titular del Ejecutivo
Federal para iniciar las negociaciones para proteger las ra-
mas de producción agrícola y ganadera, a cargo del diputa-
do Jaime Rodríguez López, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación al proceso de selección
de los consejeros del Instituto Estatal Electoral del estado
de Nuevo León, a cargo del diputado José Rodolfo Escu-
dero Barrera, del grupo parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. (Turno a comisión.)
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Con punto de acuerdo sobre la problemática agraria del es-
tado de Guerrero, a cargo del diputado Félix Castellanos
Hernández, del grupo parlamentario del Partido del Traba-
jo. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación con los trabajos de Ban-
rural, a cargo del diputado José Manuel del Río Virgen, de
Convergencia por la Democracia Partido Político Nacio-
nal. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo a efecto de exhortar al Instituto Fe-
deral Electoral, así como a la Fiscalía Especial para la
Atención de Delitos Electorales de la Procuraduría General
de la República para que se realice una campaña perma-
nente de difusión de los delitos electorales y su sanción co-
rrespondiente, a cargo del diputado Francisco Ezequiel Ju-
rado Contreras, del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo por el que se solicita declarar Area
Natural Protegida la Zona “Cerro del Colihuic”, ubicado en
Teziutlán Hueytamalco, Puebla, a cargo de la diputada
Concepción González Molina, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público presente junto con la Ley de Ingresos, la
calendarización de los ingresos prioritarios, a cargo del di-
putado José Antonio Magallanes Rodríguez, del grupo par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la Ley de Ingresos y
Presupuesto de Egresos para el año 2003, a cargo del gru-
po parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la credencial de elector
en el estado de Baja California, a cargo de la diputada
Rosa Delia Cota Montaño, del grupo parlamentario del
Partido del Trabajo. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo relacionado al proceso de entrega de
concesiones de Ferrocarriles Nacionales de México, a car-
go del diputado José Manuel del Río Virgen, de Conver-
gencia por la Democracia Partido Político Nacional. (Tur-
no a comisión.)

Con punto de acuerdo para que los municipios de Talpa de
Allende, San Sebastián del Oeste y Mascota, del estado de

Jalisco, sean declarados zona de desastre, a cargo del dipu-
tado Salvador Cosío Gaona, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Urgente resolución.)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Poder Eje-
cutivo Federal, en calidad de miembro no permanente del
Consejo de Seguridad de Naciones Unidas y en el marco de
un posible ataque de Estados Unidos de América a Irak,
favorezca con su sentido de voto, aquella resolución que
amplíe la probabilidad de alcanzar una solución pacífica al
conflicto misma que contribuya a la causa de la paz y la se-
guridad mundial, a cargo de la diputado Heidi Storsberg
Montes, del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación al presupuesto de la
UNAM para el año 2003, a cargo del diputado Alfredo
Hernández Raigosa, del grupo parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat
para solicitar mayor vigilancia en las áreas naturales prote-
gidas, a cargo del grupo parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación al presupuesto para el
año 2003, a cargo del diputado José Narro Céspedes, del
grupo parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a co-
misión.)

Con punto de acuerdo por el que se solicita al titular del
Poder Ejecutivo Federal, expedir el decreto que asegure el
cabal cumplimiento de los propósitos y compromisos del
Consejo Nacional de Autoridades Educativas, conforme a
las normas y objetivos consensuados por las autoridades
educativas, suscrito por integrantes de la Comisión de
Educación Pública y Servicios Educativos, a cargo del di-
putado Héctor Méndez Alarcón. (Urgente resolución.)

Con punto de acuerdo en relación al Poder Judicial del es-
tado de Yucatán, a cargo del grupo parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que autoridades federales y lo-
cales se aboquen al saneamiento y reforestación del Parque
Nacional Desierto de los Leones, a cargo del diputado Jor-
ge Alberto Lara Rivera, del grupo parlamentario del Parti -
do Acción Nacional. (Turno a comisión.)



Con punto de acuerdo para solicitar a la Auditoría Superior
de la Federación investigue el posible desvío de recursos
federales por parte de la fundación “Vamos México”, a car-
go del diputado Elías Martínez Rufino, del grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la reunión entre el Eje-
cutivo Federal y los gobernadores de las entidades federa-
tivas, a cargo del grupo parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la entrada en vigor del
capítulo agropecuario del TLCAN a partir del año 2003, a
cargo del diputado José Narro Céspedes, del grupo parla-
mentario del Partido del Trabajo. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, inicie un programa de regulari-
zación de hoteles y establecimientos turísticos irregulares
en distintos destinos turísticos del país, suscrito por diver-
sos diputados integrantes de la Comisión de Turismo. (Ur-
gente resolución.)

Con punto de acuerdo para impulsar un programa vial de
carreteras para el estado de México, a cargo del diputado
Jaime Vázquez Castillo, del grupo parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para exhortar a todas las estaciones
de radio y televisión a celebrar el Día Internacional de la
Radio y la Televisión a favor de los niños, promovido por
UNICEF, así como a la Secretaría de Gobernación para
otorgar todas las facilidades, para dicha celebración, a car-
go del diputado Gumercindo Alvarez Sotelo, del grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a comi-
sión.)

Con punto de acuerdo en relación a la instalación de termi-
nales de gas en las playas de Tijuana, a cargo del diputado
Jaime Martínez Veloz, del grupo parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Urgente resolución.)

Con punto de acuerdo para convocar a una convención fis-
cal nacional, a cargo del grupo parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. (Urgente resolución.)

Con punto de acuerdo en relación al proceso poselectoral
en el estado de Hidalgo, a cargo del grupo parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar al Ejecutivo Federal,
información sobre el estado que guardan algunas áreas de
la Administración Pública Federal, a cargo del diputado
César Augusto Santiago Ramírez, del grupo parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comi-
sión.)

Con punto de acuerdo para solicitar que la Semarnat pro-
mueva el decreto por medio del cual se constituya como
área natural protegida “El Sistema de Cavernas”, localiza-
do en la sierra de Huautla de Jiménez, Oaxaca, definiendo
los programas de manejo y de ordenamiento ecológico que
corresponden conforme a lo previsto en la ley de la mate-
ria, a cargo del diputado Pablo de Jesús Arnaud Carreño,
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional. (Tur-
no a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre la aplicación del artículo deci-
mosexto transitorio del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración del año 2002 y las partidas específicas para pueblos
indios establecido en el artículo 2o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la di-
putada Genoveva Domínguez Rodríguez, del grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno
a comisión.)

Con punto de acuerdo para exhortar al Jefe de Gobierno del
Distrito Federal para que se concluya, a la brevedad, la
obra del distribuidor vial Troncoso-Zaragoza, en la delega-
ción Venustiano Carranza, a cargo del grupo parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que el Ejecutivo Federal, pro-
rrogue la vigencia del arancel aplicable a las importaciones
de aceites de coco y de almendra de palma, a cargo del di-
putado Jesús Dueñas Llerenas, a nombre de integrantes de
diversos grupos parlamentarios. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que se declare el año 2003
como “Año de los Derechos Políticos de la Mujer Mexica-
na”, a cargo de la diputada Hilda Anderson Nevárez, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar a la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción, realice las acciones pertinentes, a fin de reforzar la
comercialización del frijol mexicano, a cargo del diputado
José Carlos Luna Salas, del grupo parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. (Turno a comisión.)
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Con punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados
exhorte al director general del IMSS, a que cumpla debida-
mente lo que establece el artículo vigésimoquinto transitorio
del decreto por el que se reforman diversas disposiciones de
la Ley del Seguro Social, publicado en el Diario Oficial el
20 de diciembre de 2001, a cargo del diputado Rafael Servín
Maldonado, del grupo parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la transparencia, equi-
dad electoral y el combate a la corrupción en el estado de
Zacatecas, a cargo del grupo parlamentario del Partido del
Trabajo. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para otorgar recursos a los pescado-
res damnificados con motivo del huracán “Kenna” en los
estados de Jalisco y Nayarit, a cargo del diputado José Ma-
nuel Quintanilla Rentería, del grupo parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo sobre la problemática de seguridad
en el Distrito Federal, a cargo de la diputada Nelly Campos
Quiroz, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo con relación a la agresión a reporte-
ros de Tijuana por elementos de la Policía Judicial Federal,
a cargo del diputado Jaime Martínez Veloz, del grupo par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar la comparecencia del
Secretario de Relaciones Exteriores, Jorge G. Castañeda, a
cargo del diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios, del gru-
po parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar a la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes, realice las investigaciones
pertinentes e informe las causas del retraso en la obra ca-
rretera “Cafetal-Bacalar”, en el estado de Quintana Roo, a
cargo del diputado Juan Carlos Pallares Bueno, del grupo
parlamentario del Partido Acción. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que la representación de Méxi-
co ante la Comisión de Derechos Humanos de Naciones
Unidas, solicite el respeto a los derechos humanos de los
practicantes del Falun Dafa, a cargo del diputado Sergio
Acosta Salazar, del grupo parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación al aumento anunciado a
las tarifas eléctricas, a cargo del diputado Marco Antonio
Dávila Montesinos, del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría
de Relaciones Exteriores se sirva incluir en sus programas
de apoyo a los migrantes, la enseñanza del idioma inglés, a
cargo del diputado Ramón Mantilla y González de la Lla-
ve, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar una investigación a la
Sagarpa en razón de no haber motivado y fundado correc-
tamente el decreto del 3 de septiembre de 2001, mediante
el cual el Gobierno Federal expropió 27 ingenios en el
país, a cargo del diputado Arturo Herviz Reyes, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la Protección Civil, a
cargo del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los poderes
Ejecutivos de cada estado, para que a través de las procu-
radurías generales de los estados, ejerzan acción en contra
de los que resulten responsables por el delito de fraude y
otros, relacionado con los actos ilícitos cometidos por la
organización llamada “Unión Campesina Independiente”,
así como aplicar las sanciones correspondientes y la repa-
ración del daño ocasionado, a cargo del diputado Miguel
Angel Mantilla Martínez, del grupo parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre la necesaria equidad en los
medios de comunicación electrónicos en tiempos de cam-
paña electoral, a cargo del diputado Jaime Martínez Veloz,
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre la problemática de los dere-
chos de las mujeres en el estado de Yucatán, a cargo del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitarle a la Comisión Espe-
cial Sur-Sureste, realice un estudio y evaluación económi-
ca y social del proyecto de creación de un puerto de entra-
da (Home Port) en el estado de Quintana Roo, a cargo del



diputado Juan Carlos Pallares Bueno, del grupo parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para la afiliación del programa anti-
drogas en el estado de Baja California, a cargo del diputa-
do Jaime Martínez Veloz, del grupo parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre la situación actual del campo
mexicano, a cargo del grupo parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que los diputados integrantes de
la LVIII Legislatura, donen a las bibliotecas públicas del
país 10 libros, a cargo del diputado Gregorio Arturo Meza
de la Rosa, del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para crear una comisión especial en-
cargada de vigilar que no se desvíen recursos federales en
el proceso electoral del estado de México, a cargo del di-
putado Alejandro Gómez Olvera, del grupo parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a comi-
sión.)

Con punto de acuerdo para simplificar los diversos trámi-
tes administrativos para la regulación de usuarios de aguas
nacionales que realicen actividades de carácter agrícola y
ganadero, así como brindarles apoyo para dotarlos de la in-
fraestructura necesaria para sus actividades fundamentales,
a cargo del diputado Juan José Nogueda Ruiz, del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre la decisión de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación de habilitar un recinto alterno
para el trabajo del pleno y de los ministros, a cargo del di-
putado Jorge Alberto Lara Rivera, del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para destinar recursos económicos
en una partida específica a las universidades indígenas, a
cargo del diputado Héctor Sánchez López, del grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la comunicación física
del estado de Chiapas, a cargo del diputado César Augusto
Santiago Ramírez, del grupo parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para exhortar al Congreso de la
Unión, congresos estatales y distintas autoridades de la Fe-
deración, estados y. municipios, a realizar sólo los viajes
necesarios frente a autoridades de Estados Unidos de Amé-
rica y a través de ellos manifestar nuestro reclamo por un
acuerdo migratorio flexible y respetuoso de los derechos
humanos, a cargo del diputado Manuel Arturo Narváez
Narváez, del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a los trabajos de la sec-
ción instructora, a cargo del diputado Luis Miguel Barbosa
Huerta, del grupo parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre la educación en México, a car-
go del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que las empresas: Química
Central de México, SA de CV y Suelas Winny, SA de CV
rindan un informe a las autoridades correspondientes y re-
alicen acciones encaminadas a la restauración del medio
ambiente, a cargo del diputado Juan Carlos Sáinz Lozano,
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la homologación del
precio de la gasolina en la frontera norte, a cargo del dipu-
tado Jaime Martínez Veloz, del grupo parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para exhortar al Ejecutivo Federal a
la emisión de un decreto que amplíe la tarifa de verano en
el estado de Tabasco, a cargo de la diputada Lorena Beau-
rregard de los Santos, del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo mediante el cual la Cámara de Di-
putados exhorta a la Auditoría Superior de la Federación y
a la Secodam, para auditar la gestión pública de la Comi-
sión Nacional de Libros de Texto Gratuitos, durante los
ejercicios fiscales 1996, 1997, 1998, 1999, 2000 y 2001, a
cargo del diputado José Antonio Magallanes Rodríguez,
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la seguridad pública, a
cargo del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión.)
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Con punto de acuerdo sobre las acciones del Estado ante
los crímenes de lesa humanidad, a cargo de la diputada Pe-
tra Santos Ortiz, del grupo parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para aumentar el presupuesto que
Pemex otorga para el desarrollo social de las entidades fe-
derativas donde extrae, refina y conduce petróleo, a cargo
del diputado Abel Trejo González, del grupo parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comi-
sión.)

Con punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados
exhorte al Senado de la República para que revise y modifi-
que el capítulo agropecuario del TLCAN, a cargo de la dipu-
tada Miroslava García Suárez, del grupo parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre el derecho de los trabajadores
a una vivienda digna, a cargo del diputado Armín Valdés
Torres, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la situación laboral de
los trabajadores del INAH, a cargo de la diputada Petra
Santos Ortiz, del grupo parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar que se emita el decre-
to de área natural protegida a la zona conocida como “Caña
Alta”, ubicada en el temario de diferentes municipios del
estado de Veracruz, a cargo del diputado Pedro Manterola
Sáinz, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que en el Presupuesto de Egre-
sos de 2003, se asigne a los productores de caña del país
una partida para que puedan cumplir con sus cuotas del
IMSS, a cargo del diputado Arturo Herviz Reyes, del gru-
po parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para otorgar un trato igualitario a la
frontera sur en materia de precios de gasolinas, a cargo del
diputado Alejandro Cruz Gutiérrez, del grupo parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a co-
misión.)

Con punto de acuerdo para que el IPAB incremente las
cuotas que los bancos paguen por concepto de seguro de

depósito, a cargo del diputado José Antonio Magallanes
Rodríguez, del grupo parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que se incluya a los planteles de-
pendientes de la subsecretaría de Educación e Investigación
Tecnológica, ubicados en las entidades federativas, como
receptores de transferencias previstas en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2003, a cargo del diputado Ra-
món León Morales, del grupo parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para restituir los fondos de apoyo re-
gional a las comunidades indígenas, dependientes de insti-
tuciones indigenistas, a cargo del diputado José Antonio
Magallanes Rodríguez, del grupo parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que las comisiones de Salud y
de Presupuesto y Cuenta Pública, asignen recursos a las
unidades especialistas de trasplantes y órganos restaurados
por instituciones públicas en el país, a cargo del diputado
José Antonio Magallanes Rodríguez, del grupo parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a
comisión.)

Con punto de acuerdo sobre los cultivos siniestrados en el
valle de Perote, estado de Veracruz, a cargo del diputado
José Francisco Yunes Zorrilla, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitarle al Gobierno Federal
el fortalecimiento a la evaluación de la educación como si-
nónimo de calidad, a través del Instituto Nacional de Eva-
luación a la Educación, a cargo del diputado José Carlos
Luna Salas, del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación al ex secretario adjunto
jurídico del IPAB, a cargo del diputado José Antonio Ma-
gallanes Rodríguez, del grupo parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que el Centro de Estudios de las
Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados preste sus
servicios a ambos cuerpos colegiados del honorable Con-
greso de la Unión, así como para que se cree una Comisión
Bicamaral que sea su órgano de gobierno, suscrito por
diputados integrantes del Comité del Centro de Estudios de
las Finanzas Públicas. (Turno a comisión.)



Con punto de acuerdo para exhortar a Petróleos Mexicanos
a pagar a los productores afectados por la fuga de petróleo
crudo de los ductos de Pemex en tierras de cultivo del mu-
nicipio de Acatzingo, Puebla, el pasado 16 de enero de
2002, a cargo del diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados
aplique un ajuste del 10% al gasto corriente propuesto por
el Ejecutivo Federal para el Ejercicio Fiscal del año 2003,
para que sea reasignado al campo y al desarrollo producti-
vo y social, a cargo de la diputada Genoveva Domínguez
Rodríguez, del grupo parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Turno a comisión.)

Agenda política

Sobre la integración del Instituto Federal de Acceso a la In-
formación Pública, a cargo del diputado Luis Miguel Bar-
bosa Huerta, del grupo parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática.

Sobre el Presupuesto para 2003, a cargo del diputado José
Narro Céspedes, del grupo parlamentario del Partido del
Trabajo.

Efemérides

Sobre el Día Mundial de los Sin Techo, a cargo de la dipu-
tada Raquel Cortés López, del grupo parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

Sobre las mujeres rurales en el marco del Día Mundial de
la Mujer Rural; a cargo de las diputadas: Silvia América
López Escoffie del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional, Eréndira Olimpia Cova Brindis, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional y Hor-
tensia Aragón Castillo, del grupo parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática.

Sobre el Día Mundial de la Alimentación, a cargo de la di-
putado Beatriz Patricia Lorenzo Juárez, del Partido Alianza
Social y del grupo parlamentario del Partido del Trabajo.

Sobre el aniversario del natalicio de Aquiles Serdán, a car-
go del grupo parlamentario del Partido del Trabajo.

Sobre el aniversario luctuoso de don Fernando Gutiérrez
Barrios, a cargo del grupo parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional.

Sobre el aniversario de la UNESCO, a cargo del diputado
Alfonso Vicente Díaz, del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Sobre el aniversario de la Promulgación del Acta de Inde-
pendencia por el Congreso de Chilpancingo, a cargo del
grupo parlamentario del Partido del Trabajo.

Sobre el CCCLI aniversario del natalicio de sor Juana
Inés de la Cruz, a cargo de las diputadas: Esperanza Santi-
llán Castillo, del grupo parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional y Hortensia Aragón Castillo, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Sobre la conmemoración de la gesta histórica de Jesús Gar-
cía Corona, “Héroe de Nacozari”, ocurrida el 7 de noviem-
bre de 1907, a cargo del diputado Oscar Ochoa Patrón, del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.

Sobre el aniversario del natalicio de don Felipe Carrillo
Puerto, a cargo del diputado Jorge Carlos Berlín Montero,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Sobre el Día de la No Violencia Contra las Mujeres, a car-
go de la diputada Elba Arrieta Pérez, del grupo parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

Sobre la proclamación del Desarrollo de la Educación Físi-
ca y Deporte al Servicio del Progreso Humano, a cargo de
la diputada Norma Enriqueta Bacilio Sotelo, del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, diputada está a consideración el orden del día…
¿Sí diputado Romero?

El diputado Rigoberto Romero Aceves (desde su curul):

Sí, muy buenos días señora Presidenta.

Solamente pidiéndole tenga a bien ilustrarme el porqué, no
está en el orden del día de hoy la segunda lectura al dicta-
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men a la Ley de Pesca; ¿qué requisito requiere? o ¿qué
puedo hacer, para cuándo se puede enlistar?

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Como no estimado diputado:

El dictamen respectivo fue retirado de esta Mesa Directiva
por oficio de uno de los presidentes de las comisiones uni-
das que dictaminan. Yo estoy en la mayor disposición de
procesarlo una vez me lo vuelvan a remitir formalmente.
Gracias, diputado.

No habiendo algún otro comentario sobre el orden del día,
proceda la Secretaría a poner a discusión y votación de in-
mediato el acta de la sesión anterior.

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el martes veintiséis de noviembre
de dos mil dos, correspondiente al Primer Periodo de Se-
siones Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la Quin-
cuagésima Octava Legislatura.

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

En el Palacio Legislativo en San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, con la asistencia de doscientos
ochenta y cinco diputados, a las diez horas con veintidós
minutos del martes veintiséis de noviembre de dos mil dos,
la Presidenta declara abierta la sesión.

La Secretaría da lectura al orden del día.

La Asamblea aprueba el acta de la sesión anterior en vota-
ción económica.

Comunicaciones de los congresos de los estados de:

• Durango, con acuerdo por el que solicita se incremente en
el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal de dos mil tres, la partida correspondiente al de-
sarrollo de la investigación científica y tecnológica. Se tur-
na a las comisiones de Ciencia y Tecnología y de
Presupuesto y Cuenta Pública.

• Guanajuato, con acuerdo por el que solicita se elabore un
anteproyecto de Norma Oficial Mexicana de clasificación
de carne de bovino, cerdo y ovino. Se turna a las comisio-
nes de Comercio y Fomento Industrial y de Agricultura y
Ganadería, para su conocimiento.

• Guanajuato, con acuerdo por el que se pronuncia a favor
de reformar la Ley de Aguas Nacionales y su reglamento,
en diversos apartados. Se turna a la Comisión de Recursos
Hidráulicos, para su conocimiento.

• Guanajuato, con acuerdo por el que se adhiere al del Con-
greso del estado de Durango, para solicitar a la Secretaría
de Relaciones Exteriores, se cumpla lo pactado en el Tra-
tado sobre Distribución de Aguas Internacionales entre los
Estados Unidos Mexicanos y Estados Unidos de América
y se revise su marco jurídico. Se turna a la Comisión de Re-
laciones Exteriores.

Comunicación de la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, en relación con la respuesta del presiden-
te de la Comisión Nacional de Areas Naturales Protegidas
al punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados,
por el que se exhorta al Poder Ejecutivo Federal para que
declare área natural protegida a la zona conocida como
Xcacel–Xcacelito, bajo la categoría de Santuario de la Tor-
tuga Marina en el estado de Quintana Roo. Se turna a la
Mesa Directiva.

Oficio de la Cámara de Senadores, con acuerdo por el que
exhorta a la Cámara de Diputados, que en el Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de dos
mil tres, no se reduzcan los montos de los programas de
Protección y Prevención a Mujeres, Niñas y Niños. Se tur-
na a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

A solicitud de la Presidencia y de conformidad con el
acuerdo relativo al sistema electrónico para el registro de
asistencia, a las diez horas con treinta y cinco minutos la
Secretaría informa del registro de trescientos noventa y un
diputados y ordena el cierre del sistema.



Comunicaciones de la Junta de Coordinación Política:

• Dos, con las que propone cambios en la integración de las
mesas directivas de las comisiones de Gobernación y Se-
guridad Pública y Especial de Seguridad Pública. Se aprue-
ban en sendas votaciones económicas.

• Una, con la que propone cambios en la integración de la
Mesa Directiva de la Comisión de Puntos Constitucionales
y en la integración de la Comisión de Fortalecimiento del
Federalismo. Se aprueba en votación económica.

• Una, con acuerdo por el que se designa a los integrantes
de la Comisión Especial que vigile que los recursos del
Fondo de Desastres Naturales y partidas extraordinarias, se
apliquen a la restauración de las zonas dañadas y ayuda a
los damnificados por el huracán “Kenna”. Se aprueba en
votación económica.

Comunicación de la Mesa Directiva, en relación con la va-
cante de la fórmula integrada por el diputado Ricardo Fran-
cisco García Cervantes, como propietario, y Karla Sampe-
rio Flores, como suplente, electa por el principio de
representación proporcional en la Segunda Circunscripción
Plurinominal. Verifíquese con el Instituto Federal Electoral
la relación pertinente y llámese al siguiente de la lista re-
gional correspondiente del Partido Acción Nacional.

Seis oficios de la Secretaría de Gobernación, con los que
remite copia de los siguientes oficios relacionados con
puntos de acuerdo aprobados por la Cámara de Diputados:

• Del Director General de Radio, Televisión y Cinemato-
grafía, con el informe detallado y fundamentado de las san-
ciones, observaciones y extrañamientos aplicados a los
concesionarios por posibles infracciones a la Ley Federal
de Radio y Televisión, correspondiente al mes de octubre
de dos mil dos. Remítase a la Comisión de Radio, Televi-
sión y Cinematografía, para su conocimiento y al promo-
vente.

• Dos del Director General del Fondo de Desastres Natura-
les de la Coordinación General de Protección Civil: por el
que informa sobre los apoyos otorgados a los pescadores
afectados por la tormenta tropical “Julio” y el huracán “Isi-
dore” en los estados de Campeche, Chiapas, Quintana Roo,
Tabasco, Tamaulipas, Veracruz y Yucatán; y por el que re-
mite informe sobre la situación que prevalece en el estado
de Yucatán, afectado por el huracán “Isidore”. Remítanse
copias a la Comisión Especial encargada de vigilar que los

recursos del Fondo de Desastres Naturales y partidas ex-
traordinarias que se aprueben, se apliquen para el restable-
cimiento de las condiciones de convivencia de la población
y la ayuda a los damnificados por el huracán “Isidore”, a
los promoventes y a solicitud del diputado Jorge Carlos
Ramírez Marín atendida por la Presidencia, a los diputados
federales de las entidades federativas afectadas.

• Del Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación, en el que se informa sobre la
elaboración de una Norma Oficial Mexicana para la pro-
ducción, industrialización y comercialización de los pro-
ductos cárnicos curados y cocidos. Remítase a las comisio-
nes de Comercio y Fomento Industrial y Especial de
Ganadería, así como al promovente, para su conocimiento.

• De la Secretaría de Economía, en relación con la expedi-
ción de una Norma Oficial Mexicana para que los cilindros
portátiles contenedores de gas licuado de petróleo, tengan
un sello inviolable alrededor de sus válvulas. Remítase a la
Comisión de Comercio y Fomento Industrial y al promo-
vente, para su conocimiento.

• De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en rela-
ción con el exhorto para hacer un análisis minucioso con la
finalidad de restituir el subsidio a las tarifas domésticas de
energía eléctrica en zonas del país que por su naturaleza
climática, se han visto afectadas por el decreto del siete de
febrero de dos mil dos. Remítase a la Comisión de Energía
y al promovente, para su conocimiento.

Presentan iniciativas con proyecto de decreto los diputa-
dos:

• Pedro Manterola Sainz, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, que reforma el artículo ciento setenta y nueve de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Presidencia de la diputada 
María Elena Alvarez Bernal

Se turna a las comisiones de Agricultura y Ganadería y de
Desarrollo Rural.

• Diego Alonso Hinojosa Aguerrevere, del Partido Acción
Nacional, que adiciona un segundo párrafo al artículo se-
senta y seis de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y un numeral cuatro al artículo once de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
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Mexicanos. Se turna a las comisiones de Puntos Constitu-
cionales y de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias.

• Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta, del Partido de la
Revolución Democrática, para que el Congreso de la
Unión emita decreto para que el titular del Poder Ejecutivo
Federal inicie la renegociación del capítulo agropecuario
del Tratado de Libre Comercio de América del Norte. Se
turna a la Comisión de Relaciones Exteriores.

• Omar Fayad Meneses, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, que deroga el párrafo tercero del artículo ciento
dos y el inciso c de la fracción segunda del artículo ciento
cinco de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; la fracción segunda del artículo cuarto de la
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República;
la fracción cuarta del artículo diez y el artículo sesenta y
seis de la Ley Reglamentaria de las fracciones primera y
segunda del artículo ciento cinco de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a las comi-
siones de Puntos Constitucionales, de Justicia y Derechos
Humanos y de Gobernación y Seguridad Pública.

• Lucio Fernández González, del Partido Acción Nacional,
que adiciona un segundo párrafo al artículo ciento veinti -
trés de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, recorriendo el actual segundo párrafo para quedar
como tercer párrafo. Se turna a las comisiones de Puntos
Constitucionales y de Trabajo y Previsión Social.

• María de los Angeles Sánchez Lira, del Partido de la Re-
volución Democrática, que reforma y adiciona diversas
disposiciones del Código Civil Federal, en materia de vio-
lencia familiar. Se turna a la Comisión de Justicia y Dere-
chos Humanos, con opinión de la Comisión de Equidad y
Género.

• Juan de la Cruz Alberto Cano Cortezano, del Partido Ac-
ción Nacional, que reforma y adiciona la fracción vigesimo
novena-C del artículo setenta y tres de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Co-
misión de Puntos Constitucionales.

• Narciso Alberto Amador Leal, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, por el que se expide la Ley del Sistema de
Información e Inteligencia para la Seguridad Nacional. Se
turna a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública.

• María Miroslava García Suárez, del Partido de la Revo-
lución Democrática, por el que se expide la Ley para Re-

gular la Elaboración de Tatuajes Permanentes y Perfora-
ciones. Se turna a la Comisión de Salud, con opinión de la
Comisión de Juventud y Deporte.

Cuatro dictámenes de la Comisión de Gobernación y Se-
guridad Pública, con proyectos de decreto por los que se
concede permiso a los ciudadanos:

• Jesús Enrique Jackson Ramírez, para aceptar y usar la
condecoración que le confiere el Gobierno del Reino de
España.

• Santiago Creel Miranda, para aceptar y usar la condeco-
ración que le confiere el Gobierno del Reino de España.

• José Antonio González Ibarra, para desempeñar el cargo
de Cónsul Honorario de la República Checa en la ciudad de
Tijuana, con circunscripción consular en los estados de Ba-
ja California, Baja California Sur, Chihuahua y Sonora.

• María de Lourdes Aguilar Guzmán y Mónica Alejandre
Cervantes, para prestar servicios en la Embajada de Sud-
áfrica en México.

Son de primera lectura.

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Asamblea dispensa la lectura, en votación económica,
del dictamen de la Comisión de Comercio y Fomento In-
dustrial, con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones del Código de Comercio, en rela-
ción con la firma electrónica. Es de segunda lectura.

Fundamenta el dictamen, a nombre de la Comisión, el dipu-
tado Jaime Salazar Silva, del Partido Acción Nacional.

Fijan la posición de su respectivo grupo parlamentario los
diputados: Francisco Agundis Arias, del Partido Verde
Ecologista de México; Luis Miguel Gerónimo Barbosa
Huerta, del Partido de la Revolución Democrática; José
Ramón Mantilla y González de la Llave, del Partido Ac-
ción Nacional y María Luisa Araceli Domínguez Ramírez,
del Partido Revolucionario Institucional.

La Asamblea considera suficientemente discutido el dicta-
men en lo general en votación económica.



El diputado Francisco Cárdenas Elizondo reserva para su
discusión en lo particular los artículos noventa y dos, frac-
ciones primera y tercera; ciento cuatro, fracción novena; y
ciento siete, fracción segunda, del Código de Comercio.

La Secretaría recoge la votación nominal en lo general y en
lo particular de los artículos no impugnados, misma que re-
sulta aprobatoria por cuatrocientos veintidós votos en pro,
ninguno en contra y una abstención. 

La Presidenta informa de los artículos reservados y desde
su curul, el diputado Jaime Salazar Silva señala que la co-
misión ha dialogado con el diputado Francisco Cárdenas
Elizondo y aceptado sus propuestas de modificación para
los artículos reservados, e informa que el propio diputado
Cárdenas Elizondo pide que sea la comisión quien las pre-
sente.

Se concede la palabra, para referirse a los artículos reser-
vados, el diputado Jaime Salazar Silva, del Partido Ac-
ción Nacional, quien propone modificaciones a nombre
de la comisión y que la Asamblea admite en votación eco-
nómica.

Desde su curul el diputado Tomás Torres Mercado propo-
ne una modificación al artículo segundo transitorio del pro-
yecto de decreto. La Presidenta aclara que tal artículo no
había sido reservado pero, en virtud de que considera que
la propuesta enriquece el documento y cuida la pertinencia
jurídica, consulta a la Mesa Directiva de la comisión si no
tiene inconveniente en admitirla, la que comunica no te-
nerlo. La Presidenta informa que se incorpora de manera
económica la modificación propuesta para el artículo se-
gundo transitorio.

La Secretaría recoge la votación de los artículos noventa y
dos, fracciones primera y tercera; ciento cuatro, fracción
novena; y ciento siete, fracción segunda, del Código de Co-
mercio, reservados, y del artículo segundo transitorio del
proyecto de decreto, con las modificaciones aceptadas,
misma que resulta aprobatoria por cuatrocientos doce vo-
tos en pro, ninguno en contra y cuatro abstenciones.

La Presidenta declara aprobado en lo general y en lo parti-
cular el proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones del Código de Comercio. Pasa al Senado
para los efectos constitucionales.

La Secretaría da lectura al dictamen de las comisiones uni-
das de Educación Pública y Servicios Educativos, de Cul-

tura, de Ciencia y Tecnología y de Presupuesto y Cuenta
Pública, con proyecto de decreto por el que se adiciona el
artículo veinticinco de la Ley General de Educación, y al
voto particular que al respecto presentan diputados del gru-
po parlamentario del Partido Acción Nacional.

A nombre de las comisiones dictaminadoras habla el dipu-
tado Enrique Meléndez Pérez, del Partido Revolucionario
Institucional, para fundamentar el dictamen.

Para fijar la posición de su respectivo partido político o
grupo parlamentario se concede la palabra a los diputados:
José Manuel del Río Virgen, de Convergencia por la De-
mocracia Partido Político Nacional; 

Presidencia del diputado 
Eric Eber Villanueva Mukul

Beatriz Patricia Lorenzo Juárez, del Partido Alianza So-
cial; Víctor Antonio García Dávila, del Partido del Tra-
bajo; 

Presidencia de la diputada 
María Elena Alvarez Bernal

María Cristina Moctezuma Lule, del Partido Verde Ecolo-
gista de México;

Presidencia del diputado 
Eric Eber Villanueva Mukul

Hortensia Aragón Castillo, del Partido de la Revolución
Democrática; Alfonso Vicente Díaz, del Partido Acción
Nacional; y Juan Nicolás Callejas Arroyo, del Partido Re-
volucionario Institucional.

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

A discusión en lo general, hablan en pro los diputados:
José Antonio Calderón Cardoso, del Partido Alianza So-
cial; Miguel Bortolini Castillo, del Partido de la Revolu-
ción Democrática; Oscar Ochoa Patrón, del Partido Acción
Nacional, quien acepta interpelación de la diputada Hor-
tensia Aragón Castillo; y José Manuel Correa Ceseña, del
Partido Revolucionario Institucional, quien acepta interpe-
laciones de los diputados Francisco Treviño Cabello y Jo-
sé Carlos Luna Salas.
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La Asamblea, en votación económica, considera suficien-
temente discutido el dictamen en lo general.

El diputado Moisés Alcalde Virgen reserva el párrafo pri-
mero del artículo veinticinco de la Ley General de Educa-
ción y el diputado Julio Castellanos Ramírez reserva el ar-
tículo segundo transitorio del proyecto de decreto.

La Secretaría recoge la votación nominal en lo general y en
lo particular de los artículos y párrafos no impugnados,
misma que resulta aprobatoria por cuatrocientos diez votos
en pro, nueve en contra y nueve abstenciones.

La Presidenta informa de las reservas para la discusión en
lo particular.

Desde su curul el diputado Luis Miguel Gerónimo Barbo-
sa Huerta hace comentarios sobre la reserva del diputado
Moisés Alcalde Virgen.

Para referirse al párrafo primero del artículo veinticinco re-
servado, se concede la palabra a los diputados: Moisés Al-
calde Virgen, del Partido Acción Nacional, en contra y pro-
pone modificaciones; Justino Eduardo Andrade Sánchez,
del Partido Revolucionario Institucional, en pro y acepta
interpelaciones de los diputados Francisco Salvador López
Brito y Francisco Treviño Cabello; Eduardo Rivera Pérez,
del Partido Acción Nacional, en contra y a solicitud suya
atendida por la Presidencia, la Secretaría da lectura a tres
documentos presentados por el orador; Miguel Bortolini
Castillo, del Partido de la Revolución Democrática, en pro;
y Efrén Nicolás Leyva Acevedo, del Partido Revolucionario
Institucional, en pro y a solicitud suya atendida por la Presi-
denta, la Secretaría da lectura a un documento presentado
por el orador y a la fracción octava del artículo tercero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Antes de la intervención del diputado Eduardo Rivera Pé-
rez, y a solicitud de la diputada Nelly Campos Quiroz, la
Secretaría da lectura a los artículos doscientos siete y dos-
cientos nueve del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y la
Presidenta hace aclaraciones al respecto.

Para rectificar hechos se concede la palabra al diputado Fé-
lix Salgado Macedonio, del Partido de la Revolución De-
mocrática.

La Asamblea, en votación económica, considera suficien-
temente discutido el párrafo primero del artículo veinticin-

co reservado y, por ciento noventa votos en pro, doscientos
treinta y cinco en contra y cuatro abstenciones, desecha las
modificaciones propuestas por el diputado Moisés Alcalde
Virgen.

Se refieren al artículo segundo transitorio del proyecto de
decreto los diputados: Julio Castellanos Ramírez, del Par-
tido Acción Nacional, en contra y propone modificaciones;
y Ramón León Morales, del Partido de la Revolución De-
mocrática, en pro y a solicitud suya atendida por la Presi-
dencia, la Secretaría da lectura a la fracción octava del ar-
tículo tercero de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

La Asamblea considera suficientemente discutido el artículo
segundo transitorio reservado, en votación económica, y
por doscientos cinco votos en pro y doscientos once en
contra desecha las modificaciones propuestas por el dipu-
tado Julio Castellanos Ramírez.

La Secretaría recoge la votación nominal del párrafo pri-
mero del artículo veinticinco de la Ley General de Educa-
ción y del artículo segundo transitorio del proyecto de de-
creto, mismos que se aprueban en los términos del
dictamen por doscientos treinta y cinco votos en pro,
ochenta y uno en contra y noventa y siete abstenciones.

La Presidenta declara aprobado en lo general y en lo parti-
cular el proyecto de decreto por el que se adiciona el ar-
tículo veinticinco de la Ley General de Educación. Pasa al
Senado para los efectos constitucionales.

Comunicación de la diputada Silvia Romero Suárez, por la
que solicita licencia para separarse del cargo de diputada
federal electa en el cuarto distrito del estado de Guerrero.
Se turna a la Mesa Directiva para su trámite correspon-
diente.

Transcurrido el tiempo acordado para la duración de las se-
siones, la Secretaría da lectura al orden del día de la próxi-
ma sesión y la Presidencia clausura la de hoy a las diecio-
cho horas con treinta y tres minutos, citando para la
próxima que tendrá lugar el jueves veintiocho de noviem-
bre de dos mil dos, a las diez horas.»

Está a discusión el acta... No habiendo quien haga uso de la
palabra, en votación económica se pregunta si se aprueba.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...



Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Aprobada el acta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Pasamos a comunicaciones.

ESTADO DE MICHOACAN

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del estado de Michoacán de Ocampo.— More-
lia.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

En sesión ordinaria celebrada el día de hoy, el honorable
Congreso del estado de Michoacán, tuvo a bien aprobar y
hacer de su conocimiento el acuerdo que se acompaña, por
medio del cual se hace un exhorto respetuoso para que in-
tervengan ante el Ejecutivo Federal en el problema de
Agroindustrias del Balsas, SA de CV, de la ciudad de Lá-
zaro Cárdenas, Michoacán.

Reiteramos a ustedes la seguridad de nuestro respeto.

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Morelia, Michoacán, a 14 de noviembre de 2002.— Dipu-
tados: Raymundo Arreola Ortega y Marco Antonio Lagu-
nas Vázquez secretarios.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del estado de Michoacán de Ocampo.— More-
lia.

El honorable Congreso del estado, en sesión ordinaria ce-
lebrada el día de hoy, tuvo a bien aprobar el siguiente

ACUERDO

Artículo primero. El honorable Congreso del estado de
Michoacán de Ocampo exhorta, respetuosamente, al Presi-

dente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Vi-
cente Fox Quesada y al gobernador constitucional del esta-
do de Michoacán de Ocampo, Lázaro Cárdenas Batel, a
instruir a las instancias de sus respectivos gabinetes invo-
lucradas en la problemática, especialmente a los secretarios
del Trabajo y Previsión Social, Hacienda, Economía, De-
fensa Nacional, Sagarpa, Semip y Semarnat, a definir lí-
neas estratégicas intersectoriales que apunten a una solu-
ción de fondo y definitiva al problema de Agroindustrias
del Balsas, SA de CV, cumpliendo a cabalidad el compro-
miso presidencial de impulsar la integración vertical de es-
te importante sector productivo.

Artículo segundo. Se instruye a las comisiones de Traba-
jo y Previsión Social y de Fomento Económico, para que
den seguimiento puntual al diseño y ejecución de las lí-
neas estratégicas de solución al conflicto, ante las instan-
cias del Ejecutivo Federal y estatal.

Artículo tercero. Se turne al Congreso de la Unión, un
exhorto respetuoso para que intervenga ante el Ejecutivo
Federal en atención de lo expresado en el artículo primero
del punto de acuerdo y la solución inmediata del conflicto
laboral.

Palacio del Poder Legislativo, Morelia, Michoacán, a 14 de
noviembre de 2002.— Diputados: Armando Octavio Balli-
nas Mayés , presidente; Raymundo Arreola Ortega y Mar-
co Antonio Lagunas Vázquez, secretarios.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión Especial de la Agroindustria
Azucarera de México.

ESTADO DE MORELOS

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo.— Poder Legislativo.— XLVIII Legislatura.—
2000-2003.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

Por instrucciones del diputado Gabriel Gutiérrez Albarrán,
presidente de la mesa directiva del Congreso del estado de
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Morelos y por acuerdo en sesión ordinaria celebrada el día
de hoy, le remitimos el punto de acuerdo mediante el cual
este Congreso, les solicita su intervención ante la Sagarpa
y que se amplíe el objeto del convenio con fecha 13 de sep-
tiembre de 2002, a fin de que el apoyo económico a que se
refieren las cláusulas primera, primer numeral, y quinta,
primer numeral, subnumeral uno, incluyan a los trabajado-
res afectados indirectamente por la quiebra o a sus viudas.

Sin otro particular, le reiteramos nuestra consideración.

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Cuernavaca Morelos, a 7 de noviembre de 2002.— Los se-
cretarios de la Mesa Directiva del Congreso del estado de
Morelos.— Diputados: Fernando Coronel Orañegui y De-
metrio Román Isidoro.»

«Escudo.— Poder Legislativo.— XLVIII Legislatura.—
2000-2003.

Honorable Asamblea: los que suscribimos, diputados:
Sylvia Victoria Eugenia D’Granda y Terreros, Juventino
López Serrano y Roberto Huicochea Rodríguez, integran-
tes de la XLVIII Legislatura del Congreso del estado de
Morelos, presentamos a su consideración el siguiente pun-
to de acuerdo, mismo que es precedido por las siguientes 

CONSIDERACIONES

1. El día 16 de marzo de 2001, el pleno de esta soberanía
aprobó el acuerdo parlamentario propuesto por la Comi-
sión Especial para dar solución a los ex trabajadores del in-
genio Emiliano Zapata por la quiebra; derivado de lo ante-
rior, la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
aprobó la entrega de $6.000,000.00 (seis millones de pesos
00/100 moneda nacional). Dentro del ramo general 19,
Aportaciones a Seguridad Social, del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2002. Lo an-
terior trajo como resultado la firma del Convenio de Coor-
dinación el día 13 de septiembre de 2002, instrumento
celebrado entre el Ejecutivo Federal, por conducto de la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación y por la otra, el Gobierno del estado,
representado por el presidente de su mesa directiva, con el
objeto de conjuntar acciones y recursos, a fin de otorgar un

apoyo económico a los ex trabajadores del ingenio Emilia-
no Zapata.

2. El Convenio de Coordinación, en su cláusula tercera,
numeral 1, establece la obligación de constituir la Comi-
sión de Regulación y Seguimiento (CRyS), que será la en-
cargada de verificar la autenticidad de la lista de ex traba-
jadores beneficiarios (anexo 1) para proceder a la entrega
del apoyo. Asimismo, en su numeral 5, señala que para la
verificación de la autenticidad de la lista se deberá consi-
derar los padrones de “el Congreso” (anexo 2) y de “el Es-
tado ” (anexo 3).

3. Tanto la Comisión Especial de diputados como la CRyS,
hemos sostenido diversas reuniones con la finalidad de dar
cumplimiento al Convenio de Coordinación, iniciando el
trabajo de elaboración de beneficiarios con base en los ane-
xos que indica el convenio, encontrando que en uno de
ellos se contempla la presencia mayoritaria de ex trabaja-
dores o viudas de ex trabajadores del ingenio Emiliano Za-
pata afectados indirectamente por la quiebra.

4. Del análisis de los anexos, se encontró que éstos no con-
templan a un numeroso grupo de ex trabajadores o viudas
de ex trabajadores que con anterioridad a la firma del con-
venio habían solicitado este apoyo tanto al Congreso del
Estado como al Ejecutivo estatal.

5. De los ex trabajadores o las viudas de los ex trabajado-
res que fueron afectados indirectamente por la quiebra, re-
sultó imposible determinar la antigüedad de algunos de
ellos.

Con base en las consideraciones anteriores y en la precaria
situación de los ex trabajadores o a las viudas de ex traba-
jadores afectados indirectamente por la quiebra, la Comi-
sión Especial propone incluirlos dentro del padrón de be-
neficiados.

Por lo que en ejercicio de las facultades que nos confieren
los artículos 17, inciso d, de la Ley Orgánica del Congreso
del estado; 57 del Reglamento Interior del Congreso del
Estado de Morelos, ponemos a consideración de esta ho-
norable Asamblea el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Artículo primero. El Congreso del estado de Morelos au-
toriza que se incluya a los afectados indirectos o sus viu-
das, dentro del apoyo económico del Convenio de Coordi-



nación, con fecha 13 de septiembre de 2002. Dicho apoyo
será otorgado de conformidad con el padrón validado por
la Comisión de Regulación y Seguimiento (CRyS).

Artículo segundo. Los ex trabajadores del ingenio Emilia-
no Zapata o sus viudas, recibirán dicho apoyo económico
de manera definitiva en conformidad de las partes; en vir-
tud de que, como quedó establecido en el Convenio de
Coordinación, jurídicamente a ninguna persona afectada
por la quiebra le corresponde derecho para recibir apoyo
alguno de cualquiera de las instancias de gobierno, toda
vez que éste no deriva de relación laboral o jurídica que los
obligue.

Artículo tercero. El apoyo económico se otorgará con ba-
se en el siguiente criterio:

1. En primer término el apoyo económico se cubrirá a los
ex trabajadores del ingenio Emiliano Zapata que laboraron
en la última zafra antes de la privatización del mismo, a ra-
zón de $396.00 (trescientos noventa y seis pesos 00/MN)
por año laborado.

2. El resto se entregará a los ex trabajadores afectados in-
directamente o sus viudas que se encuentren dentro del pa-
drón validado por la CRyS; dicho apoyo será otorgado en
partes iguales por la dificultad para acreditar los años labo-
rados para el ingenio.

ARTICULOS TRANSITORIOS 

Primero. El presente entrará en vigor el mismo día de su
aprobación por el pleno del Congreso.

Segundo. Gírese atento oficio a la Secretaría de Hacienda
del gobierno del estado, así como a la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión y al titular de la Secre-
taría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación, dándoles a conocer el contenido del presente.

Asimismo, con fundamento en lo dispuesto por el artículo
59 del Reglamento Interior para el Congreso del estado, so-
licitamos se califique el presente como de urgente y obvia
resolución.

Atentamente.

Palacio Legislativo, a 14 de noviembre de 2002.— Diputa-
dos: Sylvia Victoria Eugenia D´Granda y Terreros, Juven-
tino López Serrano y Roberto Huicochea Rodríguez.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión Especial de la Agroindustria
Azucarera de México.

ESTADO DE NAYARIT

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo.— Nayarit.— XXVII Legislatura.

Ciudadanos secretarios de la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión.— Pre-
sentes.

Por este conducto me permito comunicarles que, en sesión
pública ordinaria verificada el día 28 de octubre del año en
curso, el Congreso del estado de Nayarit, representado por
su XXVII Legislatura, emitió el acuerdo parlamentario nú-
mero 11, con objeto de solicitar apoyo para enfrentar las
contingencias ocasionadas por el huracán “Kenna”.

Por lo anterior, y en atención al resolutivo referido, lo re-
mito para los efectos legales correspondientes.

Sin otro particular, reciban la seguridad de mi atenta y dis-
tinguida consideración.

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Tepic, Nayarit, a 28 de octubre de 2002.— Diputado Ma-
nuel Narváez Robles, presidente de la mesa directiva,(rú-
brica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo.— Nayarit. 

El honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Na-
yarit, representado por su XXVII Legislatura

ACUERDA

Solicitar apoyo Federal y estatal para enfrentar las contin-
gencias ocasionadas por el huracán “Kenna”.
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Primero. Se solicita respetuosamente al ciudadano Presi-
dente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, li-
cenciado Vicente Fox Quesada, previa declaratoria del es-
tado de emergencia, ordene conforme al ámbito de su
competencia la implantación de programas y acciones ten-
dentes a enfrentar y restaurar los daños ocasionados por el
huracán “Kenna” en el estado de Nayarit, así como para
apoyar específicamente las poblaciones afectadas destinan-
do recursos necesarios del Fondo Nacional de Desastres
Naturales.

Segundo. De igual forma, se solicita atentamente al titular
del Poder Ejecutivo del estado de Nayarit que, con el con-
curso de los sectores social y privado y en coordinación
con los ayuntamientos constitucionales, se dicten medidas
urgentes de reasignación presupuestal conforme a los trá-
mites de ley y se obtengan los ingresos indispensables pa-
ra que a la brevedad posible se concierten programas insti-
tucionales y sociales en apoyo de las poblaciones
afectadas, a fin de distribuir despensas y fomentar el em-
pleo, la vivienda, el turismo, las actividades agropecuarias
y el comercio.

Para tal efecto, la XXVII Legislatura asume su responsabi-
lidad para dictar las resoluciones legislativas que requieran
las circunstancias, con objeto de garantizar la legalidad y
transparencia del ejercicio de los recursos públicos para la
contingencia.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente acuerdo entrará en vigor el día de su
aprobación, publicándose en la Gaceta Parlamentaria. Co-
muníquese su contenido a las cámaras del honorable Con-
greso de la Unión y a las legislaturas de las entidades de la
República, solicitándoles respetuosamente su apoyo.

Sala de sesiones “Licenciado Benito Juárez” del honorable
Congreso del Estado de Nayarit, en Tepic, su capital, a 28
de octubre de 2002.— Diputadas: Obdulia Delgado Del-
gado y María Guadalupe Ruiz Romero.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

ESTADO DE SONORA

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del Estado Libre y Soberano de Sonora.— Her-
mosillo.— Secretaría.

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión.— México, DF.

El honorable Congreso del estado de Sonora, en sesión ce-
lebrada el día de hoy, tuvo a bien aprobar el siguiente

ACUERDO

Primero. El Congreso del estado de Sonora resuelve apoyar
las demandas de los ex braceros para recuperar el 10% que
les fue descontado de su salario por concepto de ahorro du-
rante todo el tiempo que trabajaron en territorio de Estados
Unidos de América, con motivo del convenio suscrito por
el Gobierno de nuestro país y el de Estados Unidos de
América, el cual les sería devuelto en su regreso a México,
lo cual hasta la fecha no ha sucedido, a pesar de haber
transcurrido 40 años de que concluyó el Programa “Brace-
ro”, en el cual fueron reclutados.

Segundo. El Congreso del estado de Sonora solicita al titu-
lar del Poder Ejecutivo Federal realice las acciones necesa-
rias a fin de implantar un programa que permita a los ex
braceros y a las viudas de ex braceros contar con una pen-
sión y servicio médico. Asimismo, realice las acciones ne-
cesarias con el Gobierno de Estados Unidos de América
para que a los ex braceros y a las viudas de ex braceros se
les expidan visas humanitarias con las cuales puedan in-
gresar libremente en dicho país.

Tercero. Instrúyase a la Comisión Especial para que, en re-
presentación de este Poder Legislativo, dé seguimiento al
presente acuerdo.

Cuarto. Remítase el contenido de los presentes acuerdos a
las legislaturas de los estados de la Federación a efecto
que, de considerarlo oportuno, manifiesten su apoyo me-
diante la aprobación de un acuerdo en términos similares al
de esta Legislatura.

Quinto. Remítase para su conocimiento el contenido de los
presentes acuerdos a las autoridades del Banco Nacional de
Crédito Rural, así como a las del Wells Fargo Bank, para



que, de considerarlo oportuno y en uso de sus facultades,
realicen las acciones necesarias para dar solución a la pro-
blemática planteada por los ex braceros en los términos ci-
tados en los presentes acuerdos.

Reiteramos a ustedes las seguridades de nuestra alta consi-
deración y respeto.

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

“2002: Año de la Lucha contra el Cáncer en la Mujer”

Hermosillo, Sonora, a 29 de octubre de 2002.— Diputados:
Gustavo I. Mendívil Amparán y Manuel Corral Gutiérrez,
secretarios.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a las comisiones Especial para darle Segui-
miento a los Fondos Aportados por los Trabajadores
Mexicanos Braceros y a la Comisión de Relaciones Ex-
teriores.

ESTADO DE SONORA

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del Estado Libre y Soberano de Sonora.— Her-
mosillo.— Secretaría.

Honorable Congreso de la Unión.— México, DF.

La LVI Legislatura Constitucional del Estado Libre y So-
berano de Sonora, en sesión celebrada el día de hoy, de
conformidad con lo establecido por el artículo 14 del Re-
glamento Interior de este órgano legislativo, previas las
formalidades de estilo, procedió a la designación de la me-
sa directiva que funcionará durante el mes de noviembre,
habiendo quedado integrada de la siguiente manera:

Diputados: Leoncio Durazo Durazo, presidente; Hildelisa
González Morales, vicepresidenta; Gustavo I. Mendívil
Amparán, Heleodoro Pacheco Vázquez, secretarios y Ri-
cardo Rivera Galindo, suplente.

Lo que nos permitimos comunicar a usted para su conoci-
miento y demás fines.

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

“2002: Año de la Lucha contra el Cáncer en la Mujer”

Hermosillo, Sonora, a 31 de octubre de 2002.— Diputados:
Gustavo I. Mendívil Amparán y Ricardo Rivera Galindo,
secretarios.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

De enterado.

PARLAMENTO LATINOAMERICANO

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo.— Parlamento Latinoamericano.— Vicepresiden-
cia.— México.

Diputada Beatriz Elena Paredes Rangel, Presidenta de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por instrucción de la senadora Cecilia Romero Castillo, vi-
cepresidenta del Parlamento Latinoamericano por México,
adjunto a la presente copia del informe de actividades de la
delegación mexicana que participó en la XIX Asamblea
Ordinaria del Parlatino, celebrada en Sao Paulo, Brasil, los
días 8 y 9 del presente mes.

Lo anterior con el fin de solicitarle que se haga mención de
la presentación de dicho informe en el orden del día de la
sesión de mañana, martes 26 y que se publique en la Ga-
ceta Parlamentaria de su Cámara. (Se anexa versión elec-
trónica).

Agradezco su atención y hago propicia la ocasión para sa-
ludarla.

Atentamente.

México, DF, a 25 de noviembre de 2002.— Secretaria téc-
nica Gabriela Garduza Estrada.»
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«Informe de la XIX Asamblea Ordinaria del Parlamento
Latinoamericano.

Sao Paulo, Brasil, 8 y 9 de noviembre de 2002.

El pasado 8 de noviembre de 2002 se llevó a cabo la XIX
Asamblea Ordinaria del Parlamento Latinoamericano, en
su sede Permanente en Sao Paulo, Brasil.

La delegación mexicana que participó en la Asamblea es-
tuvo integrada por los siguientes senadores: Cecilia Rome-
ro Castillo (vicepresidenta del Parlatino), Lauro Díaz Cas-
tro, Ismael Hernández Deras, Ramón Mota Sánchez,
Susana Stephenson Pérez y Rafael Melgoza Radillo; y por
parte de los diputados: María Elena Chapa Hernández, Fe-
derico Granja Ricalde, Manuel Castro y del Valle, Eduardo
Rivera Pérez y José Rodolfo Escudero Barrera.

En la sesión inaugural presidida por la diputada Beatriz Pa-
redes, Presidenta del Parlatino estuvieron presentes como
invitados, la doctora Marta Suplicy, alcaldesa de la ciudad
de Sao Paulo; senador Sergio Páez Verdugo, Presidente de
la Unión Interparlamentaria y la diputada Laura Pavón Ja-
ramillo, Presidenta de la Confederación Parlamentaria de
las Américas (COPA).

El orden del día de la Asamblea fue el siguiente:

1. Informe de la Comisión de Poderes, verificación del
quórum y apertura de la sesión.

2. Informe de la Presidencia sobre las actividades de los
órganos del Parlamento Latinoamericano y presentación y
distribución de informes de labores de los demás miembros
de la Mesa Directiva.

3. Propuestas formuladas por al Junta Directiva para deci-
sión de esta Asamblea:

a) Defensa de los mercados agrícolas para las exportacio-
nes latinoamericanas (acuerdos de la Organización Mun-
dial del Comercio-OMC).

b) Lucha contra la corrupción. El Parlamento Latinoameri-
cano asume la organización de la PLACC (Parlamentarios
Latinoamericanos Contra la Corrupción).

c) Seguridad internacional, terrorismo y delitos de lesa hu-
manidad.

d) Otras resoluciones.

4. Situación social, política y económica en los países de
los congresos miembros del Parlatino.

5. Ratificación del informe sobre ejecución presupuestaria,
aprobado por la Junta Directiva y aprobación del proyecto
de presupuesto para el 2003.

6. Elección de los miembros de la Mesa Directiva (artícu-
lo 18 del estatuto).

7. Elección de los miembros del Consejo Consultivo (ar-
tículo 20 del Estatuto).

8. Designación de los países que presidirán las comisiones
permanentes del Parlatino (artículo 20, inciso i del estatu-
to).

9. Proposiciones y varios.

Como vicepresidenta por México, rendí el informe respec-
tivo a la situación social, política y económica de México,
al igual que todos los vicepresidentes por los congresos
miembros del Parlatino, en el punto 4 del orden del día.

La nueva Mesa Directiva. que fue elegida quedó confor-
mada por los siguiente legisladores:

Presidenta diputada Ney Lopes, de Brasil; presidente alter-
no, senador Jorge Pizarro, de Chile; secretario general, di-
putado Rafael Correa, de Venezuela; secretario general al-
terno diputado Ramón Pez Ferro, de Cuba; secretaria de
comisiones senadora Sonia Escudero, de Argentina; secre-
tario de relaciones interparlamentarias Felipe Cano Gonzá-
lez, de Panamá; secretaria de relaciones interinstitucionales
Ana Elena Townsend Diez Canseco, de Perú.

La Asamblea ordinaria aprobó las siguientes

RESOLUCIONES

1. Respaldar y salvaguardar un sistema multilateral de co-
mercio abierto y no discriminatorio y elevar la propuesta a
la Unión Interparlamentaria Mundial para que el tema sea
considerado en su próxima Asamblea y demandar, como
Asamblea del Parlatino, a través de la OMC, la rápida ins-
trumentación de los compromisos contraídos en Doha, Qa-
tar.



2. Exhortar a los poderes ejecutivos de los países para que
desarrollen nuevas acciones en pro de la constitución de un
mercado latinoamericano preferencial en beneficio del in-
tercambio regional, que propicie en el Mercosur, la Comu-
nidad Andina y la Comunidad Económica Centroamerica-
na la concreción de una zona de libre comercio para los
productos básicos de nuestros países.

3. Apoyar la constitución del Capítulo Regional Latinoa-
mericano de la Organización Mundial de Parlamentarios
Contra la Corrupción (PLACC) y pedir a la junta directiva
instrumentar el apoyo requerido para la organización y fun-
cionamiento de dicho capítulo en la sede permanente en
Sao Paulo.

4. Hacer un llamado a todos los parlamentos, gobiernos,
organismos internacionales y demás actores sociales e ins-
titucionales, para implementar todas las acciones necesa-
rias para superar la situación de injusticia social que plan-
tea el actual orden internacional y reiterar la disposición
del Parlatino para coadyuvar, con los recursos instituciona-
les a su alcance.

5. Exhortar a todos los países que no lo han hecho aún, a
suscribir o ratificar, según el caso, el Estatuto de Roma de
la Corte Penal Internacional, como instrumento idóneo pa-
ra enfrentar, en el plano internacional, los crímenes de ge-
nocidio, de lesa humanidad, de guerra y de agresión.

6. Constituir una comisión especial para el estudio del pro-
yecto del Area de Libre Comercio de las Américas (AL-
CA), que elabore recomendaciones a los miembros del Par-
lamento Latinoamericano, a través de los canales
pertinentes; en esta comisión participarán particularmente
los miembros de las comisiones de Asuntos Económicos y
Deuda Externa. La ejecución de la presente resolución es-
tará a cargo de la Presidencia del Parlamento Latinoameri-
cano, con el apoyo de la Mesa Directiva y del Consejo
Consultivo, bajo el principio de la pluralidad política e
ideológica.

7. Avanzar rápidamente en la ratificación parlamentaria del
protocolo de Kyoto, e instar a los gobiernos de América
Latina a intensificar la lucha contra la pobreza en todas sus
formas, por considerarla flagelo que impide el desarrollo
sostenible y acentúa el círculo perverso de la degradación
ambiental.

8. Dar prioridad a la consolidación de la integración subre-
gional y regional como resguardo de América Latina para

el logro de una integración justa en los procesos de inte-
gración tanto de dimensión continental como mundial, rei-
terando el compromiso de impulsar la Comunidad Latino-
americana de Naciones (Clan).

Promover que los estados nacionales de América Latina y
El Caribe soliciten ante Naciones Unidas, la intervención
de la Corte Internacional de Justicia de La Haya, con obje-
to de lograr un dictamen consultivo sobre los aspectos ju-
rídicos de sus respectivas deudas externas.

9. Instar a los países miembros del Parlatino para que in-
corporen en sus respectivas legislaciones, indicadores de
impacto cultural, teniendo en cuenta los principios orienta-
dores y las propuestas contenidas en el proyecto “la facti-
bilidad cultural en la planificación del desarrollo-concep-
tos, métodos y técnicas de evaluación cultural de planes,
programas y proyectos”, promovido por el Parlamento La-
tinoamericano y la UNESCO y avanzar en la elaboración
de un Convenio de Cooperación Recíproca con el Parla-
mento Cultural del Mercosur.

10. Unirse a la celebración del sesquicentenario del natali-
cio del héroe nacional de Cuba, José Martí, ocurrido el 28
de enero de 1853; e invitar a los parlamentos y parlamen-
tarios a rendir homenaje de diversas formas a quien fuera
uno de los más importantes pensadores del continente ame-
ricano.

11. Analizar y valorar el proyecto sobre derechos de los jó-
venes, elaborado por la Comisión de Niñez y Juventud del
Parlamento Latinoamericano, a efecto de considerar su viabi-
lidad legislativa de acuerdo a las condiciones de cada país.

12. Apoyar la “Declaración de Sao Paulo”, adoptada por la I
Conferencia Interparlamentaria de Educación, celebrada los
días 4 y 5 de noviembre del presente en Sao Paulo, Brasil.

13. Expresar al Gobierno y al pueblo panameño, su com-
placencia y reconocimiento, con motivo de la celebración
del Primer Centenario de la República de Panamá.

14. Que la Mesa Directiva en conjunto con los vicepresi-
dentes del Parlatino de cada país, realicen un análisis y va-
loración de la pertinencia de mantener el conjunto de co-
misiones vigentes a la fecha, o decidir fusiones y reducción
de las mismas, en uso de las facultades que establece el Es-
tatuto en su artículo 26, inciso L. La Junta Directiva, a más
tardar en un trimestre, informará a los miembros del Parla-
tino de la composición de las comisiones y de sus directi -
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vas, atendiendo a los criterios de equilibrio regional y plu-
ralidad política e ideológica.

En su discurso de toma de posesión como presidente del
Parlatino, el diputado Ney Lopes hizo especial mención de
la excelente labor realizada por la diputada Beatriz Paredes
al frente de este organismo regional y esbozó los elemen-
tos principales de su proyecto de trabajo para los próximos
dos años.

En la oficina de la vicepresidencia del Parlatino está a dis-
posición de los legisladores toda la documentación que sur-
gió de esta Asamblea, para su consulta y aprovechamiento.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Conferencia para la Programación, túrne-
se a la Junta de Coordinación Política y a la Comisión
de Relaciones Exteriores.

UNIVERSIDAD AUTONOMA DE CHAPINGO

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Me permito hacer de su conocimiento que en sesión ordi-
naria celebrada en esta fecha, se aprobó propuesta de los
senadores Sadot Sánchez Carreño y Lauro Díaz Castro,
con punto de acuerdo que a continuación se transcribe:

“Unico. Solicitar a la Cámara de Diputados que apruebe la
asignación de recursos suficientes en la partida presupues-
tal correspondiente, a la Universidad Autónoma de Cha-
pingo para descentralizar programas educativos de investi-
gación y de servicios en el ámbito rural, particularmente la
creación y fortalecimiento de la unidad académica en el Es-
tado de Oaxaca.”

Atentamente.

México, DF, a 21 noviembre de 2002.— Senador Enrique
Jackson Ramírez, Presidente.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

REGISTRO DE ASISTENCIA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Le ruego a la Secretaría, que de conformidad con lo dis-
puesto en el acuerdo relativo al sistema electrónico de re-
gistro de asistencia, pueda dar cuenta del mismo e instruir
su cierre.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Ciérrese el sistema electrónico y se registraron 383 diputa-
dos.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, diputada Secretaria.

PRESUPUESTO DE EGRESOS

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Me permito hacer de su conocimiento que, en sesión ordi-
naria celebrada en esta fecha, se aprobó dictamen de las co-
misiones unidas de Desarrollo Regional; de Federalismo y
Desarrollo Municipal; de Desarrollo Social; y de Comercio
y Fomento Industrial, con punto de acuerdo que a conti-
nuación se transcribe:

Primero. Se propone al Poder Ejecutivo Federal y a la Cá-
mara de Diputados incluir un fondo anual especial para los
estados de Chiapas, de Guerrero y de Oaxaca en el Presu-



puesto de Egresos de la Federación. Este fondo deberá
asignarse de manera progresiva de acuerdo con la progra-
mación de obras y acciones y con el avance en la ejecución
de los proyectos, hasta alcanzar de manera acumulada en
los próximos cuatro años el equivalente por lo menos a 1%
del Producto Interno Bruto nacional a precios actuales.
Esos recursos deberán destinarse para el desarrollo de
Chiapas, Guerrero y Oaxaca y a las acciones previstas en el
documento anexo a la iniciativa, los cuales deberán contar
con el respaldo de las autoridades locales y la sociedad de
cada uno de esos estados.

El fondo especial de recursos adicionales deberá distribuir-
se, de común acuerdo entre el Gobierno Federal y los go-
biernos estatales y los municipios, preferentemente a as-
pectos estratégicos, de tal manera que se apoyen las
actividades productivas y de generación de empleo susten-
table; la ampliación de la infraestructura hidroagrícola y
carretera; la infraestructura educativa y de salud; y de los
programas de alimentación. Otras proposiciones de ese
fondo se deberán canalizar a los municipios, a las mujeres
y a los grupos indígenas.

En el caso de los municipios, esos recursos les permitirán
cumplir mejor su responsabilidad, en especial en materia
de superación de la pobreza, servicios públicos, dotación
de agua potable, acceso al drenaje y alcantarillado, manejo
de desechos sólidos, seguridad pública y constitución de
reservas territoriales para el ordenamiento territorial. Los
ayuntamientos deberán hacer este esfuerzo con todo el apo-
yo de los gobiernos federal y estatales, con el fin de incre-
mentar su capacidad de gestión, técnica y administrativa.

Por lo que toca a las mujeres, ese fondo debe apoyarlas
para que se garantice el respeto a sus derechos mediante
acciones que fortalezcan a las instituciones de procuración
e impartición de justicia y de derechos humanos; para dis-
minuir sus rezagos en materia de salud y educación; en su-
ma, para impulsar el bienestar y calidad de vida a las mu-
jeres, a la vez que se les apoye con recursos públicos en el
desarrollo de actividades económicas que las favorezcan.

Respecto a los pueblos y comunidades indígenas del sur, se
requiere poner en marcha un amplio programa especial que
incluya el apoyo a proyectos productivos y actividades que
fortalezcan su cultura, que tengan como principios rectores
la tolerancia, el respeto de las diferencias y una visión am-
plia sobre las formas distintas de organización y expresión.

Segundo. Promover la suscripción de bases de coordina-
ción entre el Gobierno Federal, los gobiernos estatales y
los municipios. Se requiere que las autoridades de Chiapas,
de Oaxaca y de Guerrero identifiquen las acciones que, por
su dimensión o alcance regional, demanden su participa-
ción conjunta y coordinada. Se deberán establecer de ma-
nera precisa las metas, responsabilidades y formas de par-
ticipación de cada gobierno local para colaborar en la
consecución de esos propósitos. Asimismo, las bases de
coordinación deberán constituir, junto con el documento
anexo, los elementos fundamentales del Programa Integral
de Desarrollo del Sur.

Tercero. Recomendar a los gobiernos federal y de los esta-
dos de Chiapas, de Guerrero y de Oaxaca el establecimien-
to de una instancia regional de planeación, evaluación y se-
guimiento del desarrollo del sur. Se requiere que el
Gobierno Federal coordine, con la participación de los go-
biernos estatales y los municipios, el esfuerzo público, so-
cial y privado para la promoción del desarrollo integral del
sur.

Esta instancia deberá informar periódicamente al Congreso
de la Unión y, en especial, a la sociedad sobre las obras y
acciones que se lleven a cabo y el destino, aplicación e im-
pacto de la ejecución de los recursos públicos adicionales
que para este fin se destinen. En todo caso se deberá dis-
tinguir con claridad el origen de los recursos presupuesta-
les normales, los adicionales derivados de esta iniciativa y
los provenientes de la cooperación y el crédito internacio-
nal, de tal forma que este esfuerzo nacional tenga una
transparencia plena.

Esta instancia tendrá la responsabilidad de evaluar el im-
pacto de las acciones que se realicen para impulsar el
desarrollo del sur con base en indicadores objetivos y veri -
ficables.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.
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HURACAN KENNA

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política a efecto de
exhortar al Ejecutivo Federal, para que declare zona de de-
sastre a los municipios de Talpa de Allende, Mascota y San
Sebastián del Oeste del estado de Jalisco, que fueron seve-
ramente afectados en sus cultivos agrícolas por efectos del
huracán “Kenna”.

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 34 numeral 1, inciso b de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, al tenor de los siguientes:

CONSIDERANDOS

I. Que la Junta de Coordinación Política, en términos del
artículo 34 numeral 1, inciso b de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, está fa-
cultada para presentar a la consideración del pleno proyec-
tos de puntos de acuerdo.

II. Que en reunión de la Junta de Coordinación Política ce-
lebrada el 25 de noviembre de 2002, se abordó el proyecto
de proposición con punto de acuerdo del diputado Salvador
Cosío Gaona y diversos legisladores, relativo a exhortar al
Ejecutivo Federal, para que declare zona de desastre a los
municipios de Talpa de Allende, Mascota y San Sebastián
del Oeste del estado de Jalisco, que fueron severamente
afectados en sus cultivos agrícolas por efectos del huracán
“Kenna”, misma que se consideró oportuno fuera presenta-
da por la propia junta a la consideración del pleno.

Expuestos los considerandos anteriores, se adopta el si-
guiente

ACUERDO

Unico. Se exhorta al Poder Ejecutivo Federal, para que de-
clare zona de desastre a los municipios de: Mascota, Talpa
de Allende y San Sebastián del Oeste, del estado de Jalis-
co, que sufrieron la pérdida total de los cultivos agrícolas
en una superficie aproximada de 14 mil hectáreas por efec-
tos directos del huracán “Kenna” y que no obstante fue so-

licitado así en el punto de acuerdo de fecha 29 de octubre
pasado que aprobó por unanimidad la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, han sido excluí-
dos de la declaratoria oficial publicada en el Diario Oficial
de la Federación el día 1o. del mes y año en curso, y así, se
otorgue de inmediato el acceso a los fondos federales de
apoyo correspondiente y puedan ser resarcidos en sus
cuantiosas pérdidas agrícolas, reactivando así la economía
de dichas poblaciones.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 26 de noviembre de
2002.— Diputados: Martí Batres Guadarrama, presidente
de la Junta de Coordinación Política y coordinador del gru-
po parlamentario del Partido de la Revolución Democrática;
Rafael Rodríguez Barrera, coordinador del grupo parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional; Felipe Calde-
rón Hinojosa, coordinador del grupo parlamentario del Par-
tido Acción Nacional; Bernardo de la Garza Herrera,
coordinador del grupo parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México y Alberto Anaya Gutiérrez, coordinador
del grupo parlamentario del Partido del Trabajo.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputada, estamos hablando de lo relativo al huracán
“Kenna”... El registro...

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Sí diputada, lo someto a votación.

En votación económica, se pregunta si se aprueba el punto
emitido por la Junta de Coordinación.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Aprobado.

HURACAN KENNA

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Ciudadanos secretarios de la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados.— Presentes.



La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 34, numeral 1, inciso b de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, al tenor de los siguientes

CONSIDERANDOS

I. Que la Junta de Coordinación Política, en términos del
artículo 34, numeral 1, inciso b de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, está
facultada para presentar a la consideración del pleno pro-
yectos de puntos de acuerdo.

II. Que en reunión de la Junta de Coordinación Política ce-
lebrada el 25 de noviembre de 2002, se abordó el proyecto
de proposición con punto de acuerdo del diputado José Ma-
nuel Quintanilla Rentería, relativo a los acontecimientos
suscitados con motivo del huracán “Kenna” y sus conse-
cuencias al sector pesquero, misma que se consideró opor-
tuno fuera presentada por la propia Junta a la consideración
del pleno.

Expuestos los considerandos anteriores, se adopta el si-
guiente

ACUERDO

Primero. Que se solicite al titular de la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción, instruya al Comisionado Nacional de Acuacultura y
Pesca para que en compañía de una delegación de diputa-
dos integrantes de la Comisión de Pesca de esta Cámara de
Diputados, realicen una gira de trabajo para cuantificar los
daños que sufrió el sector pesquero en las zonas afectadas
de los estados de Nayarit y Jalisco.

Segundo. Que se solicite al Gobierno Federal, destine re-
cursos de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación, del Fondo Nacional de
Desastres Naturales, del Programa de Empleo Temporal,
del Programa de Becas y demás beneficios extraordinarios
que se puedan otorgar, a los pescadores afectados por el pa-
so del huracán “Kenna” en Nayarit y JaIisco, con objeto de
que se pueda superar la circunstancia de emergencia y re-
cuperar sus medios de trabajo.

Tercero. Que estos recursos se apliquen en coordinación
con los ayuntamientos, delegaciones estatales de la Secre-
taría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y

Alimentación y las autoridades pesqueras de los gobiernos
de esos estados.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 26 de noviembre de
2002.— Diputados: Martí Batres Guadarrama, presidente
de la Junta de Coordinación Política y coordinador del gru-
po parlamentario del Partido de la Revolución Democrática;
Rafael Rodríguez Barrera, coordinador del grupo parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional; Felipe Calde-
rón Hinojosa, coordinador del grupo parlamentario del Par-
tido Acción Nacional; Bernardo de la Garza Herrera,
coordinador del grupo parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México y Alberto Anaya Gutiérrez, coordinador
del grupo parlamentario del Partido del Trabajo.»

En votación económica, se pregunta si se aprueba.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Aprobado.

COMISIONES LEGISLATIVAS

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Diputada Beatriz Elena Paredes Rangel, Presidenta de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en el artículo 34, inciso c de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, me permito informarle los siguientes cambios en co-
misiones del grupo parlamentario del PRD:

1. El diputado Bonifacio Castillo Cruz sale de la Comisión
de Comunicaciones y entra en su lugar el diputado Hum-
berto Mayans Canabal.

2. El diputado Bonifacio Castillo Cruz se incorpora a la
Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social.
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3. El diputado Humberto Mayans Canabal sale de la Co-
misión de Ciencia y Tecnología.

Lo anterior para los efectos correspondientes.

Reciba un cordial saludo.

Atentamente.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 26 de noviembre de
2002.— Diputado Martí Batres Guadarrama, presidente
de la Junta.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

De enterado.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Diputada Beatriz Elena Paredes Rangel, Presidenta de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en el artículo 34, numeral 1, inciso c de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y a solicitud del diputado Cuauhtémoc Cardo-
na Benavides, subcoordinador del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional, me permito solicitar a usted, la
modificación en la integración de las comisiones:

Que la diputada Alicia Concepción Ricalde Magaña, susti-
tuya al diputado Tereso Martínez Aldana, como integrante
de la Comisión de Pesca.

Que el diputado Tereso Matínez Aldana, sustituya a la di-
putada Alicia Concepción Ricalde Magaña, como inte-
grante de la Comisión de Seguridad Social.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente.

Palacio Legislativo.— México, DF, a 27 de noviembre de
2002.— Diputado Martí Batres Guadarrama, Presidente.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

De enterado.

PROPOSICIONES DE PUNTOS DE ACUERDO

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Mesa Direc-
tiva.

Acuerdo de la Mesa Directiva relativo al trámite de las pro-
posiciones con punto de acuerdo presentadas en la Cámara
de Diputados.

La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 21 de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, al tenor de los siguiente

CONSIDERANDOS

I. Que en términos del artículo 21 numeral 2, inciso a de la
Ley Orgánica, la Mesa Directiva debe asegurar el adecua-
do desarrollo de las sesiones del pleno de la Cámara.

II. Que en términos del artículo 21 numeral 2, inciso c de
la Ley Orgánica, la Mesa Directiva debe formular y cum-
plir el orden del día para las sesiones.

III. Que en los órdenes del día de las sesiones del pleno de
la Cámara de Diputados, los grupos parlamentarios y le-
gisladores han inscrito diversas proposiciones con punto de
acuerdo que son de su interés.

IV. Que debido al trabajo legislativo que se desarrolla en el
pleno, se hace necesario establecer un mecanismo para dar
curso reglamentario de forma eficaz a las proposiciones
con punto de acuerdo presentadas por los legisladores.

V. Que en términos del artículo 23 numeral 1 inciso f de la
Ley Orgánica, la Presidencia de la Mesa Directiva tiene



como atribución dar curso a los asuntos y negocios en tér-
minos de la normatividad aplicable y determinar los trámi-
tes que deban recaer sobre las cuestiones con que se dé
cuenta a la Cámara.

Expuestos los considerandos anteriores, se adopta el si-
guiente

ACUERDO

Unico. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, en
consulta con el diputado o diputados proponentes, podrá
remitir de forma expedita a las comisiones conducentes,
aquellas proposiciones con punto de acuerdo que sean re-
mitidas al órgano directivo, dando cuenta del turno en las
sesiones correspondientes. Se hará la respectiva publica-
ción en la Gaceta Parlamentaria.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, México, DF, a 28 de
noviembre de 2002.—Mesa Directiva.— Diputados: Bea-
triz Paredes Rangel, Presidenta; Erick Eber Villanueva
Mukul, María Elena Alvarez Bernal y Jaime Vázquez Cas-
tillo, vicepresidentes; Adela Cerezo Bautista, Rodolfo Do-
rador Pérez Gavilán y Adrián Rivera Pérez , secretarios.»

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Aprobado.

COMISION DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Esta Presidencia informa que el día de ayer se suscribió un
convenio de colaboración entre la Comisión de Ciencia y
Tecnología, y la Academia Mexicana de Ciencias y se
acordó publicar el contenido del convenio y el texto de la
intervención del presidente de la Academia Nacional Me-
xicana de Ciencias, en la Gaceta Parlamentaria.

Se desahoga ese trámite, publíquese en la Gaceta Parla-
mentaria.

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, el senador César Camacho Quiroz, del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona la Ley de Coordinación Fiscal.

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa se remitiera a
la Cámara de Diputados, misma que se anexa.

Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y distingui-
da consideración.

México, DF, a 26 de noviembre de 2002.— Senador Car-
los Chaurand Arzate, vicepresidente.»

«Iniciativa con proyecto de decreto que modifica la deno-
minación de la Ley de Coordinación Fiscal; reforma los ar-
tículos 1o., 25, 33 y 44 de la misma; y adiciona un nuevo
Capítulo VI, relativo a las aportaciones para el fortaleci-
miento de las entidades federativas.

Quien suscribe, senador César Camacho, integrante del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del ar-
tículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en la fracción II del artículo 55 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral, sometemos a la consideración del pleno de la Cámara
de Senadores la iniciativa con proyecto de decreto que mo-
difica la denominación de la Ley de Coordinación Fiscal;
reforma los artículos 1o., 25, 33 y 44; y adiciona un Capí-
tulo VI, con base en la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

El federalismo mexicano se definió, desde temprano, coo-
perativo. La Constitución Federal de 1824 determinó, en
efecto, que las leyes expedidas por el Congreso de la Unión
debían asegurar la independencia de los estados en lo rela-
tivo a su régimen interior; además de consignar la facultad
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federal de “fomentar la prosperidad general del país”, sin
impedir a los estados hacer lo propio en su régimen inte-
rior.

Un siglo después, la situación mostraba, sin embargo, una
realidad distinta. Pese a la intención’ originaria, la coordi-
nación fiscal entre la Federación y las entidades federativas
habría de implicar, por efecto de las muchas atribuciones
que la Constitución de 1917 otorgó al Gobierno Federal,
que los estados se verían en la necesidad, para participar de
ellas, de adherirse a convenios que limitaban su margen de
acción tributaria, lo que necesariamente tenía que generar
dependencia económica y menoscabar sus facultades legis-
lativas.

Así lo demuestran los anales de la coordinación fiscal que
se remontan a las convenciones nacionales fiscales de los
años 1925, 1933 y 1947, de las que surgieron algunos
acuerdos para emprender la coordinación y participación
en impuestos especiales, los cuales se formalizan a través
de la primera Ley de Coordinación Fiscal de 1953.

Sin embargo, no es sino a partir de la década de los años
setenta, cuando se reactiva el proceso de participación en
los impuestos federales por parte de las entidades, para dar
paso a una nueva Ley de Coordinación Fiscal en 1978 y a
la constitución del Sistema Nacional de Coordinación Fis-
cal (SNCF) hacia 1980.

A la luz del SNCF, los estados que autónomamente deci-
dieran coordinarse con la Federación en materia fiscal par-
ticiparían de la recaudación federal a cambio de eliminar
los tributos locales con la finalidad de evitar la múltiple tri-
butación.

Con nuevas instituciones fiscales que operarían el reparto
de los ingresos tributarios entre las entidades federativas y
la Federación bajo nuevos criterios y reglas, se buscaba
fortalecer el federalismo, sentar las bases para la descen-
tralización y facilitar a los contribuyentes el cumplimiento
de sus obligaciones tributarias.

Por medio del SNCF, las entidades federativas y la Federa-
ción firmarían convenios de colaboración fiscal que inclu-
yeran a los gravámenes existentes y al nuevo impuesto que
sustituiría al ISIM, el Impuesto al Valor Agregado (IVA).
De esta forma, la Federación atendería la recaudación, dis-
tribuyendo los ingresos mediante las llamadas participa-
ciones.

Las subsecuentes modificaciones a la legislación de coor-
dinación fiscal, tuvieron como propósitos, entre otros, ele-
var el porcentaje de los recursos de los fondos, modificar
los criterios de asignación de las transferencias entre las
entidades federativas, establecer reglas para la distribución
de los fondos presupuestales del ramo 33 del presupuesto
federal correspondiente a 1998.

Hoy se hace necesario poner al día esta coordinación fiscal,
reconsiderando los términos en que los estados cedieron su
potestad impositiva, en aras de un sistema que diera homo-
geneidad y equilibrio a la repartición de los ingresos, pero
que en realidad derivó en un esquema central y, en ocasio-
nes, arbitrario al momento de asignar y repartir.

A la par del proceso para eliminar la múltiple tributación,
para hacer crecer la recaudación y modernizar las institu-
ciones fiscales, se provocó un mayor grado de centralismo
fiscal, generando así un conflicto de intereses. Para contra-
rrestarlo, desde 1995 se emprendieron acciones que no han
corregido del todo la carencia recursos por parte de los go-
biernos locales, debido principalmente a la ausencia de
nuevas fuentes de ingresos, a una debilidad persistente en
sus sistemas de recaudación, y a la transferencia de nuevas
responsabilidades hacia las entidades, como ha ocurrido en
las materias de educación, salud y agricultura.

La aplicación de medidas de descentralización de recursos
implicó que, para 1999, de cada peso que el Gobierno Fe-
deral gastaba, los gobiernos locales gastaran 31 centavos.
Esta cifra es mayor que la de 1995, cuando la cantidad que
erogaban las entidades federativas era de 15 centavos.

Desafortunadamente, una buena parte de estos 31 centavos
sólo es ejecutada por los gobiernos estatales y municipales,
lo que no ha implicado que hayan visto incrementadas las
transferencias libres, es decir las no condicionadas, que
perciben.

En 1995 las transferencias libres representaban 12 centa-
vos, mientras que para 1999 ascienden a 14 centavos.

En la actualidad se estima que las finanzas de las entidades
federativas se integran en mas de un 90% por recursos fe-
derales.

Debido al desequilibrio persistente de las finanzas públi-
cas, no obstante los esfuerzos de descentralización del gas-
to público, ahora se requiere hacer adecuaciones a la Ley
de Coordinación Fiscal, para dar mayor certidumbre a las



entidades federativas y a los municipios, y establecer un
marco institucional de aportaciones federales.

Por supuesto, dicha coordinación ha sido y seguirá siendo
necesaria. La obsolescencia de varias de sus prescripciones
obliga no necesariamente a abrogarla, sino a redefinirla y
actualizarla para que no sea anacrónica, además de inefi-
ciente.

Se requiere, en primer lugar, ampliar el objeto de la Ley de
la Materia, para que comprenda la transferencia de todo ti -
po de recursos federales a los estados, los municipios y el
Distrito Federal. Esta disposición es de gran importancia,
pues, al permitir la participación de las haciendas públicas
locales en los ingresos federales, obliga a una distribución
regida por reglas de colaboración administrativa y no, co-
mo ha sucedido, de subordinación.

Adicionalmente se necesitaría mejorar el criterio con que
hoy se ejercen las aportaciones federales con cargo al Fon-
do de Aportaciones para la Infraestructura Social, sea por-
que sus disposiciones son prolijas, sea porque no compren-
den rubros que debieran incluirse.

La iniciativa propone un cambio de título, de Coordinación
Fiscal a Hacendaria, lo que, más allá de la simple denomi-
nación, supone un cambio de enfoque y el reconocimiento
de que deben ampliarse las opciones para etiquetar los re-
cursos federales, es decir, para destinarlos a un rubro espe-
cífico, evitando discrecionalidad y desvíos. Una muestra
de ello es, justamente, el ramo 33, en cuyo ejercicio las en-
tidades federativas, al no intervenir en su distribución, só-
lo cumplen el papel de ser administradores de los progra-
mas federales, cuando no su simple caja de pagos.

Convendría, por ejemplo, flexibilizar los conceptos previs-
tos para la asignación de los recursos y disponer otro, refe-
rente a la constitución de reservas territoriales y la adquisi-
ción de suelo para vivienda, con lo que se daría mayor
margen a la gestión local y se le ofrecerían nuevas opcio-
nes, respondiendo a una necesidad sentida por la comuni-
dad. Las administraciones estatales estarían así en condi-
ción de responder a sus necesidades particulares, gozando
de más autonomía, sin por ello perderse los objetivos para
los que fueron creados y autorizados dichos recursos.

Por supuesto, los recursos que requieren los estados deben
aumentar, pero también debe procurarse su distribución
equitativa y garantizarles transparencia. De ahí que deba
haber rendición de cuentas. La iniciativa prevé que la in-

formación sobre el ejercicio del Fondo de Aportaciones pa-
ra Infraestructura Social, debe ajustarse a las disposiciones
que emita la Secretaría de Desarrollo Social del Gobierno
Federal, además de mantener la obligación, para los muni-
cipios, de informar a través de los estados y, para estos úl-
timos de transmitir dicha información, al Gobierno Fede-
ral. Dicha información se difundirá a través de los medios
impresos y electrónicos para darle debida publicidad a es-
tos datos de interés general.

Por último, esta ley debe incluir los recursos que con ca-
rácter de subsidio hasta ahora entrega el Gobierno Federal
a las entidades federativas, previstos en el actual Programa
de Apoyos para el Fortalecimiento de las Entidades Fede-
rativas (Pafef). Dichos recursos deberán tener el carácter
de aportaciones y adquirir un fundamento legal ex profeso,
que le dé solidez y permanencia. Por ser de periodicidad
anual, su manejo queda condicionado a la disponibilidad
presupuestal o a las negociaciones que suelen darse al
aprobarse el Presupuesto de Egresos de la Federación, no
obstante ser vital para afrontar problemas ingentes en las
entidades federativas.

Con todo ello, no se trata de operar sólo una redistribución
de competencias, sino de otorgar más oportunidades y asu-
mir nuevas responsabilidades.

El reto sigue siendo un federalismo más equilibrado y
cooperador, que no avasalle ni disuelva; en el que cada ór-
gano de autoridad no sobrepase sus atribuciones y esté
consciente de sus limitaciones. Un federalismo en el que
todo acto pueda ser impugnado y los problemas se solucio-
nen con la simple legalidad. Y ahí donde esto no se logre,
con la disposición bien intencionada de quienes tengan a su
cargo la mediación en los conflictos y, en esa medida, la
preservación de la convivencia.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, me permito presentar la
siguiente

INICIATIVA

Con proyecto de decreto que modifica la denominación de
la Ley de Coordinación Fiscal; reforma los artículos 1o.,
25, 33 y 44 de la misma; y adiciona un nuevo Capítulo VI,
relativo a las aportaciones para el fortalecimiento de las en-
tidades federativas.
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Artículo único. Se modifica la Ley de Coordinación Fis-
cal, al cambiar su denominación por la de: Ley de Coordi-
nación Hacendaria; se reforman los primeros párrafos de
los artículos 1o. y 25; y los incisos a y b así como la
fracción IV del artículo 33; el primer y tercer párrafo del
artículo 44 y se adiciona un Capítulo VI, para quedar como
sigue

LEY DE COORDINACION HACENDARIA

Artículo 1o.

Esta ley tiene por objeto coordinar el Sistema Fiscal de la
Federación con los de los estados, municipios y Distrito
Federal, establecer la participación que corresponda a sus
haciendas públicas en los ingresos federales; distribuir en-
tre ellos dichas participaciones; fijar reglas de colaboración
administrativa entre las diversas autoridades hacendarias;
constituir los organismos en materia de Coordinación Ha-
cendaria y dar las bases de su organización y funciona-
miento; establecer las aportaciones federales, como recur-
sos que la Federación transfiere a las haciendas públicas de
los estados, Distrito Federal, y en su caso, de los munici-
pios, así como los criterios y fórmulas para su distribución.
Además, establecer las aportaciones para el fortalecimien-
to para las entidades federativas y los fines a que serán des-
tinadas.

Artículo 25.

Se establecen las aportaciones federales, como recursos
que la Federación transfiere a las haciendas públicas de los
estados, Distrito Federal, y en su caso, de los municipios,
condicionando su gasto a la consecución y cumplimiento
de los objetivos que para cada tipo de aportación establece
esta ley, para los fondos siguientes:

Artículo 33.

...

a) Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social
Municipal: se aplicará en la construcción o rehabilitación
de obras de infraestructura social; esto comprende: agua
potable, alcantarillado, drenaje y letrinas, electrificación,
infraestructura básica de salud, infraestructura básica edu-
cativa, constitución de reservas territoriales, urbanización
de terrenos para lotes de servicios, mejoramiento de cami-

nos y pavimentación, mejoramiento de vivienda, e infraes-
tructura productiva rural.

b) Fondo de Infraestructura Social Estatal: este fondo se
aplicará en la construcción o rehabilitación de obras de in-
fraestructura social de beneficio regional o intermunicipal.

...

...

I a la III.

IV. Proporcionar a la Secretaría de Desarrollo Social, la in-
formación que sobre la utilización del Fondo de Aporta-
ciones para la Infraestructura Social le sea requerida. Los
municipios lo harán por conducto de los estados. La infor-
mación que provean los estados y municipios deberá ser
publicada en los órganos oficiales de difusión, poniéndola
a disposición de la comunidad a través de publicaciones es-
pecíficas y de medios electrónicos.

Artículo 44.

El Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los
Estados y del Distrito Federal se constituirá con cargo a re-
cursos federales, que serán determinados anualmente en el
Presupuesto de Egresos de la Federación.

...

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría, entregará a
las entidades federativas el Fondo de Aportaciones para la
Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal con
base en los criterios que el Consejo Nacional de Seguridad
Pública determine, utilizando para la distribución de los re-
cursos, criterios que incorporen el número de habitantes de
los estados y del Distrito Federal; el índice de ocupación
penitenciaria; la tasa de crecimiento anual de indiciados y
sentenciados; así como el avance en la aplicación del Pro-
grama Nacional de Seguridad Pública en materia de profe-
sionalización, equipamiento, modernización tecnológica e
infraestructura. La información relacionada con las fórmu-
las y variables utilizadas en el cálculo para la distribución
y el resultado de su aplicación que corresponderá a la asig-
nación por cada estado y el Distrito Federal, deberá publi-
carse en el Diario Oficial de la Federación a más tardar el
31 de enero del ejercicio fiscal de que se trate.

...



CAPITULO VI

SECCION PRIMERA

De las aportaciones para el fortalecimiento 
de las entidades federativas

Artículo 47. Las aportaciones para el fortalecimiento de
las entidades federativas, se determinarán anualmente en el
Presupuesto de Egresos de la Federación, por un monto
equivalente, sólo para efectos de referencia, al 2.5% de la
recaudación federal participable a que se refiere esta ley.

Artículo 48. Las aportaciones destinadas para el Fortaleci-
miento de las Entidades Federativas serán destinadas ex-
clusivamente para los siguientes fines:

I. Saneamiento financiero;

II. Apoyo a los sistemas de pensiones de las entidades fe-
derativas, prioritariamente a las reservas actuariales y

III. Inversión en la infraestructura de las entidades federa-
tivas.

Dichos recursos no podrán destinarse para erogaciones de
gasto corriente y de operación, salvo en el caso de dichos
sistemas de pensiones.

SECCION SEGUNDA

De la distribución de las aportaciones para el fortaleci-
miento de las entidades federativas

Artículo 49. Las aportaciones para el fortalecimiento de
las entidades federativas serán distribuidas de la manera si-
guiente:

La Cámara de Diputados, por conducto de la Auditoría Su-
perior de la Federación, deberá acordar con los respectivos
órganos técnicos de vigilancia de las legislaturas locales,
medidas para que la comprobación del ejercicio de los re-
cursos del programa se realice en los términos de las dis-
posiciones presupuestarias federales, así como otras accio-
nes que permitan fiscalizar el ejercicio de dichos recursos,
sin que ello implique limitaciones o restricciones en la ad-
ministración y ejercicio de los mismos.

Asimismo, el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secre-
taría de la Función Pública, previamente a la entrega de di -

chos recursos, deberá acordar con las contralorías o sus
equivalentes de las entidades federativas, el establecimien-
to por parte de las entidades federativas de una cuenta es-
pecífica que identifique los recursos públicos federales.

Artículo 50. Los recursos de referencia son Aportaciones
que otorga la Federación a las entidades federativas, en los
términos del último párrafo del artículo 25 de la Ley de
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, y las
demás disposiciones aplicables.

Artículo 51. Estos recursos corresponderán al ejercicio fis-
cal del año correspondiente. Las entidades federativas po-
drán destinar recursos adicionales de sus presupuestos
para la realización de las acciones comprendidas en este
capítulo.

Artículo 52. Estos recursos deben ser integrados en los in-
gresos y egresos de las entidades federativas, de acuerdo
con la legislación local aplicable y se dará cumplimiento a
las disposiciones presupuestarias federales en materia de
información, control y fiscalización.

Artículo 53. En el ejercicio de estos recursos deberán apli-
car las disposiciones federales, en lo conducente, pudiendo
las entidades federativas aplicar las disposiciones locales,
siempre y cuando no contravengan el espíritu de la legisla-
ción federal.

Artículo 54. Procederá destinar estos recursos para cubrir
el monto que corresponda a los gobiernos de las entidades
federativas como parte de programas o acciones conveni-
das con alguna dependencia o entidad del gobierno federal,
cuyo objetivo sea compatible con el destino y aplicación de
los recursos, así como en el caso del Programa Fondo de
Desastres Naturales, exclusivamente para aplicarlos en
obras públicas de infraestructura de las Entidades Federati-
vas, incluyendo su equipamiento.

SECCION TERCERA

De las aportaciones en materia de saneamiento 
financiero

Artículo 55. En materia de saneamiento financiero sólo
procederá el uso de estos recursos en caso de que se acre-
dite un impacto favorable en la fortaleza de las finanzas pú-
blicas locales, expresado en un mejor nivel del balance fi-
nanciero, así como en la disminución del déficit y
endeudamiento. Se incluye, de manera enunciativa y no li-
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mitativa, la siguiente medida de saneamiento financiero en
las entidades federativas:

Amortización de deuda pública, expresada como reducción
del principal. Se debe otorgar prioridad a las amortizacio-
nes que representen mayores beneficios financieros, así
como a las que estén relacionadas directamente con la in-
versión en infraestructura y los sistemas de pensiones de
las entidades federativas. Como parte de acciones de sane-
amiento y fortalecimiento financiero, procederá asignar re-
cursos del programa al pago de intereses, comisiones o
gastos de la deuda, siempre y cuando se acredite el impac-
to favorable sobre las finanzas públicas.

SECCION CUARTA

De las aportaciones para el sistema de pensiones

Artículo 56. En lo que se refiere a sistemas de pensiones,
se procurará atender los criterios siguientes:

I. Desarrollar medidas orientadas a mejorar el sistema de
pensiones, que incluyan el análisis de la dinámica demo-
gráfica, el número de pensionados y sus familiares, el mon-
to de las pensiones y las fuentes de financiamiento, con el
objetivo de fortalecer la posición financiera de estos siste-
mas;

II. Aplicar medidas de modernización jurídica e institucio-
nal, de saneamiento y fortalecimiento financiero, así como
acciones para el aumento de la productividad y calidad en
la prestación de los servicios, y

III. Evitar considerar los recursos como un ingreso regular
que permite financiar erogaciones corrientes y de opera-
ción de los sistemas de pensiones.

SECCION QUINTA

De las aportaciones en materia de inversión 
en infraestructura

Artículo 57. En materia de inversión en infraestructura, los
recursos se deberán destinar preferentemente al gasto en
obra pública y al equipamiento de la misma en materia de
educación; salud; agua potable; drenaje y alcantarillado;
saneamiento ambiental; electrificación; comunicaciones y
transportes; y urbanización; así como a infraestructura pú-
blica que incentive las actividades económicas, como el
desarrollo rural y el mejoramiento de los sistemas hidroa-

grícolas, y de los caminos rurales y alimentadores. Se in-
cluyen las siguientes acciones de inversión en infraestruc-
tura de las entidades federativas:

I. Erogaciones que se canalizan a la construcción, recons-
trucción, ampliación, mantenimiento y conservación de la
infraestructura citada, así como a la adquisición de bienes
para el equipamiento de las obras generadas o adquiridas y

II. Hasta un 3% del costo de la obra o proyecto programa-
do en el ejercicio fiscal de que se trate, para gastos indi-
rectos por concepto de realización de estudios, elaboración
y evaluación de proyectos, supervisión y control de estas
obras de infraestructura.

Artículo 58. De acuerdo con el numeral anterior, se procu-
rará programar la aplicación de los recursos que se destinen
a dicha infraestructura, con el objetivo de que los proyec-
tos de inversión sean pagados o devengados en el ejercicio
fiscal en curso, para lo cual son necesarios los proyectos
ejecutivos; las autorizaciones respectivas; en su caso los
derechos de vía; la concertación con la ciudadanía en los
casos procedentes; así como los elementos necesarios para
el cumplimiento de las metas establecidas en los proyectos
mencionados.

La ministración de los recursos a las entidades federativas
estará a cargo de la Secretaría, la cual es responsable de
que su otorgamiento se realice en los términos definidos en
el Presupuesto de Egresos.

Para el ejercicio de los recursos, las entidades federativas
establecerán una cuenta específica que se haya acordado
con la Secretaría de la Función Pública en la forma y tér-
minos definidos en el Presupuesto de Egresos correspon-
diente.

En la aplicación de los recursos, será responsabilidad de las
entidades federativas que el ejercicio se lleve a cabo con-
forme a las disposiciones aplicables y a sus presupuestos
aprobados, así como recabar la información soporte, para
los efectos de evaluación y rendición de cuentas con abso-
luta transparencia.

Los recursos y sus rendimientos financieros que no se ha-
yan devengado al 31 de diciembre del ejercicio fiscal co-
rrespondiente, se deberán reintegrar a la Tesorería de la Fe-
deración en los términos de las disposiciones federales
aplicables.



SECCION SEXTA

Del ejercicio de las aportaciones para el fortalecimiento
de las entidades federativas

Artículo 59. Para el ejercicio de los recursos, las entidades
federativas mantendrán un registro específico y actualiza-
do de los montos erogados o devengados por obra y acción.
La documentación comprobatoria original se presentará
por el órgano hacendario o unidad ejecutora de la entidad
federativa, cuando sea requerida por la Secretaría de Ha-
cienda, la Secretaría de la Función Pública o la Auditoría
Superior de la Federación, conforme a las atribuciones que
les confiere la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, la Ley de Fiscalización Superior de la Federación
y las demás disposiciones aplicables, sin perjuicio de las
acciones de vigilancia, control y evaluación que en coordi-
nación con la Secretaría de la Función Pública, realice la
contraloría de la entidad federativa o su equivalente.

Artículo 60. Las responsabilidades administrativas, civiles
y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública
Federal en que incurran los servidores públicos, federales o
locales, así como los particulares, serán sancionadas en los
términos de la legislación aplicable.

Artículo 61. Para efectos de la transparencia y la rendición
de cuentas en el ejercicio de estos recursos, las entidades
federativas deberán incluir en la rendición de su Cuenta
Pública y en los informes sobre el ejercicio del gasto pú-
blico al Poder Legislativo correspondiente, la información
relativa a la aplicación de estos recursos.

Asimismo, promoverán la publicación de la información
correspondiente a los proyectos y acciones financiados, in-
cluyendo los avances físicos y financieros, en su página de
Internet, así como en otros medios accesibles.

Por su parte, el Gobierno Federal incluirá en sus respecti -
vos reportes, la información sobre los montos proporciona-
dos a las Entidades Federativas.

Artículo 62. La comprobación del ejercicio de los recursos
deberá realizarse en los términos de las disposiciones pre-
supuestarias federales, sin que ello implique limitaciones o
restricciones a la administración o ejercicio de los recursos
conforme a las disposiciones aplicables.

Artículo 63. Con objeto de llevar a cabo el registro presu-
puestario, las entidades federativas enviarán a la Secretaría
el recibo de la ministración de estos recursos, dentro de los
10 días naturales posteriores al depósito realizado.

Artículo 64. En lo relativo a la aplicación definitiva de los
recursos, las entidades federativas informarán detallada-
mente a la Secretaría de Hacienda y a la Secretaría de la
Función Pública de los resultados físicos, según correspon-
da, y financieros, a más tardar el último día hábil del mes
de febrero del año correspondiente.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. Las reformas y adiciones a esta ley, entrarán en vi-
gor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Recinto legislativo del Senado de la República, a 26 de no-
viembre de 2002.— Senador César Camacho Quiroz»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

MARIPOSA MONARCA

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

En atención a su oficio número DGPL 58-II-2-822, de fe-
cha 29 de abril último, con el presente les acompaño, para
los fines que estimen procedentes, copia del similar núme-
ro 201.G.213/02, signado por el ciudadano Arturo Montiel
Rojas, gobernador constitucional del Estado de México,
por el que da contestación al punto de acuerdo relativo a
establecer medidas de protección coordinada para salva-
guardar la integridad de la mariposa monarca, presentado
por la diputada María Teresa Campoy Ruy Sánchez.
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Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración.

Atentamente.

México, DF, a 13 de noviembre de 2002.— El subsecreta-
rio, M. Humberto Aguilar Coronado.»

«Escudo.— Gobierno del Estado de México.— Poder Eje-
cutivo.

Licenciado Gonzalo Altamirano Dimas, titular de la unidad
de Gobierno de la Secretaría de Gobernación.— Presente.

Citado como antecedente el atento oficio clave.................
DGG/211/1535/02 de la entonces dirección general de Go-
bierno de la Secretaría de Gobernación, con el que hace
llegar copia del oficio clave DGPL 58-II-2-822, suscrito
por ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, en el que se cita punto de
acuerdo relacionado con la coordinación entre la Secretaría
de Medio Ambiente, el Gobierno del estado de Michoacán
y el de esta entidad, para establecer, medidas de protección
para salvaguardar la integridad de la Mariposa Monarca.

Sobre el particular, me permito informarle que he girado
instrucciones a la maestra en ciencias Arlette López Truji-
llo, secretaria de Ecología, a efecto de que coordine las ac-
ciones conducentes encaminadas a dar seguimiento a dicho
acuerdo.

Sin otro particular le reitero mi más alta y distinguida con-
sideración.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Toluca de Lerdo, México, a 10 de octubre de 2002.— El
Gobernador constitucional del estado de México, Arturo
Montiel Rojas.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Remítase a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para su conocimiento.

ESTADO DE CAMPECHE

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

En atención a su oficio número DGPL 58-II-3-857, fecha-
do el 26 de septiembre último, con el presente les acompa-
ño, para los fines que estimen procedentes, el original del
similar número DGF/158, de fecha 31 de octubre último,
que les dirige el ciudadano Hugo C. González Gutiérrez,
director general del Fondo de Desastres Naturales de la
Coordinación General de Protección Civil de esta Secreta-
ría, por el que da contestación a los puntos de acuerdo re-
lativos a la solicitud de declarar el estado de Campeche co-
mo zona de desastre, suscrito por los diputados federales
de la entidad.

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración.

Atentamente.

México, DF, a 14 de noviembre de 2002.— El subsecreta-
rio, M. Humberto Aguilar Coronado.» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación

Licenciado M. Humberto Aguilar Coronado, subsecretario
de Enlace Legislativo.— Presente.

Por instrucciones de la licenciada María del Carmen Segu-
ra Rangel, coordinadora general de Protección Civil, me
permito enviarle el escrito de contestación al oficio núme-
ro DGPL 58-II-3-857, mediante el cual la diputada Adela
Cerezo Bautista y el diputado Adrián Rivera Pérez, secre-
tarios de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, ha-
cen del conocimiento del titular de esta Secretaría el conte-
nido de los puntos de acuerdo aprobados en la sesión
celebrada el 26 de septiembre del año en curso.

Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el artículo
16 fracción VI, del reglamento interior de esta Secretaría.



Sin otro particular, le reitero las seguridades de mi consi-
deración distinguida.

Atentamente.

México, DF, a 5 de noviembre de 2002.— El director ge-
neral, Hugo C. González Gutiérrez.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación

Diputados: Adela Cerezo Bautista y Adrián Rivera Pérez,
secretarios de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputa-
dos.— LVIII Legislatura.— Presentes.

Me refiero a su atento oficio número DGPL 58-II-3-857,
mediante el cual hacen del conocimiento del titular de es-
ta Secretaría el contenido de los puntos de acuerdo apro -
bados en la sesión celebrada el 26 de septiembre del año
en curso.

Sobre el particular y por instrucciones de la licenciada Ma-
ría del Carmen Segura Rangel, coordinadora general de
Protección Civil, me permito hacerles las siguientes consi-
deraciones y comentarios:

• Referente al primer punto de acuerdo, se señala que el
Servicio Meteorológico Nacional informó que “el día 21 de
septiembre se presentaron lluvias ligeramente por arriba
del rango normal. El día 22 de septiembre se presentaron
lluvias muy por arriba del rango normal. El 23 de septiem-
bre se presentaron lluvias por arriba del rango normal. Fi-
nalmente, el 24 de septiembre se presentaron lluvias muy
por arriba del rango normal, pero solamente para los muni-
cipios del norte de la entidad. Por ello, se estima que en los
municipios de Carmen, Palizada, Hopelchén, Champotón,
Escárcega, Calakmul, Tenabó, Calkiní, Hecelchakán,
Candelaria y Campeche es necesario efectuar tareas de
emergencia para salvaguardar la seguridad y la salud de la
población y que éstas muy probablemente rebasen las ca-
pacidades directas del Gobierno del estado de Campeche”.

• Por lo que corresponde al segundo punto, les informo que
los apoyos otorgados para la atención de la emergencia con
cargo al fondo revolvente consistieron en 40 mil despen-
sas, 10 mil cobertores, 10 mil botas de hule, 10 mil imper-
meables, 30 mil láminas de cartón, 500 palas y 500 picos,
100 mil pastillas potabilizadoras y medicamentos por un

monto de 17.5 mdp, así como donaciones gestionadas por
esta Secretaría.

Asimismo, con fecha 4 de octubre de 2002 se publicó la de-
claratoria de desastre natural en el DOF, por las lluvias atí-
picas e impredecibles que se presentaron del 22 al 25 de
septiembre de 2002, a los municipios de Campeche, Car-
men, Champotón, Hopelchén, Palizada, Escárcega, Calak-
mul, Tenabó, Calkiní, Hecelchakán y Candelaria del esta-
do de Campeche, lo cual constituyó el primer paso para
acceder a los recursos del Fonden.

• En desahogo del cuarto punto y con objeto de asesorar,
hago de su conocimiento que actualmente las dependencias
involucradas en la atención de los daños han solicitado una
ampliación en el plazo para elaborar la solicitud de recur-
sos; todo ello, derivado de la magnitud de los daños, por lo
que, una vez que se reciba dicha solicitud por parte de las
dependencias federales, será turnada a la Comisión Inter-
secretarial de Gasto-Financiamiento (CIGF) para su apro-
bación.

Sin más por el momento, quedo a sus órdenes para el
desahogo de cualquier duda o aclaración del caso que
nos ocupa.

Atentamente.

México, DF, a 31 de octubre de 2002.— El director gene-
ral, Hugo C. González Gutiérrez.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Remítase copia al promovente, a los diputados por el
estado de Campeche y a la comisión para seguimiento
de los apoyos con motivos de los huracanes y desastres
naturales en la zona.

REGISTRO PUBLICO DE COMERCIO

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—Se-
cretaría de Gobernación.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión. — Presentes.
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Para los efectos constitucionales y por instrucciones del C.
Presidente de la República, con el presente envío a ustedes
Iniciativa de Decreto que modifica al diverso por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones del Código
Civil para el Distrito Federal en Materia Común y para to-
da la República en Materia Federal, del Código Federal de
Procedimientos Civiles, del Código de Comercio y de la
Ley Federal de Protección al Consumidor, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 29 de mayo de 2000, do-
cumento que el propio Primer Magistrado de la Nación
propone por el digno conducto de ustedes. 

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración. 

Atentamente. 

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— El subsecreta-
rio de Enlace Legislativo, licenciado M. Humberto Aguilar
Coronado.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Presidencia de la República.

C. Diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión.—
Presente 

Por disposición del artículo 18 del Código de Comercio,
desde 1890 el Registro Público de Comercio estuvo bajo la
responsabilidad de las oficinas encargadas de la prestación
del servicio de Registro Público de la Propiedad en las en-
tidades federativas, hasta la entrada en vigor de la reforma
a dicho ordenamiento publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 29 de mayo del año 2000. 

Acorde a la reforma la operación del Registro Público de
Comercio está hoy a cargo de la Secretaría de Economía y
de las autoridades responsables del Registro Público de la
Propiedad en los estados y en el Distrito Federal, en térmi-
nos que señala el propio Código y de los convenios de co-
ordinación suscritos conforme a lo dispuesto por el artícu-
lo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Conforme a la disposición anterior, por mandato de Ley el
Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Econo-
mía, debe prestar el servicio del Registro Público de Co-
mercio de manera coordinada con los estados de la Repú-
blica, en cumplimiento de lo cual dicha Secretaría a esta

fecha ha suscrito 28 convenios de coordinación con los es-
tados de: Tabasco, Nuevo León, San Luis Potosí, Jalisco,
Quintana Roo, Colima, México, Sinaloa, Guerrero, Chia-
pas, Durango, Morelos, Tlaxcala, Coahuila, Querétaro,
Nayarit, Aguascalientes, Oaxaca, Puebla, Guanajuato, Za-
catecas, Yucatán, Veracruz, Baja California Sur, Sonora,
Tamaulipas, Campeche y Baja California. 

Con base en los compromisos adquiridos en dichos conve-
nios y atento a lo dispuesto en la citada reforma, el Regis-
tro Público de Comercio opera actualmente en parte del pa-
ís y gradualmente se suman nuevas oficinas en la
República a la utilización de un programa informático a
través del cual se efectúa la captura, almacenamiento, cus-
todia, seguridad, consulta, reproducción, verificación, ad-
ministración y transmisión de la información registral y se
conforman bases de datos central y estatales, que utilizan
firma y folios electrónicos. 

La automatización total del sistema registral de comercio
requiere por tanto contar con la información para alimentar
dichas bases de datos a efecto de dar atención al público
usuario a través del Programa Informático indicado propie-
dad del Gobierno Federal conocido como Sistema Integral
de Gestión Registral (SIGER). De ahí que por mandato de
Ley, conforme a lo previsto en el artículo Quinto Transito-
rio del Decreto del 29 de mayo de 2000, la captura del acer-
vo histórico del Registro Público de Comercio, debería
concluirse a más tardar el 30 de noviembre de 2002. 

Para dar cumplimiento a dicha disposición transitoria, así
como a las obligaciones establecidas para la Secretaría de
Economía en los convenios de coordinación indicados, esa
dependencia ha realizado diversos procesos para efectuar
la captura del acervo histórico de dicho registro, que com-
prende diversas etapas entre las que destacan la digitaliza-
ción de libros y legajos en donde consta la información, la
integración de grupos de análisis y supervisión jurídica y
finalmente la inclusión de los datos obtenidos en las formas
precodificadas del Sistema Integral de Gestión Registral
(SIGER). 

Para proteger el acervo histórico registral de comercio es
ineludible la utilización de equipo especializado, dada las
circunstancias en que se encuentra el papel donde consta la
información comentada, como deterioro por el transcurso
del tiempo, diversos grosores del mismo, diferentes tonos
de tinta, encuadernación que no permite leer completa-
mente la información, entre otras. Las características di-
versas de las fuentes de información registral mercantil han



sido motivo de un desfasamiento de los programas de tra-
bajo originalmente planteados y han provocado costos adi-
cionales en este proceso. 

Adicionalmente el proceso para la suscripción de los con-
venios por parte de la Secretaría de Economía con los esta-
dos ha estado sujeto a factores que han retrasado el inicio
de los trabajos de captura y los recursos presupuestales no
han sido oportunos y suficientes para atender este compro-
miso; por otra parte, una vez iniciados los trabajos la Se-
cretaría de Economía ha tenido que realizar constantes
ajustes en los calendarios establecidos, particularmente por
errores en los inventarios inicialmente proporcionados por
las oficinas del Registro Público de la Propiedad. 

En atención a las limitaciones presupuestales (principal-
mente en el año 2000), la problemática expuesta en el des-
arrollo de los trabajos y al avance en la suscripción de con-
venios con entidades federativas (28 a la fecha), el logro
que pudiera alcanzarse al 30 de noviembre de 2002, res-
pecto de captura del acervo histórico del Registro Público
de Comercio, sería el de cubrir aproximadamente el co-
rrespondiente a 237 oficinas registrales en las entidades
con las que se tiene convenio, de un total de 324 oficinas
en todo el país (sin incluir al Distrito Federal). 

En consecuencia, se requiere de un plazo mayor al actual-
mente previsto en el artículo quinto transitorio del Decreto
publicado el 29 de mayo de 2000 en el Diario Oficial de la
Federación. 

Por lo tanto y con fundamento en lo dispuesto por el artí -
culo 71, fracción I de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, ante esa Cámara de Diputados se
expone la siguiente iniciativa: 

"Decreto que modifica al diverso por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones del Código Civil para el
Distrito Federal en Materia Común y para toda la Repúbli-
ca en Materia Federal, del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, del Código de Comercio y de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 29 de mayo de 2000 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se modifica el artículo quinto
transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones del Código Civil para el Distrito Fe-
deral en Materia Común y para toda la República en Mate-
ria Federal, del Código Federal de Procedimientos Civiles,
del Código de Comercio y de la Ley Federal de Protección

al Consumidor, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 29 de mayo de 2000, para quedar como sigue: 

"Quinto.- La captura del acervo histórico del Registro Pú-
blico de Comercio deberá concluirse, en términos de los
convenios de coordinación previstos en el artículo 18 del
Código de Comercio a que se refiere el presente Decreto, a
más tardar el 31 de diciembre de 2004." 

TRANSITORIO 

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración." 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

México, Distrito Federal, a 21 de noviembre de 2002.— El
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Vicente Fox
Quesada.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Recibo y túrnese a las comisiones de Justicia y Derechos
Humanos y de Comercio y Fomento Industrial.

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y 
ELIMINAR LA DISCRIMINACION

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión.— Presentes 

Para los efectos constitucionales y por instrucciones del C.
Presidente de la República, con el presente envío a ustedes
la Iniciativa de Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación, documento que el propio Primer Magis-
trado de la Nación propone por el digno conducto de esa
Cámara. 
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Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración. 

Atentamente.

México, DF, a 26 de noviembre de 2002.— El subsecreta-
rio de Enlace Legislativo, licenciado M. Humberto Aguilar
Coronado.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Presidencia de la República.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión.— Presentes. 

En el proceso de transformación política que vive nuestro
país hacia la consolidación de las instituciones democráti-
cas, el combate a cualquier forma de discriminación es y
debe ser un tema prioritario para la reforma del Estado. De
la prevención y eliminación de este fenómeno depende en
gran medida la posibilidad de construir una sociedad mas
justa, abierta y participativa. Este avance en la lucha con-
tra la discriminación se encuadra dentro del esfuerzo que
realiza el Estado mexicano para promover una política de
defensa y promoción de los derechos humanos. 

Los principios de igualdad y equidad social, son pilares so-
bre los que se debe sustentar una sociedad realmente de-
mocrática. En este contexto, la desigualdad aparece como
un factor que daña el tejido social, que debilita las institu-
ciones y obstaculiza nuestro desarrollo. 

La existencia de inequidades sociales es un asunto por de-
más complejo que requiere de una tarea colectiva y de po-
líticas públicas claras y efectivas. Una lucha comprometi-
da contra la discriminación debe aspirar a un cambio
cultural profundo que impulse un nuevo paradigma de or-
ganización política capaz de producir una recomposición
de las relaciones sociales, sólo así se podrá acabar con la
exclusión que afecta a millones de personas. Sin embargo,
este esfuerzo para que sea integral debe comprender, como
una de sus líneas de acción fundamentales, las reformas le-
gítimas que permitan adecuar nuestro marco jurídico a las
demandas legítimas de la sociedad. 

Con la reforma constitucional, publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 14 de agosto de 2001, se dio un pa-
so fundamental en ese sentido. Por primera vez en México,
se incluyó en el marco constitucional el derecho a no ser
discriminado. Para tal efecto se adicionó en el artículo 1º

de la Constitución Mexicana un párrafo tercero que señala
lo siguiente: 

"Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades dife-
rentes, la condición social, las condiciones de salud, la re-
ligión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos y liberta-
des de las personas".

Se trata sin duda de un avance fundamental del ordena-
miento jurídico mexicano, con base en él, será posible po-
ner en marcha una variedad de instrumentos jurídicos e ins-
titucionales para prevenir y eliminar las desigualdades más
ofensivas que impiden el desarrollo pleno de amplios sec-
tores de la población. 

Sin embargo, este cambio constitucional no estará comple-
to si su mandato no se concreta a través de una ley secun-
daria que tenga como propósito esencial establecer la nor-
matividad que permita prevenir cualquier forma de
discriminación y alcanzar una igualdad real de trato y de
oportunidades para todas las personas que se encuentren
dentro del territorio mexicano. De ese modo, ayudar a co-
rregir las desigualdades sociales que aún persisten en nues-
tro país. 

Por esta razón, el 27 de marzo de 2001, la Comisión Ciu-
dadana de Estudios contra la Discriminación, lanzó una
convocatoria pública para que los propios grupos afecta-
dos, los partidos políticos, las organizaciones de la socie-
dad civil dedicadas a la defensa de los derechos fundamen-
tales, los servidores públicos, los académicos y todas las
personas interesadas, se reunieran periódicamente en foros
plurales a fin de exponer las causas más graves y recurren-
tes de discriminación. El objetivo principal de este esfuer-
zo fue el de traducir las demandas de los grupos afectados
en propuestas legislativas capaces de protegerlos. 

En las discusiones y análisis también participaron especia-
listas de distintas disciplinas, cuya función fue aportar ele-
mentos teóricos que pudieran ser útiles para ordenar el de-
bate y plasmarlo en una norma aplicable. Sin embargo,
fueron los propios grupos en situación de vulnerabilidad
los que alimentaron más la discusión, expusieron sus preo-
cupaciones y experiencias en las decenas de reuniones ce-
lebradas. 



En conclusión, esta iniciativa de ley que hoy se presenta a
la consideración de esta Soberanía, ha sido el producto fi-
nal de un amplio consenso que se constituyó con base en
un intenso trabajo de intercambio y de diálogo social. 

El contenido de la presente iniciativa se distribuye en sie-
te capítulos y tiene por objeto prevenir y eliminar todas
las formas de discriminación que se ejerzan contra cual-
quier persona en los términos del artículo 1º, párrafo 3º,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como promover la igualdad real de oportunida-
des y de trato. 

El Capítulo I se refiere a las disposiciones generales y
cabe destacar que en el artículo 3º se consagra el deber
de cada una de las autoridades y de los órganos públicos
federales, de adoptar las medidas a su alcance para que to-
da persona pueda disfrutar de sus derechos y libertades sin
sufrir discriminación alguna. Por su parte, el artículo 6º de
la iniciativa, señala el deber del Estado de tomar en cuenta
los principales instrumentos internacionales sobre dere-
chos humanos. 

La normatividad internacional en esta propuesta de ley no
se agota en los artículos mencionados. Es preciso advertir
que a lo largo del articulado se encuentran disposiciones
que actualizan los compromisos firmados y ratificados por
México en materia de no discriminación contra las muje-
res, la protección de los menores, la creación de condicio-
nes laborales para personas con discapacidad, la tolerancia
a la diversidad religiosa y a las diferentes preferencias se-
xuales, entre otros aspectos. 

Dentro de la iniciativa se incluye una definición de discri-
minación. Por tratarse de una materia poco estudiada y has-
ta ahora no legislada de manera específica en México, la
Comisión concluyó que era necesario formular de manera
expresa este concepto de discriminación que quedó plas-
mado en el artículo 4º de la iniciativa: 

"Para los efectos de esta Ley se entenderá por discrimina-
ción toda distinción, exclusión o restricción que, basada en
el origen étnico o nacional, el sexo, la edad, la discapaci-
dad, la condición social o económica, las condiciones de
salud, el embarazo, la lengua, la religión, las opiniones, las
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra, ten-
ga por efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejer-
cicio de los derechos fundamentales y la igualdad real de
oportunidades de las personas. 

También se entenderá como discriminación a la xenofobia
en cualquiera de sus manifestaciones."

Este segundo párrafo alude de manera expresa a la xenofo-
bia como discriminación, en razón de que ha sido una de
las peores prácticas que ha padecido la humanidad y que
por su particularidad histórica merece ser enunciada en los
términos propuestos. Cabe destacar como uno de los ejem-
plos más graves de xenofobia al antisemitismo, práctica
por demás inhumana que dejó una huella dolorosa y palpa-
ble en la humanidad. 

En países como México, donde existen desigualdades gra-
ves y la discriminación se encuentra en la base estructural
de muchas de las formas de relación social, no basta con te-
ner la posibilidad de actuar contra los casos de discrimina-
ción que puedan ocurrir, sino que es muy importante com-
batir las prácticas discriminatorias que tienen raíces
históricas profundas y cuyos efectos continuos hacen que
millones de personas sean, económica, laboral o cultural-
mente colocadas en una situación de vulnerabilidad. Por
esta razón, el Artículo 5º de esta iniciativa establece que
pueden y deben existir tratos diferenciados, que no serán
considerados discriminatorios, a favor de esas personas o
grupos de personas. Se buscaría con ello de evitar que, de-
bido a una concepción formal del principio de igualdad,
continúen reproduciéndose las desigualdades históricas
más denigrantes. 

El Capítulo II de la presente iniciativa se refiere a las me-
didas para prevenir la discriminación. Estas medidas se
desprenden del principio de igualdad frente a la ley. De
acuerdo con este principio, todas las personas deben ser
tratadas en forma equitativa. Ello se traduce en un derecho,
que es el derecho a no ser discriminado, que tiene como co-
rrelativo el deber, tanto de las autoridades públicas como
de los particulares, de no discriminar a las personas, de no
tratarlas en forma desigual. Por lo tanto, se establece, entre
otras, una lista pormenorizada de las conductas que consti-
tuyen una violación a los derechos de las personas en de-
terminada situación de vulnerabilidad. Se trata de un con-
junto de disposiciones que les permitirán a las ciudadanas
y a los ciudadanos exigir no ser tratados en forma desigual
en el acceso a ciertos recursos. 

Las prohibiciones que se encuentran en estos artículos
enuncian una serie de supuestos que, entre otros, constitu-
yen una discriminación contra las mujeres, las niñas y los
niños, los adultos mayores de sesenta años; las personas
con discapacidad, por razón del origen étnico o nacional,

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 28 de noviembre de 200251



Año III, Primer Periodo, 28 de noviembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados52

por motivos religiosos, por enfermedad o por preferencias
sexuales. Evidentemente estos ejemplos no agotan todos
los casos, pues la discriminación puede adoptar miles de
formas, imposibles de plasmar de manera exhaustiva en el
texto de una ley. Por ello. la intención del Capítulo II fue
simplemente señalar algunas de esas conductas, a saber, las
que son más recurrentes y que lesionan en forma particu-
larmente grave la dignidad de las personas. 

El sistema anterior se complementa introduciendo una fór-
mula general que abarque cualquier acto de discriminación
en términos del artículo 4º de este proyecto de ley, el cual
contempla cualquier conducta discriminatoria que tenga
por efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio
de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las
personas. 

Por lo tanto, las medidas para prevenir la discriminación.
contenidas en el Capítulo II deberán interpretarse en forma
sistemática con lo ordenado por los artículos 4º y 5º de la
presente iniciativa. 

Por su parte, el Capítulo III está redactado de acuerdo con
una concepción sustancial de la igualdad, la cual se tradu-
ce en el derecho a un trato positivo. Dado que las prohibi-
ciones de discriminación no han sido suficientes para equi-
librar las profundas desigualdades, el derecho ha creado
instrumentos jurídicos con los que se busca producir una
igualdad en los hechos a fin de compensar a las personas y
a los grupos de personas que social e históricamente han si-
do colocados en una situación de marginalidad. Este capí-
tulo establece pues medidas de igualación positiva que bus-
can combatir activamente las enormes diferencias y
desigualdades que son difíciles de erradicar a través de la
sola prohibición al trato discriminatorio. 

En el Capítulo IV se crea el Consejo Nacional para Preve-
nir la Discriminación, como un organismo descentralizado
con personalidad jurídica y patrimonio propio. 

Como es claro, toda innovación en materia de prevención
y eliminación de los fenómenos discriminatorios requiere
una estructura organizativa que haga posible su cabal apli-
cación, que sirva como órgano rector de las políticas pú-
blicas en materia de combate a la discriminación y que
pueda realizar tareas educativas y de difusión para cambiar,
en coordinación con la sociedad civil, las concepciones
culturales tradicionales que hacen invisibles las prácticas
discriminatorias. 

A este efecto el Consejo Nacional para Prevenir la Discri-
minación contará con la regulación adecuada para cumplir
con su objeto, se regirá por esta ley específica en cuanto a
la estructura de sus órganos de gobierno y de vigilancia. 

A fin de conformar un órgano donde se garantice la parti-
cipación y cuente con la necesaria autonomía, se propone
que la Junta de Gobierno del consejo esté integrada de la
siguiente manera: 

Tres representantes designados por la Asamblea Consul-
tiva; así como tres representantes designados por la Pre-
sidencia del Consejo. Un representante de cada una de las
siguientes dependencias: de la Secretaría de Gobernación,
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de la Se-
cretaría de Educación Pública, de la Secretaría de Salud y
de la Secretaría de Trabajo y Previsión Social. El Presi-
dente de la República designará al Presidente de la Junta
de Gobierno. 

Por estas razones se ha previsto que el Presidente de la Jun-
ta de Gobierno no sea uno de los representantes de las de-
pendencias del Ejecutivo Federal. 

El Capítulo V de la iniciativa regula un medio procedi-
mental que va a desarrollar el Consejo: la conciliación. Se
trata de un mecanismo ágil y sencillo, ajeno a cualquier ti -
po de formalidad. Su objetivo fundamental es evitar la ge-
neración de procedimientos lentos, costosos y burocratiza-
dos, que, lejos de proteger a las personas, acaben
convirtiéndose en trampas que dificultan la defensa de sus
derechos. Por supuesto, como ocurre en todo procedimien-
to conciliatorio, las partes deben manifestar con claridad su
voluntad de arreglar por esa vía, siempre que sea jurídica-
mente posible, sus diferencias. 

En este Capítulo, se establece también, otra de las funcio-
nes esenciales a cargo del Consejo: la investigación. Con
ella se trata de dotar al Consejo con los medios informati-
vos necesarios para tomar alguna o algunas de las medidas
administrativas previstas en el Capítulo VI, entre las que
destacan la impartición de cursos o seminarios para pro-
mover la igualdad de oportunidades, la publicación de las
resoluciones del consejo, así como su difusión en los me-
dios impresos o electrónicos de comunicación. 

Por todo lo anterior, se estima que la iniciativa de ley que
presentamos contiene todos los elementos para servir como
marco jurídico en la tarea de prevenir y eliminar la discri-
minación. Se trata de un instrumento jurídico novedoso en



la forma y en el fondo. Es una norma redactada con senci-
llez y claridad, pero a la vez es contundente. Una preocu-
pación permanente durante su creación fue que cada uno de
sus enunciados contuviera una norma jurídica aplicable,
alejada de expresiones retóricas. Se trata de un esfuerzo
ciudadano sin precedentes en la historia de la defensa de
los derechos humanos en México. Sin embargo, como ya
se ha señalado, su mayor valor y su fortaleza se encuentran
en la lucha por convertir las demandas y aspiraciones de
quienes han sido injustamente colocados en situación de
desigualdad en prescripciones jurídicas. Ello no sólo bene-
ficiará a los más desprotegidos, sino que esta iniciativa de
ley abre nuevas vías para que todos y todas podamos aspi-
rar a vivir en una verdadera sociedad de iguales. 

Finalmente, es oportuno señalar que esta iniciativa se en-
marca dentro de la política integral de defensa y promo-
ción de los derechos humanos y se sustenta en la visión
humanista que define a la actual administración. Este es
un gobierno de derechos humanos que no apuesta a solu-
ciones coyunturales para problemas estructuralmente
arraigados por décadas. Por ello esta iniciativa no sólo se
caracteriza por su cariz correctivo sino apela fundamen-
talmente a favorecer una cultura de respeto a los derechos
humanos en la que la discriminación deje de tener cabida
en nuestro país. 

Finalmente, el Capítulo VII se refiere al régimen laboral de
los trabajadores del Consejo Nacional para Prevenir la Dis-
criminación. las cuales se regularán por el Apartado B del
artículo 123 constitucional. También se alude al servicio
público de carrera y al patrimonio del Consejo. 

Por todo lo anterior, y con fundamento en el artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
someto a su consideración la siguiente iniciativa de 

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR 
LA DISCRIMINACIÓN 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1º.- Las disposiciones de esta Ley son de orden
público y de interés social. 

Artículo 2º.- El objeto de la misma es prevenir y eliminar
todas las formas de discriminación que se ejerzan contra

cualquier persona en los términos del Artículo 1º de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como promover la igualdad de oportunidades y de trato. 

Corresponde al Estado promover las condiciones para que
la libertad y la igualdad de las personas sean reales y efec-
tivas. Los poderes públicos federales deberán eliminar
aquellos obstáculos que limiten en los hechos su ejercicio
e impidan el pleno desarrollo de las personas así como su
efectiva participación en la vida política, económica, cultu-
ral y social del país y promoverán la participación de los
particulares en la eliminación de dichos obstáculos. 

Artículo 3º.- Cada una de las autoridades y de los órganos
públicos federales adoptará las medidas que estén a su al-
cance, tanto por separado como coordinadamente, de con-
formidad con la disponibilidad de recursos que se haya de-
terminado para tal fin en el Presupuesto de Egresos de la
Federación del ejercicio correspondiente, para que toda
persona que se encuentre en el territorio nacional goce, sin
discriminación alguna, de todos los derechos y libertades
consagrados en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en las leyes y en los Tratados Interna-
cionales de los que México sea parte. 

En el Presupuesto de Egresos de la Federación para cada
ejercicio fiscal, se incluirán en un apartado especial, las
asignaciones correspondientes para promover las medidas
positivas y compensatorias a favor de la igualdad de opor-
tunidades a que se refiere el Capítulo III de esta Ley. 

Artículo 4º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por
discriminación toda distinción, exclusión o restricción que,
basada en el origen étnico o nacional, el sexo, la edad, la
discapacidad, la condición social o económica, las condi-
ciones de salud, el embarazo, la lengua, la religión, las opi-
niones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier
otra, tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o
el ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportuni-
dades de las personas. 

También se entenderá como discriminación a la xenofobia
en cualquiera de sus manifestaciones. 

Artículo 5º.- No se considerarán conductas discriminato-
rias las siguientes: 

I. Todas aquellas acciones legislativas, educativas o de po-
líticas públicas positivas o compensatorias que establezcan
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tratos diferenciados con el objeto de promover la igualdad
real de oportunidades; 

II. Las distinciones basadas en capacidades o conocimien-
tos especializados para desempeñar una actividad determi-
nada; 

III. La distinción establecida por las instituciones públicas
de seguridad social entre sus asegurados y la población en
general; 

IV. En el ámbito educativo, los requisitos académicos, de
evaluación y los límites por razón de edad; 

V. Las que se establezcan como requisitos de ingreso o per-
manencia para el desempeño del servicio público y cual-
quier otro señalado en los ordenamientos legales; 

VI. El trato diferenciado que reciba una persona que pa-
dezca alguna enfermedad mental por causa de la misma; 

VII. Las distinciones, exclusiones, restricciones o prefe-
rencias que se hagan entre ciudadanos y no ciudadanos, y 

VIII. En general, todas aquellas que no tengan el propósito
de anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas o la igualdad de oportunidades ni de atentar con-
tra la dignidad humana.

Artículo 6º.- El contenido de esta Ley se interpretará to-
mando en cuenta los instrumentos internacionales y los tra-
tados internacionales aplicables en la materia de los que
México sea parte, así como las recomendaciones y resolu-
ciones adoptadas por los organismos multilaterales y re-
gionales creados por dichos tratados, que se refieren a la
discriminación, el racismo, la xenofobia, la intolerancia y
otras formas de discriminación. La actuación de las autori-
dades deberá apegarse a lo establecido por dichos tratados,
así como a la legislación aplicable. 

Artículo 7º.- En caso de que cualquier disposición de la
Ley o de los tratados internacionales aplicables en la mate-
ria de los que México sea parte, o las recomendaciones y
resoluciones adoptadas por organismos multilaterales y re-
gionales creados por dichos tratados, pudieran tener varias
interpretaciones, se deberá preferir aquella que proteja con
mayor eficacia a las personas o a los grupos que sean afec-
tados por conductas discriminatorias. 

Artículo 8º.- En la aplicación de la presente Ley interven-
drán las autoridades y los órganos públicos federales, así
como el Consejo Nacional para Prevenir la Discrimina-
ción. 

Artículo 9º.- La presente Ley protege a toda persona o gru-
po de personas, nacionales o extranjeras, que puedan sufrir
cualquier acto de discriminación. 

CAPÍTULO II 

MEDIDAS PARA PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN 

Artículo 10.- Queda prohibida toda práctica discriminato-
ria. Se considerarán como conductas discriminatorias,
siempre que de ellas se desprenda una distinción, exclusión
o restricción a las personas basada en el origen étnico o na-
cional, el sexo, la edad, la discapacidad, la condición social
o económica, las condiciones de salud, el embarazo, la len-
gua, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el
estado civil o cualquier otra que tenga por objeto impedir o
anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la
igualdad real de oportunidades, entre otras, las siguientes: 

I. Impedir el acceso a la educación pública o privada, así
como a becas e incentivos para la permanencia en los cen-
tros educativos, en los términos de las disposiciones apli-
cables; 

II. Establecer contenidos, métodos o instrumentos pedagó-
gicos en que se asignen papeles contrarios a la igualdad o
que difundan una condición de subordinación; 

III. Prohibir la libre elección de empleo, o restringir las
oportunidades de acceso, permanencia y ascenso en el mis-
mo; 

IV. Establecer diferencias en la remuneración, las presta-
ciones y las condiciones laborales para trabajo de igual va-
lor; 

V. Limitar el acceso a los programas de capacitación y de
formación profesional; 

VI. Negar o limitar información sobre derechos reproduc-
tivos o impedir el libre ejercicio de la determinación del
número y espaciamiento de los hijos e hijas; 

VII. Negar o condicionar los servicios de atención médica,
o impedir la participación en las decisiones sobre su trata-



miento médico o terapéutico dentro de sus posibilidades y
medios; 

VIII. Impedir la participación en condiciones equitativas
en asociaciones civiles, políticas o de cualquier otra ín-
dole; 

IX. Negar o condicionar el derecho de participación políti-
ca y, específicamente, el derecho al sufragio activo o pasi-
vo, la elegibilidad y el acceso a todos los cargos públicos
dentro y fuera del territorio nacional, así como su partici-
pación en el desarrollo y ejecución de políticas y progra-
mas de gobierno, en los casos y bajo los términos que es-
tablezcan las disposiciones aplicables; 

X. Impedir el ejercicio de los derechos de propiedad, ad-
ministración y disposición de bienes, incluyendo los de ré-
gimen ejidal y comunal o de cualquier otro tipo; 

XI. Impedir el acceso a la justicia o generar cualquier tipo
de violencia en las instituciones de seguridad pública y de
justicia; 

XII. Impedir que se les escuche en todo procedimiento ju-
dicial o administrativo en que se vean involucrados, inclu-
yendo a las niñas y los niños en los casos que la ley así lo
disponga, así como negar la asistencia de intérpretes en
procedimientos administrativos o judiciales, de conformi-
dad con las normas aplicables; 

XIII. Aplicar cualquier tipo de uso o costumbre que atente
contra la dignidad e integridad humana; 

XIV. Impedir la libre elección del cónyuge; 

XV. Ofender, ridiculizar o promover la violencia en contra
de las personas a que se refiere el párrafo primero de este
artículo, a través de mensajes e imágenes en los medios de
comunicación. 

XVI. Limitar la libre expresión de las ideas, o impedir la li -
bertad de pensamiento, de conciencia o de religión, así co-
mo la realización de prácticas o costumbres religiosas,
siempre que éstas no atenten contra el orden público; 

XVII. Negar asistencia religiosa a personas que se encuen-
tren privadas de su libertad, que presten sus servicios en las
fuerzas armadas o que estén internadas en instituciones de
salud y asistencia; 

XVIII. Restringir el acceso a la información, salvo en
aquellos supuestos que sean establecidos por las leyes na-
cionales e instrumentos jurídicos internacionales aplica-
bles; 

XIX. Obstaculizar las condiciones mínimas necesarias pa-
ra el crecimiento y desarrollo saludable, especialmente de
las niñas y los niños; 

XX. Impedir el acceso a la seguridad social y a sus benefi -
cios, salvo en los casos que la ley así lo disponga, o esta-
blecer limitaciones para el otorgamiento de contratos de
prestación de seguros médicos; 

XXI. Limitar el derecho a la alimentación, la vivienda, el
recreo y los servicios de atención médica adecuados, en los
casos que la ley así lo prevea; 

XXII. Impedir el acceso a cualquier servicio público o ins-
titución privada que preste servicios al público, así como
limitar el acceso y libre desplazamiento en todos los espa-
cios públicos; 

XXIII. Explotar o dar un trato abusivo o degradante; 

XXIV. Restringir la participación en actividades deporti-
vas, recreativas o culturales; 

XXV. Restringir o limitar el uso de su lengua, usos, cos-
tumbres y cultura, tanto en actividades públicas como pri-
vadas, en términos de las disposiciones aplicables; 

XXVI. Limitar o negar el otorgamiento de concesiones,
permisos o autorizaciones para el aprovechamiento, admi-
nistración o usufructo de recursos naturales, una vez satis-
fechos los requisitos establecidos en la legislación aplica-
ble; 

XXVII. Incitar al odio o a la violencia, al rechazo, la bur-
la, la difamación, la injuria, la persecución o la exclusión; 

XXVIII. Promover el maltrato físico o psicológico por la
apariencia física, forma de vestir, hablar, gesticular o por
asumir públicamente su preferencia sexual y 

XXIX. En general cualquier otra conducta que se conside-
re discriminatoria en términos del artículo 4º de esta Ley. 
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CAPÍTULO III 

MEDIDAS POSITIVAS Y COMPENSATORIAS 
A FAVOR DE LA IGUALDAD 

DE OPORTUNIDADES 

Artículo 11.- Los órganos públicos y las autoridades fede-
rales, en el ámbito de su competencia, llevarán a cabo, en-
tre otras, las siguientes medidas positivas y compensatorias
a favor de la igualdad de oportunidades para las mujeres: 

I. Incentivar la educación mixta, fomentando la permanen-
cia en el sistema educativo de las niñas y las mujeres en to-
dos los niveles escolares; 

II. Ofrecer información completa y actualizada, así como
asesoramiento personalizado sobre salud reproductiva y
métodos anticonceptivos; 

III. Garantizar el derecho a decidir sobre el número y es-
paciamiento de sus hijas e hijos, estableciendo en las insti-
tuciones de salud y seguridad social las condiciones para la
atención obligatoria de las mujeres que lo soliciten, y 

IV. Procurar la creación de centros de desarrollo infantil y
de guarderías asegurando el acceso a los mismos para sus
hijas e hijos cuando ellas lo soliciten.

Artículo 12.- Los órganos públicos y las autoridades fede-
rales, en el ámbito de su competencia, llevarán a cabo, en-
tre otras, las siguientes medidas positivas y compensatorias
a favor de la igualdad de oportunidades de las niñas y los
niños. 

I. Instrumentar programas de atención médica y sanitaria
para combatir la mortalidad y la desnutrición infantiles; 

II. Impartir educación para la preservación de la salud, el
conocimiento integral de la sexualidad, la planificación fa-
miliar, la paternidad responsable y el respeto a los derechos
humanos; 

III. Promover el acceso a centros de desarrollo infantil, in-
cluyendo a menores con discapacidad; 

IV. Promover las condiciones necesarias para que los me-
nores puedan estar cerca de sus progenitores, incluyendo
políticas públicas de reunificación familiar para migrantes
y personas que hayan sido privadas de su libertad; 

V. Preferir, en igualdad de circunstancias, a las personas
que tengan a su cargo menores de edad en el otorgamiento
de becas, créditos u otros beneficios; 

VI. Alentar la producción y difusión de libros para niños y
niñas; 

VII. Promover la creación de instituciones que tutelen a los
menores privados de su medio familiar, incluyendo hoga-
res de guarda y albergues para estancias temporales; 

VIII. Promover la recuperación física, psicológica y la in-
tegración social de todo menor víctima de abandono, ex-
plotación, malos tratos o conflictos armados, y 

IX. Proporcionar, en los términos de la legislación en la
materia, asistencia legal y psicológica gratuita e intérprete
en los procedimientos judiciales o administrativos, en que
sea procedente.

Artículo 13.- Los órganos públicos y las autoridades fede-
rales, en el ámbito de su competencia, llevarán a cabo, en-
tre otras, las siguientes medidas positivas y compensatorias
a favor de la igualdad de oportunidades para las personas
mayores de 60 años: 

I. Garantizar el acceso a los servicios de atención médica y
seguridad social, según lo dispuesto en la normatividad en
la materia;

II. Procurar un nivel mínimo y decoroso de ingresos a tra-
vés de programas, conforme a las reglas de operación que
al efecto se establezcan: 

a) De apoyo financiero directo y ayudas en especie y 

b) De capacitación para el trabajo y de fomento a la crea-
ción de empleos, y 

III. Garantizar, conforme a la legislación aplicable, aseso-
ría jurídica gratuita así como la asistencia de un represen-
tante legal cuando el afectado lo requiera.

Artículo 14.- Los órganos públicos y las autoridades fede-
rales, en el ámbito de su competencia, llevarán a cabo, en-
tre otras, las siguientes medidas positivas y compensatorias
a favor de la igualdad de oportunidades para las personas
con discapacidad: 



I. Promover un entorno que permita el libre acceso y des-
plazamiento; 

II. Procurar su incorporación, permanencia y participación
en las actividades educativas regulares en todos los niveles; 

III. Promover el otorgamiento, en los niveles de educación
obligatoria, de las ayudas técnicas necesarias para cada dis-
capacidad; 

IV. Crear programas permanentes de capacitación para el
empleo y fomento a la integración laboral; 

V. Crear espacios de recreación adecuados; 

VI. Procurar la accesibilidad en los medios de transporte
público de uso general; 

VII. Promover que todos los espacios e inmuebles públicos
o que presten servicios al público, tengan las adecuaciones
físicas y de señalización para su acceso, libre desplaza-
miento y uso; 

VIII. Procurar que las vías generales de comunicación
cuenten con señalamientos adecuados para permitirles el
libre tránsito; 

IX. Informar y asesorar a todos los profesionales de la
construcción acerca de los requisitos para facilitar el acce-
so y uso de inmuebles, y 

X. Promover que en las unidades del sistema nacional de
salud y de seguridad social reciban regularmente el trata-
miento y los medicamentos necesarios para mantener y au-
mentar su capacidad funcional y su calidad de vida.

Artículo 15.- Los órganos públicos y las autoridades fede-
rales, en el ámbito de su competencia, llevarán a cabo, en-
tre otras, las siguientes medidas positivas y compensatorias
a favor de la igualdad de oportunidades para la población
indígena: 

I. Establecer programas educativos bilingües y que pro-
muevan el intercambio cultural; 

II. Crear un sistema de becas que fomente la alfabetización,
la conclusión de la educación en todos los niveles y la ca-
pacitación para el empleo; 

III. Crear programas permanentes de capacitación y actua-
lización para los funcionarios públicos sobre la diversidad
cultural; 

IV. Emprender campañas permanentes de información en
los medios de comunicación que promuevan el respeto a
las culturas indígenas en el marco de los derechos humanos
y las garantías individuales; 

V. En el marco de las leyes aplicables, cuando se fijen san-
ciones penales a indígenas, procurar que tratándose de pe-
nas alternativas, se imponga aquella distinta a la privativa
de la libertad, así como promover la aplicación de sustitu-
tivos penales y beneficios de preliberación, de conformi-
dad con las normas aplicables; 

VI. Garantizar que en todos los juicios y procedimientos en
que sean parte, individual o colectivamente, se tomen en
cuenta sus costumbres y especificidades culturales, respe-
tando los preceptos de la Constitución, y 

VII. Garantizar, a lo largo de cualquier proceso legal, el de-
recho a ser asistidos, si así lo solicitan, por intérpretes y de-
fensores que tengan conocimiento de su lengua.

Artículo 16.- Los órganos públicos y las autoridades fede-
rales adoptarán todas aquellas medidas que tiendan a favo-
recer la igualdad real de oportunidades y a prevenir y eli -
minar las formas de discriminación de las personas a que
se refiere el artículo 4º de esta ley. 

CAPÍTULO IV 

DEL CONSEJO NACIONAL PARA PREVENIR
LA DISCRIMINACIÓN 

Artículo 17.- El Consejo Nacional para Prevenir la Discri-
minación, en adelante el Consejo, es un organismo público
descentralizado de la administración pública federal que
tendrá por objeto la prevención y eliminación de todas las
formas de discriminación, así como la promoción de las
políticas públicas para la igualdad de oportunidades y de
trato a favor de todas las personas que se encuentren en el
territorio nacional. 

El Consejo tendrá personalidad jurídica, patrimonio propio
y autonomía de gestión y técnica en los términos de este or-
denamiento. El Consejo no estará subordinado a autoridad
alguna para efectos de las resoluciones que se formulen en
los procedimientos de reclamación o queja que se sigan an-
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te el mismo y adoptará sus decisiones para tales efectos con
plena independencia. 

El Consejo tendrá su domicilio en la Ciudad de México,
Distrito Federal. 

El Consejo se regirá por lo dispuesto en esta Ley y en lo no
previsto expresamente en ella, se aplicará la dispuesto por
la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, la Ley de
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, y las
demás disposiciones aplicables. 

El Consejo deberá formular su proyecto de presupuesto y
ejercer el gasto correspondiente, con estricto respeto a los
criterios de disciplina, productividad, ahorro, austeridad,
eficacia y transparencia. 

Artículo 18.- El Consejo tendrá las siguientes atribucio-
nes: 

I. Proponer y evaluar la ejecución del Programa Nacional
para Prevenir y Eliminar la Discriminación conforme a la
legislación aplicable; 

II. Integrar en forma sistemática la información sobre las
prácticas y los actos discriminatorios; 

III. Verificar la adopción de medidas y programas para pre-
venir y eliminar la discriminación en las instituciones y or-
ganizaciones públicas y privadas, así como expedir los re-
conocimientos, siempre y cuando así se haya resuelto en el
procedimiento correspondiente. 

IV. Desarrollar, fomentar y difundir estudios sobre las prác-
ticas discriminatorias en los ámbitos político, económico,
social y cultural; 

V. Realizar estudios sobre los ordenamientos jurídicos vi-
gentes y proponer, en su caso, las modificaciones que co-
rrespondan; 

VI. Emitir opiniones en relación con los anteproyectos de re-
forma constitucional y de leyes en la materia que vayan a ser
enviados al Congreso de la Unión, así como los proyectos de
reglamentos que elaboren las instituciones públicas. 

VII. Divulgar los compromisos asumidos por el Estado
mexicano en los instrumentos internacionales que estable-
cen disposiciones en la materia, así como promover su
cumplimiento en los diferentes ámbitos de Gobierno; 

VIII. Difundir y promover contenidos para prevenir y eli-
minar las prácticas discriminatorias en los medios de co-
municación; 

IX. Investigar presuntos actos y prácticas discriminatorias,
en el ámbito de su competencia; 

X. Tutelar los derechos de las personas o los grupos de per-
sonas que sufren discriminación mediante asesoría y orien-
tación, en los términos de este ordenamiento; 

XI. Promover la presentación de denuncias por actos que
puedan dar lugar a responsabilidades previstas en ésta u
otras disposiciones legales; 

XII. Establecer relaciones de coordinación con institucio-
nes públicas federales, locales y municipales, así como con
personas y organizaciones sociales y privadas. Asimismo,
podrá coordinarse con las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal y demás órganos públicos,
con el propósito de que en los programas de gobierno, se
prevean medidas positivas y compensatorias para cualquier
persona o grupo. 

XIII. Solicitar a las instituciones públicas o a particulares
la información necesaria para verificar el cumplimiento de
este ordenamiento, en el ámbito de su competencia, con las
excepciones previstas por la legislación; 

XIV. Aplicar las medidas administrativas establecidas en
esta ley, y 

XV. Las demás que le confieran éste u otros ordenamien-
tos.

Artículo 19.- La administración del Consejo estará a cargo
de la Junta de Gobierno y de la Presidencia. 

La Asamblea Consultiva es el órgano ciudadano de opinión
y consulta, el cual tiene a su cargo la formulación de pro-
puestas al Consejo. 

El Consejo contará con una contraloría, órgano de control
interno, al frente de la cual estará la persona que sea desig-
nada en los términos del artículo 37 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal. 

Corresponderá a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo
Administrativo, por sí o a través del órgano interno de con-
trol del Consejo, el ejercicio de las atribuciones que en ma-



teria de control, inspección, vigilancia y evaluación le con-
fieren la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral y demás ordenamientos legales aplicables, sin perjuicio
de las facultades que corresponden a la Auditoría Superior
de la Federación. 

El órgano de vigilancia del Consejo estará integrado por un
comisario público propietario y un suplente, designados
por la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrati-
vo, quienes ejercerán sus funciones de acuerdo con las dis-
posiciones legales aplicables. 

El comisario asistirá, con voz pero sin voto, a las sesiones
de la Junta de Gobierno. 

Artículo 20.- La Junta de Gobierno se integrará de la si-
guiente manera: 

I. Un representante de la Secretaría de Gobernación; 

II. Un representante de la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público; 

III. Un representante de la Secretaría de Salud; 

IV. Un representante de la Secretaría de Educación Pú-
blica; 

V. Un representante de la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social;

VI. Tres integrantes nombrados por el Presidente del Con-
sejo de entre quienes desempeñen tareas sustantivas en las
unidades administrativas del mismo y 

VII. Tres integrantes designados por la Asamblea Consul-
tiva del Consejo, quienes permanecerán en su cargo tres
años, pudiendo ser reelectos para otro periodo de igual du-
ración.

El Presidente de la Junta de Gobierno será nombrado y re-
movido por el Presidente de la República de entre los inte-
grantes a que se refieren las fracciones VI y VII de este ar-
tículo. El Presidente de la Junta gozará del voto de calidad
en caso de empate en las decisiones de este órgano cole-
giado y durará en su encargo tres años. 

Los representantes de las secretarías deberán tener nivel de
Subsecretario y sus respectivos suplentes de Director Ge-
neral. 

Artículo 21.- La designación de la persona que ocupará la
Presidencia del Consejo corresponderá al Presidente de la
República y durará en el cargo seis años improrrogables. 

Para ocupar la Presidencia del Consejo se requiere: 

I. Ser ciudadano mexicano; 

II. Haberse desempeñado destacadamente en actividades
relacionadas con la materia de esta ley; 

III. No haber sido condenado por la comisión de algún de-
lito doloso; 

IV. No encontrarse en alguno de los impedimentos inclui-
dos en las fracciones II, III y IV del artículo 19 de la Ley
Federal de las Entidades Paraestatales, y 

V. No haber sido Secretario de Estado, Jefe de departa-
mento administrativo, Procurador General de la República,
Senador, Diputado Federal o Local, Presidente de un parti-
do o asociación política, Gobernador de algún Estado o Je-
fe de Gobierno del Distrito Federal, durante el año previo
al día de su nombramiento.

Artículo 22.- La Asamblea Consultiva se integrará por
personas que se destaquen por su compromiso a favor de la
no discriminación y de la igualdad de oportunidades. La
Presidencia del Consejo propondrá a la Junta de Gobierno,
para su aprobación, a las personas que integrarán la Asam-
blea, quienes permanecerán en su cargo tres años, pudien-
do ser reelectos. Su actuación tendrá carácter honorífico. 

Artículo 23.- La Junta de Gobierno tendrá, además de
aquellas que le confiere el artículo 58 de la Ley Federal de
las Entidades Paraestatales, las siguientes atribuciones: 

I. Aprobar su reglamento de sesiones y el Estatuto Orgáni-
co del Consejo, con base en la propuesta que presente la
Presidencia; 

II. Establecer las políticas generales para la conducción del
Consejo en apego a este ordenamiento, al Estatuto Orgáni-
co, al Programa Nacional para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación y a los demás instrumentos administrativos
que regulen su funcionamiento; 

III. Aprobar el proyecto de presupuesto que someta a su
consideración la Presidencia del Consejo y conocer los in-
formes sobre el ejercicio del mismo; 
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IV. Aprobar el informe anual de actividades que remitirá la
Presidencia del Consejo a los Poderes de la Unión; 

V. Nombrar y remover, a propuesta de la Presidencia del
Consejo, a los servidores públicos del Consejo que ocupen
cargos en las dos jerarquías administrativas inferiores a la
de aquél y 

VI. Las demás que le confieran éste u otros ordenamientos.

Artículo 24.- La Presidencia del Consejo tendrá, además
de aquellas que le confiere el artículo 59 de la Ley Federal
de las Entidades Paraestatales, las siguientes atribuciones: 

I. Dirigir y supervisar el funcionamiento del Consejo; 

II. Presentar a la consideración de la Junta de Gobierno el
proyecto del Programa Nacional para Prevenir y Eliminar
la Discriminación; 

III. Someter a la consideración de la Junta de Gobierno el
informe anual de actividades y el informe sobre el ejercicio
presupuestal; 

IV. Ejecutar los acuerdos y demás disposiciones de la Jun-
ta de Gobierno, así como supervisar su cumplimiento por
parte de las unidades administrativas competentes del Con-
sejo; 

V. Enviar a los Poderes de la Unión el informe anual de ac-
tividades; así como el ejercicio presupuestal, éste último
previa opinión de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico; 

VI. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno el pro-
yecto del Estatuto Orgánico; 

VII. Nombrar a los servidores públicos del Consejo, a ex-
cepción de aquellos que ocupen los dos niveles jerárquicos
inferiores inmediatos al Presidente; 

VIII. Ejercer la representación legal del Consejo, así como
delegarla cuando no exista prohibición expresa para ello; 

IX. Celebrar acuerdos de colaboración con organismos na-
cionales e internacionales para el desarrollo de las atribu-
ciones del Consejo, de conformidad con las normas aplica-
bles, y 

X. Las demás que le confieran éste u otros ordenamientos.

Artículo 25.- La Asamblea Consultiva tendrá las siguien-
tes atribuciones: 

I. Presentar opiniones ante la Junta de Gobierno sobre el
desarrollo de los programas y las actividades que realice el
Consejo; 

II. Asesorar a la Junta de Gobierno y a la Presidencia del
Consejo en cuestiones relacionadas con la prevención y la
eliminación de todos los actos discriminatorios; 

III. Atender las consultas y formular las opiniones que le
sean solicitadas por la Junta de Gobierno o por la Presi-
dencia del Consejo; 

IV. Solicitar a la Presidencia del Consejo y a la Junta de
Gobierno información adicional sobre los asuntos de los
que tenga conocimiento el Consejo; 

V. Hacer del conocimiento de la Presidencia del Consejo
aquellos actos presuntamente discriminatorios de que ten-
ga noticia, a fin de que se ejerzan las atribuciones que co-
rrespondan; 

VI. Aprobar su reglamento interno de sesiones, con base en
la propuesta de la Presidencia del Consejo, y 

VII. Las demás que le confieran éste u otros ordenamien-
tos.

CAPITULO V 

DE LOS PROCEDIMIENTOS 

Sección Primera 

Disposiciones Generales 

Artículo 26.- Toda persona podrá denunciar presuntas con-
ductas discriminatorias y presentar ante el Consejo recla-
maciones o quejas respecto a dichas conductas. ya sea di-
rectamente o por medio de su representante. 

Las organizaciones de la sociedad civil podrán presentar
reclamaciones o quejas en los términos de esta ley, desig-
nando un representante. 



Artículo 27.- Las reclamaciones y quejas que se presenten
ante el Consejo por presuntas conductas discriminatorias,
sólo podrán admitirse dentro del plazo de un año, contado
a partir de que el reclamante o quejoso tengan conocimien-
to de dichas conductas, o en dos años fuera de esta cir-
cunstancia. Este último plazo se aumentará en un año más
en casos graves a juicio del Consejo. 

Artículo 28.- El Consejo proporcionará a las personas que
presuntamente hayan sido discriminadas, asesoría respecto
a los derechos que les asisten y los medios para hacerlos
valer y, en su caso, orientará en la defensa de los citados
derechos ante las instancias correspondientes, en los térmi-
nos establecidos en el Estatuto Orgánico. 

Artículo 29.- El Consejo, dentro del ámbito de su compe-
tencia, iniciará sus actuaciones a petición de parte; también
podrá actuar de oficio en aquellos casos en que la Presi-
dencia así lo determine. 

Artículo 30.- Los procedimientos que se sigan ante el Con-
sejo deberán ser prontos y expeditos; además atenderán al
principio de buena fe y se procurará en la medida de lo po-
sible, el contacto directo y personal con los reclamantes,
quejosos, autoridades, servidores públicos y particulares
para evitar dilación en las comunicaciones escritas. En to-
do lo no previsto en esta ley respecto a los procedimientos
que la misma establece, se estará a lo dispuesto en el Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles. 

Artículo 31.- Los servidores públicos y las autoridades fe-
derales a que se refiere el artículo 3º de esta ley están obli-
gados a auxiliar al personal del Consejo en el desempeño
de sus funciones y rendir los informes que se les soliciten
en el término establecido por la misma. 

Artículo 32.- Las reclamaciones y quejas, a que se refiere
esta ley, no requerirán más formalidad que presentarse por
escrito con firma o huella digital y datos de identificación
del interesado. 

Las reclamaciones y quejas también podrán ser verbales,
por vía telefónica o por cualquier otro medio electrónico,
sin más señalamiento que el asunto que las motivó y los da-
tos generales de quien las presente, debiendo ratificarse
con las formalidades establecidas en el párrafo anterior
dentro de los cinco días hábiles siguientes, pues de lo con-
trario se tendrán por no presentadas. 

Artículo 33.- El Consejo registrará las reclamaciones y
quejas que se presenten expidiendo un acuse de recibo de
las mismas. 

Los procedimientos que se sigan ante el Consejo se inicia-
rán con el análisis de la reclamación o queja, a fin de deci-
dir si se admite o no. 

Artículo 34.- Cuando el Consejo considere que la recla-
mación o queja no reúna los requisitos señalados para su
admisión o sea evidentemente improcedente o infundada,
se rechazará mediante acuerdo motivado que emitirá en un
plazo máximo de 10 días hábiles. No se admitirán quejas o
reclamaciones anónimas. 

Artículo 35.- Cuando la reclamación o queja no sea com-
petencia del Consejo, se proporcionará al interesado la
orientación para que acuda a la autoridad o servidor públi-
co que deba conocer del asunto. 

Artículo 36.- Cuando el contenido de la reclamación o
queja sea poco claro, no pudiendo deducirse los elementos
que permitan la intervención del Consejo, se notificará por
escrito al interesado para que la aclare en un término de
cinco días hábiles posteriores a esta notificación; en caso
de no hacerlo, después del segundo requerimiento, se ar-
chivará el expediente por falta de interés. 

Artículo 37.- En ningún momento la presentación de una
queja o reclamación ante el Consejo interrumpirá la pres-
cripción de las acciones judiciales o recursos administrati-
vos previstos por la legislación correspondiente. 

Artículo 38.- El Consejo, por conducto de su Presidente,
de manera excepcional y previa consulta con la Junta de
Gobierno, podrá excusarse de conocer de un determinado
caso si éste puede afectar su autoridad moral o autonomía. 

Artículo 39.- En el supuesto de que se presenten dos o más
reclamaciones o quejas que se refieran al mismo acto u
omisión presuntamente discriminatorio, el Consejo podrá
acumular los asuntos para su trámite en un sólo expedien-
te. En este caso el último expediente se acumulará al pri-
mero. 

Artículo 40.- En caso de que la reclamación o queja pre-
sentada ante el Consejo involucre tanto a los servidores pú-
blicos o autoridades como a particulares, se procederá a
efectuar la separación correspondiente, de manera que las
conductas presuntamente discriminatorias cometidas por
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los primeros, se sigan a través del procedimiento de recla-
mación. Las cometidas por los particulares serán atendidas
conforme a lo dispuesto por la sección sexta del Capítulo
V de este ordenamiento. 

Sección Segunda 

De la Reclamación 

Artículo 41.- La reclamación es el procedimiento que se
sigue ante el Consejo por conductas presuntamente discri-
minatorias cometidas por los servidores públicos federales
en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas. 

Artículo 42.- Una vez admitida y registrada la reclamación,
el Consejo deberá hacerla del conocimiento de las autorida-
des o servidores públicos señalados como presuntos respon-
sables, así como del titular del órgano del que dependan; asi-
mismo, se solicitará un informe escrito al área que determine
el título del órgano sobre los actos u omisiones de carácter
discriminatorio que se les atribuyan en la reclamación. 

Artículo 43.- El informe solicitado a los servidores públi-
cos presuntamente responsables, deberá rendirse en un pla-
zo no mayor de 15 días hábiles, contados a partir de que és-
tos reciban el relato de los hechos motivo de la reclamación
y el requerimiento por escrito. 

Artículo 44.- En el informe mencionado en el artículo an-
terior, la autoridad o servidor público señalado como pre-
sunto responsable, debe hacer constar los antecedentes del
asunto, los fundamentos y motivaciones de los actos u
omisiones que se le imputan, la existencia de los mismos,
en su caso, así como los elementos de información que
considere necesarios. 

Artículo 45.- En caso de no haber respuesta por parte de
las autoridades o servidores públicos requeridos, dentro del
plazo señalado para tal efecto, se tendrán por ciertos los he-
chos mencionados en la reclamación; pudiendo el Consejo,
si lo estima necesario, realizar las investigaciones proce-
dentes en el ámbito de sus funciones o competencias y ejer-
cer las acciones pertinentes. 

Sección Tercera 

De la Conciliación 

Artículo 46.- La conciliación es la etapa del procedimien-
to de reclamación por medio de la cual el Consejo buscará

avenir alas partes involucradas a resolverla, a través de al-
guna de las soluciones que les presente el conciliador. 

Artículo 47.- Una vez admitida la reclamación, lo cual se
hará del conocimiento del presunto agraviado por conduc-
tas discriminatorias, se le citará para que se presente en la
fecha y hora señalada a la audiencia de conciliación, la cual
deberá llevarse a cabo en los cinco días hábiles siguientes
a aquél en que se notificó a las partes dicha celebración.
Esta audiencia tendrá verificativo en las instalaciones del
Consejo. 

Por lo que toca al o a los presuntos responsables de come-
ter conductas discriminatorias, se les citará a la audiencia
de conciliación en el primer comunicado que les remita el
Consejo; en caso de no comparecer a la misma, se les en-
viará un segundo citatorio y se les apercibirá que de no pre-
sentarse en esta segunda ocasión, se dará por concluida la
etapa de conciliación. 

Artículo 48.- Al preparar la audiencia, el conciliador de-
signado solicitará a las partes los elementos de juicio que
considere convenientes para ejercer adecuadamente sus
atribuciones, pudiendo aquellas ofrecer los medios de
prueba que estimen necesarios. 

Artículo 49.- En caso de que el reclamante no comparezca
a la audiencia de conciliación y justifique la causa de su in-
asistencia dentro del plazo de tres días hábiles posteriores
a la fecha de 1a misma, se señalará por única ocasión nue-
va fecha para su celebración. En el supuesto de no justifi -
car su inasistencia, se le tendrá desistido de su reclamación,
archivándose el expediente como asunto concluido. 

Artículo 50.- El conciliador, en la audiencia de concilia-
ción, expondrá a las partes un resumen de la reclamación y
de los elementos de juicio que se hayan integrado y los ex-
hortará a resolver sus diferencias, para cuyo efecto pro-
pondrá opciones de solución. 

Artículo 51.- La audiencia de conciliación podrá ser sus-
pendida por el conciliador o por ambas partes de común
acuerdo hasta en una ocasión, debiéndose reanudar, en su
caso, en los cinco días hábiles siguientes. 

Artículo 52.- Cuando las partes lleguen a un acuerdo, se
celebrará el convenio respectivo, que será revisado por el
área competente del Consejo; si está apegado a derecho, lo
aprobará y dictará el acuerdo correspondiente sin que sea
admisible recurso alguno. 
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Artículo 53.- El convenio suscrito por las partes y aproba-
do por el Consejo es susceptible de ejecución, la que podrá
promoverse ante los tribunales competentes, ya sea por el
interesado o por la persona que designe el Consejo, a peti-
ción de aquél. 

Artículo 54.- En caso de que el servidor público no acepte
la conciliación, o de que las partes no lleguen a acuerdo al-
guno, el Consejo hará de su conocimiento que investigará
los hechos motivo de la reclamación, en los términos de es-
ta ley e impondrá, en su caso, las medidas administrativas
para prevenir y eliminar la discriminación previstas en la
misma; asimismo, el consejo promoverá el fincamiento de
las responsabilidades que resulten de la aplicación de otros
ordenamientos. 

Sección Cuarta 

De la investigación 

Artículo 55.- Cuando la reclamación no se resuelva en la
etapa de conciliación, el Consejo iniciará las investigacio-
nes del caso, para lo cual tendrá las siguientes facultades: 

I. Solicitar a las autoridades o servidores públicos a los que
se imputen conductas discriminatorias, la presentación de
informes o documentos complementarios; 

II. Solicitar de otros particulares, autoridades o servidores
públicos documentos e informes relacionados con el asun-
to materia de la investigación; 

III. Practicar inspecciones a las autoridades a las que se im-
puten conductas discriminatorias, mediante personal técni-
co o profesional; 

IV. Citar a las personas que deben comparecer como testi-
gos o peritos, y 

V. Efectuar todas las demás acciones que juzgue conve-
nientes para el mejor conocimiento del asunto.

Artículo 56.- Para documentar debidamente las eviden-
cias, el Consejo podrá solicitar la rendición y desahogo de
todas aquellas pruebas que estime necesarias, con la única
condición de que éstas se encuentren previstas como tales
por el orden jurídico mexicano. 

Artículo 57.- Las pruebas que se presenten, por los intere-
sados, así como las que de oficio se allegue el Consejo, se-

rán valoradas en su conjunto, de acuerdo con los principios
de la lógica, la experiencia y la legalidad, a fin de que pue-
dan producir convicción sobre los hechos denunciados. 

Artículo 58.- Las resoluciones estarán basadas en la docu-
mentación y pruebas que consten en el expediente de re-
clamación. 

Artículo 59.- El Consejo puede dictar acuerdos de trámite
en el curso de las investigaciones que realice, los cuales se-
rán obligatorios para los servidores públicos federales que
deban comparece o aportar información o documentos; su
incumplimiento traerá aparejadas las medidas administrati-
vas y responsabilidades señaladas en este ordenamiento. 

Sección Quinta 

De la Resolución 

Artículo 60.- Si después de concluida la investigación, no
se comprobó que las autoridades federales o servidores pú-
blicos hayan cometido las conductas discriminatorias im-
putadas, el Consejo dictará la resolución por acuerdo de no
discriminación, atendiendo a los requisitos a que se refiere
el Estatuto Orgánico del consejo. 

Artículo 61.- Si después de finalizada la investigación, el
Consejo comprueba que los servidores públicos o autori-
dades federales denunciadas cometieron alguna conducta
discriminatoria, formulará la correspondiente resolución
por disposición, en la cual se señalarán las medidas admi-
nistrativas a que se refiere el Capítulo VI de esta ley, así co-
mo los demás requisitos que prevé el Estatuto Orgánico del
Consejo. 

Sección Sexta 

Del Procedimiento Conciliatorio 
entre Particulares 

Artículo 62.- Cuando se presente una queja por conductas
discriminatorias que hayan sido cometidas presuntamente
por los particulares a los que se refiere el artículo 9º de es-
ta ley, el Consejo iniciará el procedimiento conciliatorio. 

Artículo 63.- El Consejo informará al particular que pre-
suntamente haya cometido conductas discriminatorias, el
contenido de la queja, haciéndole saber que, si así lo desea,
podrá someter la misma al procedimiento conciliatorio. En
caso de que las partes lo acepten, deberá celebrarse la au-
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diencia principal de conciliación dentro de los cinco días
hábiles siguientes a la fecha de la comunicación al particu-
lar. 

Si cualquiera de las partes o ambas no aceptan el procedi-
miento conciliatorio del Consejo, éste atenderá la queja co-
rrespondiente y brindará orientación al quejoso para que
acuda ante las instancias judiciales y administrativas co-
rrespondientes. 

Artículo 64.- En este procedimiento se estará a lo dispuesto
por los artículos 48, 49, 50, 51 y 52 de este ordenamiento. 

CAPÍTULO VI 

DE LAS MEDIDAS ADMINISTRATIVAS PARA 
PREVENIR Y ELIMINAR LA 

DISCRIMINACIÓN 

Artículo 65.- El Consejo dispondrá la adopción de las si-
guientes medidas administrativas para prevenir y eliminar
la discriminación: 

I. La impartición, a las personas o a las instituciones que
sean objeto de una resolución por disposición dictada por
el Consejo, de cursos o seminarios que promuevan la igual-
dad de oportunidades; 

II. La fijación de carteles en cualquier establecimiento de
quienes incumplan alguna disposición de esta ley, en los
que se promueva la modificación de conductas discrimina-
torias; 

III. La presencia del personal del Consejo para promover y
verificar la adopción de medidas a favor de la igualdad de
oportunidades y la eliminación de toda forma de discrimi-
nación en cualquier establecimiento de quienes sean obje-
to de una resolución por disposición, por el tiempo que dis-
ponga el organismo; 

IV. La publicación íntegra de la Resolución por Disposi-
ción emitida en el órgano de difusión del Consejo y 

V. La publicación o difusión de una síntesis de la Resolu-
ción por Disposición en los medios impresos o electrónicos
de comunicación.

La imposición de estas medidas administrativas a los parti -
culares, se sujetará a que éstos se hayan sometido al con-
venio de conciliación correspondiente. 

Artículo 66.- Para determinar el alcance y la forma de
adopción de las medidas administrativas dispuestas por el
Consejo se tendrán en consideración: 

I. El carácter intencional de la conducta discriminatoria: 

II. La gravedad del hecho, el acto o la práctica discrimina-
toria, y 

III. La reincidencia.

Artículo 67.- Se entiende que existe reincidencia cuando la
misma persona incurra en dos o más violaciones en el
transcurso de un año a la prohibición de discriminar. El
plazo se contará a partir del día de la publicación de la Dis-
posición correspondiente. 

Artículo 68.- El Consejo podrá otorgar un reconocimiento
a las instituciones públicas o privadas, así como a los par-
ticulares que se distingan por llevar a cabo programas y
medidas para prevenir la discriminación en sus prácticas,
instrumentos organizativos y presupuestos. 

El reconocimiento será otorgado previa solicitud de la or-
ganización o institución interesada. 

La Junta de Gobierno, a propuesta de la Presidencia del
Consejo, ordenará verificar el cumplimiento de los requisi-
tos señalados. 

El reconocimiento será de carácter honorífico, tendrá una
vigencia de un año y podrá servir de base para la obtención
de beneficios que, en su caso, establezca el Estado, en los
términos de la legislación aplicable. 

CAPÍTULO VII 

DEL RÉGIMEN LABORAL, DEL SERVICIO
PÚBLICO DE CARRERA 

Y DEL PATRIMONIO 

Artículo 69.- Las relaciones jurídicas entre el Consejo y
sus trabajadores se regularán por el Apartado B del Artícu-
lo 123 Constitucional. 

El Consejo diseñará el sistema para la administración y
desarrollo de su personal, que estará orientado al desarro-
llo profesional de los servidores públicos adscritos al mis-
mo, para cumplimiento de los procesos y proyectos asig-
nados de conformidad con la naturaleza de la organización
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y suficiencia presupuestaria, lo cual se establecerá en el Es-
tatuto Orgánico y deberá sujetarse a las disposiciones que al
efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Los servidores públicos del Consejo serán responsables de
cualquier daño o perjuicio estimable en dinero que afecte a
la hacienda pública federal o al patrimonio del propio Con-
sejo, por lo que resultará aplicable la Ley de Presupuesto,
Contabilidad y Gasto Público Federal, sin perjuicio de lo
dispuesto en la Ley Federal de Responsabilidades Admi-
nistrativas de los Servidores Públicos y la Ley de Fiscali-
zación Superior de la Federación. 

Artículo 70.- El Consejo contará con patrimonio propio y
se integrará con: 

I. La partida presupuestal que le asigne la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión a través del Presupuesto
de Egresos de la Federación correspondiente; 

II. Los bienes muebles e inmuebles que le sean asignados; 

III. Los bienes que adquiera por cualquier otro título; 

IV. Los fondos que se obtengan por el financiamiento de
programas específicos y 

V. Las aportaciones, donaciones, legados y demás liberali-
dades que reciba de personas físicas y morales. 

TRANSITORIOS 

Artículo Primero.- La presente Ley entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Artículo Segundo.- La designación de la Junta de Gobier-
no deberá realizarse dentro de los 90 días siguientes a la
publicación de la Ley. En tanto se instala la Asamblea Con-
sultiva, la Junta de Gobierno dará inicio a sus funciones
con la presencia de sus otros integrantes. El Presidente de
la Junta de Gobierno se designará por primera vez, de en-
tre las personas a que se refiere la fracción VI del artículo
20 de la presente Ley. 

Artículo Tercero.- La Presidencia del Consejo someterá a
la aprobación de la Junta de Gobierno el proyecto del Es-
tatuto Orgánico dentro de los 120 días siguientes a su nom-
bramiento. 

Artículo Cuarto.- Una vez designada la persona titular de
la Presidencia del Consejo, la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público proveerá, con sujeción a las previsiones
que para tal efecto estén contenidas en el Presupuesto de
Egresos de la Federación, los recursos necesarios para dar
inicio a las actividades de la institución y la Secretaría de
Contraloría y Desarrollo Administrativo llevará a cabo las
acciones necesarias en su ámbito de competencia. 

Palacio Nacional a 26 de noviembre de 2002.— El Presi-
dente de los Estados Unidos Mexicanos, Vicente Fox Que-
sada.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Recibo y túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos
Humanos.

GASTO PUBLICO

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión.— Presentes. 

Para los efectos constitucionales y por instrucciones del C.
Presidente de la República, con el presente envío a ustedes
Iniciativa de Decreto por el que reforman, adicionan y de-
rogan diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público y de la Ley
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mis-
mas, documento que el propio Primer Magistrado de la Na-
ción propone por el digno conducto de esa Cámara. 

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración. 

Atentamente.

México, DF, a 26 de noviembre de 2002.— El subsecreta-
rio de Enlace Legislativo, licenciado M. Humberto Aguilar
Coronado.»
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Presidencia de la República.

C. DIPUTADA BEATRIZ PAREDES RANGEL, PRESI-
DENTA DE LA CAMARA DE DIPUTADOS DEL H.
CONGRESO DE LA UNIÓN.— PRESENTE.

Para lograr las profundas transformaciones que requiere el
país en una nueva etapa de democracia plena, deben consi-
derarse como sustento fundamental, la preservación del es-
tado de derecho y la consolidación de alternativas más in-
cluyentes y participativas. 

En ese contexto, el cambio democrático debe fortalecer de
manera armónica y con calidad el desarrollo económico, al
tiempo que promueva la competitividad nacional. 

Con objeto de alcanzar dichos propósitos y como parte de
los compromisos del Ejecutivo a mi cargo, contenidos en el
Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, es indispensable
la adopción de medidas que permitan conducir de manera
responsable el proceso de transformación que la sociedad
espera. 

Es en ese proceso de cambio, en el que se inscribe la Ini-
ciativa que se somete a esa Representación Nacional, con
el fin de coadyuvar a restituir a los ciudadanos la confian-
za y seguridad en las instituciones públicas. 

La integración de la Iniciativa de reformas a las Leyes de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico, y de Obras Públicas y Servicios Relacionados con
las Mismas, que ahora se presenta a esa Soberanía, parten
de un profundo análisis de las dificultades operativas que
comúnmente se presentan en las operaciones efectuadas
por las instituciones públicas en esos rubros y de la discre-
cionalidad que enfrentan los proveedores y contratistas que
participan en los procesos de contratación. 

Como aspecto primordial en el diagnóstico de dicha pro-
blemática, se consideró como elemento indispensable, la
identificación de los puntos críticos de los procesos de con-
tratación que con mayor incidencia reflejan actos de co-
rrupción. Asimismo, se tomó en cuenta la vinculación de
los ordenamientos citados con los que se regula la respon-
sabilidad administrativa de los servidores públicos. 

Con objeto de lograr una visión integral de los alcances de
la reforma, se asumió que la modernización del marco ju-
rídico que regula el ejercicio y control del gasto público,

debe sustentarse en criterios que aseguren la escrupulosa y
transparente aplicación de los recursos por parte de los ser-
vidores públicos, y el establecimiento de los métodos que
permitan a la sociedad participar de manera directa en los
procedimientos respectivos. 

Así, el Ejecutivo a mi cargo ha asumido el compromiso de
promover las reformas consecuentes para aquellos casos en
los que las normas y los procedimientos vigentes inhiben el
desempeño de la sociedad, procurando asimismo, profun-
dizar en la transparencia del quehacer gubernamental y en
la clara rendición de cuentas. 

El fomento y crecimiento sostenido de la industria nacio-
nal, debe constituir para el Estado un propósito fundamen-
tal que impulse el desarrollo y la inversión. En este senti-
do, la Iniciativa propone el establecimiento de criterios
uniformes para eliminar las desventajas que hasta ahora
han impedido a las empresas mexicanas competir en igual-
dad de condiciones con las de otros países. 

En este proceso de actualización, se cuenta ya con una nue-
va Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de
los Servidores Públicos, la cual incorpora disposiciones ju-
rídicas que precisan nuevas obligaciones por parte de los
servidores públicos para prevenir la realización de infrac-
ciones administrativas y transparentar la gestión pública, y
provee a las autoridades competentes para aplicar la Ley,
de los instrumentos que le permitan ejercer de manera efi-
caz su potestad disciplinaria e investigar y sancionar con
oportunidad las conductas que atenten contra la correcta
prestación del servicio público. Además, establece los
principios para la definición de las reglas éticas, que re-
dundarán en un mejor funcionamiento de la actividad gu-
bernamental. 

De igual forma, fue promulgada la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal, en la que se establece la obligación de los órganos del
Estado de poner a disposición de los ciudadanos la infor-
mación que les permita tener un conocimiento directo de
las funciones, acciones, resultados y recursos asignados,
así como el establecimiento de un procedimiento para que
los particulares ejerzan el derecho de requerir información
a los sujetos obligados, y la creación de un órgano con au-
tonomía de operación presupuestal y de decisión responsa-
ble de la aplicación e interpretación de la Ley, con lo que
se garantiza el acceso de toda persona a la información en
posesión del Estado. 
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Si bien, los avances en la actualización del marco legal en
las materias que nos ocupan es sin duda significativo, re-
sulta indispensable reforzar los mecanismos, normas y pro-
cedimientos que prevengan la discrecionalidad en la pres-
tación de los servicios. 

Aunado a lo anterior, se requiere una mejora regulatoria en
la Administración Pública Federal que facilite la actividad
gubernamental y garantice la aplicación de controles indis-
pensables. 

Tomando en cuenta esos precedentes, paralelamente se
programó un proceso de consulta sobre la modernización
del marco jurídico en materia de adquisiciones, obra públi-
ca y servicios, que incluyó a los sectores público, social y
privado, atendiendo a que una reforma integral sólo puede
ser concebida con la participación de los encargados de la
aplicación de sus disposiciones y de la sociedad en general. 

El proceso de consulta abarcó a servidores públicos de las
dependencias y entidades, Cámaras empresariales, Cole-
gios de profesionistas y abogados especialistas en las ma-
terias objeto de regulación de las Leyes de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y de Obras
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. 

Asimismo, se llevaron a cabo durante los meses de mayo y
junio de este año, cinco foros regionales de consulta en las
Ciudades de Zacatecas, Villahermosa, Guadalajara, Monte-
rrey y el Distrito Federal. Los resultados de estos foros, se
reflejan en el contenido de las Iniciativas que ahora se so-
meten a la consideración de esa Soberanía; constituyen
esencialmente, las aportaciones e inquietudes para contri-
buir a una mejor regulación de las operaciones. 

Considerando las conclusiones del diagnóstico descrito y
los resultados del proceso de consulta mencionado, se evi-
denció la necesidad de promover las adecuaciones al mar-
co legal vigente, cuyos aspectos relevantes comunes en
ambos ordenamientos, se describen a continuación. 

En cuanto a los fideicomisos públicos que de acuerdo a la
legislación aplicable no son considerados entidades pa-
raestatales, se propone el establecimiento de un régimen
especial, para que sea en los contratos respectivos y en sus
reglas de operación, con los que se asegure la transparen-
cia en la utilización de los recursos, donde se regule la for-
ma y términos en que deban realizar sus operaciones, pre-
servando para las Secretarías de Hacienda y Crédito
Público, y de Contraloría y Desarrollo Administrativo, el

expedir lineamientos para el adecuado ejercicio y control
de los recursos que administren, dado que por su propia na-
turaleza, dichos fideicomisos no están en aptitud de sujetar
sus operaciones a las Leyes cuya reforma se plantea. 

Resulta pertinente señalar que la modificación al régimen
legal de los fideicomisos referidos, preserva la necesidad
de que las operaciones deban realizarse aplicando en lo
conducente los criterios y procedimientos previstos en las
Leyes de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público, y de Obras Públicas y Servicios Relaciona-
dos con las Mismas. 

En efecto, la propuesta de reforma al párrafo tercero del ar-
tículo 1 en ambas leyes, se dirige a corregir una situación
que en la práctica impide la aplicación de controles a di-
chos fideicomisos, puesto que en aspectos de tipo presu-
puestal, los mismos cuentan con una reglamentación dis-
tinta, la cual expide la citada Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. 

Por lo que respecta a los procedimientos de licitación, se
incluyen, aunado al mecanismo tradicional de adjudicación
de solvencia y precio más bajo, como alternativas a juicio
de las convocantes en materia de adquisiciones, obras pú-
blicas y servicios, los mecanismos de adjudicación por
puntos y porcentajes, el que se contemplará para obra pú-
blica en todas sus modalidades, así como en los servicios
regulados por la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público, y el de subasta descendente,
la cual consiste en permitir a las dependencias y entidades,
la obtención de una mejor condición económica a partir de
las ofertas inicialmente presentadas por los proveedores y
contratistas, reduciendo estos últimos su pretensión inicial
y siempre que las disminuciones no afecten la solvencia de
sus ofertas. La adecuación se refleja en la propuesta de adi-
ción a los artículos 36, fracción III y 36 Ter de la Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico y 38, fracción II y 38 Ter de la Ley de Obras Públi -
cas y Servicios Relacionados con las Mismas 

La modalidad precisada en último término, se sustenta en
experiencias aplicadas en otros países a operaciones simi-
lares con resultados que permiten ahorros en algunos ca-
sos, de hasta un quince por ciento. 

Mediante la reforma a los respectivos artículos 16 de la le-
yes en comentario, se prevé la posibilidad de que las de-
pendencias y entidades puedan contratar en el extranjero,
de acuerdo a la legislación del lugar de que se trate, preci-
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sándose que los procedimientos deberán contemplarse en
las políticas, bases y lineamientos que al efecto emita el ti -
tular de la dependencia o el órgano de gobierno de la enti -
dad. 

De acuerdo con el compromiso de brindar transparencia a
los actos que realiza la administración pública, se introdu-
ce en la Iniciativa, mediante la propuesta de adecuación al
artículo 29, fracción XII de la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público y 31, frac-
ción XI de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacio-
nados con las Mismas, la obligatoriedad de que las depen-
dencias y entidades permitan el libre acceso a todas las
personas que deseen participar como observadores en los
diferentes actos públicos de los procedimientos de contra-
tación, sin la necesidad de que adquieran previamente las
bases de la licitación de que se trate o el haber sido invita-
dos expresamente. 

En relación directa con lo anterior, se establece la obliga-
toriedad de que las dependencias y entidades convocantes,
previo a la iniciación formal del procedimiento de contra-
tación, publiquen las bases correspondientes de las princi-
pales licitaciones, a efecto de que el público en general
pueda participar con su opinión respecto de la integración
o contenido de las mismas y, en su caso, se realicen los
ajustes correspondientes, elemento que permitirá la libre y
directa participación ciudadana en la planeación de los pro-
cesos de contratación. La adecuación propuesta, se consig-
na en el último párrafo de los artículos 31 de la Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público
y 33 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas. 

Con el propósito de agilizar y hacer más expeditos los pro-
cedimientos de inconformidad y su resolución, se estable-
ce la reducción de los plazos para su desahogo y, en con-
cordancia con la descentralización de las funciones
públicas, se establece en ambas Leyes que, previo conve-
nio de coordinación entre las entidades federativas y la Se-
cretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, las in-
conformidades relativas a procedimientos de contratación
realizados por éstas, con cargo total o parcial a fondos fe-
derales, podrán ser presentadas ante las contralorías estata-
les o equivalentes, quienes emitirán, en su caso, las resolu-
ciones correspondientes en los términos previstos en la Ley
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector
Público o la Ley de Obras Públicas y Servicios Relaciona-
dos con las Mismas. 

Como adición relevante, se destaca la adecuación de los
respectivos artículos 15 de ambas Leyes, para ampliar la
posibilidad de utilizar la figura del arbitraje como medio
para dirimir controversias entre las dependencias y entida-
des de la Administración Pública Federal con sus provee-
dores y contratistas, conservándose desde luego como po-
sibilidad la vía judicial para los mismos efectos. En
congruencia con lo anterior, se propone la adición a los Tí-
tulos Séptimo y Octavo de las Leyes respectivas, el Capí-
tulo Tercero en los propios ordenamientos. 

Con el fomento del arbitraje, a cargo de terceros indepen-
dientes, se pretende establecer vías y métodos que coadyu-
ven a hacer más expeditas las resoluciones, además de re-
conocer alternativas que han demostrado su eficacia en este
tipo de conflictos, depositando la administración y control
del mismo en la Comisión Federal de Contrataciones Gu-
bernamentales. 

La reforma que en este rubro se propone, incluye adecua-
ciones a los respectivos capítulos de las Leyes en cita que
permiten, además, fortalecer los procedimientos de conci-
liación a cargo de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo
Administrativo, por considerar que esa instancia constitu-
ye un medio efectivo para la solución de controversias. 

En ese sentido, las instituciones públicas están obligadas a
agotar el procedimiento conciliatorio a instancia de los pro-
veedores y contratistas y sólo en el caso de no obtenerse al-
guna convención, ocurrir a las instancias arbitrales o judi-
ciales. 

Para lograr la transparencia y eficacia en los procedimien-
tos de conciliación, y establecer una instancia con autono-
mía técnica y administrativa, se propone a través de la adi-
ción del artículo 16 Bis, la creación del órgano
administrativo desconcentrado, denominado Comisión Fe-
deral de Contrataciones Gubernamentales. 

El citado órgano, además de la función ya referida, estaría
encargado de ejercer las funciones que hasta ahora corres-
ponden a una unidad administrativa central de la Secretaría
de Contraloría y Desarrollo Administrativo, con lo que se
obtendría una racionalización en los trámites que tanto los
proveedores y contratistas llevan a cabo ante dicha depen-
dencia. 

Por otra parte, y como medidas que contribuyan a la trans-
parencia y simplificación en las operaciones, se propone
para los artículos 34 de le Ley de Adquisiciones, Arrenda-
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mientos y Servicios del Sector Público y 36 de la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas,
el que la presentación de propuestas en los procedimientos
licitatorios se haga en un solo sobre que contenga las pro-
puestas técnica y económica. En el mismo sentido, se plan-
tea como posibilidad para las dependencias y entidades el
poder adjudicar algún contrato directamente, o bien me-
diante una invitación a cuando menos tres personas, siem-
pre que se hubiere agotado de manera previa un procedi-
miento licitatorio el cual se hubiere declarado desierto. A
tal efecto se propone la adecuación de los artículos 41,
fracción VII de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público y 42, fracción VII de la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. 

Entre los aspectos relevantes y específicos que contiene la
iniciativa de reforma a la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público, se destacan los si-
guientes: 

Con la finalidad de dar certidumbre en las operaciones de
contratación de servicios, en el artículo 1 Bis, fracción I de
la Ley en cita, se propone excluir de su aplicación a los ser-
vicios de mercado de valores y de banca y crédito, los cua-
les cuentan con una regulación específica en las leyes res-
pectivas. Asimismo, en el citado artículo 1 Bis, fracciones
II, III y IV, se establecen diversos supuestos de excepción
a la Ley de la materia, con el propósito de dotar a las de-
pendencias y entidades de mecanismos ágiles que les per-
mitan realizar las contrataciones relativas a la adquisición
de bienes en consignación para su comercialización, los
servicios de guarderías y las operaciones que celebren las
sociedades mercantiles adquiridas por la federación por
causas de utilidad pública, hasta en tanto se determine su
naturaleza jurídica y destino final, sujetando las particula-
ridades de su contratación a las políticas, bases y linea-
mientos que al efecto expidan los titulares de las depen-
dencias o los órganos de gobierno de las entidades. 

Un aspecto relevante de la iniciativa que se propone a esa
Soberanía, es el relativo a regular de manera expresa en el
artículo 3, fracción VIII de la Ley en cita, la posibilidad de
las dependencias y entidades de celebrar contratos de ser-
vicios de largo plazo, lo cual redundaría en propiciar aho-
rros, además de abatir cargos operativos en las propias de-
pendencias y entidades. 

Con el propósito de lograr una efectiva simplificación ad-
ministrativa, se dota de mayor libertad a las dependencias
y entidades para agruparse en la compra consolidada de

bienes y servicios y lograr mejores condiciones de compra,
sin la previa intervención de una dependencia reguladora.
A tal efecto, se propone la reforma al artículo 17 de la Ley. 

En el mismo sentido y con igual propósito, como resultado
de la necesidad expuesta por diversas dependencias y enti-
dades para realizar contrataciones a través de terceros, par-
ticularmente aquellas que requieren bienes cuya evalua-
ción requieren de tratamiento especializado, se autoriza
mediante la adición del artículo 26 Bis, que los titulares de
las mismas, bajo su responsabilidad, podrán autorizar que
las contrataciones se realicen a través de ese medio, siem-
pre en acatamiento a las disposiciones de la Ley. 

Se establece una modificación al artículo 12, en cuanto a la
posibilidad de efectuar contrataciones a través de arrenda-
miento financiero, con o sin opción a compra. 

En la Iniciativa que se somete a la consideración de esa So-
beranía, fortaleciendo medidas adicionales de simplifica-
ción, además de las señaladas, se introduce la posibilidad
de que se emita una publicación especializada que conten-
ga la información de dichos procedimientos, cuyo acceso a
la ciudadanía pueda ser ilimitada. La reforma propuesta, se
consagra en el artículo 21 de la Ley. 

Concordante con la dificultad de las dependencias y enti-
dades para determinar el cumplimiento del grado de conte-
nido nacional de los bienes, se suprime a través de la re-
forma al artículo 28, fracción II de la Ley, la fórmula de su
cálculo, estableciéndose que corresponderá a la Secretaría
de Economía, previa opinión de las Secretarías de Hacien-
da y Crédito Público y de Contraloría y Desarrollo Admi-
nistrativo, el emitir los lineamientos respectivos para su
medición y acreditamiento. 

A fin de procurar la eficiencia en la obtención de bienes y
servicios, se propone la adición del artículo 37, para hacer
permisible a las dependencias y entidades la corrección de
errores en la evaluación de propuestas y fallo, evitando di-
laciones innecesarias y trastornos operativos. 

Se introduce la posibilidad de que los contratos o pedidos
celebrados con el Estado puedan ser formalizados vía elec-
trónica, sujetando dicho procedimiento al sistema de certi -
ficación de firmas que al efecto viene operando la Secreta-
ría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, así como
el reconocimiento de ésta respecto de otras certificacio-
nes otorgadas por terceros facultados para tal efecto. En
congruencia con lo anterior, se establece como adición al
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artículo 51, la posibilidad de que los pagos de facturación
se puedan realizar mediante vía electrónica. 

En el artículo 52 de la Ley, se propone aumentar del vein-
te al veinticinco por ciento la cantidad de bienes y servi-
cios, o el monto de los contratos que celebren las depen-
dencias y entidades, procurando con tal medida que el
margen de modificación responda a las condiciones reales
de operación de las dependencias y entidades. 

Para brindar a las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, los elementos jurídicos necesarios
para la consecución de sus fines y metas en materia de ad-
quisiciones de bienes, y servicios y, toda vez que en los cie-
rres de los ejercicios fiscales se venía generando inseguri-
dad jurídica tanto para el Estado como para los particulares
por la imposibilidad de que, posteriormente al treinta y uno
de diciembre, los proveedores y contratistas pudieren dar
cumplimiento a sus contratos, se introduce la posibilidad
en el artículo 54 de que, cuando por motivo del atraso en la
entrega de los bienes o la prestación de los servicios, o du-
rante el procedimiento de rescisión, las propias dependen-
cias o entidades podrán recibir los mismos, previa verifica-
ción de que continúa vigente la necesidad del suministro y
se cuente con partida y disponibilidad presupuestal del
ejercicio fiscal vigente. 

En el artículo 53 de la Ley, se propone en los casos de ad-
judicación directa a que se refiere el artículo 42 del propio
ordenamiento, que las dependencias y entidades no esta-
blecerán penas convencionales, ello en razón de que por el
monto de las contrataciones y por ser de cumplimiento in-
mediato, no se justifica pactarlas. Adicionalmente, en el ar-
tículo 55 Bis se propone la no aplicación de penas conven-
cionales cuando la suspensión de los servicios obedezca a
caso fortuito o de fuerza mayor. 

Se introduce la posibilidad de que, en el caso de licitacio-
nes que se celebren en el extranjero, por no existir produc-
ción nacional, el lugar de entrega podrá ser fuera del terri -
torio nacional. Esta reforma se consagra en la adecuación
al artículo 16 que se propone a esa Soberanía. 

En lo particular, y con el fin de coadyuvar en la simplifica-
ción de procedimientos operativos y hacer más eficiente la
aplicación de recursos, se proponen adecuaciones a los ar-
tículos 1, 17, 22, fracciones II y VIII 31, fracción X, 47,
fracciones I, IV, VI, 47 Bis, 50, fracción III, y 53. Estas re-
formas incorporan criterios específicos que deberán refle-
jarse en una mejora regulatoria en las políticas, bases y li-

neamientos que cada dependencia y entidad debe emitir y
en lo particular serían benéficos para las instancias del Sec-
tor Salud, las cuales por su naturaleza requieren de una ma-
yor prontitud en el abasto de bienes y servicios conforme a
los fines que tienen encomendados. 

Por lo que respecta a las reformas que se proponen a esa
Soberanía de la Ley de Obras Públicas y Servicios Rela-
cionados con las Mismas, se tomó como elemento funda-
mental, la necesidad de encontrar alternativas de fomento y
apoyo a la industria de la Construcción, de tal forma que la
planta nacional contribuya al desarrollo de proyectos estra-
tégicos. 

En este contexto, el proyecto de reformas y adiciones, tie-
ne por objeto el de explorar nuevos sistemas jurídicos que
permitan al país asimilar con oportunidad los efectos de la
globalización y de la apertura económica, procurándose la
transparencia de los procedimientos, la debida conclusión
de las obras y la mayor participación de la industria nacio-
nal. 

Por ello, el presente proyecto de reformas y adiciones, tie-
ne dos objetivos generales que no modifican la esencia de
la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, pero sí introducen precisiones tendientes a lograr
una mejor aplicación del ordenamiento. 

El primer objetivo es el de fortalecer los métodos de eva-
luación y los procedimientos para la resolución de las con-
troversias, incorporándose mecanismos que la práctica in-
ternacional reconoce como eficientes y oportunos. 

El segundo objetivo, tiende a fomentar la participación ciu-
dadana, la simplificación administrativa y la mayor trans-
parencia en los procedimientos de contratación; en este
sentido más adelante se describen las adecuaciones que se
proponen en estos rubros. 

Con el objeto de suplir la deficiencia que existe en los con-
tratos que se pacten en moneda extranjera, se propone la
posibilidad de que en los contratos se pueda pactar el ajus-
te de costos, mediante la reforma al artículo 33, fracción VI
de la Ley. 

Se promueve fomentar la participación de empresas efi-
cientes y cumplidas en los procedimientos de contratación
y ejecución de obras públicas, al permitirse la participación
de la ciudadanía en los actos de licitación o en la revisión
y elaboración de bases; asimismo mediante la reforma al
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artículo 36, se hace permisible el registro previo de contra-
tistas. 

Mediante la reforma al artículo 38 y la adición de los artí-
culos 38 Bis y 38 Ter, se precisan los métodos de evalua-
ción que las dependencias y entidades podrán utilizar du-
rante el procedimiento de contratación, como son los
métodos de puntos y porcentajes y el de la subasta descen-
dente, el cual consiste en que una vez conocido el mejor
precio propuesto en una licitación para la contratación de
ciertas obras y servicios relacionados con las mismas, se
les permita a los licitantes, en acto público, mejorar su pro-
puesta económica con la finalidad de que el gobierno logre
ahorros sin perjuicio de la calidad de las obras a contratar. 

Con el objeto de que se cuente con un modelo que facilite
la contratación de trabajos de mantenimiento, remodela-
ción, conservación, restauración y perforación, se introdu-
ce en el artículo 45 de la Ley, el contrato abierto, con el
cual se tendrá una mayor agilidad y oportunidad en el con-
trol y seguimiento de los trabajos. 

Con el fin de promover el efectivo desarrollo de las obras
públicas, se plantea que las dependencias y entidades pue-
dan otorgar anticipos a los convenios que tengan que sus-
cribirse con motivo de modificaciones a los contratos. Es-
ta adecuación se plantea en el artículo 50 fracción VI de la
Ley. 

Por las anteriores consideraciones y con fundamento en lo
dispuesto por la fracción I del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permi-
to someter a la consideración de esa honorable Soberanía
la presente Iniciativa de 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIO-
NAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS
Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO Y DE LA LEY
DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONA-
DOS CON LAS MISMAS. 

ARTICULO PRIMERO.- Se Reforman los artículos 1; 2,
fracción VII; 3, fracciones VII y VIII; 7; 8; 10; 11; 12; 13;
14; 15; 16 en su primer párrafo; 17; la denominación del
Título Segundo; 19; 20 en su primer párrafo; 21; 22, frac-
ciones II y III; 24 en su primer párrafo; 25; 26 en sus pá-
rrafos tercero y cuarto; 27 en sus párrafos segundo y quin-
to; 28; 29 en su primer párrafo y fracciones III, X y XI; 30;
31 en su primer párrafo y fracciones II, III, IV, V, VI, VIII,

IX, X, XI, XII, XVI, XVII y XVIII, y segundo párrafo; 33,
fracción II; 34; 35; 36; 37 en su último párrafo; 38 en sus
párrafos primero y tercero; 40 en su párrafo segundo; 41,
fracciones I, II, IV, VI, VII, X, XVI, XVII y XVIII; 42; 43,
fracciones I, III, IV, V y VI; 45 en su párrafo primero y
fracciones III, IV, V, VI, IX, X y XI; 46; 47, fracciones I,
III y IV; 48, fracción I, y párrafos segundo y tercero; 49,
fracción III; 50, fracciones I, II, III, VI, X y XI; 51; 52; 53
en su primer párrafo; 54; 56 en sus párrafos primero y ter-
cero; 58 en su primer párrafo; 60 en su primer párrafo y
fracciones III y IV; 61, fracción II; 62; la denominación del
Título Séptimo; 65; 66 en sus párrafos primero y tercero;
68 en sus párrafos primero y segundo; 69, fracciones II y
III; 72 en su párrafo segundo, y 73; se Adicionan los artí -
culos 1 Bis; 3 con una fracción IX, y un último párrafo; 12
Bis; 16 con un tercer párrafo; 16 Bis; 22 con un último pá-
rrafo; 26 con un párrafo tercero, pasando los actuales pá-
rrafos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto; 26 Bis; 27 con
los párrafos tercero y séptimo, recorriéndose en su orden
los actuales párrafos tercero, cuarto y quinto para ser cuar-
to, quinto y sexto; 29 con una fracción XII; 31 con las frac-
ciones XIX, XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV, XXV y XXVI,
y con un último párrafo; 33 con un último párrafo; 36 Bis;
36 Ter; 38 con un párrafo segundo, recorriéndose en su or-
den los actuales párrafos segundo y tercero para ser terce-
ro y cuarto; 41 con las fracciones XIX y XX; 43 con una
fracción VII; 45 con una fracción XII, y un penúltimo y úl-
timo párrafos; 47 con las fracciones V y VI; 47 Bis; 48 con
un párrafo tercero, pasando el actual párrafo tercero a ser el
cuarto; 50 con las fracciones XII y XIII, y los penúltimo y
último párrafos; 53 con un párrafo segundo, recorriéndose
en su orden los actuales párrafos segundo y tercero para ser
tercero y cuarto; 55 Bis; 56 con un párrafo cuarto; 60 con
una fracción V, y un párrafo tercero, pasando el actual pá-
rrafo tercero a ser el cuarto; 68 con un último párrafo; 69
con una fracción IV; 72 con los párrafos segundo y cuarto,
recorriéndose en su orden los actuales párrafos segundo y
tercero para ser tercero y quinto; al Título Séptimo un Ca-
pítulo Tercero que se denomina Del Arbitraje; 74; 75; 76;
77 y 78; y se Derogan la fracción VII del artículo 20; las
fracciones I, V y VIII del artículo 22, y el último párrafo
del artículo 40 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamien-
tos y Servicios del Sector Público, para quedar como sigue: 

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público y tiene
por objeto regular las acciones relativas a la planeación,
programación, presupuesto, contratación, gasto y control
de las adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles y
la prestación de servicios de cualquier naturaleza, que rea-
licen: 
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I. Las unidades administrativas de la Presidencia de la Re-
pública; 

II. Las Secretarías de Estado, Departamentos Administrati-
vos y la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal; 

III. La Procuraduría General de la República; 

IV. Los organismos descentralizados; 

V. Las empresas de participación estatal mayoritaria y los
fideicomisos públicos que de conformidad con las disposi-
ciones aplicables, sean considerados entidades paraestata-
les, y 

VI. Las entidades federativas o el Distrito Federal, con car-
go total o parcial a fondos federales, conforme a los con-
venios que celebren con el Ejecutivo Federal, con la parti-
cipación que, en su caso, corresponda a los municipios
interesados. No quedan comprendidos los fondos previstos
en el Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal.

Las personas de derecho público de carácter federal con
autonomía derivada de la Constitución, aplicarán los crite-
rios y procedimientos previstos en esta Ley, en lo que no se
contraponga a los ordenamientos legales que los rigen, su-
jetándose a sus propios órganos de control. 

Los fideicomisos públicos que conforme a las disposicio-
nes aplicables no sean considerados entidades paraestata-
les, realizarán las adquisiciones y arrendamientos de bien-
es muebles y la prestación de servicios, de acuerdo a lo que
al efecto se establezca en los contratos constitutivos de di-
chos fideicomisos, en los que se deberá prever la aplica-
ción de esta Ley en lo conducente, en las reglas de opera-
ción respectivas y en las disposiciones administrativas que,
en su caso, estime necesario expedir la Contraloría o la Se-
cretaría, en el ámbito de sus respectivas atribuciones. 

Los comités técnicos de los fideicomisos referidos en el pá-
rrafo anterior llevarán a cabo, en lo aplicable, las funciones
que esta Ley confiere a los comités de adquisiciones, arren-
damientos y servicios. 

Los titulares de las dependencias y los órganos de gobier-
no de las entidades emitirán, bajo su responsabilidad y de
conformidad con este mismo ordenamiento, las políticas,
bases y lineamientos generales para las materias a que se
refiere este artículo. 

Los lineamientos, bases y normas específicas podrán ser
establecidas por los oficiales mayores o equivalentes en las
dependencias y entidades. 

Las disposiciones a que se refieren los dos párrafos ante-
riores deberán difundirse en la página de internet de la de-
pendencia o entidad, o en cualquier otro medio que deter-
mine la Contraloría. 

Las disposiciones que se emitan conforme a lo previsto en
este artículo no podrán ser más restrictivas que sus simila-
res contenidas en la presente Ley. 

Las dependencias y entidades se abstendrán de crear fidei-
comisos, otorgar mandatos o celebrar actos o cualquier ti-
po de contratos, que evadan lo previsto en este ordena-
miento. 

Artículo 1 Bis.- No serán aplicables las disposiciones de
esta Ley a: 

I. Los servicios de mercado de valores y de banca y crédi-
to, salvo el arrendamiento financiero que las dependencias
y entidades contraten con instituciones financieras, nacio-
nales o extranjeras; 

II. Los bienes recibidos en consignación por las dependen-
cias y entidades, para su comercialización a sus empleados
y al público en general; 

III. Las operaciones que celebren las sociedades mercan-
tiles adquiridas por la federación por causas de utilidad
pública, hasta en tanto se les atribuya el carácter de enti-
dades, y 

IV. Los convenios que celebren las entidades de seguridad
social con particulares para la prestación del servicio de
guardería, siempre que los proveedores deban aportar la in-
fraestructura necesaria.

Los titulares de las dependencias y los órganos de gobier-
no de las entidades, establecerán las políticas generales a
las que se sujetará la contratación de los bienes o servicios
a que se refiere este artículo, observando las disposiciones
que en cada caso le resulten aplicables. Preferentemente, se
difundirán los procedimientos para fomentar la participa-
ción de proveedores potenciales. 

Artículo 2.- ... 
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I a VI. .......... 

VII. Licitante: la persona que presente propuesta en cual-
quier procedimiento de licitación pública, o bien, de invi-
tación a cuando menos tres personas.

Artículo 3.- ........... 

I a VI. .......... 

VII. La prestación de servicios profesionales, así como la
contratación de consultorías, asesorías, estudios e investi-
gaciones, excepto la contratación de servicios personales
bajo el régimen de honorarios; 

VIII. Los servicios de largo plazo que sean prestados por
un proveedor, a través de la utilización de bienes de cual-
quier índole que éste construya o provea con el objeto de
prestar dichos servicios, incluyendo los contratos que
prevean la posible transmisión de la propiedad de los
bienes, y 

IX. En general, los servicios de cualquier naturaleza cuya
prestación genere una obligación de pago para las depen-
dencias y entidades, cuyo procedimiento de contratación
no se encuentre regulado en forma específica por otras dis-
posiciones legales.

No se considerarán adquisiciones, arrendamientos y servi-
cios para los efectos de esta Ley, aquellos que contraten las
dependencias y entidades para proveerse de bienes o servi-
cios de otras dependencias o entidades que formen parte de
la administración pública federal, de una entidad federati-
va o del Distrito Federal. Independientemente de lo ante-
rior, el monto de estas operaciones se considerará en el pre-
supuesto de adquisiciones, arrendamientos y servicios a
que se refiere esta Ley. 

Artículo 7.- La Secretaría, la Secretaría de Economía y la
Contraloría, en el ámbito de sus respectivas competencias,
estarán facultadas para interpretar esta Ley para efectos
administrativos. 

La Contraloría dictará las disposiciones administrativas
que sean estrictamente necesarias para el adecuado cum-
plimiento de esta Ley, tomando en cuenta la opinión de la
Secretaría y, cuando corresponda, la de la Secretaría de
Economía. Tales disposiciones se publicarán en el Diario
Oficial de la Federación. 

Artículo 8.- Atendiendo a las disposiciones de esta Ley y
a las demás que de ella emanen, la Secretaría de Economía
dictará y publicará en el Diario Oficial de la Federación las
reglas que deban observar las dependencias y entidades,
derivadas de programas que tengan por objeto promover la
participación de las empresas nacionales, especialmente de
las micro, pequeñas y medianas. 

Para la expedición de las reglas a que se refiere el párrafo
anterior, la Secretaría de Economía tomará en cuenta la
opinión de la Secretaría y de la Contraloría. 

Artículo 10.- En los casos de adquisiciones, arrendamien-
tos o servicios financiados con fondos provenientes de cré-
ditos externos otorgados al Gobierno Federal o con su ga-
rantía por organismos financieros regionales o
multilaterales, los procedimientos, requisitos y demás dis-
posiciones para su contratación serán establecidos, con la
opinión de la Secretaría, por la Contraloría aplicando en lo
procedente lo dispuesto por esta Ley; y deberán precisarse
en las convocatorias, invitaciones, bases y contratos co-
rrespondientes. 

Artículo 11.- En lo no previsto por esta Ley y demás dis-
posiciones que de ella se deriven, serán aplicables supleto-
riamente el Código Civil Federal, la Ley Federal de Proce-
dimiento Administrativo y el Código Federal de
Procedimientos Civiles. 

Artículo 12.- Las dependencias y entidades, podrán con-
tratar el arrendamiento con o sin opción a compra, formu-
lando previamente un estudio de costo beneficio, en el cual
se acrediten las ventajas respecto de la adquisición del bien
de que se trate. 

Artículo 12 Bis.- Para la adquisición de bienes usados o
reconstruidos, las dependencias y entidades estarán obliga-
das a realizar un estudio de costo beneficio, en el que, con-
siderando el avalúo emitido por institución de crédito, co-
rredores públicos u otros terceros capacitados para ello,
conforme a las disposiciones aplicables, expedido dentro
de los seis meses previos y vigente al momento de la adju-
dicación del contrato respectivo, se demuestre la conve-
niencia de su adquisición comparativamente con bienes
nuevos; el citado estudio y avalúo deberán integrarse al ex-
pediente de la contratación respectiva. 

Artículo 13.- Las dependencias o entidades no podrán fi-
nanciar a proveedores la adquisición o arrendamiento de
bienes o la prestación de servicios, cuando éstos vayan a
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ser objeto de contratación por parte de las propias depen-
dencias o entidades, salvo que, de manera excepcional y
por tratarse de proyectos de infraestructura, se obtenga la
autorización previa y específica de la Secretaría y de la
Contraloría. No se considerará como operación de finan-
ciamiento, el otorgamiento de anticipos en los contratos
que deriven de los procedimientos regulados por la presen-
te Ley, los cuales en todo caso, deberán garantizarse en los
términos del artículo 48 de esta Ley. 

Tratándose de bienes sobre pedido, cuyo proceso de fabri-
cación sea superior a 90 días naturales, la dependencia o
entidad deberá otorgar por lo menos el veinte por ciento de
anticipo, salvo la existencia de causas que impidan a la
convocante hacerlo. 

El oficial mayor o su equivalente en las dependencias y en-
tidades podrá autorizar pagos por adelantado en los contra-
tos que no sea posible pactar que su precio se cubra con
posterioridad al suministro o prestación de los bienes o ser-
vicios, siempre y cuando la entrega de los bienes o la pres-
tación de los servicios se realice en el mismo ejercicio en
que se realice su pago. 

Artículo 14.- En los procedimientos de contratación de ca-
rácter internacional, las dependencias y entidades optarán,
en igualdad de condiciones, por el empleo de los recursos
humanos del país y por la adquisición y arrendamiento de
bienes producidos en el país y que cuenten con el porcen-
taje de contenido nacional indicado en el artículo 28, frac-
ción II, de esta Ley, los cuales deberán contar, en la com-
paración económica de las propuestas, con un margen
hasta del diez por ciento de preferencia en el precio res-
pecto de los bienes de importación, conforme a las reglas
que establezca la Secretaría de Economía, previa opinión
de la Secretaría y de la Contraloría. 

Artículo 15.- ........... 

Sin perjuicio de lo anterior el proveedor tendrá la opción de
agotar previamente el procedimiento de conciliación y, por
acuerdo de las partes, las controversias podrán ser resuel-
tas mediante el arbitraje dentro de los procedimientos rela-
tivos que establece esta Ley. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará a los orga-
nismos descentralizados sólo cuando sus leyes no contem-
plen de manera expresa el arbitraje. 

Los actos, contratos y convenios que las dependencias y
entidades realicen o celebren en contravención a lo dis-
puesto por esta Ley, serán nulos previa determinación de la
autoridad competente. 

Artículo 16.- Los contratos celebrados en el extranjero res-
pecto de bienes o servicios que deban ser utilizados o pres-
tados fuera del territorio nacional, se adjudicarán mediante
los procedimientos de contratación que regula esta Ley,
debiendo considerar la legislación del lugar donde se reali -
cen dichos actos, así como por lo que se establezca en las
políticas, bases y lineamientos a que se refiere el artículo 1
de este ordenamiento. 

............. 

Sin embargo, cuando para los bienes y servicios a que se
refiere el párrafo anterior no exista producción nacional, la
licitación pública internacional podrá celebrarse en el ex-
tranjero, bajo las siguientes condiciones: 

I. El procedimiento de contratación se sujetará a las dispo-
siciones de esta Ley; 

II. Previo a su convocatoria se obtendrá la opinión de la co-
misión consultiva mixta de abastecimiento correspondien-
te, sobre la no existencia de producción nacional; en el ca-
so de que no exista dicha comisión, deberá obtenerse la
opinión de la cámara, asociación, o agrupación empresarial
representativa del ramo respectivo; 

III. La junta de aclaraciones, la celebración del acto de pre-
sentación y apertura de proposiciones y, en su caso el acto
de fallo se celebrarán en un solo sitio, y 

IV. El lugar de entrega podrá establecerse en los términos
que resulten más convenientes para la convocante, seña-
lando en las bases de licitación de manera clara y objetiva
y sin que ello tenga por objeto beneficiar a algún licitante,
la forma en que serán evaluadas las propuestas, en igualdad
de condiciones. El idioma o idiomas en que podrán pre-
sentarse las propuestas, será determinado por la dependen-
cia o entidad convocante.

Artículo 16 Bis.- Se establece la Comisión Federal de
Contrataciones Gubernamentales como un órgano descon-
centrado de la Contraloría, con autonomía técnica y fun-
cional, con las siguientes atribuciones: 
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I. Interpretar para efectos administrativos, en el ámbito de
competencia de la Contraloría, las disposiciones de esta
Ley, así como emitir los criterios normativos correspon-
dientes; 

II. Asesorar y capacitar en las materias que regula esta Ley; 

III. Auxiliar a las dependencias y entidades a desarrollar
adecuadamente sus procedimientos de contratación, me-
diante la realización de revisiones técnico normativas; 

IV. Instruir procedimientos administrativos por infraccio-
nes a esta Ley, e imponer a los interesados, licitantes y pro-
veedores las sanciones correspondientes en los términos
del propio ordenamiento legal; 

V. Atender las quejas que presenten los proveedores, des-
ahogando el procedimiento de conciliación previsto por es-
ta Ley; 

VI. Establecer los procedimientos, requisitos y demás dis-
posiciones para la contratación de adquisiciones, arrenda-
mientos y servicios, financiadas con fondos provenientes
de créditos externos otorgados al Gobierno Federal o con
su garantía; 

VII. Emitir las reglas para el registro de las personas que
puedan fungir como árbitros; 

VIII. Normar el uso de los medios remotos de comunica-
ción electrónica en lo relativo a los procedimientos de con-
tratación y la difusión de la información que de ellos se de-
rive. El alcance de la normatividad que al efecto se expida,
excluirá los aspectos técnicos necesarios para su desarro-
llo, tales como medios de seguridad, certificación e identi-
ficación electrónica, y 

IX. Las demás que establezcan otras disposiciones.

El Secretario de la Contraloría designará al Titular de la
Comisión Federal de Contrataciones Gubernamentales,
quien representará al propio órgano desconcentrado en to-
da clase de asuntos de su competencia, de conformidad con
las disposiciones de su Reglamento Interior. 

La Comisión contará con un órgano consultivo cuya inte-
gración y funcionamiento se establecerá en su Reglamen-
to. En dicho órgano consultivo participarán representantes
del sector público y privado con vinculación en la materia. 

Artículo 17.- Las dependencias y entidades determinarán,
en su caso, los bienes y servicios que, en forma consolida-
da, podrán adquirir, arrendar o contratar entre dos o mas de
ellas, con el objeto de obtener las mejores condiciones en
cuanto a calidad, precio, oportunidad, financiamiento y de-
más circunstancias pertinentes. 

La Secretaría o la Contraloría, podrán llevar a cabo accio-
nes para la contratación consolidada de bienes o servicios
de las dependencias y entidades. Cuando lo consideren
conveniente, éstas últimas podrán adherirse a la misma. 

Título Segundo 

De la Planeación, Programación y Presupuesto 

Artículo 19.- La erogación para la contratación de servi-
cios de consultorías, asesorías, estudios e investigaciones,
requerirá de la autorización escrita del titular de la depen-
dencia o entidad, o en quien éste delegue dicha autoriza-
ción, así como del dictamen del área respectiva, de que no
se cuenta con personal capacitado o disponible para su re-
alización. En ningún caso la delegación podrá recaer en
servidor público con nivel inferior al de Director General
en las dependencias o su equivalente en las entidades. 

Concluida la prestación del servicio, el titular del área res-
ponsable de su recepción deberá emitir un dictamen que
evalúe el resultado obtenido y si éste cumplió el objeto del
contrato. 

Artículo 20.- Las dependencias y entidades formularán sus
programas anuales de adquisiciones, arrendamientos y ser-
vicios, y los que abarquen más de un ejercicio presupues-
tario, así como sus respectivos presupuestos, considerando: 

I a VI. ............ 

VII. (Se deroga); 

VIII a IX. .........

Artículo 21.- Las dependencias y entidades pondrán a dis-
posición de los interesados, a través de su página en inter-
net o la de su coordinadora del sector, a más tardar el 30 de
noviembre de cada año, su programa anual estimado de ad-
quisiciones, arrendamientos y servicios del siguiente ejer-
cicio, con excepción de aquella información que, de con-
formidad con las disposiciones aplicables, sea de
naturaleza reservada, en los términos establecidos en la
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Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental. 

El citado programa deberá ser actualizado y difundido por
el mismo medio a más tardar el 31 de marzo del ejercicio
fiscal vigente, el cual será de carácter informativo, no im-
plicará compromiso alguno de contratación y podrá ser adi-
cionado, modificado, suspendido o cancelado, sin respon-
sabilidad alguna para la dependencia o entidad de que se
trate. 

Artículo 22.- ............ 

I. (Se deroga); 

II. Dictaminar, previamente a la iniciación del procedi-
miento, sobre la procedencia de no celebrar licitaciones pú-
blicas por encontrarse en alguno de los supuestos de ex-
cepción previstos en el artículo 41 de esta Ley, salvo en los
casos de las fracciones II, V y XII del propio precepto. Di-
cha función también podrá ser ejercida directamente por el
titular de la dependencia o entidad, o aquel servidor públi-
co en quien éste delegue dicha función. En ningún caso la
delegación podrá recaer en servidor público con nivel infe-
rior al de Director General en las dependencias o su equi-
valente en las entidades; 

III. Proponer las políticas, bases y lineamientos generales
en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios,
así como autorizar los supuestos no previstos en éstos, in-
formándolo al titular de la dependencia o al órgano de go-
bierno en el caso de las entidades y posteriormente, en su
caso, someterlo a su consideración para su inclusión en las
ya emitidas; 

IV. ............ 

V. (Se deroga); 

VI a VII. .......... 

VIII. (Se deroga), y 

IX. ...........

............ 

........... 

La Contraloría podrá participar como asesor en los comités
a que se refiere este artículo, fundando y motivando el sen-
tido de sus opiniones. 

Artículo 24.- En las adquisiciones, arrendamientos y ser-
vicios, cuya vigencia rebase un ejercicio presupuestario,
las dependencias o entidades deberán determinar tanto el
presupuesto total como el relativo a los ejercicios de que se
trate; en la formulación de los presupuestos de los ejerci-
cios subsecuentes se considerarán los costos que, en su mo-
mento, se encuentren vigentes, y se dará prioridad a las
previsiones para el cumplimiento de las obligaciones con-
traídas en ejercicios anteriores. 

........... 

Artículo 25.- Las dependencias y entidades podrán convo-
car, adjudicar o contratar adquisiciones, arrendamientos y
servicios, solamente cuando se cuente con la autorización
global o específica, por parte de la Secretaría, del presu-
puesto de inversión y de gasto corriente, según sea el caso,
conforme a los cuales deberán programarse los pagos res-
pectivos. 

En casos excepcionales y previa aprobación de la Secreta-
ría, las dependencias y entidades podrán convocar, adjudi-
car y formalizar contratos cuya vigencia inicie en el ejerci-
cio fiscal siguiente de aquél en el que se formalizan. Los
referidos contratos estarán sujetos a la disponibilidad pre-
supuestaria del año en el que se prevé el inicio de su vi-
gencia, por lo que sus efectos estarán condicionados a la
existencia de los recursos presupuestarios respectivos, sin
que la no realización de la referida condición suspensiva
origine responsabilidad alguna para las partes. Cualquier
pacto en contrario a lo dispuesto en este párrafo se consi-
derará nulo. 

Artículo 26.- ........... 

I a III. ........

.............. 

La licitación pública inicia con la publicación de la convo-
catoria y, en el caso de la invitación a cuando menos tres
personas, con la entrega de la primera invitación; ambos
procedimientos concluyen con la firma del contrato. 

La Secretaría de Economía, mediante reglas de carácter ge-
neral y tomando en cuenta la opinión de la Contraloría, de-
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terminará los criterios para la aplicación de las reservas,
mecanismos de transición u otros supuestos establecidos
en los tratados. 

La Contraloría pondrá a disposición pública, a través de los
medios de difusión electrónica que establezca, la informa-
ción que obre en su base de datos correspondiente a las
convocatorias y bases de las licitaciones y, en su caso, sus
modificaciones; las actas de las juntas de aclaraciones y de
visita a instalaciones, los fallos de dichas licitaciones o las
cancelaciones de éstas, y los datos relevantes de los con-
tratos adjudicados; así como otra información relativa a las
materias que regula esta Ley, con excepción de aquella
que, de conformidad con las disposiciones aplicables, sea
de naturaleza reservada, en los términos establecidos en la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental. 

Artículo 26 Bis.- Los titulares de las dependencias y enti-
dades, siempre que las ventajas para ello se acrediten me-
diante estudio de costo beneficio, podrán autorizar en los
términos previstos en la presente Ley, la contratación de
terceros para que por cuenta y orden de aquéllas lleven a
cabo los procedimientos de contratación, excluyendo el
presidir los actos correspondientes y firmar las actas y de-
más documentación vinculante. 

La facultad de autorización a que se refiere el párrafo ante-
rior, podrá delegarse en el servidor público con nivel igual
o superior al de Director General en las dependencias o su
equivalente en las entidades. 

Los procedimientos de contratación que realicen los terce-
ros, se sujetarán a lo establecido en la presente Ley. 

Los contratos derivados de dichos procedimientos serán
formalizados por los servidores públicos facultados para
ello conforme a las disposiciones que les resulten aplica-
bles y a las políticas, bases y lineamientos a que se refiere
el artículo 1 de esta Ley. 

La responsabilidad de los procedimientos de contratación
quedará a cargo de los servidores públicos que celebren la
contratación específica con el tercero de que se trate, sin per-
juicio de las sanciones a que se haga acreedor este último en
términos de esta Ley, excepto en los casos en los que el in-
cumplimiento se deba a causas no imputables al tercero. 

En la contratación de los terceros a que se refiere el primer
párrafo de este artículo, deberán preverse las responsabili -

dades y sanciones por los daños y perjuicios que se origi -
nen por su actuación indebida. 

Artículo 27.- ........... 

El sobre a que hace referencia este artículo podrá entregar-
se, a elección del licitante, en el lugar de celebración del
acto de presentación y apertura de proposiciones; o bien, si
así lo establece la convocante, enviarlo a través del servi-
cio postal o de mensajería, o por medios remotos de comu-
nicación electrónica, conforme a las disposiciones admi-
nistrativas que establezca la Contraloría. 

Las unidades administrativas de las dependencias y entida-
des que se encuentren autorizadas por la Contraloría para
realizar licitaciones públicas mediante el uso de medios re-
motos de comunicación electrónica, estarán obligadas a re-
alizar todos sus procedimientos de licitación mediante di-
cha vía, salvo en los casos justificados que autorice la
Contraloría. Lo anterior, sin perjuicio de que los licitantes
puedan optar por presentar sus propuestas por escrito du-
rante el acto de presentación y apertura de propuestas. 

.......... 

........ 

La Contraloría operará y se encargará del sistema de certi -
ficación de los medios de identificación electrónica que
utilicen las dependencias, entidades o los licitantes y será
responsable de ejercer el control de estos medios, salva-
guardando la confidencialidad de la información que se re-
mita por esta vía. 

La Contraloría deberá aceptar la certificación de medios de
identificación electrónica que realicen las dependencias y
entidades, las entidades federativas y el Distrito Federal,
así como terceros facultados por autoridad competente en
la materia, cuando los sistemas de certificación empleados
se ajusten a las disposiciones que emita la Contraloría. 

Artículo 28.- Las licitaciones públicas podrán ser: 

I. Internacionales, cuando puedan participar tanto personas
de nacionalidad mexicana como extranjera, cualquiera que
sea el origen de los bienes a adquirir o arrendar y de los
servicios, en los siguientes casos: 

a) Cuando resulte obligatorio conforme a lo establecido en
los tratados. 
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Estas licitaciones se podrán convocar con la denominación
de diferenciadas, en cuyo caso sólo podrán participar en és-
tas los licitantes, o referirse a bienes y servicios que resul-
ten obligatorios en términos de los tratados, mediante las
reglas que para tal efecto establezca la Secretaría de Eco-
nomía, previa opinión de la Secretaría y de la Contraloría.
Si la licitación no fuere convocada como diferenciada po-
drán participar licitantes, o referirse a bienes y servicios de
cualquier país; 

b) Aunque no resulte obligatorio conforme a lo establecido
en los tratados: 

b.1) Cuando mediante investigación de mercado que reali-
ce la dependencia o entidad convocante, en los términos
que establezcan las disposiciones reglamentarias corres-
pondientes, no exista oferta de bienes producidos en Méxi-
co o servicios prestados por personas de nacionalidad me-
xicana en la cantidad o calidad requeridas, o sea
conveniente en términos de precio. Para determinar la con-
veniencia de precio de los bienes nacionales, se considera-
rá un margen hasta del diez por ciento a favor del precio
prevaleciente en el mercado nacional, respecto de los pre-
cios de bienes de procedencia extranjera que resulten de la
investigación; 

b.2) Cuando habiéndose realizado una de carácter nacio-
nal, no se presente alguna propuesta o ninguna cumpla
con los requisitos a que se refiere la fracción II de este ar-
tículo, o 

b.3) Cuando así se estipule para las contrataciones finan-
ciadas con créditos externos otorgados al gobierno federal
o con su garantía. 

En este tipo de licitaciones la Secretaría de Economía, me-
diante publicación en el Diario Oficial de la Federación,
determinará los casos en que los participantes deban mani-
festar ante la convocante que los precios que presentan en
su propuesta económica no se cotizan en condiciones de
prácticas desleales de comercio internacional en su moda-
lidad de discriminación de precios o subsidios; 

II. Nacionales:

a) Tratándose de adquisición o arrendamiento de bienes;
cuando únicamente puedan participar personas de naciona-
lidad mexicana y los bienes a adquirir o arrendar sean pro-
ducidos en el país y cuenten por lo menos con un cincuen-
ta por ciento de contenido nacional. La Secretaría de

Economía, previa opinión de la Secretaría y de la Contra-
loría, mediante reglas de carácter general, establecerá los
casos de excepción correspondientes a dichos requisitos,
así como un procedimiento expedito para determinar el
grado de contenido nacional de los bienes. 

La Secretaría de Economía, emitirá lineamientos y autori-
zará a organismos de certificación o unidades técnicas es-
pecializadas públicas o privadas a fin de que éstas, a soli -
citud del órgano interno de control correspondiente o un
particular, realicen visitas para verificar que los bienes
cumplan con los requisitos señalados en el párrafo anterior,
reportando los resultados al órgano interno de control res-
pectivo. Los gastos que se deriven de la visita mencionada
correrán a cargo del particular, o de la dependencia o enti-
dad convocante cuando, según sea el caso, éstos lo solici-
ten, o 

b) Tratándose de la contratación de servicios; cuando úni-
camente puedan participar personas de nacionalidad mexi-
cana.

Los servicios que incluyan el suministro de bienes, cuando
el valor de éstos sea superior al cincuenta por ciento del va-
lor total de la contratación, se considerarán como adquisi-
ción de bienes. 

Artículo 29.- Las convocatorias podrán referirse a uno o
más bienes o servicios, y contendrán, en lo aplicable, lo si-
guiente: 

I a II. ............ 

III. La fecha, hora y lugar de celebración del acto de pre-
sentación y apertura de proposiciones, de la primera junta
de aclaración a las bases de licitación, en su caso, la reduc-
ción del plazo a que alude el artículo 33 de la presente Ley,
y el señalamiento de si se aceptará el envío de propuestas
por servicio postal o de mensajería, o por medios remotos
de comunicación electrónica; 

IV a IX. .......... 

X. La indicación de que no podrán participar las personas
que se encuentren en los supuestos del artículo 50 de esta
Ley; 

XI. En el caso de arrendamiento, la indicación de si éste es
con o sin opción a compra, y 
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XII. La indicación de que cualquier persona podrá asistir a
los diferentes actos de la licitación en calidad de observa-
dor, sin necesidad de adquirir las bases, registrando previa-
mente su participación.

Artículo 30.- Las convocatorias se publicarán en el Diario
Oficial de la Federación o en la publicación especializada
que determine la Contraloría. 

Artículo 31.- Las bases que emitan las dependencias y en-
tidades para las licitaciones públicas se pondrán a disposi-
ción de los interesados, tanto en el domicilio señalado por
la convocante como en los medios de difusión electrónica
que establezca la Contraloría, a partir del día en que se pu-
blique la convocatoria y hasta, inclusive, el sexto día natu-
ral previo al acto de presentación y apertura de proposicio-
nes, siendo responsabilidad exclusiva de los interesados
adquirirlas oportunamente durante este periodo y conten-
drán, en lo aplicable, lo siguiente: 

I. ........... 

II. Forma en que se acreditará la existencia y personalidad
jurídica del licitante; 

III. Fecha, hora y lugar de la junta de aclaraciones a las ba-
ses de la licitación, siendo optativa la asistencia a las reu-
niones que se realicen; fecha, hora y lugar de celebración
del acto de presentación y apertura de proposiciones; co-
municación del fallo y firma del contrato; 

IV. Señalamiento de que será causa de descalificación el in-
cumplimiento de alguno de los requisitos establecidos en
las bases de la licitación que afecte la solvencia de la pro-
puesta, así como la comprobación de que algún licitante ha
acordado con otro u otros elevar los precios de los bienes o
servicios, o cualquier otro acuerdo que tenga como fin ob-
tener una ventaja sobre los demás licitantes; 

V. Idioma o idiomas, además del español, en que podrán
presentarse las proposiciones. Los anexos técnicos y folle-
tos podrán presentarse en el idioma del país de origen de
los bienes o servicios, acompañados de una traducción
simple al español. 

Tratándose de bienes y servicios en los que se requiera que
las especificaciones técnicas, las proposiciones, anexos
técnicos y folletos se presenten en un idioma diferente del
español, previa autorización del titular del área solicitante,
se podrá establecer el idioma extranjero en que se formu-

len y presenten dichos documentos sin la traducción res-
pectiva; 

VI. Moneda en que se cotizará y efectuará el pago respec-
tivo. En licitaciones públicas nacionales, las propuestas y
el pago de bienes o servicios se realizará en pesos mexica-
nos. Tratándose de servicio de fletamento de embarcacio-
nes, adquisición de boletos de avión y el aseguramiento de
bienes, las propuestas se podrán presentar en la moneda ex-
tranjera que determine la convocante y su pago se podrá re-
alizar en moneda nacional al tipo de cambio vigente en la
fecha en que éste se realice. En todo caso, se aplicará lo
que dispongan las disposiciones específicas en la materia. 

En licitaciones internacionales, en que la convocante de-
termine efectuar los pagos a proveedores extranjeros en
moneda extranjera, los licitantes nacionales podrán presen-
tar sus proposiciones en la misma moneda extranjera que
determine la convocante. No obstante, el pago que se rea-
lice en el territorio nacional deberá hacerse en moneda
nacional y al tipo de cambio vigente en la fecha en que se
haga dicho pago. Tratándose de proveedores extranjeros,
los pagos podrán hacerse en el extranjero en la moneda
determinada en las bases respectivas; 

VII. ........... 

VIII. Criterios claros y detallados para la evaluación de las
propuestas y adjudicación de los contratos de conformidad
a lo establecido por el artículo 36 de esta Ley; 

IX. Descripción completa de los bienes o servicios, o indi-
cación de los sistemas empleados para identificación de los
mismos; información específica que requieran respecto a
mantenimiento, asistencia técnica y capacitación; relación
de refacciones que deberán cotizarse cuando sean parte in-
tegrante del contrato; aplicación de normas conforme a lo
establecido en la Ley Federal sobre Metrología y Normali-
zación; dibujos; cantidades; muestras, y pruebas que se re-
alizarán, así como método para ejecutarlas; 

X. Plazo y condiciones de entrega; así como la indicación
del lugar, dentro del territorio nacional, donde deberán
efectuarse las entregas. Cuando se trate de diferentes luga-
res de entrega, podrá establecerse que se propongan pre-
cios para cada uno de éstos o uno solo para todos ellos; 

XI. Requisitos que deberán cumplir quienes deseen partici-
par, precisando como serán utilizados en la evaluación; 
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XII. Condiciones de pago, señalando el momento en que se
haga exigible el mismo. Tratándose de adquisiciones de
bienes muebles, podrá establecerse que el pago se cubra
parte en dinero y parte en especie, siempre y cuando el nu-
merario sea mayor, sin perjuicio de las disposiciones rela-
tivas de la Ley General de Bienes Nacionales; 

XIII a XV. ............ 

XVI. Las penas convencionales que serán aplicables por
atraso en la entrega de los bienes o en la prestación de los
servicios, en los términos señalados en el artículo 53 de
esta Ley; 

XVII. La indicación de que el licitante ganador que no fir-
me el contrato por causas imputables al mismo será san-
cionado en los términos del artículo 60 de esta Ley; 

XVIII. En su caso, términos y condiciones a que deberá
ajustarse la participación de los licitantes cuando las pro-
posiciones sean enviadas a través del servicio postal o de
mensajería, o por medios remotos de comunicación elec-
trónica. El que los licitantes opten por utilizar alguno de es-
tos medios para enviar sus proposiciones no limita, en nin-
gún caso, que asistan a los diferentes actos derivados de
una licitación; 

XIX. Las condiciones de precio, en el que se precisará si se
trata de precios fijos o variables, para este último caso, se
deberá indicar la fórmula o mecanismo de ajuste de precios
en los términos que prevé el artículo 44 de esta Ley; 

XX. Los casos en que podrán otorgarse prórrogas para el
cumplimiento de las obligaciones contractuales y los re-
quisitos que deberán observarse; 

XXI. Las causales para la rescisión de los contratos, en los
términos previstos en esta Ley; 

XXII. Las previsiones relativas a los términos y condicio-
nes a las que se sujetará la devolución y reposición de bien-
es por motivos de fallas de calidad o cumplimiento de es-
pecificaciones originalmente convenidas, sin que las
sustituciones impliquen su modificación; 

XXIII. El señalamiento de las licencias, autorizaciones y
permisos que conforme a otras disposiciones sea necesario
contar para la adquisición o arrendamiento de bienes y
prestación de los servicios correspondientes, cuando sean
del conocimiento de la dependencia o entidad; 

XXIV. La indicación de que no podrán participar las per-
sonas físicas o morales inhabilitadas por resolución de la
Contraloría, en los términos de este ordenamiento o de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas. 

Asimismo, la indicación de que los participantes deberán
presentar manifestación bajo protesta de decir verdad de
que por su conducto, no participan en los procedimientos
de contratación establecidos en esta Ley, personas físicas o
morales que se encuentren inhabilitadas en los términos del
párrafo anterior, con el propósito de evadir los efectos de la
inhabilitación, tomando en consideración, entre otros, los
supuestos siguientes: 

a) Personas morales en cuyo capital social participen per-
sonas físicas o morales que se encuentren inhabilitadas en
términos del primer párrafo de esta fracción; 

b) Personas morales que en su capital social participen per-
sonas morales en cuyo capital social, a su vez, participen
personas físicas o morales que se encuentren inhabilitadas
en términos del primer párrafo de esta fracción, y 

c) Personas físicas que participen en el capital social de
personas morales que se encuentren inhabilitadas. 

La participación social deberá tomarse en cuenta al mo-
mento de la infracción que hubiere motivado la inhabilita-
ción. 

La falsedad en la manifestación a que se refiere esta frac-
ción será sancionada en los términos de ley. 

En caso de omisión en la entrega del escrito a que se refie-
re esta fracción, o si de la información y documentación
con que cuente la Contraloría se desprende que personas fí-
sicas o morales pretenden evadir los efectos de la inhabili-
tación, las dependencias y entidades se abstendrán de fir-
mar los contratos correspondientes; 

XXV. La indicación de que en caso de violaciones en ma-
teria de derechos inherentes a la propiedad intelectual, la
responsabilidad estará a cargo del licitante o proveedor se-
gún sea el caso. Salvo que exista impedimento, la indica-
ción de que los mencionados derechos, para el caso de la
contratación de servicios de consultoría, asesorías, estudios
e investigaciones, se estipularán a favor de la dependencia
o entidad de que se trate, en los términos de las disposicio-
nes legales aplicables, y 
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XXVI. El tipo y modelo de contrato.

Para la participación, adjudicación o contratación de ad-
quisiciones, arrendamientos o servicios no se podrán exigir
requisitos que tengan por objeto limitar la libre participa-
ción. En ningún caso se establecerán requisitos o condicio-
nes imposibles de cumplir. Previo a la emisión de la con-
vocatoria, las bases de licitación cuyo presupuesto en
conjunto represente al menos el cincuenta por ciento del
monto total a licitarse por la dependencia o entidad en ca-
da ejercicio fiscal, deberán ser difundidas a través de su pá-
gina en internet o en los medios de difusión electrónica que
establezca la Contraloría, al menos durante cinco días há-
biles, contados a partir del día siguiente al de su difusión en
dicho medio, lapso durante el cual se recibirán los comen-
tarios pertinentes en la dirección electrónica que para tal
fin se señale, o bien, invitarán a los interesados, profesio-
nales, cámaras o asociaciones empresariales del ramo para
participar en la revisión y opinión de las mismas. 

Artículo 33.- ....... 

I. ....... 

II. En el caso de las bases de la licitación, o las modifica-
ciones de éstas, se dé la misma difusión que se haya dado
a la documentación original, o bien, cuando las modifica-
ciones deriven de las juntas de aclaraciones, se ponga a dis-
posición o se entregue copia del acta respectiva a cada uno
de los licitantes que hayan adquirido las bases de la corres-
pondiente licitación.

........ 

.......... 

En las juntas de aclaraciones, las convocantes resolverán
en forma clara y precisa las dudas o cuestionamientos que
sobre las bases de licitación les formulen los interesados,
debiendo constar todo ello, en el acta respectiva que para
tal efecto se levante. 

Artículo 34.- La entrega de proposiciones se hará en sobre
cerrado que contendrá la propuesta técnica y económica.
La documentación distinta a la propuesta podrá entregarse,
a elección del licitante, dentro o fuera del sobre que la con-
tenga. 

Salvo los casos justificados por las dependencias o entida-
des, en las bases de licitación, se establecerá que dos o más

personas podrán presentar conjuntamente proposiciones
sin necesidad de constituir una sociedad, o nueva sociedad
en caso de personas morales, siempre que, para tales efec-
tos, en la propuesta y en el contrato se establezcan con pre-
cisión y a satisfacción de la dependencia o entidad, las par-
tes a que cada persona se obligará, así como la manera en
que se exigiría el cumplimiento de las obligaciones. En
este supuesto la propuesta deberá ser firmada por el re-
presentante común que para ese acto haya sido designado
por el grupo de personas. 

Previo al acto de presentación y apertura de proposiciones,
las convocantes podrán efectuar el registro de participan-
tes, así como realizar revisiones preliminares a la docu-
mentación distinta a la propuesta. Lo anterior será optativo
para los licitantes, por lo que no se podrá impedir el ac-
ceso a quienes hayan cubierto el costo de las bases y de-
cidan presentar su documentación y proposiciones en la
fecha, hora y lugar establecido para la celebración del ci-
tado acto. 

Artículo 35.- El acto de presentación y apertura de propo-
siciones se llevará a cabo conforme a lo siguiente: 

I. Una vez recibidas las proposiciones en sobre cerrado, se
procederá a su apertura, se desecharán las que hubieren
omitido alguno de los requisitos exigidos; 

II. Por lo menos un licitante, si asistiere alguno, y el servi-
dor público de la dependencia o entidad facultado para pre-
sidir el acto o el servidor público que éste designe, rubri-
carán las partes de las propuestas que previamente haya
determinado la convocante en las bases de licitación, las
que para estos efectos constarán documentalmente, debien-
do en seguida dar lectura al importe total de cada una de las
propuestas; 

III. Se levantará acta que servirá de constancia de la cele-
bración del acto de presentación y apertura de las proposi-
ciones, en la que se harán constar las propuestas aceptadas
para su posterior evaluación y el importe de cada una de
ellas, así como las que hubieren sido desechadas y las cau-
sas que lo motivaron; el acta será firmada por los asisten-
tes y se pondrá a su disposición o se les entregará copia de
la misma; la falta de firma de algún licitante no invalidará
su contenido y efectos, poniéndose a partir de esa fecha a
disposición de los que no hayan asistido, para efectos de su
notificación, y 
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IV. En el acta a que se refiere la fracción anterior, se seña-
lará lugar, fecha y hora en que se dará a conocer el fallo de
la licitación; esta fecha deberá quedar comprendida dentro
de los veinte días naturales siguientes a la establecida para
este acto y podrá diferirse, siempre que el nuevo plazo fi -
jado no exceda de veinte días naturales contados a partir
del plazo establecido originalmente para el fallo. La con-
vocante procederá a realizar la evaluación de la o las pro-
puestas aceptadas. Cuando no se hubiere establecido para
dicha evaluación el criterio relativo a puntos y porcentajes,
el de costo beneficio o el método de subasta descendente,
la convocante evaluará, en su caso, al menos las dos pro-
puestas cuyo precio resulte ser más bajo.

Artículo 36.- Las dependencias y entidades para hacer la
evaluación de las proposiciones deberán verificar que las
mismas cumplan con los requisitos solicitados en las bases
de licitación considerando, en su caso, lo siguiente: 

I. Los criterios de evaluación y adjudicación de las pro-
puestas establecidos en las bases de licitación, consideran-
do las características de la contratación que se trate;

II. Corresponderá a los titulares de las dependencias y a los
órganos de gobierno de las entidades establecer dichos cri-
terios en sus políticas, bases y lineamientos, considerando
los principios de transparencia, igualdad, imparcialidad,
claridad, objetividad y precisión, por lo que no podrán es-
tar orientados a favorecer a algún licitante; 

III. Tratándose de servicios, podrá utilizarse el mecanismo
de puntos y porcentajes para evaluar las propuestas, en el
que el rubro relativo al precio tendrá un valor porcentual
del cincuenta por ciento, indicando en las bases la ponde-
ración que corresponderá a cada uno de los demás rubros
que serán considerados en la evaluación, de acuerdo con
los lineamientos que para tal efecto emita la Contraloría.
Asimismo, cuando sea necesario, en el caso de servicios se
solicitará el desglose de precios unitarios, precisando de
qué manera será utilizado éste, y 

IV. Dentro de los criterios de evaluación, podrá establecer-
se el relativo al de costo beneficio, siempre y cuando sea
definido, medible, y aplicable a todas las propuestas.

No serán objeto de evaluación, las condiciones estableci-
das por las convocantes que tengan como propósito facili-
tar la presentación de las proposiciones y agilizar la con-
ducción de los actos de la licitación; así como cualquier
otro requisito cuyo incumplimiento, por sí mismo, no afec-

te la solvencia de las propuestas. La inobservancia por par-
te de los licitantes respecto a dichas condiciones o requisi-
tos no será motivo para desechar sus propuestas. 

Quedan comprendidos entre los requisitos cuyo incumpli-
miento, por sí mismos, no afecten la solvencia de la pro-
puesta, el proponer un plazo de entrega menor al solicita-
do, en cuyo caso, prevalecerá el estipulado en las bases de
licitación; el omitir aspectos que puedan ser cubiertos con
información contenida en la propia propuesta técnica o
económica; el no observar los formatos establecidos, si se
proporciona de manera clara la información requerida; y el
no observar requisitos que carezcan de fundamento legal o
cualquier otro que no tenga por objeto determinar objetiva-
mente la solvencia de la propuesta presentada. En ningún
caso podrán suplirse las deficiencias sustanciales de las
propuestas presentadas. 

Artículo 36 Bis.- Una vez hecha la evaluación de las pro-
posiciones, el contrato se adjudicará a: 

I. Aquél cuya propuesta resulte solvente porque reúne, con-
forme a los criterios de adjudicación establecidos en las ba-
ses de licitación, las condiciones legales, técnicas y econó-
micas requeridas por la convocante, y garantice
satisfactoriamente el cumplimiento de las obligaciones res-
pectivas. 

Si resultare que dos o más proposiciones son solventes por-
que satisfacen la totalidad de los requerimientos solicitados
por la convocante, el contrato se adjudicará a quien pre-
sente la proposición cuyo precio sea el más bajo, incluyen-
do, en su caso, el porcentaje previsto por el artículo 14 de
este ordenamiento, y 

II. La propuesta que tenga la mejor evaluación combinada
en términos de los criterios de puntos y porcentajes o de
costo beneficio.

La convocante emitirá un dictamen que servirá como base
para el fallo, en el que se hará constar una reseña cronoló-
gica de los actos del procedimiento, el análisis de las pro-
posiciones y las razones para admitirlas o desecharlas. 

Artículo 36 Ter.- En los procedimientos de contratación,
en los que no se haya establecido como criterio de evalua-
ción el de puntos y porcentajes o el de costo beneficio, las
dependencias y entidades podrán aplicar, durante el acto de
fallo y previo a la emisión de éste, el método de subasta
descendente, considerando lo siguiente: 
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I. Invariablemente se celebrará en acto público; 

II. No será obligatoria la asistencia de los licitantes; sin
embargo, quienes no asistan perderán el derecho a propo-
ner reducciones a sus precios, excepto que se haya previs-
to la posibilidad de hacerlo por medios remotos de comu-
nicación electrónica; 

III. Una vez efectuada la evaluación de las propuestas y
formulado el dictamen a que se refiere el artículo 36 Bis
de esta Ley, se procederá a dar a conocer el resultado de
ésta, y 

IV. A partir del precio más bajo de las propuestas presen-
tadas, los licitantes que hubieren obtenido resultado técni-
co favorable, durante el acto en que se dé a conocer el re-
sultado, sin que puedan ser modificadas las características,
términos y condiciones de las propuestas, podrán median-
te puja hacia la baja, proponer rebajas sobre los precios
ofertados. Solamente podrán aceptarse pujas de las perso-
nas facultadas para formular propuestas en los procedi-
mientos de contratación.

La duración de la subasta será fijada por la convocante. No
obstante, la subasta deberá permanecer abierta por un pe-
riodo mínimo de una hora y máximo de tres horas. 

El método de subasta descendente podrá llevarse a cabo a
través de los medios remotos de comunicación electrónica
que previamente establezca o autorice la Contraloría. 

La Contraloría mediante lineamientos de carácter general,
podrá recomendar los bienes y servicios en los que se con-
sidere conveniente utilizar este método. 

Artículo 37.- ....... 

............... 

Cuando se advierta la existencia de un error que trascienda
al resultado del fallo, dentro de los cinco días hábiles si-
guientes a su emisión y siempre que no se haya firmado el
contrato, el titular del área responsable del procedimiento
de contratación procederá a su corrección, aclarando o rec-
tificando el fallo mediante acuerdo en el que se harán cons-
tar los motivos que lo originaron y las razones que susten-
tan su enmienda. 

Artículo 38.- Las dependencias y entidades procederán a
declarar desierta una licitación y podrán expedir una se-

gunda convocatoria, cuando las propuestas presentadas no
reúnan los requisitos de las bases de la licitación o sus pre-
cios, conforme a la investigación de precios realizada, no
fueren aceptables. 

Los resultados de la investigación por los que se determine
que los precios no son aceptables, se incluirá en el dicta-
men a que alude el artículo 36 Bis de esta Ley. Dicha de-
terminación se hará del conocimiento de los licitantes en el
fallo correspondiente. 

........... 

Las dependencias y entidades podrán cancelar una licita-
ción, partidas o conceptos incluidos en éstas, por caso for-
tuito o fuerza mayor. De igual manera, podrán cancelar
cuando existan circunstancias, debidamente justificadas,
que provoquen la extinción de la necesidad para adquirir o
arrendar los bienes o contratar la prestación de los servi-
cios, y que de continuarse con el procedimiento de contra-
tación se pudiera ocasionar un daño o perjuicio a la propia
dependencia o entidad. La determinación de dar por cance-
lada la licitación, partidas o conceptos, deberá precisar el
acontecimiento que motiva la decisión, la cual se hará del
conocimiento de los licitantes. 

Artículo 40.- ............ 

La selección del procedimiento que realicen las dependen-
cias y entidades deberá fundarse y motivarse, según las cir-
cunstancias que concurran en cada caso, en criterios de
economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez
que aseguren las mejores condiciones para el Estado. El
acreditamiento del o los criterios en los que se funda; así
como la justificación de las razones para el ejercicio de la
opción, deberá constar por escrito y ser firmado por el titu-
lar del área usuaria o requirente de los bienes o servicios. 

............ 

(Se deroga). 

Artículo 41.- .......... 

I. Por tratarse de obras de arte, o de bienes y servicios pa-
ra los cuales no existan alternativos o sustitutos técnica-
mente razonables, el contrato sólo pueda celebrarse con
una determinada persona porque posee la titularidad o el li-
cenciamiento exclusivo de patentes, derechos de autor u
otros derechos exclusivos; 
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II. Peligre o se altere el orden social, la economía, los ser-
vicios públicos, la salubridad, la seguridad o el ambiente de
alguna zona o región del país como consecuencia de caso
fortuito o de fuerza mayor; 

III. .......... 

IV. Se realicen con fines exclusivamente militares o para la
armada, o sean necesarias para garantizar la seguridad na-
cional, de acuerdo con lo que establece la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guber-
namental; 

V. ........... 

VI. Se hubiere rescindido el contrato respectivo por causas
imputables al proveedor que hubiere resultado ganador en
una licitación. En estos casos la dependencia o entidad po-
drá adjudicar el contrato al licitante que haya presentado la
siguiente proposición solvente más baja, siempre que la di-
ferencia en precio con respecto a la propuesta que inicial-
mente hubiere resultado ganadora no sea superior al diez
por ciento. Tratándose de procedimientos de contratación
en los que se hayan considerado puntos y porcentajes co-
mo método para la evaluación de las proposiciones, se ad-
judicará el contrato respectivo a la propuesta que siga en
calificación; 

VII. Se realice una licitación pública que haya sido decla-
rada desierta, siempre que no se modifiquen los requisitos
esenciales señalados en las bases de licitación; 

VIII a IX. .......... 

X. Se trate de servicios de consultorías, asesorías, estudios,
investigaciones o capacitación, debiendo aplicar el proce-
dimiento de invitación a cuando menos tres personas, entre
las que se incluirán instituciones de educación superior y
centros de investigación. Si la materia de los servicios se
refiriese a información reservada, en los términos estable-
cidos en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental, podrá autorizarse la
contratación mediante adjudicación directa; 

XI a XV. ........... 

XVI. El objeto del contrato sea el diseño y fabricación de
un bien que sirva como prototipo para efectuar las pruebas
que demuestren su funcionamiento. En estos casos la de-
pendencia o entidad deberá pactar que los derechos sobre

el diseño, uso o cualquier otro derecho exclusivo, se cons-
tituyan a favor de la Federación o de las entidades según
corresponda. De ser satisfactorias las pruebas, se formali-
zará el contrato para la producción de mayor número de
bienes por al menos el veinte por ciento de las necesidades
de la dependencia o entidad, con un plazo de tres años; 

XVII. Se trate de equipos especializados, sustancias y
materiales de origen químico, físico químico o bioquími-
co para ser utilizadas en actividades experimentales reque-
ridas en proyectos de investigación científica y desarrollo
tecnológico, siempre que dichos proyectos se encuentren
autorizados por quien determine el titular de la dependen-
cia o el órgano de gobierno de la entidad; 

XVIII. Se acepte la adquisición de bienes o la prestación de
servicios a título de dación en pago, en los términos de la
Ley del Servicio de Tesorería de la Federación; 

XIX. Se trate de la contratación de servicios de diseño y
definición de estrategias de publicidad y comunicación so-
cial, y 

XX. Las adquisiciones de bienes y servicios relativos a la
operación de instalaciones nucleares.

Artículo 42.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
anterior, las dependencias y entidades, bajo su responsabi-
lidad, podrán contratar adquisiciones, arrendamientos y
servicios, sin sujetarse al procedimiento de licitación pú-
blica, a través de los de invitación a cuando menos tres per-
sonas o de adjudicación directa, cuando el importe de cada
operación no exceda los montos máximos que al efecto es-
tablezca la Contraloría, previa opinión de la Secretaría,
mismos que se publicarán en el Diario Oficial de la Fede-
ración, siempre que las operaciones no se fraccionen para
quedar comprendidas en los supuestos de excepción a la li-
citación pública a que se refiere este artículo. 

En estos casos, se invitará a personas cuyas actividades co-
merciales o profesionales estén relacionadas con los bien-
es o servicios objeto del contrato a celebrarse. 

La suma de las operaciones que se realicen al amparo de
este artículo no podrán exceder del veinte por ciento del
presupuesto de adquisiciones, arrendamientos y servicios
autorizado a la dependencia o entidad en cada ejercicio
presupuestario. 
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En casos excepcionales, el titular de la dependencia o el ór-
gano de gobierno de la entidad, bajo su responsabilidad,
podrá fijar un porcentaje mayor al indicado para las opera-
ciones previstas en este artículo, debiéndolo hacer del co-
nocimiento del órgano interno de control. Esta facultad po-
drá delegarse en el oficial mayor o su equivalente en las
dependencias o entidades. 

En el supuesto de que dos procedimientos de invitación a
cuando menos tres personas hayan sido declarados desier-
tos, el titular del área responsable de la contratación en la
dependencia o entidad podrá adjudicar directamente el
contrato. 

Artículo 43.- .......... 

I. El acto de presentación y apertura de proposiciones po-
drá hacerse sin la presencia de los correspondientes licitan-
tes, pero invariablemente se invitará a un representante del
órgano interno de control en la dependencia o entidad; 

II. .......... 

III. En las invitaciones se indicarán, como mínimo, la can-
tidad y descripción completa de los bienes o servicios re-
queridos, o indicación de los sistemas empleados para
identificación de los mismos, plazo y lugar de entrega, así
como condiciones de pago; 

IV. Los plazos para la presentación de las proposiciones se
fijarán para cada operación atendiendo al tipo de bienes o
servicios requeridos, así como a la complejidad para ela-
borar la propuesta. Dicho plazo no podrá ser inferior a cin-
co días naturales a partir de que se entregó la última invi-
tación; 

V. El carácter nacional o internacional en los términos del
artículo 28 de esta Ley; 

VI. A las demás disposiciones de esta Ley que resulten
aplicables, siendo optativo para la convocante la realiza-
ción de la junta de aclaraciones, y 

VII. Difundir la invitación en lugar visible de las oficinas
de la convocante o en su página de internet y en los medios
de difusión que establezca la Contraloría, a título informa-
tivo, incluyendo quienes fueron invitados.

Artículo 45.- Los contratos o pedidos de adquisiciones,
arrendamientos y servicios contendrán, en lo aplicable, lo
siguiente: 

I a II. ............. 

III. El precio unitario o los honorarios unitarios y el im-
porte total a pagar por los bienes o servicios. La Secretaría
podrá autorizar la contratación de los servicios a que se re-
fiere la fracción X del artículo 41 de esta Ley, en los que
no sea posible establecer las cantidades de trabajo total o el
costo total a pagar, y su pago esté sujeto a tarifas de horas
por persona. En estos casos el contrato deberá establecer
un estimado del valor de los trabajos, señalando un monto
máximo del importe total a pagar, la metodología para
ajustar el precio u honorarios a pagar con base en los ser-
vicios prestados y las tarifas de horas por persona que de-
berán ser anexadas al contrato respectivo; 

IV. La fecha o plazo, lugar y condiciones de entrega; 

V. Porcentaje, número y fechas o plazo de las exhibiciones
y amortización de los anticipos que se otorguen; 

VI. Forma, términos y porcentaje para garantizar los anti-
cipos y el cumplimiento del contrato; 

VII a VIII. ......... 

IX. Condiciones, términos y procedimiento para la aplica-
ción de penas convencionales por atraso en la entrega de
los bienes o servicios, por causas imputables a los provee-
dores; 

X. La descripción pormenorizada de los bienes o servicios
objeto del contrato, incluyendo en su caso la marca y mo-
delo de los bienes; 

XI. Salvo que exista impedimento, la estipulación de que
los derechos inherentes a la propiedad intelectual, que se
deriven de los servicios de consultorías, asesorías, estudios
e investigaciones contratados, invariablemente se consti-
tuirán a favor de la dependencia o de la entidad, según co-
rresponda, en términos de las disposiciones legales aplica-
bles, y 

XII. Los demás aspectos y requisitos previstos en las bases
e invitaciones, así como los relativos al tipo de contrato de
que se trate.
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Las estipulaciones que se establezcan en el contrato no de-
berán modificar las condiciones previstas en las bases de li -
citación. 

En la formalización de los contratos, podrán utilizarse los
medios de comunicación electrónica que al efecto autorice
la Contraloría. 

Artículo 46.- La adjudicación del contrato obligará a la de-
pendencia o entidad y a la persona en quien hubiere recaí-
do, a formalizar el documento relativo en la fecha que se
haya establecido en las bases de la licitación, la cual no po-
drá exceder de los veinte días naturales siguientes al de la
notificación del fallo, previo a la entrega de los bienes o la
prestación de los servicios. Los contratos deberán ser sus-
critos por los servidores públicos en forma previa a los li-
citantes adjudicados. 

Los titulares de las dependencias y los órganos de gobier-
no de las entidades establecerán en las políticas, bases y li-
neamientos a que se refiere el artículo 1 de esta Ley, los ca-
sos en que el plazo para la formalización del contrato podrá
ser superior al indicado en el párrafo precedente, pero no
superior a los treinta días naturales. 

El plazo de entrega de los bienes o de iniciación para la
prestación de los servicios, comenzará al día natural si-
guiente de la firma del contrato y concluirá en la fecha es-
tipulada en el mismo, sin que pueda excederse de lo esta-
blecido en las bases de licitación o invitaciones. 

Si el interesado no firmare el contrato por causas imputa-
bles al mismo, en la fecha o plazo establecido en el primer
párrafo de este artículo, la dependencia o entidad podrá, sin
necesidad de un nuevo procedimiento, adjudicar el contra-
to al participante que haya presentado la siguiente proposi-
ción solvente más baja, de conformidad con lo asentado en
el dictamen a que se refiere el artículo 36 de esta Ley, y así
sucesivamente en caso de que este último no acepte la ad-
judicación, siempre que la diferencia en precio con respec-
to a la propuesta que inicialmente hubiere resultado gana-
dora, no sea superior al diez por ciento. 

El licitante a quien se hubiere adjudicado el contrato no es-
tará obligado a suministrar los bienes o prestar el servicio,
si la dependencia o entidad, por causas imputables a la mis-
ma, no firmare el contrato. En este supuesto, la dependen-
cia o entidad, a solicitud escrita del licitante, cubrirá los
gastos no recuperables en que hubiere incurrido para pre-
parar y elaborar su propuesta, siempre que éstos sean razo-

nables, estén debidamente comprobados y se relacionen di-
rectamente con la licitación de que se trate. 

El atraso de la dependencia o entidad en la formalización
de los contratos respectivos, o en la entrega de anticipos,
prorrogará en igual plazo la fecha de cumplimiento de las
obligaciones asumidas por ambas partes, sin que se requie-
ra para ello solicitud del proveedor. 

En los casos de atraso en el cumplimiento del contrato por
causas imputables a la dependencia o entidad, ésta deberá
comunicar por escrito la prórroga correspondiente, sin que
se requiera solicitud del proveedor. 

Los derechos y obligaciones que se deriven de los contra-
tos no podrán cederse en forma parcial ni total en favor de
cualquier otra persona, con excepción de los derechos de
cobro, en cuyo caso se deberá contar con el consentimien-
to de la dependencia o entidad de que se trate. Lo anterior,
sin perjuicio de que los proveedores realicen las subcontra-
taciones necesarias; sin embargo, el cumplimiento de las
obligaciones estipuladas en los contratos respectivos, con-
tinuará a cargo de los proveedores. 

Artículo 47.- ......... 

I. Se establecerá la cantidad mínima y máxima de bienes o
servicios por adquirir, arrendar o contratar o bien, el presu-
puesto mínimo y máximo que podrá ejercerse en la adqui-
sición, el arrendamiento o la prestación del servicio. La
cantidad o presupuesto mínimo que se requiera no podrá
ser inferior al cuarenta por ciento de la cantidad o presu-
puesto máximo que se establezca. Tratándose de servicios
también se podrá establecer el plazo mínimo o máximo a
contratar. 

En casos de bienes que se fabriquen en forma exclusiva pa-
ra las dependencias y entidades, la cantidad o presupuesto
mínimo que se requiera no podrá ser inferior al ochenta por
ciento de la cantidad o presupuesto máximo que se esta-
blezca. 

Se entenderá por bienes de fabricación exclusiva, los que
requieren un proceso de fabricación especial determinado
por la dependencia o entidad, o bien, los que se soliciten
con requisitos de empaque, etiquetado u otra característica
que impida su venta a otros sectores. Para tal efecto, no se
considerará fabricación exclusiva el sello, sobreimpresión
o sobreetiquetado, en los envases o empaques comerciales; 
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II. .......... 

III. En la solicitud y entrega de los bienes o servicios se ha-
rá referencia al contrato celebrado; 

IV. Se establecerá la cantidad o presupuesto que como mí-
nimo podrá solicitarse sea entregado en cada destino, así
como el plazo para realizar dicha entrega; 

V. Los plazos para el pago de los bienes o servicios no po-
drán exceder de treinta días naturales, posteriores a presen-
tación de la factura respectiva, y 

VI. En cualquiera de los casos anteriores será obligatorio
ejercer el rango mínimo, salvo que se presenten causas for-
tuitas, de fuerza mayor o se extinga la necesidad de adqui-
rir, arrendar o contratar los servicios y de continuar con
ello se cause un daño a la dependencia o entidad. La canti-
dad o presupuesto adicional al mínimo, será optativo para
ambas partes.

Artículo 47 Bis.- Las dependencias y entidades podrán ce-
lebrar contratos en los que exclusivamente se cubra el im-
porte de los bienes consumidos; debiéndose determinar el
volumen, periodicidad de la dotación de los mismos, a fin
de mantener el nivel de inventario establecido y demás as-
pectos conducentes, conforme a lo que se establezca en los
lineamientos, bases y normas especificas de la dependencia
o entidad. 

En este supuesto, se dará la intervención que, en su caso,
corresponda a la autoridad encargada de otorgar el uso del
espacio de que se trate. 

Artículo 48.- ......... 

I. Los anticipos que, en su caso, reciban. Estas garantías
deberán constituirse por la totalidad del monto de los anti-
cipos, adicionado con un cinco por ciento sobre dicho
monto por concepto de los intereses que, en su caso se ge-
neren de conformidad con las previsiones del artículo 51 de
esta Ley, y 

II. .........

Para los efectos de este artículo, los titulares de las depen-
dencias o los órganos de gobierno de las entidades, fijarán
las bases, forma y porcentaje, el cual no excederá del diez
por ciento del monto del contrato, al que deberá sujetarse
la garantía que deba constituirse, asimismo, los casos en

que se podrá exceptuar de la presentación de la garantía de
cumplimiento del contrato respectivo. 

Tratándose de contratos abiertos, el porcentaje correspon-
diente a la garantía de cumplimiento se presentará sobre el
monto correspondiente al rango mínimo. 

La garantía de cumplimiento del contrato deberá presentar-
se previo a la formalización del contrato, o a más tardar
dentro de los diez días naturales siguientes a la firma de és-
te, salvo que la entrega de los bienes o la prestación de los
servicios se realice dentro del citado plazo y, la correspon-
diente al anticipo se presentará previamente a la entrega de
éste, a más tardar en la fecha establecida en el contrato. 

Artículo 49.- ......... 

I a II. .......... 

III. Las Tesorerías de las entidades federativas, del Distrito
Federal o de los municipios, en los casos de los contratos
celebrados al amparo de la fracción VI del artículo 1 de es-
ta Ley.

Artículo 50.- .......... 

I. Aquéllas en que el servidor público que intervenga en
cualquier etapa del procedimiento de contratación tenga in-
terés personal, familiar o de negocios, incluyendo aquéllas
de las que pueda resultar algún beneficio para él, su cón-
yuge o sus parientes consanguíneos hasta el cuarto grado,
por afinidad o civiles, o para terceros con los que tenga re-
laciones profesionales, laborales o de negocios, o para so-
cios o sociedades de las que el servidor público o las per-
sonas antes referidas formen o hayan formado parte
durante los dos años previos a la fecha de celebración del
procedimiento de contratación de que se trate; 

II. Las que desempeñen un empleo, cargo o comisión en el
servicio público, o bien, las sociedades de las que dichas
personas formen parte, sin la autorización previa y especí-
fica de la Contraloría; 

III. Aquellos proveedores que, por causas imputables a
ellos mismos, la dependencia o entidad convocante les hu-
biere rescindido administrativamente más de un contrato,
dentro de un lapso de dos años calendario contados a par-
tir de la notificación de la primera rescisión. Dicho impe-
dimento prevalecerá ante la propia dependencia o entidad
convocante por el plazo que se establezca en las políticas,
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bases y lineamientos generales a que se refiere el artículo 1
de esta Ley, el cual no podrá ser superior a dos años calen-
dario contados a partir de la notificación de la rescisión del
segundo contrato; 

IV a V. ............ 

VI. Aquellas que hayan sido declaradas sujetas a concurso
mercantil o alguna figura análoga; 

VII a IX. ........ 

X. Las que celebren contratos sobre las materias reguladas
por esta Ley sin estar facultadas para hacer uso de derechos
de propiedad intelectual; 

XI. Las que hayan utilizado información privilegiada, pro-
porcionada indebidamente por servidores públicos o sus
familiares por parentesco consanguíneo y, por afinidad
hasta el cuarto grado, o civil; 

XII. Las que contraten servicios de asesoría, consultoría y
apoyo de cualquier tipo de personas en materia de contra-
taciones gubernamentales, si se comprueba que todo o par-
te de las contraprestaciones pagadas al prestador del servi-
cio, a su vez, son recibidas por servidores públicos por si o
por interpósita persona, con independencia de que quienes
las reciban tengan o no relación con la contratación, y 

XIII. Las demás que por cualquier causa se encuentren im-
pedidas para ello por disposición de ley.

Las políticas, bases y lineamientos generales a que alude el
artículo 1 de esta Ley, que emitan las dependencias y enti-
dades cuyo objeto comprenda la prestación de servicios de
salud, podrán establecer que las hipótesis previstas en las
fracciones III y V de este artículo, se encuentren referidas
solamente a cada una de sus áreas facultadas para llevar a
cabo procedimientos de contratación, de tal manera que el
impedimento de una de éstas para contratar en dichos ca-
sos, no se hará aplicable a las demás. 

En estos supuestos, el oficial mayor o su equivalente de la
dependencia o entidad, deberá llevar el registro, control y
difusión de las personas con las que se encuentren impedi-
das de contratar. 

Artículo 51.- La fecha de pago al proveedor que las de-
pendencias y entidades estipulen en los contratos quedará

sujeta a las condiciones que establezcan las mismas; sin
embargo, no podrá exceder de treinta días naturales poste-
riores a la presentación de la factura respectiva, previa en-
trega de los bienes o prestación de los servicios en los tér-
minos del contrato. 

En caso de incumplimiento en los pagos a que se refiere el
párrafo anterior, la dependencia o entidad, a solicitud del
proveedor, deberá pagar gastos financieros conforme a la
tasa que será igual a la establecida por la Ley de Ingresos
de la Federación en los casos de prórroga para el pago de
créditos fiscales. Dichos gastos se calcularán sobre las can-
tidades no pagadas y se computarán por días naturales des-
de que se venció el plazo pactado, hasta la fecha en que se
pongan efectivamente las cantidades a disposición del pro-
veedor. 

Tratándose de pagos en exceso que haya recibido el prove-
edor, éste deberá reintegrar las cantidades pagadas en ex-
ceso, más los intereses correspondientes, conforme a lo se-
ñalado en el párrafo anterior. Los intereses se calcularán
sobre las cantidades pagadas en exceso en cada caso y se
computarán por días naturales desde la fecha del pago, has-
ta la fecha en que se pongan efectivamente las cantidades a
disposición de la dependencia o entidad. 

En caso de rescisión del contrato, el proveedor deberá rein-
tegrar el anticipo y, en su caso, los pagos progresivos que
haya recibido más los intereses correspondientes, confor-
me a lo indicado en este artículo. Los intereses se calcula-
rán sobre el monto del anticipo no amortizado y pagos pro-
gresivos efectuados y se computarán por días naturales
desde la fecha de su entrega hasta la fecha en que se pon-
gan efectivamente las cantidades a disposición de la de-
pendencia o entidad. 

Las dependencias y entidades podrán establecer en sus
políticas, bases y lineamientos, preferentemente, el pago
a proveedores a través de medios de comunicación elec-
trónica; 

Artículo 52.- Las dependencias y entidades podrán, dentro
de su presupuesto aprobado y disponible, y por razones
justificadas y explícitas, acordar el incremento en la canti -
dad de bienes y servicios solicitados mediante modifica-
ciones a sus contratos vigentes, siempre que dicho incre-
mento no rebase, en conjunto, el veinticinco por ciento de
la cantidad de los conceptos establecidos originalmente en
los mismos y el precio de los bienes o servicios sea igual al
pactado originalmente. 
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También podrá ampliarse la vigencia de los contratos de
arrendamiento o de servicios, cuya prestación se realice de
manera continua y reiterada, siempre que los montos adi-
cionales a pagarse por la dependencia o entidad convocan-
te no excedan del citado porcentaje. 

Cualquier ampliación a la vigencia de estos contratos de-
berá convenirse dentro de la vigencia de los mismos; si la
ampliación de la vigencia rebasa el ejercicio fiscal, no se
requerirá de la autorización de la Secretaría, pero estará su-
jeta a la disponibilidad presupuestaria del año siguiente,
por lo que sus efectos estarán condicionados a la existencia
de los recursos presupuestarios respectivos, sin que la no
realización de la referida condición suspensiva origine res-
ponsabilidad alguna para las partes. El precio de los bienes
o servicios sujetos a la ampliación será igual al pactado ori-
ginalmente. Cualquier pacto en contrario a lo dispuesto en
este precepto se considerará nulo. 

Tratándose de contratos en los que se incluyan bienes o ser-
vicios de diferentes características, el porcentaje se aplica-
rá para cada partida o concepto de los bienes o servicios de
que se trate. 

En el caso de contratos abiertos, el incremento a que refie-
re el primer párrafo de este artículo, se calculará sobre el
máximo que se hubiere establecido. 

Para efecto de lo dispuesto en este artículo, la ampliación
deberá preverse en las bases de licitación y en los propios
contratos. 

Cuando los proveedores demuestren la existencia de cau-
sas justificadas que les impidan cumplir con la entrega to-
tal de los bienes conforme a las cantidades pactadas en los
contratos, las dependencias y entidades podrán modificar-
los mediante la cancelación de partidas o parte de las can-
tidades originalmente estipuladas, siempre y cuando no re-
base el cinco por ciento del importe total del contrato
respectivo sin que el proveedor se haga acreedor a alguna
sanción. 

Cualquier modificación a los contratos deberá formalizar-
se por escrito por parte de las dependencias y entidades, los
instrumentos legales respectivos serán suscritos por el ser-
vidor público que lo haya hecho en el contrato o quien lo
sustituya o esté facultado para ello. Las dependencias y en-
tidades podrán realizar modificaciones a los contratos que
no desvirtúen las condiciones originales de contratación. 

Las dependencias y entidades se abstendrán de hacer mo-
dificaciones que se refieran a precios, anticipos, pagos pro-
gresivos, especificaciones y, en general, cualquier cambio
que implique otorgar condiciones más ventajosas a un pro-
veedor comparadas con las establecidas originalmente. 

Artículo 53.- Las dependencias y entidades deberán pac-
tar, en sus contratos, la aplicación de penas convencionales
por el atraso en que incurra el proveedor en el cumpli-
miento de sus obligaciones, excepto en las operaciones de
adjudicación directa a que se refiere el artículo 42 de esta
Ley. 

La penalización se calculará con un porcentaje aplicado al
valor de los bienes y servicios que no hayan sido entrega-
dos o prestados oportunamente, y de manera proporcional
al importe de la garantía de cumplimiento. La suma de pe-
nalizaciones no deberá exceder el importe de dicha garan-
tía. En las operaciones en que se pactare ajuste de precios,
la penalización se calculará sobre el precio ajustado. 

........... 

............ 

Artículo 54.- Las dependencias y entidades podrán en
cualquier momento rescindir administrativamente los con-
tratos cuando el proveedor incurra en incumplimiento de
sus obligaciones, conforme al procedimiento siguiente: 

I. Se iniciará a partir de que al proveedor le sea comunica-
do por escrito el incumplimiento en que haya incurrido, pa-
ra que en un término de cinco días hábiles exponga lo que
a su derecho convenga y aporte, en su caso, las pruebas que
estime pertinentes; 

II. Transcurrido el término a que se refiere la fracción an-
terior, se resolverá considerando los argumentos y pruebas
que hubiere hecho valer; 

III. La determinación de dar o no por rescindido el contra-
to deberá ser debidamente fundada, motivada y comunica-
da al proveedor dentro de los quince días hábiles siguien-
tes a lo señalado en la fracción I de este artículo, y 

IV. Cuando se rescinda el contrato se formulará el finiqui-
to correspondiente, a efecto de hacer constar los pagos que
deba efectuar la dependencia o entidad por concepto de los
bienes recibidos o los servicios prestados hasta el momen-
to de rescisión.
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Si previamente a la determinación de dar por rescindido el
contrato, se hiciere entrega de los bienes o se prestaren los
servicios, el procedimiento iniciado quedará sin efecto,
previa aceptación y verificación de la dependencia o enti-
dad de que continúa vigente la necesidad de los mismos,
aplicando, en su caso, las penas convencionales correspon-
dientes. 

La dependencia o entidad podrá determinar no dar por res-
cindido el contrato, cuando durante el procedimiento ad-
vierta que la rescisión del contrato pudiera ocasionar algún
daño o afectación a las funciones que tiene encomendadas.
En este supuesto, deberá elaborar un dictamen en el cual
justifique que los impactos económicos o de operación que
se ocasionarían con la rescisión del contrato resultarían
más inconvenientes. 

Al no dar por rescindido el contrato, la dependencia o en-
tidad establecerá con el proveedor otro plazo, que le per-
mita subsanar el incumplimiento que hubiere motivado el
inició del procedimiento. El convenio modificatorio que al
efecto se celebre deberá atender a las condiciones previstas
por los dos últimos párrafos del artículo 52 de esta Ley. 

Las dependencias y entidades podrán establecer en las ba-
ses de licitación, invitaciones y contratos, deducciones al
pago de bienes o servicios con motivo del incumplimiento
parcial o deficiente en que pudiera incurrir el proveedor
respecto a las partidas o conceptos que integran el contra-
to. En estos casos, establecerán el límite de incumplimien-
to a partir del cual podrán cancelar total o parcialmente las
partidas o conceptos no entregados, o bien rescindir el con-
trato en los términos de este artículo. 

Cuando por motivo del atraso en la entrega de los bienes o
la prestación de los servicios, o el procedimiento de resci-
sión se ubique en un ejercicio fiscal diferente a aquél en
que hubiere sido adjudicado el contrato, la dependencia o
entidad convocante podrá recibir los bienes o servicios,
previa verificación de que continúa vigente la necesidad de
los mismos y se cuenta con partida y disponibilidad presu-
puestaria del ejercicio fiscal vigente, debiendo modificarse
la vigencia del contrato con los precios originalmente pac-
tados. Cualquier pacto en contrario a lo dispuesto en este
artículo se considerará nulo. 

Asimismo, podrán dar por terminados anticipadamente los
contratos cuando concurran razones de interés general, o
bien, cuando por causas justificadas se extinga la necesidad
de requerir los bienes o servicios originalmente contrata-

dos, y se demuestre que de continuar con el cumplimiento
de las obligaciones pactadas, se ocasionaría algún daño o
perjuicio al Estado, o se determine la nulidad total o parcial
de los actos que dieron origen al contrato, con motivo de la
resolución de una inconformidad emitida por la Contralo-
ría. En estos supuestos la dependencia o entidad reembol-
sará al proveedor los gastos no recuperables en que haya
incurrido, siempre que éstos sean razonables, estén debida-
mente comprobados y se relacionen directamente con el
contrato correspondiente. 

Artículo 55 Bis.- Cuando en la prestación del servicio se
presente caso fortuito o de fuerza mayor, la dependencia o
entidad, bajo su responsabilidad podrá suspender la presta-
ción del servicio, en cuyo caso únicamente se pagarán
aquellos que hubiesen sido efectivamente prestados y se
reintegrarán los anticipos no amortizados. 

Cuando la suspensión obedezca a causas imputables a la
dependencia o entidad, en las bases de la licitación y el
contrato deberá preverse la forma de pagar al proveedor los
gastos no recuperables durante el tiempo que dure esta sus-
pensión. 

En cualquiera de los casos previstos en este artículo, se
pactará por las partes el plazo de suspensión, a cuyo térmi-
no podrá iniciarse la terminación anticipada del contrato. 

Artículo 56.- La forma y términos en que las dependencias
y entidades deberán remitir a la Contraloría, a la Secretaría
y a la Secretaría de Economía, la información relativa a los
actos y contratos materia de esta Ley, serán establecidos
por dichas Secretarías, en el ámbito de sus respectivas atri -
buciones. 

........... 

Las dependencias y entidades conservarán en forma orde-
nada y sistemática toda la documentación e información
electrónica comprobatoria de los actos y contratos materia
de este ordenamiento, cuando menos por un lapso de tres
años, contados a partir de la fecha de su recepción; excep-
to la documentación contable, en cuyo caso se estará a lo
previsto por las disposiciones aplicables. 

Las propuestas desechadas durante la licitación pública o
invitación a cuando menos tres personas, podrán ser de-
vueltas a los licitantes que lo soliciten, una vez transcurri-
dos sesenta días naturales contados a partir de la fecha en
que se dé a conocer el fallo respectivo, salvo que exista al-
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guna inconformidad en trámite, en cuyo caso las propues-
tas deberán conservarse hasta la total conclusión de la in-
conformidad e instancias subsecuentes; agotados dichos
términos la convocante podrá proceder a su devolución o
destrucción. 

Artículo 58.- La Contraloría podrá verificar la calidad de
los bienes muebles a través de la propia dependencia o en-
tidad de que se trate, o mediante las personas acreditadas
en los términos que establece la Ley Federal sobre Metro-
logía y Normalización. 

.............. 

Artículo 60.- La Contraloría, además de la sanción a que
se refiere el artículo anterior, inhabilitará temporalmente
para participar en procedimientos de contratación o cele-
brar contratos regulados por esta Ley, a las personas que se
encuentren en alguno de los supuestos siguientes: 

I a II. ......... 

III. Los proveedores que no cumplan con sus obligaciones
contractuales por causas imputables a ellos y que, como
consecuencia, causen daños o perjuicios graves a la depen-
dencia o entidad de que se trate; así como, aquellos que en-
treguen bienes o servicios con especificaciones distintas de
las convenidas; 

IV. Las que proporcionen información falsa o que actúen
con dolo o mala fe en algún procedimiento de contratación,
en la celebración del contrato o durante su vigencia, o bien,
en la presentación o desahogo de una queja en una audien-
cia de conciliación o de una inconformidad, y 

V. Las que se encuentren en el supuesto de la fracción XII
del artículo 50 de este ordenamiento.

.............. 

Si al día en que se cumpla el plazo de inhabilitación a que
se refiere el párrafo que antecede el sancionado no ha pa-
gado la multa que hubiere sido impuesta en términos del
artículo anterior, la mencionada inhabilitación subsistirá
hasta que se realice el pago correspondiente. 

............. 

Artículo 61.- ......... 

I. .......... 

II. El carácter intencional o no del acto u omisión constitu-
tiva de la infracción; 

III a IV. ...........

........... 

Artículo 62.- La Contraloría aplicará las sanciones que
procedan, conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos, a los servidores públicos que infrinjan las disposi-
ciones de este ordenamiento. 

La Contraloría, en uso de las atribuciones que le confiere la
Ley citada en el párrafo anterior, podrá abstenerse de ini-
ciar los procedimientos previstos en ella, cuando de las in-
vestigaciones o revisiones practicadas se advierta que el
acto u omisión no es grave, o no implica la probable comi-
sión de algún delito o perjuicio patrimonial a la dependen-
cia o entidad. 

Título Séptimo 

De las Inconformidades y del Procedimiento 
de Conciliación y del Arbitraje 

Artículo 65.- Podrá interponerse inconformidad ante la
Contraloría por actos del procedimiento de contratación
que contravengan las disposiciones que rigen las materias
objeto de esta Ley, cuando dichos actos se relacionen con: 

I. La convocatoria, las bases de licitación o la junta de acla-
raciones, siempre que el interesado haya adquirido las ba-
ses y manifestado su objeción, así como los argumentos y
razones jurídicas que la funden, en la propia junta de acla-
raciones. 

En este supuesto, la inconformidad sólo podrá presentarse
por el interesado dentro de los diez días hábiles siguientes
a la celebración de la última junta de aclaraciones; 

II. Los actos cometidos durante el acto de presentación y
apertura de proposiciones y el fallo. 

En este caso, la inconformidad sólo podrá presentarse por
el licitante dentro de los diez días hábiles siguientes a la
notificación del acto respectivo, o 
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III. Los actos y omisiones por parte de la convocante que
impidan la formalización del contrato en los términos esta-
blecidos en las bases o en esta Ley. 

En esta hipótesis, la inconformidad sólo podrá presentarse
por quien haya resultado adjudicado, dentro de los diez dí-
as hábiles siguientes a aquél en que se hubiere vencido el
plazo para la formalización del contrato.

La Contraloría desechará las inconformidades que se pre-
senten en contra de actos o en momentos distintos a los es-
tablecidos en las fracciones anteriores; igualmente, des-
echará las inconformidades a que se refiere la fracción I de
este artículo, cuando de las constancias se desprenda que el
inconforme no hubiere asistido a la junta de aclaraciones o
cuando, habiendo asistido, no hubiere manifestado su ob-
jeción y los argumentos y razones jurídicas que la funden
respecto de aquellos actos que presuntamente contraven-
gan las disposiciones que rigen las materias objeto de esta
Ley. 

Toda inconformidad será presentada, a elección del pro-
movente, por escrito o a través de los medios remotos de
comunicación electrónica que al efecto establezca la Con-
traloría. 

Transcurrido el plazo establecido en este artículo, se tendrá
por precluido el derecho a inconformarse, sin perjuicio de
que la Contraloría pueda actuar en cualquier tiempo en tér-
minos de ley. 

Lo establecido en este artículo, es sin perjuicio de que las
personas interesadas previamente manifiesten a la Contra-
loría las irregularidades que a su juicio se hayan cometido
en el procedimiento de contratación, a fin de que las mis-
mas se corrijan. 

Previo convenio de coordinación entre las entidades fede-
rativas o el Distrito Federal y la Contraloría, las inconfor-
midades relativas a procedimientos de contratación realiza-
dos por éstas, con cargo total o parcial a fondos federales,
deberán ser presentadas ante las contralorías estatales o del
Distrito Federal, quienes emitirán, en su caso, las resolu-
ciones correspondientes en los términos previstos en la pre-
sente Ley. 

Artículo 66.- En la inconformidad que se presente en los
términos a que se refiere este Capítulo, el promovente de-
berá manifestar, bajo protesta de decir verdad, los hechos
que le consten relativos al acto o actos que aduce son irre-

gulares y acompañar la documentación que sustente su pe-
tición. 

........... 

Cuando una inconformidad se resuelva como infundada
por resultar notoriamente improcedente y se advierta que
se hizo con el único propósito de retrasar y entorpecer la
continuación del procedimiento de contratación; se impon-
drá al promovente multa conforme lo establece el artículo
59 de esta Ley. 

Artículo 68.- La Contraloría podrá de oficio o en atención
a las inconformidades a que se refiere el artículo 65 del
presente ordenamiento, realizar las investigaciones que re-
sulten pertinentes, a fin de verificar que los actos del pro-
cedimiento de licitación o invitación a cuando menos tres
personas se ajustan a las disposiciones de esta Ley, dentro
de un plazo que no excederá de veinte días hábiles conta-
dos a partir de la fecha en que tenga conocimiento del acto
irregular. Transcurrido dicho plazo, deberá emitir la reso-
lución correspondiente dentro de los veinte días hábiles si-
guientes. 

La Contraloría podrá requerir información a las dependen-
cias o entidades correspondientes, quienes deberán remitir-
la dentro de los seis días hábiles siguientes a la recepción
del requerimiento respectivo. 

......... 

......... 

I a II. ..... 

.......... 

Cuando la Contraloría determine la suspensión de algún
procedimiento de contratación que implique para la convo-
cante poner en riesgo el abastecimiento de bienes y la pres-
tación de servicios de necesidad inmediata, podrá la de-
pendencia o entidad realizar las contrataciones que, en
tanto cesa la aludida suspensión, contribuyan a afrontar di-
cha eventualidad, en los términos del artículo 41, fracción
V de esta Ley. 

Artículo 69.- .......... 

I. .......... 
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II. La nulidad total del procedimiento; 

III. La declaración relativa a lo infundado de la inconfor-
midad, o 

IV. Las directrices para que el contrato se firme.

Artículo 72.- ......... 

En la conciliación las partes deberán procurar la realiza-
ción de acciones que promuevan la ejecución total de los
trabajos y la completa resolución de las controversias, a
través de los convenios que acuerden las mismas, los que
podrán considerarse para efectos de la solventación de ob-
servaciones de los órganos de control. 

En caso de que sea necesario, la audiencia se podrá reali-
zar en varias sesiones. Para ello, la Contraloría señalará los
días y horas para que tengan verificativo. El procedimien-
to de conciliación deberá agotarse en un plazo no mayor de
cuarenta días hábiles contados a partir de la fecha en que se
haya celebrado la primera sesión, salvo que las partes
acuerden un plazo mayor, por causas debidamente justifi-
cadas. 

En el caso de que las partes no lleguen a un acuerdo res-
pecto de la controversia, podrán designar a su costa, ante la
presencia de la propia Contraloría, a un tercero o perito que
emita su opinión sobre los puntos controvertidos, a efecto
de lograr que las partes concilien sus intereses. 

............. 

Artículo 73.- En el supuesto de que las partes lleguen a una
conciliación, el convenio respectivo obligará a las mismas,
y su cumplimiento podrá ser demandado por la vía judicial
correspondiente. En caso contrario, quedarán a salvo sus
derechos, para que los hagan valer en la vía que corres-
ponda. 

Capítulo Tercero 

Del Arbitraje 

Artículo 74.- Las controversias derivadas o relacionadas
con los términos y condiciones pactados en los contratos
celebrados al amparo de esta Ley, podrán resolverse me-
diante arbitraje, con los árbitros que las partes designen. 

Para tales efectos, podrá pactarse el procedimiento arbitral
ya sea en cláusula compromisoria en el propio contrato o
por convenio expreso posterior. 

Artículo 75.- El procedimiento arbitral se deberá substan-
ciar de acuerdo con las reglas que determinen las partes
contratantes y en lo no previsto, se estará a las disposicio-
nes relativas al arbitraje del Código de Comercio. 

Los honorarios de los árbitros, serán cubiertos por las par-
tes contratantes en la forma y términos que las propias par-
tes convengan. 

Artículo 76.- Los compromisos arbitrales serán vinculato-
rios y el procedimiento se deberá sustanciar en el lugar
donde se haya formalizado el contrato. 

El procedimiento arbitral culminara con laudo arbitral, el
que deberá cumplimentarse dentro del término de quince
días naturales siguientes a su notificación, salvo pacto en
contrario. 

Artículo 77.- Los procedimientos arbitrales y laudos que
se emitan, se harán del conocimiento de la Comisión Fede-
ral de Contrataciones Gubernamentales y podrán conside-
rarse para efectos de solventación de observaciones de los
órganos de fiscalización y control. 

Artículo 78.- La Contraloría por conducto de la Comisión
Federal de Contrataciones Gubernamentales, solicitará a
las cámaras, colegios y demás asociaciones de profesiona-
les, propuestas de personas que puedan fungir como árbi-
tros especializados en las materias que regula la presente
Ley. 

Para constituirse como árbitro, se requiere cumplir los si-
guientes requisitos: 

I. Ser profesionista titulado como licenciado en derecho,
ingeniería o arquitectura en sus diversas ramas o especiali-
zación, o de cualquier otra profesión relacionada con las
materias que regula esta Ley; 

II. Acreditar experiencia mínima de cinco años, en las ma-
terias que regula la presente Ley; 

III. Poseer reconocido prestigio profesional, honorabilidad
y solvencia moral; 

IV. No haber sido condenado por delito intencional; 
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V. No desempeñar ningún empleo, cargo o comisión en el
servicio público de la federación, entidades federativas, el
Distrito Federal o municipios, y 

VI. No tener vínculos de parentesco por consanguinidad o
por afinidad hasta el cuarto grado, o civil o relaciones co-
merciales, profesionales o de amistad con las partes en
conflicto.

La Comisión Federal de Contrataciones Gubernamentales,
deberá llevar el registro de las personas que podrán fungir
como árbitros en las materias que regula la presente Ley, y
difundirá en el mes de enero de cada año, la lista de árbi-
tros correspondiente. 

ARTICULO SEGUNDO.- Se reforman los artículos 1; 2
fracciones VI y VII; 4, fracción V; 8; 9; 11; 12; 13; 15; 16,
primer párrafo; 18; 19, segundo párrafo; 20; 21, primer pá-
rrafo; 22; 23; 24; 27; 28; 30; 31, fracciones IV, XI y XII;
32; 33, fracciones VI, VIII, X, XVIII, XXI, XXII y XXIII
y el segundo párrafo; 35, fracción II y penúltimo y antepe-
núltimo párrafos; 36; 37; 38; 40; 41; 42; 43; 44; 45, frac-
ción II y último párrafo; 46, fracciones IV, VI, VIII, XII y
último párrafo; 47, primero, segundo y tercer párrafos; 48,
fracción I y último párrafo; 49, fracción III; 50, fracciones
II, primer párrafo, V, primer párrafo y VI; 51, fracciones I,
II, V, VII, VIII y IX; 53, segundo párrafo; 55, primero y ter-
cer párrafos; 57, fracción III; 60, segundo párrafo; 62, pe-
núltimo párrafo; 66, último párrafo; 74, primero y tercer pá-
rrafos; 78 primer párrafo y fracción IV; 79, fracción II; 80;
83; 84, primero y tercer párrafo; 86, primero y segundo pá-
rrafos; 87, fracción III; 90 y 91; Asimismo, la denominación
del Titulo Segundo para quedar "De la Planeación, Progra-
mación y Presupuesto"; se Adicionan los artículos 16 Bis; el
último párrafo del artículo 25; el artículo 27 Bis; un penúlti-
mo y último párrafos al artículo 28; fracción XIII al artículo
31; fracción XXIV y el último párrafo al artículo 33; 38 Bis;
38 Ter; un segundo párrafo a la fracción I del artículo 45; úl-
timo párrafo al articulo 46; fracciones X y XI al artículo 51;
penúltimo párrafo del artículo 54; un segundo párrafo a la
fracción II al artículo 62; un cuarto párrafo al artículo 74;
fracción V y un penúltimo párrafo al artículo 78; fracción IV
al artículo 87; un Capítulo Tercero del Titulo Octavo deno-
minado "Del Arbitraje" que incluye los artículo 92, 93, 94,
95 y 96; se Deroga el último párrafo del artículo 39; de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, para quedar como sigue: 

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público y tiene
por objeto regular las acciones relativas a la planeación,

programación, presupuesto, contratación, gasto, ejecución
y control de las obras públicas, así como de los servicios
relacionados con las mismas, que realicen: 

I. Las unidades administrativas de la Presidencia de la Re-
pública; 

II. Las Secretarías de Estado, Departamentos Administrati-
vos y la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal; 

III. La Procuraduría General de la República; 

IV. Los organismos descentralizados; 

V. Las empresas de participación estatal mayoritaria y los
fideicomisos públicos que, de conformidad con las dispo-
siciones aplicables, sean considerados entidades paraesta-
tales, y 

VI. Las entidades federativas o el Distrito Federal, con car-
go total o parcial a fondos federales, conforme a los con-
venios que celebren con el Ejecutivo Federal, con la parti-
cipación que, en su caso, corresponda a los municipios
interesados. No quedan comprendidos los fondos previstos
en el capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal.

Las personas de derecho público de carácter federal con
autonomía derivada de la Constitución, aplicarán los crite-
rios y procedimientos previstos en esta Ley, en lo que no se
contraponga a los ordenamientos legales que los rigen, su-
jetándose a sus propios órganos de control. 

Los fideicomisos públicos que conforme a las disposicio-
nes aplicables no sean considerados entidades paraestata-
les, realizarán sus obras públicas y servicios relacionados
con las mismas, de acuerdo a lo que al efecto se establezca
en los contratos constitutivos de dichos fideicomisos, en
los que se deberá prever la aplicación de esta Ley en lo
conducente, en las reglas de operación respectivas y en las
disposiciones administrativas que, en su caso, estime nece-
sario expedir la Contraloría o la Secretaría, en el ámbito de
sus respectivas atribuciones. 

Los comités técnicos de los fideicomisos referidos en el pá-
rrafo anterior llevarán a cabo, en lo aplicable, las funciones
que esta Ley confiere a los comités de obras públicas. 

No se considerarán obras públicas para los efectos de esta
Ley, aquellas que realicen las dependencias y entidades pa-
ra proveer a otras dependencias o entidades que formen
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parte de la administración pública federal o de una entidad
federativa o en el Distrito Federal. Independientemente de
lo anterior, el monto de estas operaciones se considerará en
el presupuesto autorizado para la realización de obras pú-
blicas y servicios relacionados con las mismas. 

No estarán sujetas a las disposiciones de esta Ley, las obras
que deban ejecutarse para crear la infraestructura necesaria
en la prestación de servicios públicos que los particulares
tengan concesionados, en los términos de la legislación
aplicable, cuando éstos las lleven a cabo. Tampoco será
aplicable esta Ley a las obras que realicen los particulares
para la prestación de los servicios de largo plazo a que se
refiere el artículo 3 de la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
miento y Servicios del Sector Público. 

Los proyectos de infraestructura productiva de largo plazo
se realizarán conforme a lo dispuesto por los artículos 18
de la Ley General de Deuda Pública y 30 de la Ley de Pre-
supuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, y estarán
regidos por esta Ley únicamente en lo que se refiere a los
procedimientos de contratación y ejecución de obra públi-
ca cuando el objeto principal del contrato bajo el cual se re-
alizan dichos proyectos, sea la adquisición de la infraes-
tructura construida a través de los mismos. 

Los titulares de las dependencias y los órganos de gobier-
no de las entidades emitirán, bajo su responsabilidad y de
conformidad con este mismo ordenamiento, las políticas,
bases y lineamientos para las materias a que se refiere este
artículo; las cuales deberán difundirse en la página de in-
ternet de la dependencia o entidad, o en cualquier otro me-
dio que determine la Contraloría. Las disposiciones que se
emitan conforme a lo previsto en este artículo no podrán
ser más restrictivas que sus similares contenidas en la pre-
sente Ley. 

Las dependencias y entidades se abstendrán de crear fidei-
comisos, otorgar mandatos o celebrar actos o cualquier ti-
po de contratos, que evadan lo previsto en este ordena-
miento. 

Artículo 2.- ....... 

I a V ....... 

VI. Licitante: la persona que presente propuesta en cual-
quier procedimiento de licitación pública, o bien, de invi-
tación a cuando menos tres personas, y 

VII. Contratista: la persona que celebre contratos de obras
públicas o de servicios relacionados con las mismas.

Artículo 4.- ....... 

I a IV ....... 

V. Los trabajos de coordinación, supervisión y control de
obra; de laboratorio de análisis y control de calidad; de la-
boratorio de geotecnia, de resistencia de materiales y ra-
diografías industriales; de preparación de especificaciones
de construcción, presupuesto o la elaboración de cualquier
otro documento o trabajo para la adjudicación del contrato
de obra correspondiente; 

VI a X .......

Artículo 8.- La Secretaría, la Secretaría de Economía y la
Contraloría, en el ámbito de sus respectivas competencias,
estarán facultadas para interpretar esta Ley para efectos ad-
ministrativos. 

La Contraloría dictará las disposiciones administrativas
que sean estrictamente necesarias para el adecuado cum-
plimiento de esta Ley, tomando en cuenta la opinión de la
Secretaría y, cuando corresponda, la de la Secretaría de
Economía. Tales disposiciones se publicarán en el Diario
Oficial de la Federación. 

Artículo 9.- Atendiendo a las disposiciones de esta Ley y
a las demás que de ella emanen, la Secretaría de Economía
dictará y publicará en el Diario Oficial de la Federación,
las reglas que deban observar las dependencias y entidades,
derivadas de programas que tengan por objeto promover la
participación de las empresas nacionales, especialmente de
las micro, pequeñas y medianas. 

Para la expedición de las reglas a que se refiere el párrafo
anterior, la Secretaría de Economía tomará en cuenta la
opinión de la Secretaría y de la Contraloría. 

Artículo 11.- Corresponde a las dependencias y entidades
llevar a cabo los procedimientos para ejecutar las obras pú-
blicas y servicios relacionados con las mismas, por lo que
en ningún caso se podrán contratar servicios para que por
su cuenta y orden se ejecuten las obras o servicios de que
se trate. 

Artículo 12.- En los casos de obras públicas y servicios re-
lacionados con las mismas financiados con fondos prove-
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nientes de créditos externos otorgados al Gobierno Federal
o con su garantía por organismos financieros regionales o
multilaterales, los procedimientos, requisitos y demás dis-
posiciones para su contratación serán establecidos, previa
opinión de la Secretaría, por la Contraloría aplicando en lo
procedente lo dispuesto por esta Ley y deberán precisarse
en las convocatorias, invitaciones, bases y contratos co-
rrespondientes. 

Artículo 13.- En lo no previsto por esta Ley y demás dis-
posiciones que de ella se deriven, serán aplicables supleto-
riamente el Código Civil Federal, la Ley Federal de Proce-
dimiento Administrativo y el Código Federal de
Procedimientos Civiles. 

Artículo 15.- ....... 

Sin perjuicio de lo anterior el contratista tendrá la opción
de agotar previamente el procedimiento de conciliación y,
por acuerdo de las partes, las controversias podrán ser re-
sueltas mediante arbitraje dentro de los procedimientos re-
lativos que establece esta Ley. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará a los orga-
nismos descentralizados sólo cuando sus leyes no contem-
plen de manera expresa el arbitraje. 

Los actos, contratos y convenios que las dependencias y
entidades realicen o celebren en contravención a lo dis-
puesto por esta Ley, serán nulos previa determinación de la
autoridad competente. 

Artículo 16.- Los contratos celebrados en el extranjero res-
pecto de las obras o servicios relacionados con las mismas
que deban ser ejecutados o prestados fuera del territorio na-
cional, se adjudicarán mediante los procedimientos de con-
tratación que regula esta Ley, debiendo considerar la legis-
lación del lugar donde se realicen dichos actos, así como
por lo que se establezca en las políticas, bases y linea-
mientos a que se refiere el artículo 1 de este ordenamiento. 

....... 

Artículo 16 Bis.- Se establece la Comisión Federal de
Contrataciones Gubernamentales como un órgano descon-
centrado de la Contraloría, con autonomía técnica y fun-
cional, con las siguientes atribuciones: 

I. Interpretar para efectos administrativos, en el ámbito de
competencia de la Contraloría, las disposiciones de esta

Ley, así como emitir los criterios normativos correspon-
dientes; 

II. Asesorar y capacitar en las materias que regula esta Ley; 

III. Auxiliar a las dependencias y entidades a desarrollar
adecuadamente sus procedimientos de contratación me-
diante la realización de revisiones técnico normativas; 

IV. Instruir procedimientos administrativos por infraccio-
nes a esta Ley, e imponer a los interesados, licitantes y con-
tratistas las sanciones correspondientes en los términos del
propio ordenamiento legal; 

V. Atender las quejas que presenten los contratistas, des-
ahogando el procedimiento de conciliación previsto por es-
ta Ley; 

VI. Establecer los procedimientos, requisitos y demás dis-
posiciones para la contratación de obras y servicios rela-
cionados con las mismas, financiados con fondos prove-
nientes de créditos externos otorgados al Gobierno Federal
o con su garantía; 

VII. Emitir las reglas para el registro de las personas que
puedan fungir como árbitros; 

VIII. Normar el uso de los medios remotos de comunica-
ción electrónica en lo relativo a los procedimientos de con-
tratación y la difusión de la información que de ellos se de-
rive. El alcance de la normatividad que al efecto se expida,
excluirá los aspectos técnicos necesarios para su desarro-
llo, tales como medios de seguridad, certificación e identi-
ficación electrónica, y 

IX. Las demás que establezcan otras disposiciones.

El Secretario de la Contraloría designará al Titular de la
Comisión Federal de Contrataciones Gubernamentales,
quien representará al propio órgano desconcentrado en to-
da clase de asuntos de su competencia, de conformidad con
las disposiciones de su Reglamento Interior. 

La Comisión contará con un órgano consultivo cuya inte-
gración y funcionamiento se establecerá en su Reglamen-
to. En dicho órgano consultivo participarán representantes
del sector público y privado con vinculación en la materia. 
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Título Segundo 

De La Planeación, Programación y Presupuesto 

Artículo 18.- Los contratos de servicios relacionados con
las obras públicas sólo se podrán celebrar cuando las áreas
responsables de su ejecución no dispongan cuantitativa o
cualitativamente de los elementos, instalaciones y personal
para llevarlos a cabo, lo cual deberá justificarse a través del
dictamen que para tal efecto emita el titular del área res-
ponsable de los trabajos. 

Cualquier persona podrá promover y presentar a conside-
ración de las dependencias y entidades, estudios, planes y
programas para el desarrollo de proyectos, debiendo pro-
porcionar la información suficiente que permita su factibi-
lidad, sin que ello genere derechos u obligaciones a las
mismas dependencias y entidades. 

Artículo 19.- ....... 

Las dependencias y entidades, cuando sea el caso, previa-
mente a la realización de los trabajos, deberán tramitar y
obtener de las autoridades competentes los dictámenes,
permisos, licencias, derechos de bancos de materiales, así
como la propiedad o los derechos de propiedad incluyendo
derechos de vía y expropiación de inmuebles sobre los cua-
les se ejecutarán las obras públicas. En las bases de licita-
ción se precisarán, en su caso, aquellos trámites distintos a
los mencionados que corresponderá realizar al contratista. 

Artículo 20.- Las dependencias y entidades estarán obliga-
das a considerar los efectos sobre el medio ambiente que
pueda causar la ejecución de las obras públicas con susten-
to en la evaluación de impacto ambiental prevista por la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente. Los proyectos deberán incluir las obras necesa-
rias para que se preserven o restituyan en forma equivalen-
te las condiciones ambientales cuando éstas pudieren dete-
riorarse y se dará la intervención que corresponda a la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y a
las dependencias y entidades que tengan atribuciones en la
materia. 

Artículo 21.- Las dependencias y entidades según las ca-
racterísticas, complejidad y magnitud de los trabajos for-
mularán sus programas anuales de obras públicas y de ser-
vicios relacionados con las mismas y los que abarquen más
de un ejercicio presupuestario, así como sus respectivos
presupuestos, considerando: 

I a XVI .......

Artículo 22.- Las dependencias y entidades pondrán a dis-
posición de los interesados, a través de su página en inter-
net o en la de su coordinadora del sector, a más tardar el 30
de noviembre de cada año, su programa anual estimado de
obras públicas y servicios relacionados con las mismas del
siguiente ejercicio, con excepción de aquella información
que, de conformidad con las disposiciones aplicables, sea
de naturaleza reservada en los términos establecidos en la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental. 

El citado programa deberá ser actualizado y difundido por
el mismo medio a más tardar el 31 de marzo del ejercicio
fiscal vigente, el cual será de carácter informativo, no im-
plicará compromiso alguno de contratación y podrá ser adi-
cionado, modificado, suspendido o cancelado, sin respon-
sabilidad alguna para la dependencia o entidad de que se
trate. 

Artículo 23.- En las obras públicas y los servicios relacio-
nados con las mismas, cuya ejecución rebase un ejercicio
presupuestario, las dependencias o entidades deberán de-
terminar tanto el presupuesto total, como el relativo a los
ejercicios de que se trate; en la formulación de los presu-
puestos de los ejercicios subsecuentes, además de conside-
rar los costos que, en su momento, se encuentren vigentes,
se deberán tomar en cuenta las previsiones necesarias para
los ajustes de costos y convenios que aseguren la continui-
dad de los trabajos. 

El presupuesto actualizado será la base para solicitar la
asignación de cada ejercicio presupuestario subsecuente. 

La asignación presupuestaria aprobada para cada contrato
servirá de base para otorgar, en su caso, el porcentaje pac-
tado por concepto de anticipo. 

Para los efectos de este artículo, las dependencias y entida-
des observarán lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley de
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal. 

Artículo 24.- Las dependencias y entidades podrán convo-
car, adjudicar o contratar obras públicas y servicios rela-
cionados con las mismas, solamente cuando cuenten con la
autorización global o específica, por parte de la Secretaría,
del presupuesto de inversión y de gasto corriente, según
sea el caso, conforme a los cuales deberán elaborarse los
programas de ejecución y pagos correspondientes. 
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En casos excepcionales y previa aprobación de la Secreta-
ría, las dependencias y entidades podrán convocar, adjudi-
car y formalizar contratos, cuya vigencia inicie en el ejer-
cicio fiscal siguiente de aquel en que se formalizan. Los
referidos contratos estarán sujetos a la disponibilidad pre-
supuestaria del año en que se prevé el inicio de su vigen-
cia, por lo que sus efectos estarán condicionados a la exis-
tencia de los recursos presupuestarios respectivos, sin que
la no realización de la referida condición suspensiva origi-
ne responsabilidad alguna para las partes. Cualquier pacto
en contrario a lo dispuesto en este párrafo se considerará
nulo. 

Para la realización de obras públicas se requerirá contar
con los estudios y proyectos, especificaciones de construc-
ción, normas de calidad y el programa de ejecución total-
mente terminados, o bien, en el caso de obras públicas de
gran complejidad, con un avance en su desarrollo que per-
mita a los licitantes preparar una propuesta solvente y eje-
cutar los trabajos hasta su conclusión en forma ininterrum-
pida, en concordancia con el programa de ejecución
convenido. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior, será de la responsabili-
dad de los servidores públicos que autoricen el proyecto
ejecutivo. 

Artículo 25.- ....... 

I a VI .......

La Contraloría podrá participar como asesor en los comités
a que se refiere este artículo, fundando y motivando el sen-
tido de sus opiniones. 

Artículo 27.- Las dependencias y entidades, bajo su res-
ponsabilidad, podrán contratar obras públicas y servicios
relacionados con las mismas, mediante los procedimientos
de contratación que a continuación se señalan: 

I. Licitación pública; 

II. Invitación a cuando menos tres personas, o 

III. Adjudicación directa.

En los procedimientos de contratación deberán establecer-
se los mismos requisitos y condiciones para todos los par-
ticipantes, especialmente por lo que se refiere a tiempo y
lugar de entrega, plazos de ejecución, normalización apli-

cable en términos de la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización, forma y tiempo de pago, penas convencio-
nales, anticipos y garantías; debiendo las dependencias y
entidades proporcionar a todos los interesados igual acceso
a la información relacionada con dichos procedimientos, a
fin de evitar favorecer a algún participante. 

La licitación pública se inicia con la publicación de la con-
vocatoria y, en el caso de la invitación a cuando menos tres
personas, con la entrega de la primera invitación; ambos
procedimientos concluyen con la firma del contrato. 

La Secretaría de Economía, mediante reglas de carácter ge-
neral y tomando en cuenta la opinión de la Contraloría, de-
terminará los criterios para la aplicación de las reservas,
mecanismos de transición u otros supuestos establecidos
en los tratados. 

La Contraloría pondrá a disposición pública, a través de los
medios de difusión electrónica que establezca, la informa-
ción que obre en su base de datos correspondiente a las
convocatorias y bases de las licitaciones y, en su caso, sus
modificaciones; las actas de las juntas de aclaraciones y de
visita a instalaciones, los fallos de dichas licitaciones o las
cancelaciones de éstas, y los datos relevantes de los con-
tratos adjudicados; así como otra información relativa a las
materias que regula esta Ley, con excepción de aquella
que, de conformidad con las disposiciones aplicables, sea
de naturaleza reservada, en los términos establecidos en la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental. 

Artículo 27 Bis.- Los titulares de las dependencias y enti-
dades, siempre que las ventajas para ello se acrediten me-
diante estudio de costo beneficio, podrán autorizar en los
términos previstos en la presente Ley, la contratación de
terceros para que por cuenta y orden de aquéllas lleven a
cabo los procedimientos de contratación, excluyendo el
presidir los actos correspondientes y firmar las actas y de-
más documentación vinculante. 

La facultad de autorización a que se refiere el párrafo ante-
rior podrá delegarse en el servidor público con nivel igual
o superior al de Director General en las dependencias, o su
equivalente en las entidades. 

Los procedimientos de contratación que realicen los terce-
ros, se sujetarán a lo establecido en la presente Ley. 
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Los contratos derivados de dichos procedimientos serán
formalizados por los servidores públicos facultados para
ello conforme a las disposiciones que les resulten aplica-
bles y a las políticas, bases y lineamientos a que se refiere
el artículo 1 de esta Ley. 

La responsabilidad de los procedimientos de contratación
quedará a cargo de los servidores públicos que celebren la
contratación específica con el tercero de que se trate, sin per-
juicio de las sanciones a que se haga acreedor este último en
términos de esta Ley, excepto en los casos en los que el in-
cumplimiento se deba a causas no imputables al tercero. 

En la contratación de los terceros a que se refiere el primer
párrafo de este artículo, deberán preverse las responsabili -
dades y sanciones por los daños y perjuicios que se origi -
nen por su actuación indebida. 

Artículo 28.- Los contratos de obras públicas y los de ser-
vicios relacionados con las mismas se adjudicarán, por re-
gla general, a través de licitaciones públicas, mediante con-
vocatoria pública, para que libremente se presenten
proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto
públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores con-
diciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financia-
miento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, de
acuerdo con lo que establece la presente Ley. 

El sobre a que hace referencia este artículo podrá entregar-
se, a elección del licitante, en el lugar de celebración del
acto de presentación y apertura de proposiciones; o bien, si
así lo establece la convocante, enviarlo a través del servi-
cio postal o de mensajería, o por medios remotos de comu-
nicación electrónica, conforme a las disposiciones admi-
nistrativas que establezca la Contraloría. 

Las unidades administrativas de las dependencias y entida-
des que se encuentren autorizadas por la Contraloría para
realizar licitaciones públicas mediante el uso de medios re-
motos de comunicación electrónica, estarán obligadas a re-
alizar todos sus procedimientos de licitación mediante di-
cha vía, salvo en los casos justificados que autorice la
Contraloría. Lo anterior, sin perjuicio de que los licitantes
puedan optar por presentar sus propuestas por escrito du-
rante el acto de presentación y apertura de propuestas. 

En el caso de las proposiciones presentadas por medios re-
motos de comunicación electrónica el sobre será generado

mediante el uso de tecnologías que resguarden la confiden-
cialidad de la información de tal forma que sea inviolable,
conforme a las disposiciones técnicas que al efecto esta-
blezca la Contraloría. 

Las proposiciones presentadas deberán ser firmadas autó-
grafamente por los licitantes o sus apoderados; en el caso
de que éstas sean enviadas a través de medios remotos de
comunicación electrónica, en sustitución de la firma autó-
grafa, se emplearán medios de identificación electrónica,
los cuales producirán los mismos efectos que las leyes
otorgan a los documentos correspondientes y, en conse-
cuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 

La Contraloría operará y se encargará del sistema de certi -
ficación de los medios de identificación electrónica que
utilicen las dependencias, entidades o los licitantes y será
responsable de ejercer el control de estos medios, salva-
guardando la confidencialidad de la información que se re-
mita por esta vía. 

La Contraloría deberá aceptar la certificación de medios de
identificación electrónica que realicen las dependencias y
entidades, las entidades federativas y el Distrito Federal,
así como terceros facultados por autoridad competente en
la materia, cuando los sistemas de certificación empleados
se ajusten a las disposiciones que emita la Contraloría. 

Artículo 30.- Las licitaciones públicas podrán ser: 

I. Internacionales, cuando puedan participar tanto personas
de nacionalidad mexicana como extranjera, en los siguien-
tes casos: 

a) Cuando resulte obligatorio conforme a lo establecido en
los tratados. 

Estas licitaciones se podrán convocar con la denominación
de diferenciadas, en cuyo caso sólo podrán participar en és-
tas los licitantes, o referirse a obras y servicios, que resul-
ten obligatorios en términos de los tratados, mediante las
reglas que para tal efecto establezca la Secretaría de Eco-
nomía, previa opinión de la Secretaría y de la Contraloría.
Si la licitación no fuere convocada como diferenciada, po-
drán participar licitantes, o referirse a obras y servicios, de
cualquier país; 

b) Aunque no resulte obligatorio conforme a lo establecido
en los tratados, en los siguientes casos: 
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b.1) Cuando mediante investigación que realice la depen-
dencia o entidad convocante en los términos que establez-
can las disposiciones reglamentarias correspondientes, los
contratistas nacionales no cuenten con la capacidad para la
ejecución de los trabajos o sea conveniente en términos de
precio; 

b.2) Cuando habiéndose realizado una de carácter nacio-
nal, no se presenten propuestas, o 

b.3) Cuando así se estipule para las contrataciones finan-
ciadas con créditos externos otorgados al Gobierno Federal
o con su garantía. 

II. Nacionales, cuando únicamente puedan participar per-
sonas de nacionalidad mexicana.

En los procedimientos de contratación, podrá requerirse la
incorporación de personal técnico, maquinaria y equipo de
instalación permanente nacionales, por el porcentaje del
valor total de los trabajos que determine la convocante. 

Artículo 31.- Las convocatorias podrán referirse a una o
más obras públicas o servicios relacionados con las mis-
mas, y contendrán: 

I a III ....... 

IV. La fecha, hora y lugar de celebración del acto de pre-
sentación y apertura de proposiciones y de la visita al sitio
de realización de los trabajos así como la indicación, en su
caso, de las propuestas que podrán presentarse a través de
medios remotos de comunicación electrónica; 

V a X ....... 

XI. La indicación de que cualquier persona podrá asistir a
los diferentes actos de la licitación en calidad de observa-
dor, sin necesidad de adquirir las bases, registrando previa-
mente su participación; 

XII. Determinación, en su caso, del porcentaje de conteni-
do nacional, y 

XIII. Los demás requisitos generales que deberán cumplir
los interesados, según las características, complejidad y
magnitud de los trabajos.

Artículo 32.- Las convocatorias se publicarán en el Diario
Oficial de la Federación o en la publicación especializada
que determine la Contraloría. 

Artículo 33.- ....... 

I a V ....... 

VI. Moneda o monedas en que podrán presentarse las pro-
posiciones. En los casos en que se permita hacer la cotiza-
ción en moneda extranjera se deberá establecer que el pa-
go que se realice en el territorio nacional se hará en
moneda nacional y al tipo de cambio de la fecha en que se
haga dicho pago, así como el mecanismo, periodos de re-
visión y los porcentajes máximos de ajuste de costos a que
se sujetará el contrato; 

VII. ....... 

VIII. Criterios claros y detallados para la evaluación de las
propuestas y la adjudicación de los contratos, de conformi-
dad con lo establecido por el artículo 38 de esta Ley; 

IX. ....... 

X. Tratándose de servicios relacionados con las obras pú-
blicas, los términos de referencia que deberán precisar el
objeto y alcances del servicio; las especificaciones genera-
les y particulares; el producto esperado, y la forma de pre-
sentación, así como los tabuladores de las cámaras indus-
triales y colegios de profesionales que deberán servir de
referencia para determinar los sueldos y honorarios profe-
sionales del personal técnico; 

XI a XVII....... 

XVIII. Modelo de contrato al que se sujetarán las partes,
diferenciando los de obras y los de servicios; 

XIX a XX ....... 

XXI. La indicación de que el licitante ganador que no fir-
me el contrato por causas imputables al mismo será san-
cionado en los términos del artículo 78 de esta Ley; 

XXII. En su caso, términos y condiciones a que deberá
ajustarse la participación de los licitantes cuando las pro-
posiciones sean enviadas a través del servicio postal o de
mensajería, o por medios remotos de comunicación elec-
trónica. El que los licitantes opten por utilizar alguno de es-
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tos medios para enviar sus proposiciones no limita, en nin-
gún caso, que asistan a los diferentes actos derivados de
una licitación; 

XXIII. La indicación de que no podrán participar las per-
sonas físicas o morales inhabilitadas por resolución de la
Contraloría, en los términos de este ordenamiento o de la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público. 

Asimismo, la indicación de que los participantes deberán
presentar manifestación bajo protesta de decir verdad de
que por su conducto, no participan en los procedimientos
de contratación establecidos en esta Ley, personas físicas o
morales que se encuentren inhabilitadas en los términos del
párrafo anterior, con el propósito de evadir los efectos de la
inhabilitación, tomando en consideración, entre otros, los
supuestos siguientes: 

a) Personas morales en cuyo capital social participen per-
sonas físicas o morales que se encuentren inhabilitadas en
términos del primer párrafo de esta fracción; 

b) Personas morales que en su capital social participen per-
sonas morales en cuyo capital social, a su vez, participen
personas físicas o morales que se encuentren inhabilitadas
en términos del primer párrafo de esta fracción, y 

c) Personas físicas que participen en el capital social de
personas morales que se encuentren inhabilitadas. 

La participación social deberá tomarse en cuenta al mo-
mento de la infracción que hubiere motivado la inhabilita-
ción. 

La falsedad en la manifestación a que se refiere esta frac-
ción será sancionada en los términos de ley. 

En caso de omisión en la entrega del escrito a que se refie-
re esta fracción, o si de la información y documentación
con que cuente la Contraloría se desprende que personas fí-
sicas o morales pretenden evadir los efectos de la inhabili-
tación, las dependencias y entidades se abstendrán de fir-
mar los contratos correspondientes, y 

XXIV. Los demás requisitos generales que, por las caracte-
rísticas, complejidad y magnitud de los trabajos, deberán
cumplir los interesados, precisando como serán utilizados
en la evaluación.

Para la participación, adjudicación o contratación de obras
públicas o servicios relacionados con las mismas no podrán
exigirse requisitos que tengan por objeto limitar la libre
participación. En ningún caso se deberán establecer requi-
sitos o condiciones imposibles de cumplir. 

Previo a la emisión de la convocatoria, las bases de licita-
ción cuyo presupuesto estimado de contratación sea supe-
rior a diez mil veces el salario mínimo general vigente en
el Distrito Federal elevado al mes, así como aquellas de
monto inferior que las dependencias y entidades conside-
ren convenientes, deberán ser difundidas a través de su pá-
gina en internet o en los medios de difusión electrónica que
establezca la Contraloría, al menos durante cinco días há-
biles, contados a partir del día siguiente al de su difusión,
lapso durante el cual se recibirán los comentarios pertinen-
tes en la dirección electrónica que para tal fin se señale, o
bien, invitarán a los interesados, profesionales, cámaras o
asociaciones empresariales del ramo para participar en la
revisión y opinión de las mismas. 

Artículo 35.- ....... 

I. ....... 

II. En el caso de las bases de la licitación, se difundan por
los mismos medios en que se difundieron éstas, a fin de que
los interesados concurran ante la propia dependencia o en-
tidad para conocer, de manera específica, las modificacio-
nes respectivas.

No será necesario hacer la publicación cuando las modifi-
caciones deriven de las juntas de aclaraciones, siempre que
a más tardar en el plazo señalado en este artículo, se ponga
a disposición o se entregue copia del acta respectiva a ca-
da uno de los licitantes que hayan adquirido las bases de la
correspondiente licitación. 

En las juntas de aclaraciones, las convocantes resolverán
en forma clara y precisa las dudas o cuestionamientos que
sobre las bases de licitación les formulen los interesados,
debiendo constar todo ello en el acta que para tal efecto se
levante. De proceder las modificaciones en ningún caso
podrán consistir en la sustitución o variación sustancial de
los trabajos convocados originalmente, o bien, en la adi-
ción de otros distintos. 

....... 
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Artículo 36.- La entrega de proposiciones se hará en sobre
cerrado. La documentación distinta a la propuesta técnica y
económica podrá entregarse, a elección del licitante, dentro
o fuera de dicho sobre. 

Dos o más personas podrán presentar conjuntamente pro-
posiciones sin necesidad de constituir una sociedad, o nue-
va sociedad en caso de personas morales, siempre que, pa-
ra tales efectos, en la propuesta y en el contrato se
establezcan con precisión y a satisfacción de la dependen-
cia o entidad, las partes de los trabajos que cada persona se
obligará a ejecutar, así como la manera en que se exigiría
el cumplimiento de las obligaciones. En este supuesto la
propuesta deberá ser firmada por el representante común
que para ese acto haya sido designado por el grupo de per-
sonas. 

Para facilitar los procedimientos de contratación, las con-
vocantes deberán efectuar revisiones preliminares respecto
de la especialidad, experiencia y capacidad de los interesa-
dos, y cerciorarse de su inscripción en el registro de con-
tratistas de la convocante, así como de la documentación
distinta a la propuesta técnica y económica, de acuerdo con
lo que establezca el Reglamento de esta Ley. En ningún ca-
so se podrá impedir el acceso a quienes no se encuentren
inscritos en dicho registro, por lo que los licitantes que ha-
yan cubierto el costo de las bases podrán presentar su pro-
puesta en el acto de presentación y apertura de proposicio-
nes de que se trate. 

Este registro deberá ser permanente y estar a disposición de
cualquier interesado, salvo en aquellos casos que se trate
de información de naturaleza reservada, en los términos es-
tablecidos en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental. Cuando la depen-
dencia o entidad se nieguen a revisar la documentación de
los interesados, o bien, sin causa justificada niegue su ins-
cripción, los interesados podrán interponer la inconformi-
dad a que alude el artículo 83 de esta Ley, dentro de los
diez días hábiles siguientes a aquél en que se de a conocer
la negativa. 

En todos los casos, se deberá preferir la especialidad, ex-
periencia y capacidad técnica de los interesados, así como
a aquellos contratistas que, en su caso, hayan ejecutado
obras con contratos terminados en costo y tiempo. 

Artículo 37.- El acto de presentación y apertura de propo-
siciones se llevará, conforme a lo siguiente: 

I. Una vez recibidas las proposiciones en sobre cerrado; se
procederá a su apertura y se desecharán las que hubieren
omitido alguno de los requisitos exigidos; 

II. Por lo menos un licitante, si asistiere alguno, y el servi-
dor público facultado para presidir el acto rubricarán el ca-
tálogo de conceptos o el presupuesto de obra de las pro-
puestas presentadas, las que para estos efectos constarán
documentalmente; debiendo en seguida dar lectura al im-
porte total de cada una de las propuestas; 

III. Se levantará acta que servirá de constancia de la cele-
bración del acto de presentación y apertura de las proposi-
ciones, en la que se deberá asentar las propuestas aceptadas
para su posterior evaluación y el importe total de cada una
de ellas, así como las que hubieren sido desechadas y las
causas que lo motivaron; el acta será firmada por los asis-
tentes y se pondrá a su disposición o se les entregará copia
de la misma, la falta de firma de algún licitante no invali-
dará su contenido y efectos, poniéndose a partir de esa fe-
cha a disposición de los que no hayan asistido, para efecto
de su notificación, y 

IV. En el acta a que se refiere la fracción anterior se seña-
lará lugar, fecha y hora en que se dará a conocer el fallo de
la licitación; esta fecha deberá quedar comprendida dentro
de los treinta días naturales siguientes a la establecida para
este acto y podrá diferirse, siempre que el nuevo plazo fi -
jado no exceda de treinta días naturales contados a partir
del plazo establecido originalmente para el fallo.

Artículo 38.- Las dependencias y entidades para hacer la
evaluación de las proposiciones, deberán verificar que las
mismas cumplan con los requisitos solicitados en las bases
de licitación, para tal efecto, la convocante deberá estable-
cer los procedimientos y los criterios claros y detallados
para determinar la solvencia de las propuestas, dependien-
do de las características, complejidad y magnitud de los
trabajos por realizar. 

Tratándose de obras públicas, deberá verificar, entre otros
aspectos, el cumplimiento de las condiciones legales exigi-
das al licitante; que los recursos propuestos por el licitante
sean los necesarios para ejecutar satisfactoriamente, con-
forme al programa de ejecución, las cantidades de trabajo
establecidas; que el análisis, cálculo e integración de los
precios sean acordes con las condiciones de costos vigen-
tes en la zona o región donde se ejecuten los trabajos. 

Año III, Primer Periodo, 28 de noviembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados102



Tratándose de servicios relacionados con las obras públi-
cas, deberá verificar, entre otros aspectos, el cumplimiento
de las condiciones legales exigidas al licitante; que el per-
sonal propuesto por el licitante cuente con la experiencia,
capacidad y recursos suficientes para la realización de los
trabajos solicitados por la convocante en los respectivos
términos de referencia; que los tabuladores de sueldos se-
an acordes a los requisitos en las bases de licitación; que la
integración de las plantillas y el tiempo de ejecución co-
rrespondan al servicio ofertado. 

La determinación de la solvencia de las propuestas por par-
te de las dependencias y entidades, deberá estar fundada en
los métodos que dispongan los criterios de evaluación para
la adjudicación de los contratos mismos que deberán esta-
blecerse en las bases de licitación, de tal forma que se
cuente con los mayores elementos objetivos que permitan
que las propuestas seleccionadas sean las que garanticen al
Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a ca-
lidad, precio, financiamiento, oportunidad y demás cir-
cunstancias pertinentes. Las dependencias y entidades, de-
berán establecer dichos criterios, procurando la mayor
transparencia, igualdad, imparcialidad, claridad y preci-
sión. 

No serán objeto de evaluación las condiciones establecidas
por las convocantes que tengan como propósito facilitar la
presentación de las proposiciones y agilizar la conducción
de los actos de la licitación, así como cualquier otro requi-
sito, cuyo incumplimiento por sí mismo, no afecte la sol-
vencia de las propuestas. La inobservancia por parte de los
licitantes respecto a dichas condiciones o requisitos no se-
rá motivo para desechar sus propuestas. 

El titular del área responsable de la contratación de los tra-
bajos de la convocante, emitirá un dictamen que servirá co-
mo base para el fallo, en el que se hará constar una reseña
cronológica de los actos del procedimiento, el análisis de
las proposiciones y las razones para admitirlas o desechar-
las. 

Artículo 38 Bis.- Para efecto de realizar la evaluación de
las propuestas, las dependencias y entidades atendiendo a
lo señalado en las bases de licitación, podrán utilizar a su
elección, los siguientes métodos, la elección de uno exclu-
ye los otros: 

I. Que el contrato se adjudique de entre los licitantes, a
aquél cuya propuesta resulte solvente porque reúne, con-
forme a los criterios de adjudicación establecidos en las ba-

ses de licitación, las condiciones legales, técnicas y econó-
micas requeridas por la convocante, y garantice satisfacto-
riamente el cumplimiento de las obligaciones respectivas.
Si resultare que dos o más proposiciones son solventes por-
que reúne las condiciones legales, técnicas y económicas
requeridas por la convocante, el contrato se adjudicará a
quien presente la proposición cuyo precio sea el más bajo; 

II. Utilización de mecanismos de puntos y porcentajes, en
cuyo caso el contrato se adjudicará de entre los licitantes, a
quien ofrezca la propuesta que califique con el mayor nú-
mero de puntos o de porcentaje. En este método, el rubro
relativo al precio tendrá un valor porcentual del treinta por
ciento, debiendo precisarse en las bases la ponderación que
corresponderá a cada uno de los demás rubros que serán
considerados en la evaluación, de acuerdo con los linea-
mientos que para tal efecto emita la Contraloría. 

Tratándose de servicios relacionados con las obras públi-
cas, invariablemente las dependencias y entidades deberán
utilizar este método, y 

III. Tratándose de contratos a precio alzado o la parte de los
mixtos de esta naturaleza, las dependencias y las entidades
podrán someter a subasta descendente el importe total de
los trabajos, a efecto de que el precio sea mejorado por
cualquier licitante, y se adjudique el contrato a quien ofrez-
ca el precio más bajo.

Artículo 38 Ter.- En los procedimientos de contratación
mediante los cuales se pretenda adjudicar contratos a pre-
cio alzado, las dependencias y entidades durante el acto de
fallo y previo a la emisión de éste, podrán aplicar el méto-
do de subasta descendente, considerando lo siguiente: 

I. Invariablemente se celebrará en acto público; 

II. No será obligatoria la asistencia de los licitantes; sin
embargo, quienes no asistan perderán el derecho a propo-
ner reducciones a sus precios, excepto que se haya previs-
to la posibilidad de hacerlo por medios remotos de comu-
nicación electrónica; 

III. Una vez efectuada la evaluación de las propuestas y
formulado el dictamen a que se refiere el artículo 38 de es-
ta Ley, se procederá a dar a conocer el resultado de ésta, y 

IV. A partir del precio más bajo de las propuestas presen-
tadas, los licitantes que hubieren obtenido resultado técni-
co favorable, durante el acto en que se dé a conocer el re-
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sultado, sin que puedan ser modificadas las características,
términos y condiciones de las propuestas, podrán median-
te puja hacia la baja, proponer rebajas sobre los precios
ofertados. Solamente podrán aceptarse pujas de las perso-
nas facultadas para formular propuestas en los procedi-
mientos de contratación.

La duración de la subasta será fijada por la convocante. No
obstante, la subasta deberá permanecer abierta por un pe-
riodo mínimo de una hora y máximo de tres horas. 

El método de subasta descendente podrá llevarse a cabo a
través de los medios remotos de comunicación electrónica
que previamente establezca o autorice la Contraloría. 

La Contraloría mediante lineamientos de carácter general,
podrá recomendar los casos en los que se considere conve-
niente utilizar este método. 

Artículo 39.- En junta pública se dará a conocer el fallo de
la licitación, a la que libremente podrán asistir los licitan-
tes que hubieren participado en el acto de presentación y
apertura de proposiciones, levantándose el acta respectiva,
que firmarán los asistentes, a quienes se entregará copia de
la misma. La falta de firma de algún licitante no invalidará
su contenido y efectos, poniéndose a partir de esa fecha a
disposición de los que no hayan asistido, para efecto de su
notificación. En sustitución de esa junta, las dependencias
y entidades podrán optar por notificar el fallo de la licita-
ción por escrito a cada uno de los licitantes, dentro de los
cinco días naturales siguientes a su emisión. 

En el mismo acto de fallo o adjunta a la comunicación re-
ferida, las dependencias y entidades proporcionarán por
escrito a los licitantes la información acerca de las razones
por las cuales su propuesta no resultó ganadora. 

Artículo 40.- Las dependencias y entidades procederán a
declarar desierta una licitación y podrán expedir una se-
gunda convocatoria, cuando las propuestas presentadas no
reúnan los requisitos de las bases de la licitación o sus pre-
cios de insumos no fueren aceptables. 

Las dependencias y entidades podrán cancelar una licita-
ción por caso fortuito o fuerza mayor. De igual manera, po-
drán cancelar cuando existan circunstancias, debidamente
justificadas, que provoquen la extinción de la necesidad de
contratar los trabajos y que de continuarse con el procedi-
miento de contratación se pudiera ocasionar un daño o per-
juicio a la propia dependencia o entidad. La determinación

de dar por cancelada la licitación, deberá precisar el acon-
tecimiento que motiva la decisión, la cual se hará del co-
nocimiento de los licitantes. 

Artículo 41.- En los supuestos que prevé el siguiente artí-
culo, las dependencias y entidades, bajo su responsabili-
dad, podrán optar por no llevar a cabo el procedimiento de
licitación pública y celebrar contratos a través de los pro-
cedimientos de invitación a cuando menos tres personas o
de adjudicación directa. 

La selección que realicen las dependencias y entidades de-
berá fundarse y motivarse, según las circunstancias que
concurran en cada caso, en criterios de economía, eficacia,
eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las me-
jores condiciones para el Estado. El acreditamiento del o
los criterios, así como la justificación para el ejercicio de la
opción, deberá constar por escrito y ser firmado por el titu-
lar del área responsable de la ejecución de los trabajos. 

En cualquier supuesto se invitará a personas que cuenten
con capacidad de respuesta inmediata, así como con los re-
cursos técnicos, financieros y demás que sean necesarios,
de acuerdo con las características, complejidad y magnitud
de los trabajos a ejecutar. 

Artículo 42.- ....... 

I. El contrato sólo pueda celebrarse con una determinada
persona por tratarse de obras de arte, el licenciamiento ex-
clusivo de patentes, derechos de autor u otros derechos ex-
clusivos; 

II. Peligre o se altere el orden social, la economía, los ser-
vicios públicos, la salubridad, la seguridad o el ambiente de
alguna zona o región del país como consecuencia de caso
fortuito o de fuerza mayor; 

III. ....... 

IV. Se realicen con fines exclusivamente militares o para la
Armada, sean necesarios para garantizar la seguridad na-
cional, de acuerdo con lo que establece la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guber-
namental; 

V. ....... 

VI. Se hubiere rescindido el contrato respectivo por causas
imputables al contratista que hubiere resultado ganador en
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una licitación. En estos casos la dependencia o entidad po-
drá adjudicar el contrato al licitante que haya presentado la
siguiente proposición solvente más baja, siempre que la di-
ferencia en precio con respecto a la propuesta que inicial-
mente hubiere resultado ganadora no sea superior al diez
por ciento. Tratándose de procedimientos de contratación
en los que se hayan considerado puntos y porcentajes co-
mo método para la evaluación de las proposiciones, se po-
drá adjudicar a la propuesta que siga en calificación a la del
ganador; 

VII. Se realice una licitación pública que haya sido decla-
rada desierta, siempre que no se modifiquen los requisitos
esenciales señalados en las bases de licitación; 

VIII a X. ....... 

XI. Se trate de servicios de consultorías, asesorías, estu-
dios, investigaciones o capacitación, relacionados con
obras públicas, debiendo aplicar el procedimiento de invi-
tación a cuando menos tres personas, entre las que se in-
cluirán a las instituciones de educación superior y centros
de investigación. Si la materia de los trabajos se refiere a
información reservada, en los términos establecidos en la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental, podrá autorizarse la contratación
mediante adjudicación directa, y 

XII. Se acepte la ejecución de los trabajos a título de dación
en pago, en los términos de la Ley del Servicio de Tesore-
ría de la Federación.

Artículo 43.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo an-
terior, las dependencias y entidades, bajo su responsabili-
dad, podrán contratar obras públicas o servicios relaciona-
dos con las mismas, sin sujetarse al procedimiento de
licitación pública, a través de los de invitación a cuando
menos tres personas o de adjudicación directa, cuando el
importe de cada contrato no exceda de los montos máxi-
mos que al efecto establezca la Contraloría, previa opinión
de la Secretaría, mismos que se publicarán en el Diario
Oficial de la Federación, siempre que los contratos no se
fraccionen para quedar comprendidas en los supuestos de
excepción a la licitación pública a que se refiere este artí-
culo. 

La suma de los montos de los contratos que se realicen al
amparo de este artículo no podrá exceder del veinte por
ciento del presupuesto autorizado a las dependencias y en-

tidades para realizar obras públicas y servicios relaciona-
dos con las mismas en cada ejercicio presupuestario. 

En casos excepcionales, el titular de la dependencia o el ór-
gano de gobierno de la entidad, bajo su responsabilidad,
podrá fijar un porcentaje mayor al indicado en este artícu-
lo, debiéndolo hacer del conocimiento del órgano interno
de control. Esta facultad podrá delegarse en el oficial ma-
yor o su equivalente en las dependencias o entidades. 

En el supuesto de que dos procedimientos de invitación a
cuando menos tres personas hayan sido declarados desier-
tos, el titular del área responsable de la contratación de los
trabajos en la dependencia o entidad podrá adjudicar direc-
tamente el contrato. 

Artículo 44.- El procedimiento de invitación a cuando me-
nos tres personas se sujetará a lo siguiente: 

I. El acto presentación y apertura de proposiciones podrá
hacerse sin la presencia de los correspondientes licitantes,
pero invariablemente se invitará a un representante del ór-
gano interno de control en la dependencia o entidad; 

II. Para llevar a cabo la adjudicación correspondiente, se
deberá contar con un mínimo de tres propuestas suscepti-
bles de análisis; 

III. En las bases se indicarán, según las características,
complejidad y magnitud de los trabajos, aquellos aspectos
que correspondan al artículo 33 de esta Ley; 

IV. Los plazos para la presentación de las proposiciones se
fijarán para cada contrato, atendiendo a las características,
complejidad y magnitud de los trabajos; 

V. Difundir la invitación en lugar visible de las oficinas de
la convocante o en su página de internet y en los medios de
difusión que establezca la Contraloría a titulo informativo,
incluyendo quienes fueron invitados; 

VI. El carácter nacional o internacional en los términos del
artículo 30 de esta Ley, y 

VII. A las demás disposiciones de esta Ley que resulten
aplicables.

Artículo 45.- ....... 

I. ....... 
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Las dependencias y entidades podrán celebrar contratos
abiertos sobre la base de precios unitarios, en donde se po-
drá pactar que los trabajos podrán realizarse con un presu-
puesto mínimo y en plazo de ejecución mínimos o máxi-
mos de duración; dicho contrato solo operará cuando se
trate de trabajos de mantenimiento, remodelación, conser-
vación, restauración y perforación. La orden de trabajo que
se emita con cargo a estos contratos, deberá contar con los
recursos suficientes para su pago; 

II. A precio alzado, en cuyo caso el importe de la remune-
ración o pago total fijo que deba cubrirse al contratista se-
rá por los trabajos totalmente terminados y ejecutados en el
plazo establecido. Atendiendo a las características, magni-
tud y complejidad de los trabajos, las dependencias y enti -
dades podrán diferenciar el costo que tendrá la ejecución
de los trabajos, de aquel que tendrá el financiamiento. 

Las proposiciones que presenten los contratistas para la ce-
lebración de estos contratos, tanto en sus aspectos técnicos
como económicos, deberán estar desglosadas por lo menos
en cinco actividades principales, y 

III. .......

....... 

Los trabajos cuya ejecución comprendan más de un ejerci-
cio presupuestario deberán formularse en un solo contrato,
por la vigencia que resulte necesaria para la ejecución de
los trabajos, quedando únicamente sujetos a la autorización
presupuestaria para cada ejercicio, en los términos del artí-
culo 30 de la Ley de Presupuesto Contabilidad y Gasto Pú-
blico Federal. 

Artículo 46.- ....... 

I a III ....... 

IV. El plazo de ejecución de los trabajos determinado en dí-
as naturales, indicando la fecha de inicio y conclusión de
los mismos, así como los plazos para verificar la termina-
ción de los trabajos y la elaboración del finiquito referido
en el artículo 64 de esta Ley, este último plazo no podía ex-
ceder de sesenta días naturales, los cuales deben ser esta-
blecidos de acuerdo con las características, complejidad y
magnitud de los trabajos; 

V. ....... 

VI. Forma o términos y porcentajes de garantizar la co-
rrecta inversión de los anticipos y el cumplimiento del con-
trato;

VII. ....... 

VIII. Penas convencionales por atraso en la ejecución de
los trabajos por causas imputables a los contratistas, deter-
minadas únicamente en función de los trabajos no ejecuta-
dos conforme al programa convenido, las que en ningún
caso podrán ser superiores, en su conjunto, al monto de la
garantía de cumplimiento. Las dependencias y entidades
deberán fijar en el contrato, los términos, condiciones y el
procedimiento, para aplicar las penas convencionales, de-
biendo exponer en el finiquito correspondiente las razones
de su aplicación; 

IX a XI ....... 

XII. La descripción pormenorizada de los trabajos que se
deban ejecutar, debiendo acompañar como parte integrante
del contrato, en el caso de las obras, los proyectos, planos,
especificaciones, normas de calidad, programas y presu-
puestos; tratándose de servicios, los términos de referencia.
En el caso de contratos abiertos se deberá realizar una des-
cripción completa de los trabajos a realizar, de las fases en
que se dividirá y de los componentes que los integran, de-
biendo estar soportados en precios unitarios, y 

XIII. .......

Para los efectos de esta Ley, las bases de licitación, el con-
trato, sus anexos y la bitácora de los trabajos son los ins-
trumentos que vinculan a las partes en sus derechos y obli-
gaciones. Las estipulaciones que se establezcan en el
contrato no deberán modificar las condiciones previstas en
las bases de licitación. 

En la formalización de los contratos, podrán utilizarse los
medios de comunicación electrónica que al efecto autorice
la Contraloría. 

En la elaboración, control y seguimiento de la bitácora, se po-
drán utilizar medios remotos de comunicación electrónica. 

Artículo 47.- La adjudicación del contrato obligará a la de-
pendencia o entidad y a la persona en quien hubiere recaí-
do, a formalizar el documento relativo en la fecha que se
haya establecido en las bases de la licitación, la cual no po-
drá exceder de los treinta días naturales siguientes al de la
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notificación del fallo. No podrá formalizarse contrato algu-
no que no se encuentre garantizado de acuerdo con lo dis-
puesto en la fracción II del artículo 48 de esta Ley. 

Si el interesado no firmare el contrato por causas imputa-
bles al mismo, en la fecha o plazo establecido en el párra-
fo anterior, la dependencia o entidad podrá, sin necesidad
de un nuevo procedimiento, adjudicar el contrato al parti -
cipante que haya presentado la siguiente proposición sol-
vente más baja, de conformidad con lo asentado en el dic-
tamen a que se refiere el artículo 38 de esta Ley, y así
sucesivamente en caso de que este último no acepte la ad-
judicación, siempre que la diferencia en precio con respec-
to a la propuesta que inicialmente hubiere resultado gana-
dora, no sea superior al diez por ciento. Tratándose de una
evaluación de puntos y porcentajes, el contrato podrá adju-
dicarse a la que le siga en calificación y así sucesivamente
en caso de que este último no acepte la adjudicación. 

Si la dependencia o entidad no firmare el contrato respec-
tivo o cambia las condiciones de las bases de licitación que
motivaron el fallo correspondiente, el licitante ganador, sin
recurrir en responsabilidad, no estará obligado a ejecutar
los trabajos. En este supuesto, la dependencia o entidad, a
solicitud escrita del licitante, cubrirá los gastos no recupe-
rables en que hubiere incurrido para preparar y elaborar su
propuesta, siempre que éstos sean razonables, estén debi-
damente comprobados y se relacionen directamente con la
licitación de que se trate. 

....... 

....... 

Artículo 48.- ....... 

I. Los anticipos que, en su caso, reciban. Estas garantías
deberán constituirse por la totalidad del monto de los anti-
cipos, adicionado con un cinco por ciento sobre dicho
monto, por concepto de los intereses que, en su caso se ge-
neren, de conformidad con las previsiones de los artículos
50 y 55 de esta Ley, y 

II. .......

Para los efectos de este artículo, los titulares de las depen-
dencias o los órganos de gobierno de las entidades fijarán
las bases, la forma y el porcentaje a los que deberán suje-
tarse las garantías que deban constituirse. En los casos se-
ñalados en los artículos 42, fracciones V, VIII, IX, X y XI,

y 43 de esta Ley, el servidor público facultado para firmar
el contrato, bajo su responsabilidad, podrá exceptuar a los
contratistas de presentar la garantía del cumplimiento. 

Artículo 49.- ....... 

I a II ....... 

III. Las Tesorerías de las entidades federativas, del Distrito
Federal o de los Municipios, en los casos de los contratos
celebrados al amparo de la fracción VI del artículo 1 de es-
ta Ley.

Artículo 50.- ....... 

I. ....... 

II. Las dependencias y entidades podrán otorgar hasta un
treinta por ciento de la asignación presupuestaria aprobada
al contrato en el ejercicio de que se trate para que el con-
tratista realice en el sitio de los trabajos la construcción de
sus oficinas, almacenes, bodegas e instalaciones y, en su
caso, para los gastos de traslado de la maquinaria y equipo
de construcción e inicio de los trabajos; así como, para la
compra y producción de materiales de construcción, la ad-
quisición de equipos que se instalen permanentemente y
demás insumos que deberán otorgar. 

....... 

III a IV ....... 

V. Cuando los trabajos rebasen más de un ejercicio presu-
puestario, y se inicien en el último trimestre del primer
ejercicio y el anticipo resulte insuficiente, las dependencias
o entidades podrán, bajo su responsabilidad, otorgar como
anticipo hasta el monto total de la asignación autorizada al
contrato respectivo durante el primer ejercicio, vigilando
que se cuente con la suficiencia presupuestaria para el pa-
go de la obra por ejecutar en el ejercicio de que se trate. 

....... 

VI. Las dependencias y entidades podrán otorgar anticipos
para los convenios que se celebren en términos del artícu-
lo 59 de esta Ley, sin que pueda exceder el porcentaje ori-
ginalmente autorizado en el contrato respectivo.

....... 

....... 
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Artículo 51.- ....... 

I. Aquéllas en que el servidor público que intervenga en
cualquier etapa del procedimiento de contratación tenga in-
terés personal, familiar o de negocios, incluyendo aquellas
de las que pueda resultar algún beneficio para él, su cón-
yuge o sus parientes consanguíneos hasta el cuarto grado,
por afinidad o civiles, o para terceros con los que tenga re-
laciones profesionales, laborales o de negocios, o para so-
cios o sociedades de las que el servidor público o las per-
sonas antes referidas formen o hayan formado parte
durante los dos años previos a la fecha de celebración del
procedimiento de contratación de que se trate; 

II. Las que desempeñen un empleo, cargo o comisión en el
servicio público, o bien, las sociedades de las que dichas
personas formen parte, sin la autorización previa y especí-
fica de la Contraloría; 

III a IV ....... 

V. Aquéllas que hayan sido declaradas o sujetas a concur-
so mercantil o alguna figura análoga; 

VI. ....... 

VII. Las que pretendan participar en un procedimiento de
contratación y previamente, hayan realizado o se encuen-
tren realizando por sí o a través de empresas que formen
parte del mismo grupo empresarial, en virtud de otro con-
trato, trabajos de dirección, coordinación y control de obra;
preparación de especificaciones de construcción; presu-
puesto de los trabajos; selección o aprobación de materia-
les, equipos y procesos; 

VIII. Aquéllas que por sí o a través de empresas que for-
men parte del mismo grupo empresarial, pretendan ser con-
tratadas para la elaboración de dictámenes, peritajes y ava-
lúos, cuando éstos hayan de ser utilizados para resolver
discrepancias derivadas de los contratos en los que dichas
personas o empresas sean partes; 

IX. Las que hayan utilizado información privilegiada pro-
porcionada indebidamente por servidores públicos o sus
familiares por parentesco consanguíneo y por afinidad has-
ta el cuarto grado, o civil; 

X. Las que contraten servicios de asesoría, consultoría y
apoyo de cualquier tipo de personas en materia de contra-
taciones gubernamentales, si se comprueba que todo o par-

te de las contraprestaciones pagadas al prestador del servi-
cio, a su vez, son recibidas por servidores públicos por si o
por interpósita persona, con independencia de que quienes
las reciban tengan o no relación con la contratación, y 

XI. Las demás que por cualquier causa se encuentren im-
pedidas para ello por disposición de ley.

Artículo 53.- ....... 

Cuando la supervisión sea realizada por contrato, la apro-
bación de las estimaciones para efectos de pago deberá ser
autorizada por la residencia de obra de la dependencia o
entidad. Los contratos de supervisión con terceros, deberán
ajustarse a los lineamientos que para tal efecto determine la
Contraloría. 

Artículo 54.- ....... 

....... 

....... 

Las dependencias y entidades podrán establecer en sus
políticas, bases y lineamientos, preferentemente, el pago
a contratistas a través de medios de comunicación elec-
trónica. 

....... 

Artículo 55.- En caso de incumplimiento en los pagos de
estimaciones y de ajustes de costos, la dependencia o enti-
dad, a solicitud del contratista, deberá pagar gastos finan-
cieros conforme a una tasa que será igual a la establecida
por la Ley de Ingresos de la Federación en los casos de pró-
rroga para el pago de créditos fiscales. Dichos gastos em-
pezarán a generarse cuando las partes tengan definido el
importe a pagar y se calcularán sobre las cantidades no pa-
gadas, debiéndose computar por días naturales desde que
sean determinadas y hasta la fecha en que se ponga efecti-
vamente las cantidades a disposición del contratista. 

....... 

No se considerará pago en exceso cuando las diferencias
que resulten a cargo del contratista sean compensadas en la
estimación siguiente, o en el finiquito, si dicho pago no se
hubiera identificado con anterioridad. 

Artículo 57.- ....... 
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I a II ....... 

III. En el caso de trabajos en los que se tenga establecida la
proporción en que intervienen los insumos en el total del
costo directo de los mismos, el ajuste respectivo podrá de-
terminarse mediante la actualización de los costos de los
insumos que intervienen en dichas proporciones. En este
caso, cuando los contratistas no estén de acuerdo con la
proporción de intervención de los insumos ni su forma de
medición durante el proceso de construcción, podrán soli-
citar su revisión a efecto de que sean corregidos; en el su-
puesto de no llegar a un acuerdo, de deberá aplicar el pro-
cedimiento enunciado en la fracción I de este artículo.

Artículo 60.- ....... 

Asimismo, podrán dar por terminados anticipadamente los
contratos cuando concurran razones de interés general;
existan causas justificadas que le impidan la continuación
de los trabajos, y se demuestre que de continuar con las
obligaciones pactadas se ocasionaría un daño o perjuicio
grave al Estado; se determine la nulidad total o parcial de
actos que dieron origen al contrato, con motivo de la reso-
lución de una inconformidad emitida por la Contraloría, o
por resolución de autoridad judicial competente, o bien, no
sea posible determinar la temporalidad de la suspensión de
los trabajos a que se refiere este artículo. 

Artículo 62.- ....... 

I. .......

II. ....... 

Las dependencias y entidades podrán optar entre aplicar las
penas convencionales o el sobrecosto que resulte de la res-
cisión, debiendo fundamentar y motivar las causas de la
aplicación de uno o de otro; 

III a IV .......

Una vez comunicada por la dependencia o entidad la ter-
minación anticipada de los contratos o el inicio del proce-
dimiento de rescisión de los mismos, éstas procederán a to-
mar inmediata posesión de los trabajos ejecutados para
hacerse cargo del inmueble y de las instalaciones respecti-
vas, y en su caso, proceder a suspender los trabajos, levan-
tando, con o sin la comparecencia del contratista, acta cir-
cunstanciada del estado en que se encuentre la obra. En el

caso de entidades, el acta circunstanciada se levantará ante
la presencia de fedatario público. 

....... 

Artículo 66.- ....... 

....... 

....... 

....... 

....... 

En los casos señalados en los artículos 42, fracciones V,
VIII, IX, X y XI, y 43 de esta Ley, el servidor público que
haya firmado el contrato, bajo su responsabilidad, podrá
exceptuar a los contratistas de presentar la garantía a que se
refiere este artículo. 

Artículo 74.- La forma y términos en que las dependencias
y entidades deberán remitir a la Contraloría, a la Secretaría
y a la Secretaría de Economía la información relativa a los
actos y contratos materia de esta Ley, serán establecidos
por dichas Secretarías, en el ámbito de sus respectivas atri -
buciones. 

....... 

Las dependencias y entidades conservarán en forma orde-
nada y sistemática toda la documentación e información
electrónica comprobatoria de los actos y contratos materia
de este ordenamiento, cuando menos por un lapso de tres
años, contados a partir de la fecha de su recepción; excep-
to la documentación contable, en cuyo caso se estará a lo
previsto en las disposiciones aplicables. 

Las propuestas desechadas durante la licitación pública o
invitación a cuando menos tres personas, podrán ser de-
vueltas a los licitantes que lo soliciten, una vez transcurri-
dos sesenta días naturales contados a partir de la fecha en
que se dé a conocer el fallo respectivo, salvo que exista al-
guna inconformidad en trámite, en cuyo caso las propues-
tas deberán conservarse hasta la total conclusión de la in-
conformidad e instancias subsecuentes; agotados dichos
términos la convocante podrá proceder a su devolución o
destrucción. 
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Artículo 78.- La Contraloría, además de la sanción a que
se refiere el artículo anterior, inhabilitará temporalmente
para participar en procedimientos de contratación o cele-
brar contratos regulados por esta Ley, a las personas que se
encuentren en alguno de los supuestos siguientes: 

I a III ....... 

IV. Las que proporcionen información falsa o que actúen
con dolo o mala fe en algún procedimiento de contratación,
en la celebración del contrato o durante su vigencia, o bien,
en la presentación o desahogo de una queja en una audien-
cia de conciliación o de una inconformidad, y 

V. Los contratistas que se encuentren en el supuesto de la
fracción X del artículo 51 de este ordenamiento.

....... 

Si al día en que se cumpla el plazo de inhabilitación a que
se refiere el párrafo que antecede el sancionado no ha pa-
gado la multa que hubiere sido impuesta en términos del
artículo anterior, la mencionada inhabilitación subsistirá
hasta que se realice el pago correspondiente. 

....... 

Artículo 79.- ....... 

I. ....... 

II. El carácter intencional o no del acto u omisión constitu-
tivo de la infracción; 

III a IV.......

....... 

Artículo 80.- La Contraloría aplicará las sanciones que
procedan, conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos, a los servidores públicos que infrinjan las disposi-
ciones de este ordenamiento. 

La Contraloría, en uso de las atribuciones que le confiere la
Ley citada en el párrafo anterior, podrá abstenerse de ini-
ciar los procedimientos previstos en ella, cuando de las in-
vestigaciones o revisiones practicadas se advierta que el
acto u omisión no es grave, o no implica la probable comi-

sión de algún delito o perjuicio patrimonial a la dependen-
cia o entidad. 

Título Octavo 

De las Inconformidades y del Procedimiento 
de Conciliación y del Arbitraje 

Artículo 83.- Podrá interponerse inconformidad ante la
Contraloría por actos del procedimiento de contratación
que contravengan las disposiciones que rigen las materias
objeto de esta Ley, cuando dichos actos se relacionen con: 

I. La convocatoria, las bases de licitación o la junta de acla-
raciones, siempre que el interesado haya adquirido las ba-
ses y manifestado su objeción, así como los argumentos y
razones jurídicas que la funden, en la propia junta de acla-
raciones. 

En este supuesto, la inconformidad sólo podrá presentarse
por el interesado dentro de los diez días hábiles siguientes
a la celebración de la última junta de aclaraciones; 

II. Los actos cometidos durante el acto de presentación y
apertura de proposiciones y el fallo. 

En este caso, la inconformidad sólo podrá presentarse por
el licitante dentro de los diez días hábiles siguientes a la
notificación del acto respectivo, o 

III. Los actos y omisiones por parte de la convocante que
impidan la formalización del contrato en los términos esta-
blecidos en las bases o en esta Ley. 

En esta hipótesis, la inconformidad sólo podrá presentarse
por quien haya resultado adjudicado, dentro de los diez dí-
as hábiles siguientes a aquél en que se hubiere vencido el
plazo para la formalización del contrato.

La Contraloría desechará las inconformidades que se pre-
senten en contra de actos o en momentos distintos a los es-
tablecidos en las fracciones anteriores; igualmente, des-
echará las inconformidades a que se refiere la fracción I de
este artículo, cuando de las constancias se desprenda que el
inconforme no hubiere asistido a la junta de aclaraciones o
cuando, habiendo asistido, no hubiere manifestado su ob-
jeción y los argumentos y razones jurídicas que la funden
respecto de aquellos actos que presuntamente contraven-
gan las disposiciones que rigen las materias objeto de esta
Ley. 
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Toda inconformidad será presentada, a elección del pro-
movente, por escrito o a través de los medios remotos de
comunicación electrónica que al efecto establezca la Con-
traloría. 

Transcurrido el plazo establecido en este artículo, se tendrá
por precluido el derecho a inconformarse, sin perjuicio de
que la Contraloría pueda actuar en cualquier tiempo en tér-
minos de ley. 

Lo establecido en este artículo, es sin perjuicio de que las
personas interesadas previamente manifiesten a la Contra-
loría las irregularidades que a su juicio se hayan cometido
en el procedimiento de contratación, a fin de que las mis-
mas se corrijan. 

Previo convenio de coordinación entre las entidades fede-
rativas o el Distrito Federal y la Contraloría, las inconfor-
midades relativas a procedimientos de contratación realiza-
dos por éstas, con cargo total o parcial a fondos federales,
deberán ser presentadas ante las contralorías estatales o del
Distrito Federal, quienes emitirán, en su caso, las resolu-
ciones correspondientes en los términos previstos en la
presente Ley. 

Artículo 84.- En la inconformidad que se presente en los
términos a que se refiere este Capítulo, el promovente de-
berá manifestar, bajo protesta de decir verdad, los hechos
que le consten relativos al acto o actos que aduce son irre-
gulares y acompañar la documentación que sustente su pe-
tición. 

....... 

Cuando una inconformidad se resuelva como infundada
por resultar notoriamente improcedente y se advierta que
se hizo con el único propósito de retrasar y entorpecer la
continuación del procedimiento de contratación; se impon-
drá al promovente multa conforme lo establece el artículo
77 de esta Ley. 

Artículo 86.- La Contraloría podrá de oficio o en atención
a las inconformidades a que se refiere el artículo 83 del
presente ordenamiento, realizar las investigaciones que re-
sulten pertinentes, a fin de verificar que los actos del pro-
cedimiento de licitación o invitación a cuando menos tres
personas se ajustan a las disposiciones de esta Ley, dentro
de un plazo que no excederá de veinte días hábiles conta-
dos a partir de la fecha en que tenga conocimiento del acto

irregular. Transcurrido dicho plazo, deberá emitir la reso-
lución correspondiente dentro de los veinte días hábiles si-
guientes. 

La Contraloría podrá requerir información a las dependen-
cias o entidades correspondientes, quienes deberán remitir-
la dentro de los seis días hábiles siguientes a la recepción
del requerimiento respectivo. 

....... 

....... 

I a II. .......

....... 

Artículo 87.- ....... 

I. ....... 

II. La nulidad total del procedimiento; 

III. La declaración relativa a lo infundado de la inconfor-
midad, o 

IV. Las directrices para que el contrato se firme.

Artículo 90.-....... 

En la conciliación las partes deberán procurar la realiza-
ción de acciones que promuevan la ejecución total de los
trabajos y la completa resolución de las controversias, a
través de los convenios que acuerden las mismas, los que
podrán considerarse para efectos de la solventación de ob-
servaciones de los órganos de control. 

En caso de que sea necesario, la audiencia se podrá reali-
zar en varias sesiones. Para ello, la Contraloría señalará los
días y horas para que tengan verificativo. El procedimien-
to de conciliación deberá agotarse en un plazo no mayor de
cuarenta días hábiles contados a partir de la fecha en que se
haya celebrado la primera sesión, salvo que las partes
acuerden un plazo mayor, por causas debidamente justifi-
cadas. 

En el caso de que las partes no lleguen a un acuerdo res-
pecto de la controversia, podrán designar a su costa, ante la
presencia de la propia Contraloría, a un tercero o perito que
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emita su opinión sobre los puntos controvertidos, a efecto
de lograr que las partes concilien sus intereses. 

....... 

Artículo 91.- En el supuesto de que las partes lleguen a una
conciliación, el convenio respectivo obligará a las mismas,
y su cumplimiento podrá ser demandado por la vía judicial
correspondiente. En caso contrario, quedarán a salvo sus
derechos, para que los hagan valer en la vía que corres-
ponda. 

Capítulo Tercero 

Del Arbitraje 

Artículo 92.- Las controversias derivadas o relacionadas
con los términos y condiciones pactados en los contratos
celebrados al amparo de esta Ley, podrán resolverse me-
diante arbitraje, con los árbitros que las partes designen. 

Para tales efectos, podrá pactarse el procedimiento arbitral
ya sea en cláusula compromisoria en el propio contrato o
por convenio expreso posterior. 

Artículo 93.- El procedimiento arbitral se deberá substan-
ciar de acuerdo con las reglas que determinen las partes
contratantes y en lo no previsto, se estará a las disposicio-
nes relativas al arbitraje del Código de Comercio. 

Los honorarios de los árbitros, serán cubiertos por las par-
tes contratantes en la forma y términos que las propias par-
tes convengan. 

Artículo 94.- Los compromisos arbitrales serán vinculato-
rios y el procedimiento se deberá sustanciar en el lugar
donde se haya formalizado el contrato. 

El procedimiento arbitral culminara con laudo arbitral, el
que deberá cumplimentarse dentro del término de quince
días naturales siguientes a su notificación, salvo pacto en
contrario. 

Artículo 95.- Los procedimientos arbitrales y laudos que
se emitan, se harán del conocimiento de la Comisión Fede-
ral de Contrataciones Gubernamentales y podrán conside-
rarse para efectos de solventación de observaciones de los
órganos de fiscalización y control. 

Artículo 96.- La Contraloría por conducto de la Comisión
Federal de Contrataciones Gubernamentales, solicitará a
las cámaras, colegios y demás asociaciones de profesiona-
les, propuestas de personas que puedan fungir como árbi-
tros especializados en las materias que regula la presente
Ley. 

Para constituirse como árbitro, se requiere cumplir los si-
guientes requisitos: 

I. Ser profesionista titulado como licenciado en derecho,
ingeniería o arquitectura en sus diversas ramas o especiali-
zación, o de cualquier otra profesión relacionada con las
materias que regula esta Ley; 

II. Acreditar experiencia mínima de cinco años, en las ma-
terias que regula la presente Ley; 

III. Poseer reconocido prestigio profesional, honorabilidad
y solvencia moral; 

IV. No haber sido condenado por delito intencional; 

V. No desempeñar ningún empleo, cargo o comisión en el
servicio público de la federación, entidades federativas, el
Distrito Federal o municipios, y 

VI. No tener vínculos de parentesco por consanguinidad o
por afinidad hasta el cuarto grado, o civil o relaciones co-
merciales, profesionales o de amistad con las partes en
conflicto.

La Comisión Federal de Contrataciones Gubernamentales,
deberá llevar el registro de las personas que podrán fungir
como árbitros en las materias que regula la presente Ley, y
difundirá en el mes de enero de cada año, la lista de árbi-
tros correspondiente. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El Presente decreto entrará en vigor a los se-
senta días siguientes al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación. 

SEGUNDO.- Las disposiciones administrativas expedidas
en las materias que regulan las Leyes de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y de Obras
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, vigen-
tes al momento de la publicación de este ordenamiento, se
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seguirán aplicando en todo lo que no se opongan al pre-
sente decreto. 

TERCERO.- Los procedimientos de contratación y de in-
conformidades, así como los demás asuntos que se en-
cuentren en trámite o pendientes de resolución se tramita-
rán y resolverán conforme a las disposiciones vigentes al
momento en que se iniciaron; en el caso de los procedi-
mientos de aplicación de sanciones, se tramitarán y resol-
verán conforme a las disposiciones vigentes al momento en
que se hubieren suscitado los hechos constitutivos de la in-
fracción. 

CUARTO.- El Ejecutivo Federal expedirá el Reglamento
Interior de la Comisión Federal de Contrataciones Guber-
namentales, a la que se transferirán los recursos humanos,
materiales y financieros así como las estructuras que la
Contraloría tiene destinados para el ejercicio de las atribu-
ciones que se le otorgan al citado órgano. 

Hasta en tanto inicie sus operaciones la referida Comisión,
las funciones y atribuciones que este decreto le confiere,
serán ejercidas por la unidad administrativa que señale el
Reglamento Interior de la Contraloría. 

QUINTO.- En tanto se emiten las reglas a que alude la re -
forma al artículo 28, fracción I, inciso a) de la Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Públi-
co, por parte de la Secretaría de Economía, continuarán
aplicándose aquellas que se encuentren vigentes al mo-
mento en que entre en vigor este decreto. 

SEXTO.- Los titulares de las dependencias y los órganos
de gobierno de las entidades deberán emitir, dentro de los
sesenta días posteriores a la entrada en vigor de este decre-
to, las políticas generales determinadas por el último pá-
rrafo del artículo 1 Bis de la Ley de Adquisiciones, Arren-
damientos y Servicios del Sector Público. 

SEPTIMO.- Dentro de los sesenta días siguientes a la en-
trada en vigor de este decreto, la Secretaría y las entidades,
que figuren como fideicomitentes en los fideicomisos a que
se refiere el tercer párrafo del artículo 1 de las Leyes de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico, y de Obras Públicas y Servicios Relacionados con
las Mismas, procederán en coordinación con la respectiva
institución fiduciaria, a suscribir los convenios procedentes
para adecuar los contratos constitutivos celebrados, a lo
dispuesto por dicho artículo. 

Reitero a Usted Ciudadana Diputada las seguridades de mi
alta y distinguida consideración. 

Palacio Nacional, a 26 de noviembre de 2002.— El Presi-
dente de los Estados Unidos Mexicanos, Vicente Fox Que-
sada.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Recibo y túrnese a la Comisión de Gobernación y Se-
guridad Pública.

REINO DE ESPAÑA

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso a la ciudadana licenciada
Alicia Guadalupe Buenrostro Massieu, para aceptar y usar
la condecoración de la Orden del Mérito Civil en grado de
Cruz de Plata, que le confiere el Gobierno del Reino de Es-
paña.

Atentamente.

México, DF, a 21 noviembre de 2002.— Senador Enrique
Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso a la ciudadana licen-
ciada Alicia Guadalupe Buenrostro Massieu, para aceptar y
usar la condecoración de la Orden del Mérito Civil en gra-
do de Cruz de Plata, que le confiere el Gobierno del Reino
de España.
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Salón de sesiones de la Cámara de Senadores. México, DF,
a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique Jackson
Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Hernández, se-
cretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano licenciado
Andrés Manuel López Obrador, para aceptar y usar la con-
decoración de la Orden del Mérito Civil en grado de Gran
Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de España.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano licen-
ciado Andrés Manuel López Obrador, para aceptar y usar
la condecoración de la Orden del Mérito Civil en grado de
Gran Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de Es-
paña.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique

Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano ministro En-
rique González Torres, para aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden de Isabel la Católica en grado de Enco-
mienda de Número, que le confiere el Gobierno del Reino
de España.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano ministro
Enrique González Torres, para aceptar y usar la condeco-
ración de la Orden de Isabel la Católica en grado de Enco-
mienda de Número, que le confiere el Gobierno del Reino
de España.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.
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Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano ministro Jai-
me Enrique Inocencio García Amaral, para aceptar y usar
la condecoración de la Orden del Mérito Civil en grado de
Encomienda de Número, que le confiere el Gobierno del
Reino de España.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano ministro
Jaime Enrique Inocencio García Amaral, para aceptar y
usar la condecoración de la Orden del Mérito Civil en gra-
do de Encomienda de Número, que le confiere el Gobierno
del Reino de España.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano Héctor Ma-
nuel Rodríguez Arellano, para aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden del Mérito Civil, en grado de Cruz de Pla-
ta, que le confiere el Gobierno del Reino de España.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano Héctor
Manuel Rodríguez Arellano, para aceptar y usar la conde-
coración de la Orden del Mérito Civil, en grado de Cruz de
Plata, que le confiere el Gobierno del Reino de España.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»
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La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano Clemente
Serna Alvear, para aceptar y usar la condecoración de la
Orden del Mérito Civil en grado de Cruz de Oficial, que le
confiere el Gobierno del Reino de España.

Atentamente.

México, DF, a 21 noviembre de 2002.— Senador Enrique
Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano Clemen-
te Serna Alvear, para aceptar y usar la condecoración de la
Orden del Mérito Civil en grado de Cruz de Oficial, que le
confiere el gobierno del Reino de España.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Senadores:
Enrique Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. Gonzá-
lez Hernández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al almirante CGDEM
Marco Antonio Peyrot González para aceptar y usar la con-
decoración de la Orden de Isabel la Católica en grado de
Gran Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de Espa-
ña.

Atentamente.

México, DF, a 21 noviembre de 2002.— Senador Enrique
Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al almirante CGDEM
Marco Antonio Peyrot González, para aceptar y usar la
condecoración de la Orden de Isabel la Católica en grado
de Gran Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de Es-
paña.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.
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El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano maestro Gus-
tavo Ernesto Casillas Rocha, para aceptar y usar la conde-
coración de la Orden del Mérito Civil en grado de Cruz de
Oficial, que le confiere el Gobierno del Reino de España.

Atentamente.

México, DF, a 21 noviembre de 2002.— Senador Enrique
Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano maestro
Gustavo Ernesto Casillas Rocha, para aceptar y usar la
condecoración de la Orden del Mérito Civil en grado de
Cruz de Oficial, que le confiere el Gobierno del Reino de
España.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyec-
to de decreto que concede permiso al general Brigadier
Ret. Enrique Aranda Salamanca, para aceptar y usar la
condecoración de la Orden de Isabel la Católica en grado
de Encomienda, que le confiere el Gobierno del Reino de
España.

Atentamente.

México, DF, a 21 noviembre de 2002.— Senador Enrique
Jackson, Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al general Brigadier
Ret. Enrique Aranda Salamanca, para aceptar y usar la
condecoración de la Orden de Isabel la Católica en grado
de Encomienda, que le confiere el Gobierno del Reino de
España.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.
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El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso a la ciudadana licenciada
Ana Cecilia Oliva Balcárcel, para aceptar y usar la conde-
coración de la Orden del Mérito Civil en grado de Cruz de
Plata, que le confiere el Gobierno del Reino de España.

Atentamente.

México, DF, a 21 noviembre de 2002.— Senador Enrique
Jackson, Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso a la ciudadana licen-
ciada Ana Cecilia Oliva Balcárcel, para aceptar y usar la
condecoración de la Orden del Mérito Civil en grado de
Cruz de Plata, que le confiere el Gobierno del Reino de Es-
paña.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano licenciado
Rodolfo Elizondo Torres, para aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden de Isabel la Católica, en grado de Gran
Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de España.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador, Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano licen-
ciado Rodolfo Elizondo Torres, para aceptar y usar la
condecoración de la Orden de Isabel la Católica, en gra-
do de Gran Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino
de España.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

Año III, Primer Periodo, 28 de noviembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados118



El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano arquitecto
Ernesto José del Sagrado Corazón de Jesús Velasco León,
para aceptar y usar la condecoración de la Orden de Isabel
la Católica en grado de Encomienda de Número, que le
confiere el Gobierno del Reino de España.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano arqui-
tecto Ernesto José del Sagrado Corazón de Jesús Velasco
León, para aceptar y usar la condecoración de la Orden de
Isabel la Católica en grado de Encomienda de Número, que
le confiere el Gobierno del Reino de España.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

REINO DE SUECIA

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano licenciado
Luis Ernesto Derbez Bautista, para aceptar y usar la con-
decoración de la Orden Real de la Estrella Polar en grado
de Gran Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de
Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador, Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano licencia-
do Luis Ernesto Derbez Bautista, para aceptar y usar la
condecoración de la Orden Real de la Estrella Polar en gra-
do de Gran Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de
Suecia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.
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El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Se-
nado de la República.— LVIII Legislatura.— Presidencia
de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano licenciado
Rodolfo Elizondo Torres, para aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden Real de la Estrella Polar en grado de Co-
mendador de Primera Clase, que le confiere el Gobierno
del Reino de Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano licencia-
do Rodolfo Elizondo Torres, para aceptar y usar la conde-
coración de la Orden Real de la Estrella Polar en grado de
Comendador de Primera Clase, que le confiere el Gobier-
no del Reino de Suecia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al general brigadier Ret.
Enrique Aranda Salamanca, para aceptar y usar la conde-
coración de la Orden Real de la Estrella Polar en grado de
Comendador, que le confiere el Gobierno del Reino de
Suecia.

Atentamente

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador, Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al general brigadier
Ret. Enrique Aranda Salamanca, para aceptar y usar la con-
decoración de la Orden Real de la Estrella Polar en grado
de Comendador, que le confiere el Gobierno del Reino de
Suecia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.
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El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano Nathan Wolf
Lustbader, para aceptar y usar la condecoración de la Or-
den Real de la Estrella Polar en grado de Oficial, que le
confiere el Gobierno del Reino de Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano Nathan
Wolf Lustbader, para aceptar y usar la condecoración de la
Orden Real de la Estrella Polar en grado de Oficial, que le
confiere el Gobierno del Reino de Suecia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano licenciado
Juan Carlos Hernández Wocker, para aceptar y usar la con-
decoración de la Orden Real de la Estrella Polar en grado
de Caballero, que le confiere el Gobierno del Reino de
Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano Juan
Carlos Hernández Wocker, para aceptar y usar la condeco-
ración de la Orden Real de la Estrella Polar en grado de Ca-
ballero, que le confiere el Gobierno del Reino de Suecia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública.
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El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano Francisco
Alfonso Durazo Montaño, para aceptar y usar la condeco-
ración de la Orden Real de la Estrella Polar en grado de
Comendador de Primera Clase, que le confiere el Gobier-
no del Reino de Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano Francis-
co Alfonso Durazo Montaño, para aceptar y usar la conde-
coración de la Orden Real de la Estrella Polar en grado de
Comendador de Primera Clase, que le confiere el Gobier-
no del Reino de Suecia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano Jorge Lomo-
naco Tonda, para aceptar y usar la condecoración de la Or-
den Real de la Estrella Polar en grado de Comendador de
Primera Clase (Gran Oficial), que le confiere el Gobierno
del Reino de Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano Jorge
Lomonaco Tonda, para aceptar y usar la condecoración de
la Orden Real de la Estrella Polar en grado de Comendador
de Primera Clase (Gran Oficial), que le confiere el Gobier-
no del Reino de Suecia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.
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El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso a la embajadora Amanda
Mireya Terán Munguía, para aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden Real de la Estrella Polar en grado de Gran
Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso a la embajadora
Amanda Mireya Terán Munguía, para aceptar y usar la
condecoración de la Orden Real de la Estrella Polar en gra-
do de Gran Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de
Suecia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano ministro Jai-
me Enrique Inocencio García Amaral, para aceptar y usar
la condecoración de la Orden Real de la Estrella Polar, en
grado de Comendador Primera Clase Gran Oficial, que le
confiere el Gobierno del Reino de Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano ministro
Jaime Enrique Inocencio García Amaral, para aceptar y
usar la condecoración de la Orden Real de la Estrella Po-
lar, en grado de Comendador Primera Clase Gran Oficial,
que le confiere el Gobierno del Reino de Suecia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 28 de noviembre de 2002123



El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavi-
lán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano licenciado
Julián Ventura Valero para aceptar y usar la condecoración
de la Orden Real de la Estrella Polar en grado de Comen-
dador, que le confiere el Gobierno del Reino de Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano licen-
ciado Julián Ventura Valero, para aceptar y usar la Con-
decoración de la Orden Real de la Estrella Polar en grado
de Comendador, que le confiere el Gobierno del Reino de
Suecia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso al ciudadano Arturo Saru-
khan Casamitjana para aceptar y usar la condecoración de
la Orden Real de la Estrella Polar en grado de Comenda-
dor, que le confiere el Gobierno del Reino de Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senador Enri-
que Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano Arturo
Sarukhan Casamitjana para aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden Real de la Estrella Polar, en grado de Co-
mendador, que le confiere el Gobierno del Reino de Sue-
cia.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 21 de noviembre de 2002.— Senadores: Enrique
Jackson Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Her-
nández, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— El secretario general de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica.

Pasamos al capítulo de iniciativas de diputados.
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